PAGE  

Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe

[image: image1.png]



DIARIO  DE  SESIONES
121º Período Legislativo

22ª Reunión  –  19ª Sesión ORDINARIA

9 DE OCTUBRE DE 2003

Presidencia: Sr. Alberto Nazareno Hammerly

Secretarios: Sres. Avelino Lago y Edgardo Fiol

Subsecretario: Sr. José Alberto Maccerola

1 SUMARIO


Asunto
 Página

11
SUMARIO

2
ASISTENCIA
6
3
APERTURA DE LA SESIÓN
7
4
Versión Taquigráfica
7
(Sesión Ordinaria del 2/10/03 – Aprobada)
7
5
Asuntos Entrados Nº 22
7
5.1
Comunicaciones oficiales
7
5.2
Dictámenes de comisión
8
5.2.1
Convenio Marco con el Rotary Internacional (Cursos de Educación Básica para adolescentes y adultos
8
5.2.2
Convenio con el Consejo Federal de Inversiones (actividades orientadas a la exportación)
8
5.2.3
Convenio Marco de Cooperación (Programa de Fortalecimiento de las Mipymes)
8
5.2.4
Convenio con el Consejo Federal de Inversiones (Prestamo Protección contra Inundaciones)
8
5.2.5
Convenio con el Estado Nacional y las provincias de Santa Fe y Entre Ríos (Ruta Nacional Nº 168)
8
5.2.6
Convenio de Transferencia del Puerto de Villa Constitución
8
5.2.7
Escuela Nº 314 José de San Martín (Esperanza): creación de grado radial de sordos e hipoacúsicos
9
5.2.8
Escuela Taller de Educación Manual Nº 181 Puerto Argentino (cargo de portero)
9
5.2.9
Taller de Educación Manual Nº 181 Puerto Argentino (equipo informático)
9
5.2.10
Instituto Superior de Educación Física Isef Nº 27 César S. Vásquez (provisión de equipos)
9
5.2.11
Empa Nº 1062 de Frontera (subsidio)
9
5.2.12
Escuela Nº 73 Dr. Adolfo Alsina de Arroyo Seco (refacción)
9
5.2.13
Escuela Nº 961 Domingo F. Sarmiento (Campo Hardy): reparaciones
9
5.2.14
Escuela Taller de Educación Manual Nº 3037 (subsidio)
9
5.2.15
Escuela Nº 597 Pedro Palacios (Reconquista): ayuda económica a la Asociación Cooperadora
9
5.2.16
Centro de Formación Profesional Nº 1 de Santa Fe (ayuda para reparaciones)
9
5.2.17
Escuela Nº 374 Domingo F. Sarmiento de Lehmann (material didáctico)
10
5.2.18
Escuela Nº 626 Dr. Nicolás Avellaneda de Sunchales (salón de usos múltiples)
10
5.2.19
Programa radial Simplemente… historias: interés cultural
10
5.2.20
Encuentro de Camaradería Arte y Danza 2003 (Santo Tomé)
10
5.2.21
Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano (Entepola)
10
5.2.22
EPE: pedido de informes por reuniones con funcionarios del Banco Mundial
10
5.2.23
Comisaría 8ª de Villa Guillermina: reparación de móvil policial
10
5.2.24
Control de comercios elaboradores y/o expendedores de hamburguesas
10
5.2.25
Puente colapsado sobre el arroyo Saladillo Amargo
10
5.2.26
Elevación de napas freáticas en Firmat, Chovet y Melincué: pedido de informes
10
5.2.27
Nota Particular del señor Roberto Ángel Prieu
11
5.3
Proyectos del Poder Ejecutivo
11
5.3.1
Ley Nº 12.103 – Presupuesto – Corrección Factor de Potencia: modificación
11
5.3.2
Ley Nº 11.739 – Expropiación de inmuebles: modificación del artículo 5º
11
(Preferencia para la próxima sesión)
11
5.4
Proyectos de los señores diputados
11
Proyectos de ley:
11
5.4.1
Contenidos de formación turística en currícula escolar
11
5.4.2
Contraconcepción quirúrgica voluntaria en efectores de salud
11
Proyecto de declaración:
11
5.4.3
Semana de la ciudad (Cañada de Gómez)
11
Proyectos de comunicación:
11
5.4.4
Asociación Bomberos Voluntarios de Gálvez: creación de cargo
11
5.4.5
Régimen de Promoción Industrial: resarcimiento del Estado Nacional
12
5.4.6
Ley Nº 24.443 – Fondo del Conurbano: aporte permanente a la Provincia
12
(Preferencia para dos sesiones)
12
5.4.7
Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck: provisión de computadora
12
(Preferencia para dos sesiones)
12
5.4.8
Policía de Lucio V. López (Iriondo): provisión de vehículo
12
5.4.9
EPE de Serodino: designación de agente de residencia permanente
12
5.4.10
Biblioteca Popular Juan Bautista Alberdi (Venado Tuerto):subsidio
12
5.4.11
Programas Jefes de Hogar (Dpto. La capital): pedido de informes
12
5.4.12
Impuesto Inmobiliario –urbano, suburbano y rural–: extensión de plazos
13
5.4.13
Ley Nº 12.118 – Deudas con la EPE: cumplimiento
13
(Reservado en Secretaría)
13
5.5
Notas de los particulares
13
5.6
Asuntos entrados fuera de lista
13
5.6.1
Congresos de Entidades Vecinales
13
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
13
5.6.2
Actividades de la Guardia de Honor de la Comuna de Nelson: declaración de interés
13
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
13
5.6.3
Jornadas Provinciales sobre Accidentología y Seguridad Vial
13
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
13
5.6.4
Aniversario de la comuna de Alejandra
13
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
13
5.6.5
Comisión Bicameral Permanente de Seguimiento y Control de Armas Secuestradas
14
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
14
5.6.6
Ruta Provincial Nº 32: designación de tramo Rafael Yacuzzi
14
(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)
14
5.6.7
Donación de inmueble a la comuna de Fighiera
14
(Proyecto de ley – Girado a comisión)
14
5.6.8
Ley de Expropiaciones: modificación de artículos
14
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
14
5.6.9
Fondo de Emergencia Social: partidas para tareas de verificación de montos
14
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
15
5.6.10
Dirección Provincial de Hidráulica: informe sobre las inundaciones
15
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
15
5.6.11
Repudio por la amenaza a la señora Sandra Cabrera
15
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
15
5.6.12
Monumento a la memoria de Ernesto “Che” Guevara (Rosario)
15
(Proyecto de ley – Girado a comisión)
15
5.6.13
Ley Nº 3456 – Código Fiscal: patente única sobre vehículos
16
(Proyecto de ley – Girado a comisión)
16
5.6.14
Concurso Provincial de la Pesca de la Palometa
16
(Proyecto de ley – Reservado en Secretaría)
16
5.6.15
Reconocimiento a la Dra. Blanca Fritschy
16
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
16
5.6.16
Centro de Humedales en el río Paraná (Sta. Fe)
16
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
16
5.6.17
Programa Provincial Permanente para la prevención del alcoholismo y las adicciones
17
(Proyecto de ley – Girado a comisión)
17
5.6.18
Encuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar
17
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
17
5.6.19
Puente Reconquista-Goya: partida presupuestaria
18
(Proyecto de comunicación – Reservado en Secretaría)
18
5.6.20
Medicamentos genéricos: listado oficial
18
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
18
5.6.21
Monocultivo de soja: campañas de esclarecimiento
18
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
18
5.6.22
Puente Rosario-Victoria: estudio de la capa asfáltica
18
(Proyecto de declaración – Girado a comisión)
18
5.6.23
Efectos nocivos en dispositivos femeninos de higiene
18
(Proyecto de comunicación – Reservado en Secretaría)
18
5.6.24
Lago del Parque General Belgrano: partidas presupuestarias para su recuperación
19
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
19
5.6.25
Informe sobre actuaciones promovidas por miembro de la Comuna de Alvear
19
(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)
19
5.6.26
Megaconcierto 2003-Voces (Sadop Sta. Fe)
19
(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)
19
6
PETICIONES Y MANIFESTACIONES DE LOS SEÑORES DIPUTADOS
19
6.1
Proyecto y estrategia nacional en la cadena de valor de la leche
19
(Proyecto de comunicación – Preferencia para la próxima sesión)
19
6.2
Área para la recepción y prestamo de sillas de ruedas (creación)
20
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
20
6.3
Ley Nº 10.703 – Código de Faltas de la Provincia: derogación de los artículos 83 y 87 (prostitución)
20
(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)
20
6.4
Uniones Estables de Parejas
20
(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)
20
6.5
Personas procesadas y detenidas con HIV/Sida
20
(Proyecto de ley – Anexado a Expte. 11.233-BS y preferencia para la próxima sesión)
20
6.6
Bomberos Voluntarios de la Provincia: provisión de combustible
21
(Proyecto de comunicación – Preferencia para dos sesiones)
21
6.7
Regulación de la actividad de las entidades de medicina prepaga
21
(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)
21
6.8
Programa Provincial de Prevención de Accidentes
21
(Proyecto de ley – Preferencia para tres sesiones)
21
6.9
Donación de terreno al Club Atlético Timbuense
21
(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)
21
6.10
Respuesta a pedido de informes sobre basural en Pérez
22
6.11
Remisión a Compiladora de Leyes de los decretos del Poder Ejecutivo
22
6.12
Vacunación con la vacuna Candid 1
22
7
Manifestación
23
7.1
Renuncia del Ministro de Educación de la Provincia, Dr. Germano
23
8
Homenaje
24
8.1
Natalicio del General Juan Domingo Perón
24
8.2
A Eugenio Castelli
25
9
TRATAMIENTOS SOBRE TABLAS
25
9.1
Ley Nº 12.11.8 – Deudas con la EPE: cumplimiento
25
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
25
9.2
Congreso de Entidades Vecinales
26
(Proyecto de declaración – Aprobado)
26
9.3
Actividades de la Guardia de Honor de la Comuna de Nelson: declaración de interés
27
(Proyecto de declaración – Aprobado)
27
9.4
Jornadas Provinciales de Accidentología y Seguridad Vial
27
(Proyecto de declaración – Aprobado)
27
9.5
Aniversario de la comuna de Alejandra
28
(Proyecto de declaración – Aprobado)
28
9.6
Repudio por la amenaza a la señora Sandra Cabrera
29
(Proyecto de declaración – Aprobado)
29
9.7
Concurso provincial de la pesca de la palometa
29
(Proyecto de ley – Aprobado)
29
9.8
Reconocimiento a la Dra. Blanca Fritschy
30
(Proyecto de declaración – Aprobado)
30
9.9
Centro de Humedales en el río Paraná (Sta. Fe)
31
(Proyecto de declaración – Aprobado)
31
9.10
Puente Reconquista-Goya: partida presupuestaria
32
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
32
9.11
Encuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar
33
(Proyecto de declaración – Aprobado)
33
9.12
Efectos nocivos en dispositivos de higiene femenina
33
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
33
9.13
Megaconcierto 2003 Voces
34
(Proyecto de declaración – Aprobado)
34
10
TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS
35
10.1
Área Metropolitana del Gran Rosario (Amgro)
35
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de cuatro sesiones)
35
10.2
Programa de Coordinación, Seguridad de la Comunidad Rural y Prevención y Lucha contra el Abigeato
35
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)
35
10.3
Derechos y deberes de pacientes en establecimientos de salud
35
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)
35
10.4
Colegio de Terapistas Ocupacionales (creación)
35
(Proyecto de ley – Aprobado)
35
10.5
Expropiación de la Quinta La Calamita
39
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
39
10.6
Fondo Especial para Resarcimiento a Comercios Saqueados
40
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
40
10.7
Modificación de la Ley Nº 11.586 (Pensión graciable a excombatientes)
40
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)
40
10.8
Ley Nº 11.123 (Coparticipación de ingresos brutos a municipios y comunas): modificación del artículo 12
40
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)
40
10.9
Ley Nº 8067 – Creación del Instituto Becario: modificación de artículos 1º, 3º y 4º
40
(Proyecto de ley – Aprobado)
40
10.10
Ruta Nacional Nº 178 – tramo Bigand (Dpto. Caseros): repavimentación
47
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
47
10.11
Inmuebles del Programa Arraigo: exención de impuestos
48
(Proyecto de ley – Aprobado)
48
10.12
Código Procesal Penal de la Provincia: incorporación de nuevo texto
49
(Proyecto de ley – Aprobado)
49
10.13
Prohibición de la práctica deportiva Tiro al Pichón
120
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
120
10.14
Ayuda para damnificados por el fenómeno hídrico del departamento San Javier
121
(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
121
10.15
Radares fotográficos fijos (cinemómetros): normas para su uso
121
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
121
10.16
Registro notarial de Margarita (Vera)
121
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)
121
11
orden del día Nº 18
122
11.1
Donación de inmueble a la Asociación Nazareth
122
(Proyecto de ley – Aprobado)
122
11.2
Convenio sobre tutela del ambiente natural y el hábitat humano
123
(Proyecto de ley – Aprobado)
123
11.3
Expropiación de inmuebles en Rosario (asentamientos Alvear y Matheu)
124
(Proyecto de ley – Aprobado)
124
11.4
Convenio entre el Magic y la Fundación Potenciar: Programa Bidfomin
126
(Proyecto de ley – Aprobado)
126
11.5
Firmat: capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas
127
(Proyecto de ley – Aprobado)
127
11.6
Convenio de financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación
129
(Proyecto de ley – Aprobado)
129
11.7
Convenio para el financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación: acta complementaria
130
(Proyecto de ley – Aprobado)
130
11.8
Donación de terreno a comuna de Garabato
130
(Proyecto de ley – Aprobado)
130
11.9
Programa de mejoramiento de barrios – Préstamo BID 940/OC-AR
131
(Proyecto de ley – Aprobado)
131
11.10
Registro de Contratos Públicos Nº 468 (Rosario): traslado
132
(Proyecto de ley – Aprobado)
132
11.11
Registro de Contratos Públicos Nº 165 (Rosario): traslado
133
(Proyecto de ley – Aprobado)
133
11.12
Feria Regional de la Integración Alimentaria (Venado Tuerto)
133
(Proyecto de declaración – Aprobado)
133
11.13
Productos electrodomésticos: preocupación por aumento de importaciones
134
(Proyecto de declaración – Aprobado)
134
11.14
Jornadas de Patrimonio Cultural y Desarrollo (Santa Fe)
135
(Proyecto de declaración – Aprobado)
135
11.15
Fundación de la Sociedad de Beneficencia (Rosario): interés provincial
136
(Proyecto de declaración – Aprobado)
136
11.16
Micro Región del Centro-este cordobés y Centro-oeste santafesino
137
(Proyecto de declaración – Aprobado)
137
11.17
Plan Soja Solidario en Santa Fe: apoyo brindado por la Bolsa de Comercio
137
(Proyecto de declaración – Aprobado)
137
11.18
Medidas de prevención contra la Roya asiática en cultivos de soja
138
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
138
11.19
Corredor vial Nº 9: prolongación del tramo de acceso a Rosario
139
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
139
11.20
Escuela de Enfermería Eva Perón de Reconquista y Villa Ocampo
140
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
140
11.21
Investigación por toxicidad del juguete “yo-yo de agua”
141
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
141
11.22
Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno (Sta. Fe): ayuda económica
142
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
142
11.23
Escuela Nº 6215 de Lanteri: subsidio
143
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
143
11.24
Escuela Nº 336 José de San Martín de Nuevo Torino: (subsidio)
144
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
144
11.25
Escuela Nº 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda de Esperanza (subsidio)
145
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
145
11.26
Ruta Provincial Nº 1: construcción de ciclovía
146
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
146
11.27
Agentes policiales y unidades móviles para comisaría de Villa Cañás
147
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
147
11.28
Lotería, Quiniela y Quini 6: transferencia de fondos a municipios y comunas
148
(Proyecto de comunicación – Aprobado)
148
12
inasistencias
149
13
INDICE DE oradores
151
14
INDICE DE PROYECTOS APROBADOS
152


(((((
ASISTENCIA

	Diputados Presentes
	Bloque
	
Departamento

	ÁLVAREZ, Jorge Mario
	UCR
	
Caseros

	ÁLVAREZ, Ricardo Alfredo
	PJ
	
San Gerónimo

	BARRERA, Edmundo Carlos
	PJ
	
La Capital

	BAUDIN, Juana Aurora
	BS
	
General Obligado

	BERMÚDEZ, Carlos Américo
	PJ
	
Rosario

	BRODA, Susana María
	PJ
	
San Martín

	BULLRICH, Miguel Alberto
	PDP
	
La Capital

	CAVIGIURI, Dolly Luisa
	PJ
	
La Capital

	CECCHI, Alfredo Luis
	BS
	
General López

	D´AMBROSIO, Ángel Mario
	BRA
	
Rosario

	DALLA FONTANA, Ariel Raúl
	PJ
	
La Capital

	DECH, Ricardo Elías
	PJ
	
Iriondo 

	DEMARÍA, Juan Domingo
	PJ
	
San Cristóbal

	DI POLLINA, Eduardo Alfredo
	BS
	
Rosario

	DI SCIASCIO, Diego Raúl
	UCR
	
Rosario

	ESQUIVEL, Mario César
	PJ
	
La Capital

	FAVARIO, Carlos Alberto
	PDP
	
Rosario

	GIARDINO, Pedro Luis
	PJ
	
San Lorenzo

	GIORGETTI, Jorge Raúl
	PJ
	
Castellanos

	GONZALEZ, Mónica Silvina
	PJ
	
Rosario

	GRBAVAC, Antonio Jorge
	PJ
	
General López

	GUIDO DE NIRICH, María Leonor
	UCR
	
General López

	GUTIÉRREZ, Marta Susana
	PJ
	
Rosario

	HAMMERLY, Alberto Nazareno
	PJ
	
La Capital

	IBALDI, Mario Raúl
	UCR
	
San Gerónimo

	MAINETTI, Osvaldo Marcelo
	PJ
	
Rosario

	MEOTTO, Liliana Graciela
	PJ
	
Rosario

	MIGNO, María Silvia
	UCR
	
San Javier

	MOLINAS, Raúl Alfredo
	UCR
	
La Capital

	PAGANINI, Carlos Alberto
	PJ
	
La Capital

	PEZZ, Federico Gustavo
	UCR
	
General Obligado

	POCHETTINO, Domingo José
	PJ
	
La Capital

	RESCHIA, Sandra Ceferina
	PJ
	
Vera 

	REUTEMANN, Roberto Federico
	PJ
	
La Capital

	RITTER, Oscar Raúl
	BRA
	
Las Colonias

	SAMARDICH, Rafael
	BRA
	
Rosario

	SCHACHNER, Élida BEATRIZ
	PJ
	
Las Colonias

	STRADA, Livio Antonio
	PJ
	
La Capital

	STRAUSS, Nanci Graciela
	PJ
	
La Capital

	TATE, Alicia Ester
	BRA
	
La Capital

	UGALDE, José Ariel
	PJ
	
Caseros

	VENESIA, Laura Mercedes
	PJ
	
Rosario

	VILLALBA, Josefa
	UCR
	
Rosario

	ZOGBI, Eduardo José
	BRA
	
La Capital


	Diputados Ausentes
	Bloque
	
Departamento

	BASALDELLA, Miguel Ángel
	UCR
	
Rosario

	CANE, Roberto Raúl
	PJ
	
Constitución

	GALARETTO, Eduardo Horacio
	UCR
	
San Lorenzo

	GIACOSA, Ricardo Andrés
	UCR
	
Castellanos

	MAZZIOTTA, Fernando Gabriel
	PJ
	
Rosario

	SCHPEIR, Analía Lilian
	UCR
	
Vera


PJ: Partido Justicialista — UCR: Unión Cívica Radical — BRA: Bloque Radical en la Alianza

PDP: Partido Demócrata Progresista — BS: Bloque Socialista
2 APERTURA DE LA SESIÓN



En la ciudad de Santa Fe, a las 13:29 del nueve de octubre de dos mil tres, los señores diputados presentes en la Sala de Sesiones, ante la falta de quórum, solicitan a la Presidencia que continúe llamando hasta lograr el número reglamentario.



A las 14:35 se reúne la Cámara de Diputados de la Provincia, en la 19ª Sesión Ordinaria del 121º Período Legislativo.

SR. PRESIDENTE (Hammerly)– Con la presencia de 44 diputados, declaro abierta la sesión.


Por Secretaría se pasará lista de los diputados presentes.

–
Así se hace.

–
Están ausentes los señores diputados Miguel Ángel Basaldella, Roberto Cané, Eduardo Galaretto, Ricardo Giacosa, Fernando Mazziotta y Analía Schpeir.

SR. PRESIDENTE (Hammerly)– Invito a los señores diputados Ángel D’Ambrosio y Alfredo Cecchi a izar la Bandera Nacional en el mástil del recinto.

–
Puestos de pie los señores diputados, personal de la Cámara y público presente, los señores diputados Ángel D’Ambrosio y Alfredo Cecchi izan la Bandera Nacional.

–
Aplausos.

3 Versión Taquigráfica

(Sesión Ordinaria del 2/10/03 – Aprobada)

SR. PRESIDENTE (Hammerly)– Se encuentra a consideración del Cuerpo la Versión Taquigráfica correspondiente a la Sesión Ordinaria del 2 de octubre de 2003.


Si no se formulan observaciones se dará por aprobada.

–
Resulta aprobada.

4 Asuntos Entrados Nº 22

SR. PRESIDENTE (Hammerly)– Por Secretaría se dará cuenta de la nómina de los Asuntos Entrados Nº 22, con su destino correspondiente.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

4.1 Comunicaciones oficiales

Asunto Nº 1 – El Tribunal de Cuentas de la Provincia remite respuesta al pedido de informe (Expte. Nº 9953 – BRA) referido al contralor de la asignación de los recursos transferidos para su administración por la Provincia, dispuesto por la Ley Nacional Nº 24.443. (Nº 7095/03)

–
Anexado sus antecedentes.

Asunto Nº 2 – El señor Subsecretario de Asuntos Legislativos eleva respuesta a las siguientes minutas de comunicación:

· Expte. Nº 10.039 – PJ: Cargo de maestro de jardín de infantes para el aula radial Madre de la Divina Providencia, dependiente del Jardín de Infantes Particular Incorporado Nº 1364 Santa Lucía, de la ciudad de Santa Fe. (Nº 7096/03)

· Expte. Nº 10.205 – PJ: Difusión de las principales efemérides culturales de los países que integran el Mercosur. (Nº 7097/03)

· Expte. Nº 10.737 – PJ: Ampliación de las instalaciones del Hospital Eva Perón, de Granadero Baigorria. (Nº 7098/03)

· Expte. Nº 11.193 – BS: Construcción de un gimnasio con sus pabellones sanitarios para la Escuela Nº 6163 Naciones Unidas, de Hughes. (Nº 7099/03)

· Expte. Nº 6990 – FPS: Recategorización del Jardín de Infantes Nº 62 José N. Puccio, de la ciudad de Rosario, para elevarlo de su actual categoría tercera a la segunda. (Nº 7100/03)

· Expte. Nº 11.0.68 – PJ: Construcción de las represas retardadoras de las aguas que escurren en el arroyo Saladillo, a la altura de Fuentes y Casilda. (Nº 7101/03)

· Expte. Nº 11.227 – BRA: Pedido de informes del inventario de bienes muebles e inmuebles, propiedad del Banco Santafesino de Inversión y Desarrollo, en liquidación. (Nº 710.2/03)

· Expte. Nº 10.604 – UCR: Convenios con municipios y comunas de la provincia para el pesaje de camiones en caminos rurales. (Nº 7103/03)

· Expte. Nº 11.413 – PJ: Enérgico reclamo ante el Poder Ejecutivo Nacional, en forma conjunta con los legisladores nacionales por la provincia, a fin de mantener la distribución objetiva de la cuota Hilton. (Nº 7104/03)

· Expte. Nº 10.345 – BRA: Disposición de medidas que garanticen que los ómnibus de transporte de personas afectadas al traslado de jóvenes de distintas localidades, con destino a confiterías y salones de baile, cumplan con los requisitos exigibles. (Nº 7105/03)

· Exptes. Nº 11.146 – PJ y adjunto Nº 11.131 – BRA: Declaración de emergencia o zona de desastre a localidades del departamento Las Colonias. (Nº 7106/03)

· Expte. Nº 11.145 – PJ: Bacheo y reparación de la Ruta Provincial Nº 36-S, tramo Ruta Nacional Nº 11-Matilde y la culminación de la pavimentación en el tramo Matilde-San Carlos Sud. (Nº 7107/03)

· Expte. Nº 11.192 – BS: Provisión del servicio de gas natural a la Escuela Nº 1240 Teniente General JC Sánchez, de Rosario. (Nº 7108/03)

· Expte. Nº 10.763 – BS: Acciones coordinadas con la provincia de Corrientes, en defensa de obras en el Puente Avellaneda-Goya. (Nº 7109/03)

–
Anexado a sus antecedentes.

Asunto Nº 3 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Sunchales remite nota en la que adjunta copia de la solicitud que le hizo al señor Julio Cesar Zapata, Subsecretario de Educación de la Provincia, para manifestar su parecer con respecto a la contestación al pedido de continuidad de horas asignadas a los Talleres de Educación no Formal, que funcionaban en la Escuela Nº 1213 Comunidad Organizada, de la citada localidad. (Nº 7113/03)

–
Girado al Archivo.

Asunto Nº 4 – El señor Presidente del Concejo Municipal de Reconquista remite copia de las Resoluciones Nº 1873 y 1874/03, por las cuales se dispuso requerir la inclusión en el Presupuesto Nacional 2004 de la obra Gasoducto Norte y Puente Norte-Santa Fe Sur, de Corrientes. (Nº 7114/03)

–
Girado a la Comisión de Obras y Servicios Públicos.

Asunto Nº 5 – El señor Intendente Municipal de Esperanza remite nota en la que solicita la creación de un juzgado con asiento en dicha ciudad, al haber tomado conocimiento de un proyecto de ley que propicia la creación de 12 nuevos juzgados en la provincia. (Nº 7115/03)

–
Girado a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

4.2 Dictámenes de comisión

4.2.1 Convenio Marco con el Rotary Internacional (Cursos de Educación Básica para adolescentes y adultos

Asunto Nº 6 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley –Mensaje Nº 2626– por el cual se aprueba el convenio marco celebrado entre el Superior Gobierno de la Provincia y el Distrito Nº 4880 de Rotary Internacional (Cursos de educación básica para adolescentes y adultos en el ámbito de influencia del mencionado distrito) (Expte. Nº 11.347 – PE)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.2 Convenio con el Consejo Federal de Inversiones (actividades orientadas a la exportación)

Asunto Nº 7 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión –Mensaje Nº 2609– por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Gobierno de la Provincia de Santa Fe y el Consejo Federal de Inversiones, con respecto a actividades orientadas a la exportación. (Expte. Nº 11.425 – PER)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.3 Convenio Marco de Cooperación (Programa de Fortalecimiento de las Mipymes)

Asunto Nº 8 – Dictámenes de las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión –Mensaje Nº 2569– por el cual se aprueba el Convenio Marco de Cooperación y Anexo entre la Secretaría de la Pequeña y Mediana Empresa, del Ministerio de Economía de la Nación, y la Provincia (Programa de Fortalecimiento de las Mipymes) (Expte. Nº 11.427 – PER)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.4 Convenio con el Consejo Federal de Inversiones (Préstamo Protección contra Inundaciones)

Asunto Nº 9 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión –Mensaje Nº 2581– por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Consejo Federal de Inversiones y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, con respecto al préstamo de protección contra inundaciones. (Expte. Nº 11.423 – PER)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.5 Convenio con el Estado Nacional y las provincias de Santa Fe y Entre Ríos (Ruta Nacional Nº 168)

Asunto Nº 10 – Dictámenes de las comisiones de Obras y Servicios Públicos, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley venido en revisión –Mensaje Nº 2545– por el cual se aprueba el convenio celebrado entre el Estado Nacional y las provincias de Santa Fe y Entre Ríos, referido a la reparación integral de la Ruta Nacional Nº 168. (Expte. Nº 11.426 – PER)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.6 Convenio de Transferencia del Puerto de Villa Constitución

Asunto Nº 11 – Dictámenes de las comisiones de Agricultura y Ganadería, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General en el proyecto de ley –Mensaje Nº 2653– por el cual se aprueba el convenio celebrado entre la Administración y Explotación de Silos del Puerto de Villa Constitución, la Secretaría de Agricultura de la Nación y el Gobierno de la Provincia. (Expte. Nº 11.471 – PE)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.7 Escuela Nº 314 José de San Martín (Esperanza): creación de grado radial de sordos e hipoacúsicos

Asunto Nº 12 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Schachner, por el cual se solicita la creación de un grado radial de sordos e hipoacúsicos en la Escuela Nº 314 José de San Martín, de Esperanza (departamento Las Colonias). (Expte. Nº 11.311 – PJ)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.8 Escuela Taller de Educación Manual Nº 181 Puerto Argentino (cargo de portero)

Asunto Nº 13 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Reschia, por el cual se solicita la creación de un cargo de portero en la Escuela Taller de Educación Manual Nº 181 Puerto Argentino, de la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 11.286 – PJ)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.9 Taller de Educación Manual Nº 181 Puerto Argentino (equipo informático)

Asunto Nº 14 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Reschia, por el cual se solicita un equipo informático completo para el Taller de Educación Manual Nº 181 Puerto Argentino, de la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 11.277 – PJ)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.10 Instituto Superior de Educación Física Isef Nº 27 César S. Vásquez (provisión de equipos)

Asunto Nº 15 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Tate, por el cual se solicitan equipos de videos y una computadora e impresora para el Instituto Superior de Educación Física Isef Nº 27 Cesar S. Vásquez, de la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 11.279 – BRA)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.11 Empa Nº 1062 de Frontera (subsidio)

Asunto Nº 16 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación del señor diputado Giacosa, por el cual se solicita el otorgamiento de un subsidio al Empa Nº 1062 de la localidad de Frontera (departamento Castellanos). (Expte. Nº 11.376 – UCR)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.12 Escuela Nº 73 Dr. Adolfo Alsina de Arroyo Seco (refacción)

Asunto Nº 17 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Di Pollina, Baudín y Cecchi, por el cual se solicita la finalización de la construcción de un aula y la refacción y pintura del exterior de la Escuela Nº 73 Dr. Adolfo Alsina, de Arroyo Seco (departamento Rosario). (Expte. Nº 11.343 – BS)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.13 Escuela Nº 961 Domingo F. Sarmiento (Campo Hardy): reparaciones

Asunto Nº 18 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Baudín y Di Pollina, por el cual se solicita el arreglo de los techos del patio central de la Escuela Nº 961 Domingo F. Sarmiento, de Campo Hardy (departamento General Obligado). (Expte. Nº 11.473 – BS)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.14 Escuela Taller de Educación Manual Nº 3037 (subsidio)

Asunto Nº 19 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de la señora diputada Gutiérrez, por el cual se solicita el otorgamiento de un subsidio a la Escuela Taller de Educación Manual Nº 3037, de la ciudad de Rosario. (Expte. Nº 11.332 – PJ)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.15 Escuela Nº 597 Pedro Palacios (Reconquista): ayuda económica a la Asociación Cooperadora

Asunto Nº 20 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Baudín y Di Pollina, por el cual se solicita una ayuda económica para la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 597 Pedro Palacios, de Reconquista (departamento General Obligado). (Expte. Nº 11.474 – BS)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.16 Centro de Formación Profesional Nº 1 de Santa Fe (ayuda para reparaciones)

Asunto Nº 21 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi, Tate, Di Pollina y Baudín, por el cual se solicita ayuda para la comunidad educativa del Centro de Formación Profesional Nº 1 de Santa Fe, a fin de reponer o reparar las instalaciones, herramientas, equipamientos, muebles y útiles inutilizados por las recientes inundaciones. (Expte. Nº 11.273 – DB)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.17 Escuela Nº 374 Domingo F. Sarmiento de Lehmann (material didáctico)

Asunto Nº 22 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Di Pollina, Baudín y Cecchi, por el cual se solicita material didáctico para la Escuela Nº 374 Domingo F. Sarmiento, de la localidad de Lehmann (departamento Castellanos). (Expte. Nº 11.345 – BS)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.18 Escuela Nº 626 Dr. Nicolás Avellaneda de Sunchales (salón de usos múltiples)

Asunto Nº 23 – Dictámenes de las comisiones de Educación y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Di Pollina, Baudín y Cecchi, por el cual se solicita la construcción de un salón de usos múltiples para la Escuela Nº 626 Dr. Nicolás Avellaneda, de Sunchales (departamento Castellanos). (Expte. Nº 11.344 – BS)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.19 Programa radial Simplemente… historias: interés cultural

Asunto Nº 24 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración –de la señora diputada Migno– de interés cultural de esta Cámara al Programa Radial Simplemente... Historias implementado por la Biblioteca Popular Despertar, el Área de Cultura de la comuna de Romang y la emisora FM Stilo, de la misma localidad (departamento San Javier). (Expte. Nº 11.500 – UCR)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.20 Encuentro de Camaradería Arte y Danza 2003 (Santo Tomé)

Asunto Nº 25 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración –de los señores diputados Ritter, Dech, González, Schpeir, Strauss y Cavigiuri– de interés de esta Cámara del II Encuentro de Camaradería Arte y Danza 2003, que se desarrollará el 15 de noviembre de 2003, en el Centro Cultural de Santo Tomé (departamento La Capital). (Expte. Nº 11.493 – DB)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.21 Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano (Entepola)

Asunto Nº 26 – Dictamen de la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social en el proyecto de declaración –de los señores diputados Ritter, González, Cavigiuri, Strauss, Schpeir y Dech– de interés de esta Cámara del X Encuentro de Teatro Popular Latinoamericano (Entepola), que se desarrollará del 18 al 22 de noviembre de 2003, en la ciudad de Santa Fe. (Expte. Nº 11.492 – DB)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.22 EPE: pedido de informes por reuniones con funcionarios del Banco Mundial

Asunto Nº 27 – Dictámenes de las comisiones de obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Cecchi, Álvarez J., Di Pollina y Tate, por el cual se solicitan informes sobre reuniones que se habrían realizado en junio entre las principales autoridades de la Empresa Provincial de la Energía (EPE) y funcionarios del Banco Mundial. (Expte. Nº 11.321 – DB)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.23 Comisaría 8ª de Villa Guillermina: reparación de móvil policial

Asunto Nº 28 – Dictámenes de las comisiones de Asuntos Constituciones y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda en el proyecto de comunicación de los señores diputados Baudín y Di Pollina, por el cual se solicita la reparación del móvil policial afectado al servicio de la Comisaría 8º de la localidad de Villa Guillermina (departamento General Obligado). (Expte. Nº 11.472 – BS)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.24 Control de comercios elaboradores y/o expendedores de hamburguesas

Asunto Nº 29 – Dictámenes de las comisiones de Industria y Comercio y de Salud Pública y Asistencia Social en el proyecto de comunicación del señor diputado Giorgetti, por el cual se solicita la intensificación de los controles de comercios elaboradores y/o expendedores de productos cárnicos –hamburguesas–. (Expte. Nº 11.307 – PJ)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.25 Puente colapsado sobre el arroyo Saladillo Amargo

Asunto Nº 30 – Dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos en el proyecto de comunicación del señor diputado Bullrich, por el cual se solicita el retiro de los restos del puente colapsado el 26 de febrero de 1996 sobre el arroyo Saladillo Amargo, situado aproximadamente a 20 kilómetros al Este de la ciudad de San Justo. (Expte. Nº 11.405 – PDP)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.26 Elevación de napas freáticas en Firmat, Chovet y Melincué: pedido de informes

Asunto Nº 31 – Dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos en el proyecto de comunicación del señor diputado Cecchi, por el cual se solicitan informes sobre estudios realizados que indiquen las razones de la anormal elevación de las napas freáticas en los distritos Firmat, Chovet y Melincué (departamento General López). (Expte. Nº 11.436 – BS)

–
Girado al Orden del Día.

4.2.27 Nota Particular del señor Roberto Ángel Prieu

Asunto Nº 32 – Dictamen de la Comisión de Juicio Político en la nota particular que remite el señor Roberto Ángel Prieu, en la que solicita a este Cuerpo que proceda a someter a juicio político al Ministro de Obras, Servicios Públicos y Vivienda de la Provincia, Edgardo Berli. (Nota Nº 1164/03)

–
Girado al Orden del Día.

4.3 Proyectos del Poder Ejecutivo

4.3.1 Ley Nº 12.103 – Presupuesto – Corrección Factor de Potencia: modificación

Asunto Nº 33 – Decreto Nº 1814/03 por el cual se modifica la Ley Nº 12.103 (Presupuesto de la Provincia) en la Jurisdicción 10, Gobernación, Subjurisdicción 00, Programa 25, Proyecto 01, Obra 53 Corrección Factor de Potencia, Casa de Gobierno. (Mensaje Nº 2665, Expte. Nº 11.534 – PE)

–
Girado al Archivo.

4.3.2 Ley Nº 11.739 – Expropiación de inmuebles: modificación del artículo 5º

(Preferencia para la próxima sesión)

Asunto Nº 34 – Proyecto de ley por el cual se modifica el artículo 5º de la Ley Nº 11.739 (expropiación de inmuebles – Zona Franca Santafesina) (Mensaje Nº 2666, Expte. Nº 11.562 – PE)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea tratado en forma preferencial en la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción del señor diputado Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

4.4 Proyectos de los señores diputados

Proyectos de ley:

4.4.1 Contenidos de formación turística en currícula escolar

Asunto Nº 35 – Proyecto de ley de la señora diputada Guido de Nirich, por el cual se establece que el Ministerio de Educación y Cultura deberá incluir contenidos que propendan a la formación turística de los educandos en la estructura curricular de los niveles Inicial, Educación General Básica y Polimodal de los establecimientos educativos de gestión estatal y privada. (Expte. Nº 11.558 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Educación, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

4.4.2 Contraconcepción quirúrgica voluntaria en efectores de salud

Asunto Nº 36 – Proyecto de ley de la señora diputada Guido de Nirich, por el cual se autoriza la aplicación de métodos de contraconcepción quirúrgica voluntaria a los efectores de salud públicos y privados de la provincia y a los profesionales médicos debidamente matriculados. (Expte. Nº 11.559 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

Proyecto de declaración:

4.4.3 Semana de la ciudad (Cañada de Gómez)

Asunto Nº 37 – Proyecto de declaración –del señor diputado Dech– de interés legislativo de la realización de la Semana de la ciudad, que se llevará a cabo del 4 al 12 de octubre del corriente año, en Cañada de Gómez. (Expte. Nº 11.542 – PJ)

–
Girado a la Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social.

Proyectos de comunicación:

4.4.4 Asociación Bomberos Voluntarios de Gálvez: creación de cargo

Asunto Nº 38 – Proyecto de comunicación del señor diputado Ricardo Álvarez, por el cual se solicita la creación de un cargo a afectar a la Asociación Bomberos Voluntarios de Gálvez, para un efectivo que desarrolle tareas de chofer o camillero del Sistema 107, rentado por nuestra Provincia. (Expte. Nº 11.533 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

4.4.5 Régimen de Promoción Industrial: resarcimiento del Estado Nacional

Asunto Nº 39 – Proyecto de comunicación del señor diputado Paganini, por el cual se solicita se interese a los legisladores nacionales, para que gestionen un resarcimiento del Estado Nacional por los perjuicios acarreados por la prórroga –dispuesta en el año 1996– del Régimen de Promoción Industrial para cuatro provincias argentinas. (Expte. Nº 11.536 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

4.4.6 Ley Nº 24.443 – Fondo del Conurbano: aporte permanente a la Provincia

(Preferencia para dos sesiones)

Asunto Nº 40 – Proyecto de comunicación de los señores diputados Ritter y D’Ambrosio, por el cual se solicita la realización de gestione ante la jefatura de Gabinete Nacional y ante ambas Cámaras del Congreso de la Nación, a fin de lograr que los recursos asignados al Estado Provincial por medio del Fondo del Conurbano (Ley Nº 24.443) adquieran el carácter de aporte permanente a la Provincia. (Expte. Nº 11.538 – BRA)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con tratamiento preferencial dentro de cuatro sesiones. (ver punto siguiente)

4.4.7 Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck: provisión de computadora

(Preferencia para dos sesiones)

Asunto Nº 41 – Proyecto de comunicación del señor diputado Ritter, por el cual se solicita la donación de una computadora y sus correspondientes equipos complementarios al Cuerpo de Bomberos Voluntarios de Franck. (Expte. Nº 11.539 – BRA)

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Solicito que los asuntos Nº 40 y 41 sean tratados en forma preferencial dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado D’Ambrosio.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

4.4.8 Policía de Lucio V. López (Iriondo): provisión de vehículo

Asunto Nº 42 – Proyecto de comunicación del señor diputado Dech, por el cual se solicita se dote a la Policía de Lucio V. López (departamento Iriondo) de una camioneta o vehículo patrulla. (Expte. Nº 11.540 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.

4.4.9 EPE de Serodino: designación de agente de residencia permanente

Asunto Nº 43 – Proyecto de comunicación del señor diputado Dech, por el cual se solicita se interceda ante las autoridades de la Empresa Provincial de la Energía (EPE), a fin de que se designe un agente con residencia permanente en Serodino (departamento Iriondo). (Expte. Nº 11.541 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda.

4.4.10 Biblioteca Popular Juan Bautista Alberdi (Venado Tuerto):subsidio

Asunto Nº 44 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Guido de Nirich, por el cual se solicita un subsidio para la Biblioteca Popular Juan Bautista Alberdi, de Venado Tuerto (departamento General López). (Expte. Nº 11.557 – UCR)

–
Girado a las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Presupuesto y Hacienda.

4.4.11 Programas Jefes de Hogar (Dpto. La capital): pedido de informes

Asunto Nº 45 – Proyecto de comunicación del señor diputado Zogbi, por el cual se solicitan informes sobre aspectos relacionados con los programas Jefes de Hogar, cuyos beneficiarios residen en poblaciones del departamento La Capital. (Expte. Nº 11.560 – BRA)

–
Girado a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

4.4.12 Impuesto Inmobiliario –urbano, suburbano y rural–: extensión de plazos

Asunto Nº 46 – Proyecto de comunicación de la señora diputada Meotto, por el cual se solicita se disponga extender los plazos fijados para la reformulación de pedidos de liquidación de deudas y vencimientos del impuesto inmobiliario –urbano, suburbano y rural–. (Expte. Nº 11.561 – PJ)

–
Girado a las comisiones de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

4.4.13 Ley Nº 12.118 – Deudas con la EPE: cumplimiento

(Reservado en Secretaría)

Asunto Nº 47 – Proyecto de comunicación del señor diputado Jorge Álvarez, por el cual se solicita se proceda a cumplimentar lo prescripto en la Ley Nº 12.118, referido a las deudas con la Empresa Provincial de la Energía (EPE) (Expte. Nº 11.563 – UCR)

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito que este asunto sea reservado en Secretaría, para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.


Continúa la lectura de los Asuntos Entrados.

–
Por Secretaría Parlamentaria se da lectura.

4.5 Notas de los particulares

Asunto Nº 48 – Nota remitida por ciudadanos de esta provincia, en la que solicitan la despenalización del aborto y su atención gratuita en hospitales públicos. (Nº 1196/03)

–
Girado a las comisiones de Derechos y Garantías y de Salud Pública y Asistencia Social.

Asunto Nº 49 – La Coordinadora de Barrios Inundados de la ciudad de Santa Fe remite nota por la cual hace llegar una propuesta para mejorar el proyecto enviado por el Poder Ejecutivo (Expte. Nº 11.530 – PE). (Nº 1202/03)

–
Anexado a sus antecedentes.

4.6 Asuntos entrados fuera de lista

4.6.1 Congresos de Entidades Vecinales

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obra en Secretaría –para su ingreso y posterior tratamiento sobre tablas– el proyecto de declaración de interés del XI Congreso Interprovincial y III Congreso Nacional e Internacional de Entidades Vecinales.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con reserva en Secretaría. (Expte. Nº 11.570 – PJ)

4.6.2 Actividades de la Guardia de Honor de la Comuna de Nelson: declaración de interés

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

4.6.3 Jornadas Provinciales sobre Accidentología y Seguridad Vial

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

4.6.4 Aniversario de la comuna de Alejandra

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

SR. SECRETARIO (Lago).– También se encuentran en Secretaría –para su ingreso y posterior tratamiento sobre tablas– tres proyectos de declaración de interés del Cuerpo: de las actividades que realiza la Guardia de Honor de Jóvenes de la comuna de Nelson; de las VIII Jornadas Provinciales sobre Accidentología y Seguridad Vial, de autoría del diputado Bermúdez; y del aniversario de la comuna de Alejandra, presentado por la señora diputada Silvia Migno.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se les dará entrada y quedarán reservados. (Exptes. Nº 11.571 – PJ; 11.578 – PJ y 11.577 – UCR).

–
Asentimiento.

4.6.5 Comisión Bicameral Permanente de Seguimiento y Control de Armas Secuestradas

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Asimismo, obra en Secretaría el proyecto de ley del diputado Giorgetti, por el cual se crea la Comisión Bicameral Permanente de Seguimiento y Control de Armas Secuestradas en operativos policiales y/o judiciales, para el que solicita ingreso y tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.593 – PJ)

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

4.6.6 Ruta Provincial Nº 32: designación de tramo Rafael Yacuzzi

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)

SR. SECRETARIO (Lago).– El señor diputado Giorgetti solicita por Secretaría el ingreso del proyecto de ley por el que se instituye con el nombre de Rafael Yacuzzi al tramo de la Ruta Provincial Nº 32 comprendido entre las localidades de Villa Ana y Villa Ocampo, y su tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Cultura y Medios de Comunicación Social y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.592 – DB)

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

–
Resulta afirmativa.

4.6.7 Donación de inmueble a la comuna de Fighiera

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

4.6.8 Ley de Expropiaciones: modificación de artículos

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obran en Secretaría dos proyectos de ley venidos con media sanción del Senado, referidos a los siguientes temas: la donación de un inmueble de propiedad del Gobierno de la Provincia a la comuna de Fighiera; y modificación de los artículos 15, 17, 26 y 28 de la Ley de Expropiaciones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada. (Exptes. Nº 11.594 – PER y 10.416 – DB)

–
Asentimiento.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


El proyecto que acaba de ingresar (Expte. Nº 10.416 – DB) vuelve del Senado, con una pequeña modificación a la media sanción que este Cuerpo le otorgó a la reforma de la Ley de Expropiaciones.


Solicito su tratamiento preferencial en la próxima sesión y que sea remitido a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ya que se trata de una reforma de escasa importancia, por lo que puede ser considerada rápidamente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial para la próxima sesión, con giro a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta afirmativa.

· El proyecto de ley (Expte. Nº 11.594 – PER) es girado a las comisiones de Asuntos Comunales, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

4.6.9 Fondo de Emergencia Social: partidas para tareas de verificación de montos

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

4.6.10 Dirección Provincial de Hidráulica: informe sobre las inundaciones

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a dos proyectos de comunicación, autoría del diputado Ritter.


Por el primero de ellos, se requiere al Poder Ejecutivo Provincial gestione ante el Poder Ejecutivo Nacional la inclusión en el Presupuesto de Gastos y Cálculo de Recursos de la Nación del año 2004 de las partidas necesarias, a fin de que la Auditoría General de la Nación pueda concretar las tareas de verificación de los montos determinados por la Ley Nº 22.443 (Fondo de Emergencia Social).


Mediante el otro proyecto, se solicita al Poder Ejecutivo proceda a remitir a esta Cámara una copia del informe técnico producido por la Dirección Provincial de Hidráulica, con relación a las inundaciones que afectaron la cuenca del río Salado durante el primer semestre de 2003.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado: ese pedido lo formuló verbalmente el señor diputado Carlos Favario, la semana pasada. Esta mañana hice la consulta a la Fiscal de Estado, Dra. Lepennies, y me ha contestado que no hay ningún informe entrado en el Poder Ejecutivo Provincial ni en Fiscalía de Estado; por lo menos, hasta hoy al mediodía.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– ¡Los diarios son unos mentirosos…!

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El informe, justamente, salió publicado en Internet, pero no existe ningún informe de la Dirección Provincial de Hidráulica presentado al Poder Ejecutivo Provincial o a Fiscalía de Estado.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Si a usted no le parece mal, presidente, y dada la notoriedad de la noticia de que ese informe estaba, incluso, siendo considerado por la fiscal de Estado –no dudo de lo que la Dra. Lepennies le informó–, por si en el curso que debe seguir el informe de la Dirección Provincial de Hidráulica ha sufrido algún tropiezo, el ingreso de este proyecto quizás haga que en algún lugar lo encuentren. Por eso, insisto en que se dé entrada al proyecto. Gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se dará entrada a los proyectos presentados por el señor diputado D’Ambrosio, con giro a las comisiones de Promoción Comunitaria y de Presupuesto y Hacienda (Expte. Nº 11.582 – BRA) y de Obras y Servicios Públicos (Expte. Nº 11.583 – BRA).

–
Asentimiento.

4.6.11 Repudio por la amenaza a la señora Sandra Cabrera

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Solicito el ingreso y posterior tratamiento sobre tablas del proyecto de declaración en el que expresamos nuestro repudio a la amenaza que ha recibido esta mañana la señora Sandra Cabrera, Secretaria General de la Asociación de Mujeres Meretrices de Argentina.


Esta agrupación gremial funciona en el local de la Asociación de Trabajadores del Estado (ATE) de la ciudad de Rosario. Allí recibieron amenazas telefónicas en dos oportunidades, hacia la hija de la señora Sandra Cabrera, una niña de 8 años.


Por eso he elaborado este proyecto de declaración que repudia, justamente, esta amenaza inescrupulosa de determinados individuos.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se le dará ingreso y será reservado. (Expte. Nº 11.575 – DB)

–
Asentimiento.

4.6.12 Monumento a la memoria de Ernesto “Che” Guevara (Rosario)

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Solicito se dé ingreso al proyecto de ley por el que se autoriza a la Municipalidad de la ciudad de Rosario a erigir un monumento en memoria de Ernesto “Che” Guevara, en el lugar en que dicho municipio lo indique.


Justamente hoy, 9 de octubre, se cumplen 36 años del fusilamiento de Ernesto “Che” Guevara producido en la escuela La Higuera, en la República de Bolivia. Entendemos que su figura se agiganta en la actualidad en el mundo entero, por ser un ejemplo de militancia política y de moral intachable para la juventud universal.


Por eso, consideramos importante que se levante un monumento en memoria de la persona de Ernesto “Che” Guevara, nacido en la ciudad de Rosario, en nuestra provincia de Santa Fe.


En los fundamentos del proyecto que presentamos hay toda una reseña histórica, con referencias concretas de toda su vida: lugar de nacimiento, estudios cursados en la República Argentina, en la ciudad de Buenos Aires, concretamente, y toda su campaña política a lo largo de los diferentes países latinoamericanos. Esos fundamentos son muy ilustrativos de lo que significó su ejemplo de luchador político. Por ello, concretamente, voy a pedir que se incluyan en la versión taquigráfica de la fecha. Muchas gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.591 – DB)

–
Asentimiento.

4.6.13 Ley Nº 3456 – Código Fiscal: patente única sobre vehículos

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso al proyecto de ley –que lleva la firma del diputado Hammerly y de quien habla– referido al cobro de impuesto de patente única sobre vehículo en mora. En su oportunidad, este proyecto fue aprobado por esta Cámara, por lo que solicito que sea derivado exclusivamente a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro únicamente a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.584 – PJ)

· Asentimiento.

4.6.14 Concurso Provincial de la Pesca de la Palometa

(Proyecto de ley – Reservado en Secretaría)

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y que se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas– a otro proyecto de ley, que también lleva las firmas del diputado Hammerly y de quien habla, pero con distinta temática.


Por este proyecto de ley se dispone la realización de un certamen de pesca anual en la ciudad de Las Toscas (departamento General Obligado), con el nombre de Concurso Provincial de la Pesca de la Palometa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará ingreso y reserva. (Expte. Nº 11.569 – DB)

· Asentimiento.

4.6.15 Reconocimiento a la Dra. Blanca Fritschy

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

4.6.16 Centro de Humedales en el río Paraná (Sta. Fe)

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

SRA. CAVIGIURI XE "PJCAVIGIURI, Dolly" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada a dos proyectos de declaración, y que sean reservados en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.


Mediante el primero se declara de interés de esta Cámara la destacada actuación que le cupo a la doctora y licenciada en Geografía, señora Blanca Fritschy –docente de la Facultad de Ingeniería, Geoecología y Medio Ambiente de la Universidad Católica de Santa Fe e investigadora del Conicet– en el Congreso Internacional de Medio Ambiente y Sociedad bajo Condiciones de Cambios Regionales y Globales, que se desarrolló recientemente en Moscú–Barnaul (Confederación de Estados Independientes).


En el otro proyecto, la Cámara de Diputados declara de su interés la creación del Centro de Humedales en el río Paraná, propuesta de la Fundación Proteger – Amigos de la Tierra, en el Puerto de la ciudad de Santa Fe, que se instalará a fines del año en curso.


En ambos proyectos me acompañan con sus firmas las diputadas Mónica González y Élida Schachner y el diputado Ricardo Dech.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se les dará entrada y serán reservados. (Exptes Nº 11.576 – PJ y 11.574 – PJ)

–
Asentimiento.

4.6.17 Programa Provincial Permanente para la prevención del alcoholismo y las adicciones

(Proyecto de ley – Girado a comisión)

SRA. CAVIGIURI XE "PJCAVIGIURI, Dolly" .– Pido la palabra.


Por último, solicito se dé entrada al proyecto de ley de creación del Programa Provincial Permanente para la prevención del alcoholismo y las adicciones. Me acompañan en este proyecto las señoras diputadas Marta Gutiérrez, Sandra Reschia y Élida Schachner.


Quiero dejar constancia, señor presidente, de la gran preocupación que tengo, y que también tiene la sociedad en su conjunto, por todo lo que sea alcoholismo y drogadicción.


Según encuestas elaboradas por la Secretaría de Programación para la Prevención de la Drogadicción y Lucha contra el Narcotráfico, en 6 de cada 10 colegios de la provincia de Buenos Aires se registran episodios en los cuales la violencia, el alcohol o la droga hacen sentir su influencia; también sucede lo mismo en el resto del país.


Por otra parte, si se indaga sobre los lugares en los que los adolescentes consumen drogas, las respuestas obtenidas por el Grupo Sofía –una empresa encuestadora– indican que el 10 por ciento lo hace en las escuelas –por supuesto, con el desconocimiento de su personal–; el 32 por ciento en la calle; y el 19 por ciento en discotecas y en casas de amigos.


En las cifras consignadas se aprecia que un porcentaje de alumnos se inicia o cultiva la adicción a las drogas dentro del ámbito escolar, lo que es muy preocupante.


Entre las preguntas que se formulan, ante esta ingrata realidad que nos embarga a todos, figura la de ¿por qué cede el adolescente a la tentación de drogarse? Al respecto, es oportuno recordar encuestas realizadas por la Subsecretaría de Asistencia y Prevención de las Adicciones. De esa fuente se desprende que el 24,6 por ciento lo hacía en busca de experiencias nuevas; el 21,6 porque padecían conflictos familiares que no sabían o no podían resolver; el 9,3 por ciento por el deseo de estimularse; el 7,4 por ciento por presión de los amigos; la proporción que resta declaró no saber por qué lo hacía.


Puede agregarse en este cuadro que el deslizamiento hacia la drogadicción es facilitado por la ingestión de alcohol y por el tabaquismo, antecedentes que no deben ser omitidos. Lamentablemente, señor presidente, en muchos casos, el consumo de drogas ha pasado a ser una especie de rito de iniciación. Todo esto reafirma la necesidad de velar positivamente por la salud moral y física de los estudiantes y –¿por qué no decirlo?– no sólo de los jóvenes estudiantes, porque también están incluidos los niños.


En este aspecto, es menester subrayar el efecto favorable que puede llegar a tener toda propuesta de actividad que movilicen las energías de los jóvenes hacia metas nobles y constructivas, como se revela ante la promoción de proyecto artísticos, técnicos, artesanales o deportivos.


En el mundo de hoy, la amenaza de la droga no se disipa y torna cada vez más necesario y urgente que se vigorice la buena comunicación de los jóvenes con los padres y con los docentes, del mismo modo que se desarrollen vínculos de amistad en los grupos de pares dedicados a tareas que dignifiquen y enriquezcan sumamente la vida de los adolescentes. Muchas gracias.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se dará entrada al proyecto, con giro a las comisiones de Educación, de Salud Pública y Asistencia Social, de Presupuesto y Hacienda y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.590 – PJ)

–
Asentimiento.

4.6.18 Encuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y que se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de declaración de interés legislativo del VIII Encuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar, que se desarrollará del 10 al 12 de octubre de 2003, en la localidad de Las Toscas (departamento General Obligado).

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará. (Expte. Nº 11.573 – UCR)

–
Asentimiento.

4.6.19 Puente Reconquista-Goya: partida presupuestaria

(Proyecto de comunicación – Reservado en Secretaría)

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Solicito se dé ingreso –y que se reserve en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de comunicación por el que se reitera un pedido hecho por esta Cámara el año pasado. Concretamente, es una invitación a los legisladores nacionales, representantes de nuestra provincia en el Congreso Nacional, para que en la discusión del Presupuesto del año siguiente se incluya la partida necesaria para iniciar la obra del Puente Reconquista-Goya, tan deseada y tan esperada por todo el Norte santafesino y por toda la Provincia.


También quiero reiterarles un pedido a los legisladores nacionales, para que realicen gestiones ante el Poder Ejecutivo Nacional a fin de que se ejecuten los 9.300.000 pesos que están incluidos en el Presupuesto Nacional, ya que, aparentemente, habría intención del señor Ministro de Obras Públicas de la Nación de no ejecutar esa partida.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, se dará entrada al proyecto y quedará reservado en Secretaría. (Expte. Nº 11.579 – UCR)

–
Asentimiento.

4.6.20 Medicamentos genéricos: listado oficial

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

4.6.21 Monocultivo de soja: campañas de esclarecimiento

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

4.6.22 Puente Rosario-Victoria: estudio de la capa asfáltica

(Proyecto de declaración – Girado a comisión)

SR. GIORGETTI XE "PJGIORGETTI, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito el ingreso de los siguientes proyectos de comunicación: referido a la instrumentación de medidas para dotar a los médicos de un listado oficial de medicamentos genéricos; relacionado con la realización de campañas de esclarecimiento sobre los inconvenientes del monocultivo de soja, para tratar de lograr la supervivencia de la fertilidad de la tierra.


Por otra parte, solicito se dé entrada al proyecto de declaración, por el que se insta al Poder Ejecutivo a realizar un estudio para determinar el estado de rotura de la capa asfáltica en el Puente Rosario-Victoria.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se les dará entrada, con giro a las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social (Expte. Nº 11.587 – PJ), de Agricultura y Ganadería (Expte. Nº 11.586 – PJ) y de Obras y Servicios Públicos (Expte. Nº 11.585 – PJ), respectivamente.

–
Asentimiento.

4.6.23 Efectos nocivos en dispositivos femeninos de higiene

(Proyecto de comunicación – Reservado en Secretaría)

SRA. STRAUSS XE "PJSTRAUSS, Nanci" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada –y que se reserve para su posterior tratamiento sobre tablas– al proyecto de comunicación por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos competentes, arbitre los medios para determinar la veracidad o falsedad de eventuales efectos nocivos que ocasionarían ciertas sustancias contenidas en algunos dispositivos de higiene de uso femenino, en particular, aquellos de uso vaginal.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo, así se hará. (Expte. Nº 11.581 – PJ)

–
Asentimiento.

4.6.24 Lago del Parque General Belgrano: partidas presupuestarias para su recuperación

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SRA. TATE XE "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación en el que se requiere al Poder Ejecutivo que por intermedio del organismo que corresponda vea la posibilidad de incluir en el proyecto de Presupuesto para el ejercicio 2004 las partidas para atender las erogaciones que demandan los estudios, elaboración de proyectos y ejecución de las obras de saneamiento y recuperación del lago del Parque General Belgrano, de la ciudad de Santa Fe.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda. (Expte. Nº 11.580 – DB)

–
Asentimiento.

4.6.25 Informe sobre actuaciones promovidas por miembro de la Comuna de Alvear

(Proyecto de comunicación – Girado a comisión)

SR. DI SCIASCIO XE "UCRDI SCIASCIO, Diego" .– Pido la palabra.


Solicito se dé entrada al proyecto de comunicación por el cual se pide al Poder Ejecutivo que, por intermedio de la Subsecretaría de Municipios y Comunas, informe sobre las actuaciones radicadas en esa repartición, originadas en una nota presentada por un miembro de la Comisión Comunal de la localidad de Alvear. En dicha nota se puntualizan irregularidades e incumplimiento de la Ley Orgánica de Municipalidades y Comunas, con relación al Expediente Nº 00103-0025267-4, presentado ante esa misma repartición por vecinos de la Comuna de Alvear. Se pregunta, en uno de sus puntos, si se tiene conocimiento sobre cheques rechazados con posterioridad a la fecha de iniciación del expediente anterior.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada, con giro a las comisiones de Asuntos Comunales y de Asuntos Constitucionales y Legislación General. (Expte. Nº 11.589 – UCR).

–
Asentimiento.

4.6.26 Megaconcierto 2003-Voces (Sadop Sta. Fe)

(Proyecto de declaración – Reservado en Secretaría)

SR. STRADA XE "PJSTRADA, Livio" .– Pido la palabra


Solicito se dé entrada al proyecto de declaración de interés de esta Cámara del Megaconcierto 2003-Voces que organiza Sadop, Delegación Santa Fe, y en virtud de que está firmado por la totalidad de los miembros de la Comisión de Educación, pido su reserva en Secretaría para su posterior tratamiento sobre tablas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Con el asentimiento del Cuerpo se le dará entrada y reserva. (Expte. Nº 11.572 – DB)

–
Asentimiento.

5 PETICIONES Y MANIFESTACIONES DE LOS SEÑORES DIPUTADOS

5.1 Proyecto y estrategia nacional en la cadena de valor de la leche

(Proyecto de comunicación – Preferencia para la próxima sesión)

SR. SECRETARIO (Lago).– Obra en Secretaría el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.556 – PJ) del diputado Giorgetti, referido a la instrumentación de un proyecto y estrategia nacional en la cadena del valor de la leche, para el cual solicita una preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

5.2 Área para la recepción y prestamo de sillas de ruedas (creación)

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial para la próxima sesión del proyecto de ley (Expte. Nº 11.497 – PJ) de creación del banco de sillas de ruedas en la provincia, que ya cuenta con despacho de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial formulada por la señora diputada Liliana Meotto.

–
Resulta afirmativa.

5.3 Ley Nº 10.703 – Código de Faltas de la Provincia: derogación de los artículos 83 y 87 (prostitución)

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)

5.4 Uniones Estables de Parejas

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial, para dentro de dos sesiones, de los siguientes proyectos de ley: Expediente Nº 11.490 – DB, referido a la modificación del Código de Faltas de la Provincia; Expediente Nº 11.274 – DB, relativo a la unión civil de parejas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial formulada por el señor diputado Eduardo Di Pollina para los referidos proyectos de ley.

–
Resulta afirmativa.

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Discúlpeme, señor presidente, pero yo he pedido tratamiento preferencial para dos proyectos; fue votada la moción para ambos, ¿es correcto?

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Exactamente.

5.5 Personas procesadas y detenidas con HIV/Sida

(Proyecto de ley – Anexado a Expte. 11.233-BS y preferencia para la próxima sesión)

SR. POCHETTINO XE "PJPOCHETTINO, Domingo" .– Pido la palabra.


Solicito que el proyecto de ley (Expte. Nº 10.840 – PJ) de mi autoría, referido a la temática del Sida en las cárceles, se anexe a otros dos proyectos (Expte. Nº 11.149 – DB y 11.233 – BS) del mismo tema.


Como para estos dos expedientes se pidió preferencia en la sesión pasada, solicito también el tratamiento preferencial de mi proyecto para la próxima sesión.

SRA. BRODA XE "PJBRODA, Susana" .– Pido la palabra.


Yo solicito que se desagregue, justamente, el Expediente Nº 11.149 – DB (que es de toda la Comisión de Salud y Medio Ambiente) del Expediente Nº 11.233 – DB, presentado fundamentalmente por el Bloque Socialista. Si bien los dos son modificaciones a la Ley de Sida, solamente el último (el Expediente Nº 11.233 – DB) es el atinente a las cárceles, por lo que el expediente del diputado Pochettino debería ir anexado a ese. En cambio, el Expediente Nº 11.149 – DB se refiere a la obligatoriedad del examen para madres embarazadas y contrayentes.


He conversado con los autores de los proyectos y creemos que es conveniente tratarlos por separado. O sea, por un lado se trataría el Expediente Nº 11.149 – DB y, por otro, el Expediente Nº 11.233 – DB con su adjunto, el Expediente 11.840 – PJ del diputado Pochettino, relacionados con la atención y el control del Sida en las cárceles.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ¿Está de acuerdo, señor diputado Pochettino?

SR. POCHETTINO XE "PJPOCHETTINO, Domingo" .– Sí, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Entonces, se va a votar la moción formulada por la señora diputada Susana Broda, de anexar el Expediente Nº 10.840 – PJ al Expediente Nº 11.233 – DB, y se mantiene el tratamiento preferencial para la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

5.6 Bomberos Voluntarios de la Provincia: provisión de combustible

(Proyecto de comunicación – Preferencia para dos sesiones)

SRA. GUTIÉRREZ XE "PJGUTIÉRREZ, Marta" .– Pido la palabra.


Solicito que el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.510 – PJ) referido a la provisión de combustible a los Bomberos Voluntarios de la Provincia sea tratado con carácter preferencial, dentro de dos sesiones.

–
Asentimiento.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el pedido de tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

–
Resulta afirmativa.

5.7 Regulación de la actividad de las entidades de medicina prepaga

(Proyecto de ley – Preferencia para dos sesiones)

SRA. STRAUSS XE "PJSTRAUSS, Nanci" .– Pido la palabra


Solicito que el proyecto de ley (Expte. Nº 11.152 – PJ) por el cual se regula el funcionamiento de las entidades de medicina prepaga sea tratado con carácter preferencial, dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial solicitada por la señora diputada Strauss.

–
Resulta afirmativa.

5.8 Programa Provincial de Prevención de Accidentes

(Proyecto de ley – Preferencia para tres sesiones)

SR. RESCHIA XE "PJRESCHIA, Sandra" .– Pido la palabra.


Solicito que el proyecto de ley (Expte. Nº 10.165 – SEN) referido al Programa Provincial de Prevención de Accidentes sea tratado en forma preferencial, dentro de tres sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de la señora diputada Reschia.

–
Resulta afirmativa.

5.9 Donación de terreno al Club Atlético Timbuense

(Proyecto de ley – Preferencia para la próxima sesión)

SR. GIARDINO XE "PJGIARDINO, Pedro" .– Pido la palabra.


Solicito el tratamiento preferencial, para la próxima sesión, del proyecto de ley (Expte. Nº 10.080 – PJ) por el cual se autoriza a la Dirección Provincial de Vialidad a donar una fracción de terreno al Club Atlético Timbuense, de la localidad de Timbúes.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Expreso desde ya nuestra oposición, señor presidente, al tratamiento de este proyecto escandaloso, que ya en alguna otra oportunidad se intentó traer a la Cámara de Diputados y que fue remitido a comisión porque no resistía el menor análisis posible.


Por lo tanto, que quede constancia del voto en contra, desde ya, a este intento de venir a traer otra vez este proyecto.

SR. GIARDINO XE "PJGIARDINO, Pedro" .– Cuando se considere el proyecto, voy a expresar los motivos por los cuales solicito esta donación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de tratamiento preferencial del señor diputado Giardino.

–
Resulta afirmativa.

5.10 Respuesta a pedido de informes sobre basural en Pérez

5.11 Remisión a Compiladora de Leyes de los decretos del Poder Ejecutivo

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


La semana pasada solicité, por intermedio de la Presidencia, se hicieran las gestiones para que se nos conteste un pedido de informes referido a las actividades que se desarrollan en un basural en las proximidades de Pérez, que ya motivó la atención de la Cámara en otras oportunidades. Y adelantamos que nos llamaba poderosamente la atención que, de acuerdo con información recogida, no obstante el reconocimiento de que esta planta funcionaba en condiciones irregulares, se había autorizado el depósito de hasta 35.000 toneladas de residuos, por parte de algún funcionario de la provincia.


Como no ha llegado la respuesta a este pedido de informes, solicito, por favor, que con toda la urgencia del caso se vuelvan a realizar las gestiones para contar con esta información.


La otra manifestación que quiero hacer es también una solicitud a la Presidencia –y creo que esta va a ser más factible de concretar– para que realice las gestiones pertinentes, a fin de que se remitan a la Legislatura los decretos que dicta el Poder Ejecutivo, para su archivo en la Compiladora de Leyes.


Esta dependencia –que generalmente ha funcionado en forma regular y que hace que los legisladores podamos informarnos de los actos y del funcionamiento de la administración por medio de las disposiciones que dicta el Poder Ejecutivo– registra como último decreto archivado el Nº 1524, del 3 de junio del corriente año.


Por lo tanto, nos parece que hay una mora evidente, total y absolutamente injustificada. Y esto debemos enlazarlo, necesariamente, con un hecho que no nos resulta extraño y que hace –al igual que en 1995– que en las postrimerías del Gobierno de Carlos Alberto Reutemann se dicten innumerables decretos de designaciones de personal y, sobre todo, de coberturas de jueces y de secretarios de juzgado. Parece que se quieren simular, sin que se conozcan los decretos de nombramiento.


No obstante, señor presidente, las cosas se van sabiendo, como que por estas horas, a pesar de que ha sido electo un nuevo gobierno, se sigue designando a funcionarios que tienen la rara particularidad –en la mayoría de los casos– de que no viven en los lugares en donde van a tener que cumplir sus funciones.


Por lo tanto, en el entendimiento de que tenemos el derecho de conocer todo lo que pasa, sabiendo de estas debilidades que se tienen en los últimos días de la gestión de gobierno, requerimos que se remita cuanto antes toda la documentación que tiene que obrar en la Legislatura para conocimiento de los legisladores y que hace al funcionamiento de la administración.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien.

5.12 Vacunación con la vacuna Candid 1

SRA. BRODA XE "PJBRODA, Susana" .– Pido la palabra.


Quiero manifestar con beneplácito una buena noticia, o en realidad, dos buenas noticias.


En primer lugar, quiero contarles que se reinició, por orden del Ministerio de Salud de la Nación, la vacunación con la vacuna Candid 1, para la prevención de la fiebre hemorrágica.


Como la mayoría de nosotros sabe, la fiebre hemorrágica es transmitida por vectores –que son los roedores– y afecta a una buena parte del sur de nuestra provincia, además de Buenos Aires, Córdoba y parte de La Pampa.


Desde esta Legislatura fueron muchísimos los reclamos que hicimos, ¿por qué? Porque si bien la vacuna contra la fiebre hemorrágica fue descubierta por argentinos, se elaboró únicamente durante un período de años en Estados Unidos, ya que nuestro país no contaba con la tecnología para producirla. Pero se dio esta particularidad: Estados Unidos nos vendía las vacunas, pero en un momento dado, a raíz de la vacunación masiva que se hizo en ese país, la enfermedad fue erradicada y, por lo tanto, el laboratorio estadounidense dejó de producirla.


Es una vacuna que tiene muy poco rédito económico, porque afecta a poca gente y, además, porque da inmunidad de por vida; por eso está dentro de las que se llaman “vacunas huérfanas”, porque ningún laboratorio las quiere producir comercialmente, porque no son redituables.


Nuestro país cuenta con un número de vacunas –cada vez más disminuido– remanente de vacunas originales que nos vendía Estados Unidos; y justamente, porque quedaban en poca cantidad, hace dos años que la vacunación estaba suspendida.


Desde aquí hicimos muchísimos pedidos para que esa vacunación se reanudara, desde todos los bloques. Recuerdo –espero no olvidarme de alguno– el reclamo de los diputados Ibaldi, Basaldella, Cané, Mazziotta, Mainetti, Ugalde, el mío y creo que el suyo también, señor presidente, en algún momento, y especialmente, el del diputado Cardelli –porque la Fiebre hemorrágica era una de sus preocupaciones–.


Con alegría vemos que se reanudó la vacunación, con estas vacunas que quedaban, por ahora nada más que para los hombres –que se considera que son los más expuestos para el trabajo rural– de 15 a 65 años, y que no hayan padecido la enfermedad. Porque la gente que la padeció adquiere una inmunidad natural, que hace que sea innecesaria la vacunación.


La segunda buena noticia es que la Dra. Delia Enría, que es la titular del Instituto Maiztegui de la ciudad de Pergamino, que viene trabajando desde hace un montón de años en la producción de la vacuna, comunicó que la Anmat ya dio la aprobación definitiva a las vacunas.


Recuerdo que estuvimos en el Instituto Maiztegui con varios diputados y nos habíamos encontrado con que estaba todo listo, pero la autorización era lo único que faltaba, porque todo este tipo de pruebas lleva tiempo. El Anmat la ha aprobado y es inminente que nuestro país, a través del Instituto Maiztegui, empiece con la fabricación de la vacuna. Esta es la segunda buena noticia, y creo que vale la pena rescatarla.

6 Manifestación

6.1 Renuncia del Ministro de Educación de la Provincia, Dr. Germano

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Voy a hacer una manifestación, señor presidente.


Lamentablemente, no puedo arrimar situaciones positivas como hace la diputada Broda, pero me parece que un par de palabras hay que decir ante el hecho que se está protagonizando por estas horas el último cambio –suponemos de relevancia– que se da a nivel del Gabinete del Poder Ejecutivo Provincial, caracterizado por una intempestiva, casi tempestuosa renuncia de quien hasta hace unas horas era el titular de la cartera.


Y tengo que señalar, señor presidente, que me separan de él notorias diferencias, como la que me hizo caracterizarlo como el ministro que asistió impávido al oscurecer del Fondo de Asistencia Educativa en esta Provincia. Y con el que, además, he discrepado, incluso en los estilos un poco arbitrarios y abusivos que utilizó en su gestión.


De cualquier manera, debo reconocer que es este el abordaje de un tema particularmente conflictivo y que denota una enorme injusticia en la provincia de Santa Fe desde hace muchos años: la injusta distribución de los escasos recursos que el Estado Provincial tiene para la educación. Más aún, cuando frente a las ingentes necesidades de la escuela pública se viene privilegiando en forma notoria, desde hace muchos años, un aporte muy importante a la educación privada, contra la cual no tengo absolutamente nada. Soy egresado de una escuela privada y confesional, mis hijos fueron todos educados en escuelas privadas, pero el hecho de elegir ese tipo de educación, dentro de mis posibilidades económicas y mis preferencias ideológicas o religiosas, no me ciega frente a la obligación primigenia que debe tener la Argentina –su Estado, los estados que la componen y sus ciudadanos– en favor de la escuela pública.


Por eso advertíamos, realmente, la lucha del que fue hasta hace pocas horas Ministro de Educación de la Provincia, para corregir abusos notorios que se dan por parte de institutos privados de enseñanza, que perciben de sus alumnos montos incompatibles con los subsidios que generosa y esforzadamente otorga la Provincia.


Y debo confesar que, lamentablemente, nuestra falta de creencia en la profundidad de esta convicción que se llevaba adelante tuvo, lamentablemente, el correlato que esperábamos, porque de acuerdo con todas las informaciones, evidentemente, la quiebra de la continuidad del Ministro se origina en lo que hasta hoy pensábamos era un acuerdo no compartido –pero en última instancia, legítimo– de parte del Gobernador de la Provincia con el obispo y con la jerarquía católica, para mantener los subsidios que reciben las escuelas privadas religiosas en esta provincia.


Lamentablemente, las declaraciones de quien va a reemplazar al Ministro Germano a partir de hoy –que de ser ciertas las que reproduce el diario La Capital, alcanzan niveles de bochorno– indican que no estamos ante un acuerdo, sino ante una rendición. Y a mí me pesa esto, porque volver a otorgar franjas de poder a jerarquías exclusivamente destinadas a poderes espirituales es retroceder a la Argentina premoderna, es retroceder 130 años, porque entre otras cosas que nos enorgullecen a los argentinos de aquellas generaciones que fueron capaces de construir la modernidad de este país, está el hecho de que supieron distinguir bien lo que eran los poderes confesionales de los que eran los poderes civiles.


Y hoy, en la Provincia de Santa Fe, asistimos a una abierta claudicación de los poderes, en beneficio de lobbies hartamente reconocidos en la República Argentina y en su historia.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Señor presidente: quiero hacer una breve manifestación. Obviamente que en el espacio que tenemos para manifestarnos no creo que valga la pena que haga un análisis de lo que debe ser la educación pública y privada, las distintas formas y metodologías que se utilizan en el plano académico, los perfiles y las características que fija un gobierno para el tipo de educación que le interesa, que cree el más adecuado.


Tampoco creo que interese demasiado que fui formado en la educación pública desde los tres años hasta que terminé la universidad, de la misma manera que mis tres hijos.


Sí creo que es mi obligación como diputado –y una cuestión de honor– manifestar que desde ningún aspecto puedo cuestionar el manejo de las designaciones, de los cargos, ni la durabilidad en ellos de cada uno de los miembros del Poder Ejecutivo.


En este caso en particular se está haciendo mención a un ministro de Educación que se va y a uno que llega, y se está haciendo una interpretación de cuáles fueron los motivos del alejamiento de un ministro.


Yo quiero dejar sentado en esta manifestación que, al menos en lo personal, desconozco absolutamente cuál fue el motivo y los fundamentos por los que se tomó esa decisión. Y paralelamente, que esa decisión está en manos de quien conduce. Y para terminar, para conducir hay que lograr los votos, porque los votos son los que dan legitimidad al que debe gobernar. Gracias, señor presidente.

7 Homenaje

7.1 Natalicio del General Juan Domingo Perón

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Pido la palabra.


En el día de ayer se cumplieron 108 años del natalicio del General Juan Domingo Perón. Aquel 8 de octubre nació el hombre más grande y trascendente de la historia de estos últimos siglos, porque supo hacer realidad principios sentidos por los hombres y mujeres del pueblo.


Dignidad, que se hizo efectiva al ser instituidos los derechos del trabajador.


Justicia, al fundar y hacer cumplir los derechos de la niñez, de la ancianidad, de la mujer, del peón rural, del estudiante, del trabajador de la construcción y metalúrgico, del arte, de la cultura, de la ciencia. Es decir, de todos los emprendimientos que con la dignidad y justicia obtenida contribuían a construir una gran nación.


Solidaridad, porque junto a la mujer más maravillosa que pudimos conocer, María Eva Duarte de Perón, pudo construir la igualdad social, a base de los principios, la lucha y la conducción.


Igualdad que permite felicidad en todo un pueblo, la que se construye en el cimiento básico de la solidaridad.


Participación fue otra conquista del pueblo, que se obtuvo con la guía, conducción e implementación que el General Juan Domingo Perón desarrolló desde su primer Gobierno. La participación de la mujer en la vida social y democrática, donde por primera vez se pudo elegir a los gobernantes, hecho que hasta entonces se encontraba vedado; la participación de los trabajadores, con la creación de la central obrera que nuclea desde entonces a todas sus organizaciones. También comenzaron a participar en forma organizada los productores y poseedores de capitales nacionales, con una organización que defendía el interés general con crecimiento, sin perjudicar al principal actor de todo emprendimiento, que es el trabajador.


Crecimiento, sin dependencia. Fue la etapa en la que se nacionalizaron servicios; se construyeron obras como hospitales, escuelas, universidades, hogares, caminos, extensión de vías férreas; se desarrolló la industria nacional; bajaron los índices de deserción escolar y desnutrición infantil. Es decir que el mejor valor a reconocer fue el crecimiento de todo un pueblo en libertad, felicidad y solidaridad.


Soberanía, entre otros hechos trascendentes que fijaron una política en favor del pueblo y del territorio nacional. Vale recordar aquel 9 de julio de 1947, cuando se reunieron en San Miguel de Tucumán, en celebración de un nuevo aniversario de la Declaración de la Independencia, el General Juan Domingo Perón, ministros del Estado Nacional, el Presidente de la Honorable Cámara de Diputados de la Nación, el Presidente del Banco Central de la República Argentina, los gobernadores de las provincias de Santa Fe, Tucumán, Santiago del Estero, Jujuy, Entre Ríos, San Luis y Salta, jefes y oficiales de las Fuerzas Armadas, miembros del Poder Judicial. Refrendaron ese día y en ese sitio un acta que sienta compromisos de libertad e independencia, como podemos observarlo en alguno de sus preceptos: “A tal fin los firmantes, en representación del pueblo de la Nación, comprometen las energías de su patriotismo y la pureza de sus intenciones en la tarea de movilizar las inmensas fuerzas productivas nacionales y concertar los términos de una verdadera política económica, para que en el campo del comercio internacional tengan base de discusión, negociación y comercialización los productos del trabajo argentino y quede de tal modo garantizada para la República la suerte económica de su presente y porvenir. Así lo entienden y así lo quieren, a fin de que el pueblo que los produce y elabora y los pueblos de las tierras que lo consumen puedan encontrar niveles de prosperidad y bienestar más altos que los alcanzados en ninguna época anterior y superiores a los que puedan anotarse en el presente. Por ello, reafirman la voluntad de ser económicamente libres, como hace 131 años proclamaron ser políticamente independientes.


Las fuerzas de la producción e industrialización tienen ahora la amplitud y el alcance no conocidos y pueden ser superados por la acción y trabajo del pueblo de la República. El intercambio y la distribución suman cifras que demuestran que el comercio y la industria se expanden justamente con aquellos. La cooperación que atribuye a fijar de manera permanente las posibilidades humana, será activada, hasta alcanzar el completo desenvolvimiento que demandan las nuevas concepciones del comercio y empleos mundiales de las energías”.


Señor presidente: recordar hoy a Juan Domingo Perón es asumir como valores de vida sus principios, sus enseñanzas y sus obras, que permitieron transformar un pueblo en situación de dependencia en un pueblo con libertad y dignidad, al elevarlo a la altura que las mujeres y hombres de nuestra Patria vivieron y merecen volver a vivir, donde el respeto, el trabajo, la seguridad, la justicia, la libertad, la solidaridad, el crecimiento, la soberanía y la dignidad puedan ser los valores irrenunciables que nosotros y las generaciones futuras nos merezcamos. Gracias, señor presidente.

7.2 A Eugenio Castelli

SRA. GONZÁLEZ XE "PJGONZÁLEZ, Mónica" .– Pido la palabra.


Hace escasos tres meses homenajeábamos en este recinto, según la costumbre que se ha instituido en esta Cámara, a dos escritores de la provincia: Jorge Riestra y Eugenio Castelli. Todos pudimos ver en esa sesión especial que el profesor Castelli estaba muy mal de salud y que le había costado mucho hacer el que se convirtió en su último viaje desde Rosario hasta la ciudad capital. Hace pocos días, por un llamado telefónico, nos noticiamos de su deceso, cuando estaba dando su última clase de literatura a un grupo de alumnos.


Eligió ser maestro, fue una opción clara, espontánea, segura, firme. Creo que lo que hicimos fue su última alegría, porque fue un momento que sin dejar de hacer pensar su mente, sintió un grato calor en su corazón. Por las palabras que nos dirigió a los pocos días de ser homenajeado, resaltando su cariño hacia todos y su respeto hacia usted, señor presidente, solicito a los pares un minuto de silencio, en memoria de Eugenio Castelli.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– A pedido de la señora diputada Mónica González, vamos a hacer un minuto de silencio.

–
Puestos de pie los señores diputados, personal de la Cámara y público presente, se realiza el homenaje propuesto.

8 TRATAMIENTOS SOBRE TABLAS

8.1 Ley Nº 12.11.8 – Deudas con la EPE: cumplimiento

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido del diputado Jorge Álvarez– el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.563 – UCR) por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que cumplimente con lo prescripto en la Ley Nº 12.118 referido a las deudas con la Empresa Provincial de la Energía e instruya de inmediato a dicha empresa a suspender las intimaciones de corte del servicio eléctrico por deudas anteriores al 30 de abril de 2003, incluidas o no en regímenes de facilidades de pago.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zcLey Nº 12.11.8 – Deudas con la EPE\: cumplimiento" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, cumplimente con lo prescrito en la Ley Nº 12.118 referido a las deudas con la Empresa Provincial de la Energía (EPE) e instruya de inmediato a la Empresa suspender las intimaciones y cortes del servicio eléctrico por deudas anteriores al 30 de abril de 2003, incluidas o no en regímenes de facilidades de pago.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


La Ley Nº 12.118 estableció un régimen de regularización y facilidades tributarias y de servicios. Hasta la actualidad se reglamentó lo atinente a la Administración Provincial de Impuestos (API), y la Empresa Provincial de la Energía (EPE) ha hecho caso omiso de lo prescrito en la ley.


Con fecha 12 de junio, mediante el Expediente Nº 11.221, presenté un proyecto de comunicación aprobado por unanimidad de la Cámara, en la que se solicitó a la EPE proceda a suspender las intimaciones y cortes del servicio eléctrico por deudas anteriores al 30 de abril de 2003.


Pese al tiempo transcurrido desde la promulgación de la ley y al proyecto de comunicación aprobado, la EPE continúa con las intimaciones y cortes por deudas anteriores al 30 de abril, especialmente a usuarios incluidos en planes de pago, destacándose que la ley abarca las deudas incluidas en planes de pago caducos o no.


La moratoria implementada es consecuencia del contexto económico de la población en general, que no ha variado; muchos clientes de la Empresa Provincial de la Energía se han visto dificultados en el cumplimiento de sus obligaciones para con ella. En tal sentido, se aprecia que las deudas anteriores al 30 de abril de 2003 mantenidas por un número significativo de clientes se ven fuertemente incrementadas por la aplicación de intereses y su capitalización.


Las circunstancias señaladas motivan que gran parte de los clientes no pueda afrontar en forma simultánea el pago de sus boletas de consumo corriente y las correspondientes a la deuda acumulada.


Además, es de destacar que en los últimos días ha llegado gran cantidad de intimaciones a usuarios morosos, especialmente a los incluidos en planes de pago por deudas anteriores al 30 de abril, muchos de los cuales se encuentran ante la imposibilidad de cumplir con los pagos exigidos en las condiciones actuales que plantea la empresa y sufren cortes de energía, con las lógicas consecuencias sociales implícitas. Esta situación es violatoria de lo establecido en la Ley Nº 12.118, por lo que se estima conveniente que se disponga en forma urgente el cumplimiento a la ley y la suspensión de las intimaciones y cortes de energía eléctrica, para que se permita a los santafesinos que puedan gozar de los beneficios de la moratoria sancionada.


Por las razones expuestas, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Jorge Álvarez

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.2 Congreso de Entidades Vecinales

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.570 – PJ) de interés legislativo de la realización del XI Congreso Interprovincial y III Congreso Nacional e Internacional de Entidades Vecinales que se llevarán a cabo en la ciudad de Villa Carlos Paz, provincia de Córdoba, del 31 de octubre al 2 de noviembre del corriente año.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdCongreso de Entidades Vecinales" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo la realización del XI Congreso Interprovincial y III Congreso Nacional e Internacional de Entidades Vecinales a llevarse a cabo en la ciudad de Villa Carlos Paz, provincia de Córdoba, durante los días 31 de octubre, 1 y 2 de noviembre de 2003.

Fundamentos del autor del proyecto
Señor Presidente:


La actividad desarrollada en nuestra ciudad a través de reconocidas instituciones vecinalistas y la participación de ellas en los consecuentes congresos que anualmente se realizan en distintos puntos de la geografía nacional motivan esta declaración de interés legislativo.


Debemos incentivar la participación de entidades representativas de los vecinos en este tipo de eventos, con una demostración fehaciente del acompañamiento que merecen. Su asistencia a los congresos les permitirá lograr mayor capacitación y conocimiento de las distintas circunstancias vividas en otros lugares, además de demostrar la actividad que desarrollan en nuestra ciudad. A esto se agrega la relevancia de los asuntos que se tratarán, que evidencian la genuina intención de involucrarse y capacitarse en temas de injerencia en el orden social, económico y político institucional.


Por las razones expuestas, solicito a mis pares la aprobación de presente proyecto.

Alberto Hammerly

PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

· Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.3 Actividades de la Guardia de Honor de la Comuna de Nelson: declaración de interés

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.571 – PJ) de interés de la Cámara de las actividades que realiza la Guardia de Honor de la Comuna de Nelson, que con dedicación y esfuerzo ha logrado un grupo cultural y artístico de reconocida jerarquía, que representa a dicha localidad en eventos provinciales, interprovinciales e internacionales.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdActividades de la Guardia de Honor de la Comuna de Nelson\: declaración de interés" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De su interés las actividades que realiza la Guardia de Honor de la Comuna de Nelson, que con mucha dedicación y esfuerzo ha logrado formar un grupo cultural y artístico de reconocida jerarquía, representando a dicha localidad en eventos interprovinciales, nacionales e internacionales.

Alberto Hammerly

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.4 Jornadas Provinciales de Accidentología y Seguridad Vial

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado en Secretaría –a solicitud del señor diputado Bermúdez– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.578 – PJ) de interés de esta Cámara de las VIII Jornadas Provinciales de Accidentología y Seguridad Vial, organizadas por la Jefatura de Policía Provincial, por intermedio de su División de Criminalística, de la Unidad Regional II, que se realizarán el 13 y el 14 de noviembre, en la ciudad de Rosario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdJornadas Provinciales de Accidentología y Seguridad Vial" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés las VIII Jornadas Policiales sobre Accidentología y Seguridad Vial organizada por la Jefatura de Policía Provincial, a través de su División de Criminalista de la Unidad Regional II, a realizarse los días 13 y 14 de noviembre de 2003 en la ciudad de Rosario.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto que pongo a consideración de mis pares surge como iniciativa de la Jefatura de Policía Provincial, a través de la División de Criminalística de la Unidad Regional II, para declarar de interés legislativo estas jornadas, que se realizarán el 13 y el 14 de noviembre del corriente año, en la sala de conferencias del Sindicato de Luz y Fuerza de Rosario. (E-mail: jornadas_dc hotmail.com).


La temática se abordará desde diversos enfoques integrales de prevención, previsión y consecuencias sobre la accidentología y seguridad vial, sobre la base de la continuidad de anteriores jornadas que obtuvieron una significativa repercusión en diversos ámbitos, por la importancia del tema.


Asimismo, cabe mencionar que las presentes jornadas cuentan con el apoyo del Ministerio de Gobierno de la Provincia de Santa Fe, la Municipalidad de Rosario, el Centro Experimental de Seguridad Vial de Buenos Aires (Cesvi); compañías de seguros locales y nacionales y organizaciones no gubernamentales, entre otras entidades comprometidas con la problemática.


Se desarrollaran los siguientes temas:

· Prevención primaria en Accidentología y Seguridad Vial.

· Enfoque policial de la Educación Vial en las escuelas.

· Rol institucional en la seguridad vial.

· Controles preventivos (alcoholemia, radares, airbag, exceso de velocidad, entre otros).

· Normas legales como herramientas para la prevención.

· Proceso judicial del accidente en lo civil y penal.

· Representación tridimensional, digitalizada de un accidente de tránsito.

· La importancia de las pruebas periciales (prevención del lugar del hecho, legalidad jurídica, etcétera).

· Relación y método para determinar causas y consecuencias de un accidente de tránsito.

· Peatones en la vía pública (modo de conducirse, nivel de riesgo y consecuencias).

· Tratamiento al traumatizado (asistencia pre y poshospitalarias, aprovechamiento de recursos y medios).

· La importancia de la participación de las organizaciones no gubernamentales (ONG) en los tratamientos de los temas relacionados con la prevención, educación, accidentología y seguridad vial.

· Accidentes carreteros con vehículos que transportan sustancias peligrosas (medidas preventivas).

· Representación fotográfica digital y audiovisuales de diferentes hechos de accidentes de tránsito de gran magnitud.

· Muestreo de accidentes de tránsito sin lesionados y puntos críticos de la ciudad.

· Aspectos socioeconómicos y psicológico del accidentado y sus familiares.


Estas jornadas serán gratuitas y se dispensarán los certificados y materiales a los asistentes. Asimismo, como cierre se realizará un simulacro de un accidente de tránsito en tiempo real, en las inmediaciones del Parque España, con la intervención de todas las partes concurrentes en él, es decir: control de tránsito, paramédicos, emergencias médicas (terrestres y aéreas), grupos de rescates, bomberos, fuerzas públicas, entre otras.


Por la importancia de dichas jornadas y por el compromiso que esta Legislatura debe tener para con tan loable iniciativa, solicitamos a nuestros pares la aprobación de este proyecto.

Bermúdez – González

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.5 Aniversario de la comuna de Alejandra

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido de la señora diputada Silvia Migno– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.577 – UCR) de interés de la Cámara de Diputados de los festejos por el centenario de la creación de la comuna de Alejandra y 133º aniversario de la fundación de esa localidad, que se realizarán en el departamento San Javier, el 11 de octubre del corriente año.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdAniversario de la comuna de Alejandra" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De su interés los festejos del Centenario de la Creación de la Comuna de Alejandra y del 133º Aniversario de la Fundación de la localidad de Alejandra, a realizarse en esa localidad del departamento San Javier, el 11 de octubre de 2003.

Fundamentos de la autora del proyecto
Señor Presidente:


La comunidad toda de Alejandra se ha movilizado ante la inminente celebración de estos eventos de gran significación para los pobladores de esta localidad del norte santafesino. Distante 230 kilómetros hacia el norte de la ciudad capital, tiene en la actualidad una población cercana a los 3.900 habitantes en todo su distrito comunal.


La historia de Alejandra comenzó con un ambicioso proyecto de colonización en la zona conocida como Pájaro Blanco, a cargo de Thomson Bonat y Cía., banqueros de la ciudad de Londres. Allí se radicaron 47familias de los Valles Valdenses, del Piamonte Italiano, como otras de origen galés, norteamericano, suizo, español y francés.


El 17 de octubre de 1903, vecinos de Colonia Alejandra suscribieron una nota dirigida al Ministro de Gobierno de la Provincia, en la que solicitaban la creación de una Comisión de Fomento, con asiento en el pueblo y con la misma jurisdicción que le correspondía a la colonia. Tal solicitud se fundamentaba en la necesidad de mantener la limpieza y el cuidado de caminos y distintos sitios de la localidad; de una manera especial manifestaban como una prioridad el cuidado de las vías de comunicación con pueblos vecinos.

Silvia Migno

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.6 Repudio por la amenaza a la señora Sandra Cabrera

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a solicitud del señor diputado Eduardo Di Pollina– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.575 – DB) mediante el cual la Cámara de Diputados expresa su más enérgico repudio por las reiteradas amenazas de muerte realizadas a la hija de la Secretaria General de la Asociación Mujeres Meretrices Argentinas (Ammar), señora Sandra Cabrera.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdRepudio por la amenaza a la señora Sandra Cabrera" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

DECLARA:


Su más enérgico repudio por las reiteradas amenazas de muerte realizadas en forma telefónica y anónima por individuos inescrupulosos sobre la persona de la hija de la Secretaria General de la Asociación Ammar (Asociación Mujeres Meretrices Argentinas), Sra. Sandra Cabrera, con el objeto de lograr entorpecer la lucha que dicha organización lleva a cabo en defensa de los derechos de sus representadas, a quien se les expresa la mayor solidaridad por tan abominable hecho, incompatible con el estado de derecho.

Di Pollina – Favario – Baudín – D´Ambrosio – Tate – Cecchi – Reschia – Pezz

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.7 Concurso provincial de la pesca de la palometa

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido del señor diputado Ariel Ugalde– el proyecto de ley (Expte. Nº 11.569 – DB) por el cual se dispone la realización del certamen anual de pesca de la palometa, en la ciudad de Las Toscas (departamento General Obligado), con el nombre Concurso Provincial de la Pesca de la Palometa.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zlConcurso provincial de la pesca de la palometa" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Dispónese la realización anual de un certamen de pesca de la palometa (Serrasalmus spilopleura-sarrasamidae) en la ciudad de Las Toscas, departamento General Obligado, con el nombre de Concurso Provincial de la Pesca de la Palometa.

Artículo 2º – La Municipalidad de Las Toscas tendrá a su cargo la organización y desarrollo del certamen.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La palometa es una especie que abunda en los ríos, riachos y arroyos de nuestra provincia. Se la considera un depredador y son numerosos los casos de ataques a bañistas, con consecuencias más dolorosas que graves, pero con los inconvenientes obvios para sus víctimas.


Su pesca constituye, consecuentemente, un medio para frenar su reproducción, pero no es una actividad desarrollada para el comercio, debido a la escasa calidad que presenta para eventuales consumidores.


Por ello, entendemos, que la realización de un torneo anual estimulará tal actividad y que la ciudad de Las Toscas, en el departamento General Obligado, es el lugar apropiado para ello.


Dejamos, pues, a consideración de nuestros pares este proyecto que recoge estas ideas, y esperamos contar con su aprobación.
Hammerly – Ugalde

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración, el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Voy a hacer una pequeña consideración, señor presidente.


Desde mi bloque apoyamos el tratamiento sobre tablas y también la aprobación del proyecto, pero como se trata de mi ciudad, de mi terruño, si el autor me permite, deseo incorporar mi firma al proyecto.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Por supuesto, señor diputado.

SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– El segundo pedido: como veo que hay interés en acompañar a las instituciones de Las Toscas, quisiera saber si la Cámara puede auspiciar este acontecimiento con algún aporte económico.

–
Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Le vamos a descontar el subsidio con el apoyo de su firma, señor diputado.

–
Risas.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general el proyecto.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban sin observación los artículos 1º y 2º; artículo 3º, de forma.

8.8 Reconocimiento a la Dra. Blanca Fritschy

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido de la señora diputada Dolly Cavigiuri– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.576 – PJ) de interés de la Cámara de Diputados de la destacada actuación que le cupo a la doctora y licenciada en Geografía, señora Blanca Fritschy, docente de la Facultad de Ingeniería, Geoecología y Medio Ambiente de la Universidad Católica de Santa Fe e investigadora del Conicet, en el Congreso Internacional de Medio Ambiente y Sociedad bajo Condiciones de Cambio Regionales y Globales, que se desarrolló recientemente en Moscú-Bernaul, Confederación de Estados Independientes.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdReconocimiento a la Dra. Blanca Fritschy" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés la destacada actuación que le cupo a la doctora y licenciada en Geografía, Sra. Blanca A. Fritschy, docente de la Facultad de Ingeniería, Geoecología y Medio Ambiente de la Universidad Católica de Santa Fe e investigadora del Conicet, en el Congreso Internacional de Medio Ambiente y Sociedad, bajo condiciones de cambios regionales y globales, que se desarrolló recientemente en Moscú-Barnaul (Confederación de Estados Independientes).

Fundamentos de los autores del proyecto
Señor Presidente:


Constituye un honor poder participar de sucesos tan importantes como el de referencia para la Universidad Católica de Santa Fe, ser representada por una destacada profesional de la materia y quedar no sólo como la única institución educativa de nuestro país, sino también la única entidad católica de todas las agrupaciones participantes.


El congreso fue organizado por la Unión Geográfica Internacional, el Comité Nacional de Geógrafos de Rusia de Ciencias, el departamento de Geografía de la Universidad Estatal de Moscú “M. V. Lomonosov”, el Instituto de Agua y Problemas Ecológicos, rama siberiana de la Academia Rusa de Ciencias, y la Universidad Estatal de Altai, todas ellas instituciones que representan la excelencia en la temática y resaltan su importancia.


El programa desarrollado comprendió talleres previos, sesiones de trabajo, conferencias, mesas redondas y trabajos de campo.


La participación de la geógrafa e investigadora del Conicet, Dra. Blanca A. Fritschy, fue en Cambios hidrológicos natural y tecnogenético y sus impactos en los componentes del medio ambiente, y expuso sobre Comportamientos hidrológicos extremos del río Paraná en el curso medio–Serie 1905-2000.


Otros disertantes de alta talla, de Alemania, Australia, Brasil, EEUU., Bélgica, Canadá, Japón, Méjico, Reino Unido e Irlanda del Norte, República Checa, India, Irán, Sudáfrica, Suiza, China, entre otros, dieron realce a este importante evento científico.


Cabe destacar que los trabajos de campo se dividieron en dos escenarios: el lago Teletsk, donde el tema se centró en los problemas de protección de territorios naturales, preservación del hábitat de pequeñas aglomeraciones y sus tradiciones culturales y espirituales, desbosque y caza indiscriminada, propuestas de estrategias de desarrollo regional; y el glaciar Aktru, donde se hizo un reconocimiento de formas de glaciares cuaternarios de montañas, zonas de diferencias climáticas según altitud, fenómeno de la estepa de alta montaña, protección de monumentos naturales y arqueológicos, desarrollo de sistemas de transporte en lugares turísticos y de recreación y preservación de la cultura de poblaciones rurales.


El curriculum vitae de la profesora e investigadora, Dra. Blanca A. Fritschy, revela su seriedad profesional, su espíritu de trabajo y estudio permanente, lo que la ha hecho acreedora de numerosos premios y Membresía de las Sociedades Académicas, no sólo en el ámbito nacional, sino también internacional.


Atento a ello, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Cavigiuri – González – Schachner – Dech

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas del proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.9 Centro de Humedales en el río Paraná (Sta. Fe)

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a solicitud de la diputada Dolly Cavigiuri– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.574 – PJ) de interés de la creación del Centro de Humedales en el río Paraná, a propuesta de la Fundación Proteger.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdCentro de Humedales en el río Paraná (Sta. Fe)" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De su interés la creación del Centro de Humedales en el río Paraná, a propuesta de la Fundación Proteger – Amigos de la tierra, en el puerto de la ciudad de Santa Fe, que se instalará a fines del año en curso.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La Fundación Proteger – Amigos de la Tierra, organización no gubernamental de la ciudad de Santa Fe, ha presentado una novedosa iniciativa que pretende conjugar, en dos plantas, funciones educativas, de investigación y recreativas, para un máximo de 60 visitantes, todo ello en un centro cuya sede se instalará en el Puerto de Santa Fe.


Las distintas actividades programadas se concretarán a través de navegar por el río Paraná, el que podrá ser el corredor de humedales más importante del planeta.


El laboratorio flotante que recorrerá el río precitado, con energías limpias, cuenta con el sustento de Wetlands International y sigue los lineamientos de la Convención Ramsar sobre la materia.


Está destinado a la difusión, capacitación y promoción del uso racional de los humedales.


Los humedales son zonas en donde el agua es el factor primordial que controla el ambiente, la vida vegetal y la vida animal.


El diseño y la conducción de la instalación técnica flotante están a cargo del Grupo interdisciplinario de desarrollo tecnológico de la Universidad Nacional del Litoral y del Programa de Tecnología Socialmente Apropiada de Proteger.


Además de los aportes científicos y turísticos, este centro tendrá autosuficiencia energética, con la combinación de distintas energías renovables, particularmente solar, eólica y de biomasa.


Constituye un proyecto innovador, primero en su tipo en América del Sur, donde los beneficiarios de este emprendimiento ecológico serán los habitantes de las riberas del Paraná.


El proyecto fue anunciado durante la Convención Internacional que tuvo lugar en la ciudad de Paraná, el fin de semana anterior. Allí se avanzó en crear una cadena de sitios Ramsar-Humedales con protección internacional interconectados, para cuidar la fauna, la flora, la biodiversidad, el comportamiento natural de los ríos y para apuntar al desarrollo de los seres humanos que viven en las orillas y los anegadizos.


El proyecto no se limitará exclusivamente a la conservación de especies vegetales y animales. Tiene un doble desafío: la posibilidad de conservar los recursos naturales y la de promover el trabajo de manera racional en esta zona golpeada por la pobreza.


Atento a lo expuesto, solicito de mis pares la aprobación del presente proyecto.
Cavigiuri – González – Dech – Schachner
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.10 Puente Reconquista-Goya: partida presupuestaria

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido del diputado Federico Pezz– el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.579 – UCR) por el cual la Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo invite a todos los legisladores nacionales representantes de la Provincia, a reclamar al Poder Ejecutivo Nacional la ejecución de los 9.300.000 pesos para la obra Puente Avellaneda-Reconquista-Goya


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zcPuente Reconquista-Goya\: partida presupuestaria" 

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo invite a todos los legisladores nacionales representantes de la Provincia, a reclamar al Poder Ejecutivo Nacional la ejecución de los 9.374.000 pesos incluidos en el Presupuesto de la Nación para el corriente año para la obra Puente Avellaneda-Reconquista-Goya (conexión vial real entre Corrientes y Santa Fe) y a promover la inclusión en el Presupuesto de la Nación para el año 2004 de las partidas necesarias para la misma.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Traigo esta iniciativa a mis pares, reiterando lo aprobado por esta Cámara a instancia de este legislador, en octubre del año pasado, y conteste con la Resolución Nº 1873/03 del Concejo Municipal de la ciudad de Reconquista.


El presente proyecto se fundamenta en el compromiso anunciado por el entonces Presidente de la República, Dr. Eduardo Duhalde, para el inicio de tan caro emprendimiento para esta región del país, ratificado por el Parlamento Nacional en el Presupuesto para el año 2003 con un monto de 9.374.000 pesos, que aún no fue afectado a la obra. Huelgan mayores comentarios con respecto a lo exiguo del monto asignado, ya que, a nuestro entender, no faltan los recursos en la Nación, sino que falla su asignación. Es imprescindible su modificación mediante la generación de trabajo genuino, que corregiría de fondo el drama de la desocupación y permitiría el crecimiento de la zona, lo que, obviamente, incidiría en la recaudación del propio Estado, tanto Provincial como Nacional.


Es oportuno destacar que la distancia entre las conexiones existentes más próximas –Túnel Subfluvial Santa Fe-Paraná (Hernandarias) y Puente General Belgrano, entre Resistencia (Chaco) y la ciudad capital de Corrientes– es de 600 kilómetros. Este puente evitaría el aislamiento de una vasta región con buenas perspectivas de crecimiento.


La ejecución de esta obra es una de las prioridades para el despegue integral. La rica zona del centro correntino debe tener una comunicación con la región de los bajos submeridionales y la Ruta Nacional Nº 11; aparejada con el proyecto de las rutas provinciales, transversales, se abrirá un corredor este-oeste potencialmente inagotable, además de posibilitar la concreción de la ruta bioceánica Chile-Argentina-Brasil, que sería recta y ahorraría muchos kilómetros de recorrido.


Los bajos submeridionales son una región de 9 millones de hectáreas: 5 millones en Santa Fe; 2,5 millones en Chaco y 1,5 millones en Santiago del Estero. La apertura de esta ruta, que estaría conectada con el puente, sería el eje que posibilitaría la inclusión y despegue de todo el norte.


Desde hace 70 años se sueña con la conexión física de las dos orillas, unir la mesopotamia con Santa Fe. Primero fue el Túnel Subfluvial, luego el Puente General Belgrano, y ahora el Puente Rosario-Victoria; falta una obra que una el centro de Corrientes con nuestra provincia. Este proyecto se empezó a elaborar en el año 1991; se lo declaró de interés nacional, comenzaron los estudios, se determinó su traza y el lugar físico donde estaría.


Lo manifestado fue reforzado con las expresiones públicas de los gobernadores de las provincias de Santa Fe y Corrientes y se contó con el explícito apoyo de los de Catamarca, Entre Ríos, Chaco y Córdoba, entre otras.


Sobre la base de estas breves consideraciones, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Pezz – Migno
SR. PEZZ XE "UCRPEZZ, Federico" .– Pido la palabra.


Quiero hacer una pequeña consideración, para recordar que esta Cámara aprobó un pedido similar y después el ex Presidente de la Nación, Eduardo Duhalde, hizo un compromiso con el actual Gobernador y se incluyó una partida en el Presupuesto 2003 de 9.000.0000 de pesos. Según declaraciones de funcionarios del Ministerio de Hacienda, no habría voluntad en el Poder Ejecutivo Nacional de ejecutar esos 9.000.000 de pesos este año.


Con respecto a esto, el lunes hubo una reunión en Reconquista impulsada por los diputados nacionales Sellarés y Storero y dos legisladores nacionales de Corrientes de ambos bloques, en la que se resolvió concurrir el miércoles 15 de octubre a la Comisión de Presupuesto y Hacienda de la Cámara de Diputados de la Nación para apoyar el reclamo que van a hacer los diputados provinciales de incluir esa partida.


Así que el pedido, por un lado, es para que se ejecute lo que está presupuestado; por otro, para que en el Presupuesto del año 2004 se incorpore una partida para seguir con esta obra tan importante.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

8.11 Encuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido del señor diputado Pezz– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.573 – UCR) de interés legislativo del VIII Encuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar, que se desarrollará del 10 al 12 de octubre de 2003, en la localidad de Las Toscas, departamento General Obligado.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdEncuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De interés legislativo el VIII Encuentro Interprovincial de Minibásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar, a desarrollarse desde el 10 al 12 de octubre de 2003 en la ciudad de Las Toscas, departamento General Obligado, organizado por la Subcomisión de Minibásquetbol del Club Social y Deportivo Las Toscas.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El deporte en sus distintas manifestaciones como práctica para todos y como deporte de competencia contribuye de manera esencial al desarrollo integral del ser humano. Podemos afirmar sin hesitación que la función sociointegradora de la actividad deportiva crea un lazo de unión entre las personas de diferente nivel socioeconómico y cultural, de diversas regiones; el deporte crea una conciencia común.


El deporte competitivo es un medio interdependiente de las acciones integrales orientadas al desarrollo humano y a mejorar la calidad de vida; forma parte importante y determinante de la socialización, salud y educación de los individuos. Por sus características, el deporte se constituye en un proceso estratégico para la generación de modelos sociales que representan una cultura de logro, de superación, de constancia y sacrificio. Cuando se juega, cuando se compite, las diferencias sociales entre el compañero y el contrincante desaparecen de los recintos o centros deportivos.


En este contexto y con estos objetivos se lleva a cabo este nuevo Encuentro Interprovincial de Minisbásquetbol de la Fiesta Provincial de la Caña de Azúcar, organizado por una querida institución local como el Club Social y Deportivo Las Toscas, cuyo desafío inicial comenzó allá por 1995, y pasaba simplemente por obtener una competencia deportiva para los más pequeños y con los fines propósitos antes señalados. El afán puesto por este grupo de gente hace que las jornadas crezcan año tras año, en cuanto a organización, participación y apoyo de toda la comunidad, desafío al que nosotros también nos sumamos y adherimos, y por el cual solicitamos el presente reconocimiento.


En base a estas breves consideraciones, solicito a mis pares la aprobación de la presente iniciativa.
Federico Pezz
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.12 Efectos nocivos en dispositivos de higiene femenina

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido de la señora diputada Nanci Strauss– el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.581 – PJ) por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio de los organismos competentes arbitre los medios para determinar la veracidad o falsedad de eventuales efectos nocivos que ocasionarían ciertas sustancias contenidas en algunos dispositivos de higiene de uso femenino, en particular, aquellos de uso vaginal.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zcEfectos nocivos en dispositivos de higiene femenina" 

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos pertinentes, arbitre los medios para determinar la veracidad o falsedad de eventuales efectos nocivos que ocasionarían ciertas sustancias contenidas en algunos dispositivos de higiene de uso femenino, en especial aquellos de uso vaginal.


Conocidos los resultados de dichos estudios, cualesquiera que ellos fueren, sería sumamente beneficioso para la comunidad toda, se les dé amplia difusión, a los efectos de ratificar o desmentir las versiones que actualmente circulan sobre el particular.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El presente proyecto tiene su origen en distintos trascendidos que han tomado estado público en los últimos días, en especial, mediante la utilización de mensajes por correo electrónico, en los que se informa a la población en general, y en particular a las mujeres, de los efectos nocivos que conlleva el uso de elementos de uso íntimo por parte de la población femenina, en especial los denominados tampones.


Dicho texto informa sobre el alto riesgo que provoca su uso, por contener dichos elementos componentes altamente cancerígenos, como amianto y otros tóxicos como rayón y dioxinas.


La razonabilidad de tales afirmaciones da al texto un alto índice de credibilidad, y ello ha llevado a innumerable cantidad de personas a consultarme sobre el particular, dada mi profesión médica.


Consultado el supuesto autor de la advertencia, me ha desmentido su autorÍa, pero coincide sobre la lógica de su contenido.


Al no ser mi especialidad la química y, a la vez, por desconocer la verdadera composición de los citados elementos, considero como real y urgente la necesidad de que el Poder Ejecutivo –quien cuenta con los organismos e infraestructura indispensable– realice las investigaciones pertinentes, con el fin de advertir sobre su uso y, eventualmente, prohibir su comercialización o bien, llevar tranquilidad a cientos de mujeres usuarias.


Por lo expuesto, acompañando a sus efectos el texto difundido por correo electrónico, así como otro desmintiendo su veracidad, dada la relevancia que tiene la propuesta, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Nanci G. Strauss

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

8.13 Megaconcierto 2003 Voces

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra reservado –a pedido del diputado Livio Strada– el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.572 – DB) de interés del Megaconcierto 2003 Voces, organizado por el Sindicato Argentino de Docentes Particulares, bajo el lema La educación, cimiento de la nueva sociedad.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

 XE "zdMegaconcierto 2003 Voces" 
La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


De su interés el Megaconcierto 2003 Voces organizado por el Sindicato Argentino de Docentes Particulares (Sadop), Delegación Regional Santa Fe, bajo el lema La Educación, cimiento de la nueva sociedad. El evento se llevará a cabo el día sábado 15 de noviembre de 2003 en las inmediaciones del Monumento Nacional al Docente, frente al Centro Cívico Gubernamental de la ciudad de Santa Fe, al igual que se hizo el año anterior.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El propósito declarado de este evento, que cuenta con el concurso de más de 2.000 voces y cuyo patrocinio se pide en el presente proyecto es resaltar y ratificar la importancia de la educación y de la tarea de educar en la construcción de una sociedad más justa y solidaria.


El Megaconcierto reúne a coros de alumnos de escuelas privadas y oficiales de distintos niveles y modalidades, coros de la ciudad e interior e integrantes de la comunidad que se han sumado a la propuesta de Sadop.


Creemos que este certamen es de importancia para el desarrollo de los provechosos fines explicitados, por lo que solicitamos a nuestros pares la aprobación del presente proyecto de declaración.
Strada – Dech – Cavigiuri – Baudín – Venesia – Schachner – Favario – Molinas

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el tratamiento sobre tablas de este proyecto.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar.

–
Resulta aprobado.

9 TRATAMIENTO PREFERENCIAL DE PROYECTOS

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– De conformidad con lo resuelto oportunamente por el Cuerpo, corresponde considerar los proyectos acordados con preferencia para esta sesión.

9.1 Área Metropolitana del Gran Rosario (Amgro)

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de cuatro sesiones)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 9234 – PJ) por el que se crea el Área Metropolitana del Gran Rosario (Amgro) no tiene dictamen de comisión.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para dentro de cuatro sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Ariel Ugalde.

–
Resulta afirmativa.

9.2 Programa de Coordinación, Seguridad de la Comunidad Rural y Prevención y Lucha contra el Abigeato

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.215 – UCR) por el que se crea el Programa de Coordinación, Seguridad de la Comunidad Rural y Prevención y Lucha contra el Abigeato no tiene dictamen de comisión.

SR. DI SCIASCIO XE "UCRDI SCIASCIO, Diego" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Diego Di Sciascio.

–
Resulta afirmativa.

9.3 Derechos y deberes de pacientes en establecimientos de salud

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.533 – UCR) en el que se establecen y regulan los derechos y deberes de los pacientes en los establecimientos de salud públicos o privados no tiene dictamen de comisión.

SR. DI SCIASCIO XE "UCRDI SCIASCIO, Diego" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Diego Di Sciascio.

–
Resulta afirmativa.

9.4 Colegio de Terapistas Ocupacionales (creación)

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 11.034 – DB) de creación del Colegio de Terapistas Ocupacionales de la Provincia.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.034 – DB) de los diputados Pochettino, Baudín, Cané, Broda, Meotto, Álvarez, Strada, Migno, Tate, Guido de Nirich y Schachner, por el cual se crea en la Provincia el Colegio de Terapistas Ocupacionales. Y al no encontrar objeciones que formularle, esta Comisión aconseja le prestéis vuestra aprobación.

Sala de Comisión, 29 de mayo de 2003.

Broda – Villalba – Strauss – Demaría – Reutemann

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Promoción Comunitaria ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.034 – DB) presentado por los diputados Pochettino, Baudín, Cané, Broda, Meotto, Álvarez R., Strada, Migno, Tate, Guido de Nirich y Schachner; por el cual se crea en la Provincia de Santa Fe el Colegio de Terapistas Ocupacionales. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social, que consta en fojas 4, esta Comisión, os aconseja adherirse a él.

Sala de Comisión, 4 de junio de 2003.

Gutiérrez – Broda – Dalla Fontana – Mazziotta – Schpeir

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.034 – DB) de autoría de los diputados Pochettino, Baudín, Cané, Broda, Meotto, Álvarez, Strada, Migno, Tate, Guido de Nirich, Schachner, por el cual se crea en la Provincia el Colegio de Terapistas Ocupacionales. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despachos precedentes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Promoción Comunitaria, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zlColegio de Terapistas Ocupacionales (creación)" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – El ejercicio de la profesión de Terapistas Ocupacionales en la Provincia de Santa Fe queda sujeto a las disposiciones de la presente ley.

Artículo 2º – El contralor del ejercicio profesional y el gobierno de la matrícula respectiva, se practica por medio del Colegio de Terapistas Ocupacionales de la Provincia de Santa Fe.


A los efectos de su funcionamiento se divide en dos circunscripciones, a saber: la primera, con asiento en la ciudad de Santa Fe, comprende los departamentos la Capital, 9 de Julio, Vera, General Obligado, Castellanos, San Justo, San Javier, Garay, Las Colonias, San Cristóbal y San Jerónimo; y la segunda, con asiento en la ciudad de Rosario, comprende los departamentos Rosario, San Martín, Belgrano, Iriondo, San Lorenzo, General López, Caseros y Constitución.


El Colegio tiene por objeto velar por el cumplimiento de la presente ley, representar y defender a los colegiados asegurando el decoro, la independencia e individualidad de la profesión, así como colaborar con los poderes públicos, con el objeto de cumplimentar las finalidades sociales de la actividad profesional.

Artículo 3º – A los efectos enunciados, el Colegio de Terapistas Ocupacionales llevará el control de la matrícula, redactará sus estatutos, los que deberán ser aprobados por el Poder Ejecutivo y el Código de Ética Profesional, tendrá facultades disciplinarias sobre sus colegiados y establecerá los aranceles mínimos orientativos para la prestación de servicios profesionales, en tanto poderes públicos no dicten normas de cumplimiento obligatorio.

Artículo 4º – Los profesionales Terapistas Ocupacionales pueden ejercer su actividad en forma individual o integrando grupos interdisciplinarios, en forma privada o en instituciones públicas o privadas habilitadas por la autoridad correspondiente, todo ello, sin perjuicio del ejercicio en otras tareas que se reglamenten.

Artículo 5º – El ejercicio profesional como Terapistas Ocupacionales sólo se autoriza a aquellas personas que posean:

a) Título de Terapista Ocupacional expedido por universidades nacionales, estatales o privadas reconocidas;

b) Que a la fecha de promulgación de la presente ley acrediten estar matriculados como Terapistas Ocupacionales en el Colegio de Médicos de la Provincia de Santa Fe y soliciten la nueva matrícula al Colegio de Terapistas Ocupacionales antes de cumplidos los seis (6) meses, contados a partir de la promulgación de la presente.

c) Los que a la fecha de promulgación de la presente ley, hayan obtenido la matrícula habilitante por parte de organismos oficiales de otras provincias o de la Capital Federal y se radiquen en la provincia de Santa Fe y cuenten con título de Terapista Ocupacional expedido por universidades nacionales, estatales o privadas reconocidas;

d) Por única vez y con carácter excepcional, se habilitará el ejercicio profesional a los Terapistas Ocupacionales egresados de la Escuela Nacional de Terapia Ocupacional dependiente del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación que se matriculen en el Colegio que por esta ley se crea, dentro del término perentorio e improrrogable de ciento ochenta (180) días de la publicación de la presente.

Artículo 6º – Los profesionales Terapistas Ocupacionales tienen derecho a:

a) Ejercer su profesión de conformidad con lo establecido por la presente ley, asumiendo las responsabilidades acordes con la capacitación recibida en las condiciones que se reglamentan;

b) Negarse a realizar o colaborar con la ejecución de prácticas que entren en conflicto con sus convicciones científicas, religiosas, morales o éticas, siempre que de ello no resulte un daño al paciente;

c) Contar, cuando ejerzan su profesión bajo relación de dependencia pública o privada, con facilidades para el cabal cumplimiento de la obligación de actualización permanente a que se refiere el artículo siguiente;

d) Capacitarse y perfeccionarse profesionalmente;

e) Acogerse a los beneficios de la jubilación o pensión que establecieran las cajas de previsión respectivas;

f) Asociarse con fines útiles, conforme a la Constitución de la Provincia y las normas que reglamenten su ejercicio;

g) Presentar iniciativas tendientes al logro de los fines del Colegio y colaborar con el mismo en todo lo que haga al prestigio y progreso de la actividad;

h) Recurrir ante las autoridades del Colegio y ser defendido por estas en aquellos casos en que sus derechos resulten lesionados;

i) Utilizar los servicios y dependencias que para beneficio general de sus matriculados establezca el Colegio.

Artículo 7º – Los profesionales comprendidos en el artículo 5º de la presente, están obligados a:

a) Comportarse con lealtad, probidad y buena fe en el desempeño profesional, respetando en todas sus acciones la dignidad de la persona humana sin distinción de ninguna naturaleza, el derecho a la vida y a su integridad, desde la concepción hasta la muerte;

b) Guardar secreto profesional sobre aquellas informaciones a que acceden en ejercicio de su profesión;

c) Prestar la colaboración que les sea requerida por las autoridades sanitarias en caso de emergencia;

d) Fijar domicilio profesional dentro del territorio de la provincia y comunicar los cambios cuando los hubiere;

e) Mantener la idoneidad profesional mediante la actualización permanente, cumpliendo las disposiciones que le fijen al respecto;

f) El acatamiento a las resoluciones del Colegio y el cumplimiento de las sanciones disciplinarias sin perjuicio de la interposición de las vías recursivas pertinentes;

g) El pago puntual de los aportes, derechos y cuotas de cualquier naturaleza que fijen las autoridades competentes;

h) La denuncia ante el Colegio Profesional de las ofensas de que fuere objeto por parte de cualquier persona o autoridad, en el ejercicio de su actividad;

i) Denunciar ante el Colegio los casos de su conocimiento que configuren ejercicio ilegal de la actividad;

j) Evitar incurrir en actitudes que puedan dar origen al menoscabo de los bienes materiales del Colegio, o que comporten desprestigio para la actividad o sus autoridades, o que de alguna manera se opongan o contraríen los fines de la institución, o que persigan la obtención ilegítima de beneficios personales;

k) Someterse a la jurisdicción disciplinaria y a los exámenes psicofísicos cuando así lo dispongan las autoridades competentes;

Artículo 8º – Queda prohibido a los profesionales Terapistas Ocupacionales:

a) Realizar acciones que excedan o sean ajenas a su competencia;

b) Anunciar o hacer anunciar su actividad profesional publicando falsos éxitos, estadísticas ficticias, datos inexactos, prometer resultados o cualquier otro engaño;

c) Someter a las personas a procedimientos o técnicas que entrañen peligro para la salud;

d) Realizar, propiciar, inducir o colaborar directa o indirectamente en prácticas que signifiquen menoscabo a la dignidad humana;

e) Delegar en personal no habilitado, facultades, funciones o atribuciones privativas de su función o actividad;

f) Participar honorarios con personas, profesionales o auxiliares que no hayan intervenido en la prestación profesional o auxiliar, que da lugar a esos honorarios;

g) Prestar su firma o nombre profesional a terceros matriculados o no.

Artículo 9º – El gobierno del Colegio de cada circunscripción será ejercido por:

a) Las Asambleas Ordinarias y Extraordinarias.

b) El Directorio; y 

c) El Tribunal de Disciplina y Ética Profesional.

Artículo 10 – La matriculación es el acto por el cual el Colegio otorga la autorización para el ejercicio de la profesión, previa inscripción y registro del título en la matrícula que a esos efectos llevará el Directorio de cada circunscripción.


Dicha autorización se materializará con la entrega de la correspondiente credencial, en la que deberán constar los datos relativos a la matrícula.

Artículo 11 – Para tener derecho a la inscripción en la matrícula se requerirá:

a) Fijar domicilio legal en la circunscripción de que se trate; y 

b) Acreditar en forma fehaciente el cumplimiento de los requisitos exigidos para obtener la matrícula.

Artículo 12 – Son recursos del Colegio:

a) Los derechos de inscripción y reinscripción en la matrícula.

b) Las cuotas ordinarias y extraordinarias que dispongan las asambleas.

c) Legados, donaciones y subvenciones; y

d) Los demás ingresos no prohibidos.

disposiciones transitorias

Artículo 13 – En la primera Asamblea Extraordinaria se elegirá el primer Consejo Directivo de cada circunscripción y el Tribunal de Disciplina y Ética Profesional.

Artículo 14 – Dentro de los noventa (90) días de constituidos los primeros Consejos Directivos, estos convocarán a una nueva Asamblea Extraordinaria en cada circunscripción, en la que pondrán a consideración el respectivo proyecto de Estatuto de cada Colegio, el que aprobado será elevado al Poder Ejecutivo para su aprobación.


La convocatoria deberá hacerse con una antelación no menor de quince (15) días a la fecha de la realización de la asamblea y efectuarse la publicación de la misma en un diario de circulación provincial, durante tres (3) días consecutivos.


Tendrán voz y voto todos los colegiados con matrícula vigente, conforme lo previsto en el capítulo pertinente. La Asamblea podrá sesionar a la hora fijada en la convocatoria, con un tercio de los colegiados habilitados y presentes y media hora después con la cantidad que se halle presente, siempre que la misma supere el de miembros del Consejo Directivo de que se trate, las decisiones que se adopten serán por mayoría simple.

Artículo 15 – Los Estatutos tendrán como mínimo:

a) Las normas sobre Asambleas Ordinarias y Extraordinarias, tanto respecto a convocatoria, casos, quórum, mayorías, modalidades del voto, sanciones y demás especificaciones pertinentes.

b) Los preceptos sobre organización y funcionamiento del Consejo Directivo, estableciendo sus miembros componentes, cargos, modalidad de elección, quórum, mayorías, reelecciones, requisitos de elegibilidad, facultades del cuerpo y demás atribuciones correspondientes. Las normas a este respecto deberán garantizar el funcionamiento democrático del Colegio y la representación de las minorías en los órganos de gobierno.

c) El articulado atinente a la constitución y funcionamiento del Tribunal de Disciplina y Ética Profesional, en cuanto a número de miembros; excusaciones y recusaciones; causales y clase de sanciones; recursos y toda otra previsión pertinente.

d) La regulación de los requisitos de adquisición y pérdida de la matrícula profesional.

e) Toda otra norma concerniente a la organización y funcionamiento del Colegio respectivo.

Artículo 16 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 8 de octubre de 2003.

Esquivel – Meotto – Basaldella – Dalla Fontana – Reutemann – D’Ambrosio – Migno – Barrera 

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Créase en la provincia de Santa Fe el Colegio de Terapistas Ocupacionales, el que funcionará con el carácter de persona jurídica de derecho privado en ejercicio de funciones públicas.


A los efectos de su funcionamiento se divide en dos circunscripciones, a saber: la primera, con asiento en la ciudad de Santa Fe, comprende los departamentos La Capital, 9 de Julio, Vera, General Obligado, Castellanos, San Justo, San Javier, Garay, Las Colonias, San Cristóbal y San Jerónimo; y la segunda, con asiento en la ciudad de Rosario, comprende los departamentos Rosario, San Martín, Belgrano, Iriondo, San Lorenzo, General López, Caseros y Constitución.

Artículo 2º – La organización y funcionamiento del Colegio de Terapistas Ocupacionales se regirá por la presente ley, su reglamentación; por los estatutos, reglamentos internos y códigos internos y código de ética profesionales que en su consecuencia se dicten, y por las resoluciones que las instancias orgánicas del Colegio adopten en el ejercicio de sus atribuciones.

Artículo 3º – El Colegio tiene por objeto velar por el cumplimiento de la presente ley; representar y defender a los colegiados asegurando el decoro, la independencia e individualidad de la profesión; así como colaborar con los poderes públicos, con el objeto de cumplimentar las finalidades sociales de la actividad profesional.

Artículo 4º – A los efectos enunciados, el Colegio de Terapistas Ocupacionales llevará el control de la matrícula, redactará sus estatutos y el Código de Ética Profesional, tendrá facultades disciplinarias sobre sus colegiados y establecerá los aranceles mínimos para la prestación de servicios profesionales, en tanto poderes públicos no dicten normas de cumplimiento obligatorio, en cuyo caso se ajustará a lo que ellas dispongan.

Artículo 5º – Son miembros del Colegio de Terapistas Ocupacionales de la Provincia de Santa Fe:

a) Todas aquellas personas que posean título de Terapista Ocupacional expedido por universidades nacionales estatales o privadas reconocidas;

b) Todas las que, a la fecha de promulgación de la presente ley acrediten estar matriculados como Terapistas Ocupacionales en el Colegio de Médicos de la Provincia de Santa Fe y soliciten la nueva matrícula al Colegio de Terapistas Ocupacionales antes de cumplidos los seis meses, contados a partir de la promulgación de la presente. Dicho plazo podrá ser ampliado por la reglamentación o por el Colegio de Terapistas Ocupacionales;

c) Los que a la fecha de promulgación de la presente ley, hayan obtenido la matrícula habilitante por parte de organismos oficiales de otras provincias o de la Capital Federal y se radiquen en la provincia de Santa Fe;

d) Por única vez y con carácter excepcional, podrán matricularse en el Colegio de Terapistas Ocupacionales de Santa Fe, por el término perentorio e improrrogable de 180 días desde la publicación de la presente ley, los Terapistas Ocupacionales egresados de la Escuela Nacional de Terapia Ocupacional, dependiente del Ministerio de Salud y Acción Social de la Nación.

Artículo 6º – El gobierno del Colegio de cada circunscripción será ejercido por:

a) Las Asambleas Ordinarias y Extraordinarias.

b) El Directorio; y

c) El Tribunal de Disciplina y Ética Profesional.

Artículo 7º – El desempeño de los cargos en los Consejos Directivos y en el Tribunal de Disciplina es obligatorio, salvo dispensa otorgada por el propio órgano a petición fundada del interesado.

Artículo 8º – En la primera Asamblea Extraordinaria, se elegirá el primer Consejo Directivo de cada circunscripción y el Tribunal de Disciplina y Ética Profesional.

Artículo 9º – Dentro de los noventa (90) días de constituidos los primeros Consejos Directivos, estos convocarán a una nueva Asamblea Extraordinaria en cada circunscripción, en la que pondrán a consideración el respectivo proyecto de Estatutos de cada Colegio.


La convocatoria deberá hacerse con una antelación no menor de quince (15) días a la fecha de realización de la Asamblea y efectuarse la publicación de la misma en un diario de circulación provincial, durante tres (3) días consecutivos.


Tendrán voz y votos todos los colegiados con matrícula vigente, conforme lo previsto en el capítulo pertinente. La Asamblea podrá sesionar a la hora fijada en la convocatoria, con un tercio de los colegiados habilitados y presentes, y media hora después con la cantidad que se halle presente, siempre que la misma supere el de miembros del Consejo Directivo de que se trate, las decisiones que se adopten serán por mayoría simple.

Artículo 10 – Los Estatutos tendrán como mínimo:

a) Las normas sobre Asambleas Ordinarias y Extraordinarias, tanto respecto a convocatoria, casos, quórum, mayorías, modalidades del voto, sanciones y demás especificaciones pertinentes.

b) Los preceptos sobre organización y funcionamiento del Consejo Directivo, estableciendo sus miembros componentes, cargos, modalidad de elección, quórum, mayorías, reelecciones, requisitos de elegibilidad, facultades del cuerpo y demás atribuciones correspondientes.

c) El articulado atinente a la constitución y funcionamiento del Tribunal de Disciplina y Ética Profesional, en cuanto a número de miembros, excusaciones y recusaciones, causales y clase de sanciones, recursos y toda otra previsión pertinente.

d) La regulación de los requisitos de adquisición perdida de la matrícula profesional.

e) Toda otra norma concerniente a la organización y funcionamiento del Colegio respectivo.

Artículo 11 – La matriculación es el acto por el cual el Colegio otorga la autorización para el ejercicio de la profesión, previa inscripción y registro del título en la matrícula que a esos efectos llevará el Directorio de cada circunscripción.


Dicha autorización se materializará con la entrega de la correspondiente credencial, en la que deberán constar los datos relativos a la matrícula.

Artículo 12 – Para tener derecho a la inscripción en la matrícula se requerirá:

a) Fijar domicilio legal en la circunscripción de que se trate; y

b) Acreditar en forma fehaciente el cumplimiento de los requisitos exigidos para obtener la matrícula.

Artículo 13 – Son recursos del Colegio:

a) Los derechos de inscripción y reinscripción en la matrícula.

b) Las cuotas ordinarias y extraordinarias que dispongan las asambleas.

c) Legados, donaciones y subvenciones; y

d) Los demás ingresos no prohibidos.

Artículo 14 – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Baudín – Broda – Meotto – Álvarez, R. – Strada – Tate – Migno – Schachner – Guido de Nirich – Cané – Pochettino
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SRA. BRODA XE "PJBRODA, Susana" .– Pido la palabra.


Señor presidente: quiero comentar muy brevemente que este proyecto, que fue una inquietud de los terapistas ocupacionales, fue tomado por la Comisión de Asuntos Laborales, Gremiales y de Previsión y se trabajó en conjunto con la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social. Con la firma de la totalidad de sus integrantes, esta última decidió suscribirlo con la seguridad de que era necesaria esta colegiación.


Posteriormente, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General se realizaron aportes que mejoraron el proyecto original, por lo que agradecemos la buena voluntad de los integrantes de esta comisión para llegar a esta conclusión.


Este es, entonces, el proyecto definitivo, con las correcciones efectuadas, que hoy se va a votar, proyecto que compartimos, por supuesto.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Muy bien. Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 15; artículo 16, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

9.5 Expropiación de la Quinta La Calamita

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.415 – DB) por el que se declara de utilidad pública y sujeto a expropiación el predio conocido como quinta La Calamita ubicado en Granadero Baigorria, no tiene dictamen de comisión.

SR. DI POLLINA XE "FPSDI POLLINA, Eduardo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Eduardo Di Pollina.

–
Resulta afirmativa.

9.6 Fondo Especial para Resarcimiento a Comercios Saqueados

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.652 – PJ) por el que se crea el Fondo Especial de Resarcimiento Único (FERU) para sanear daños sufridos por el sector comercial en los saqueos y actos de violencia ocurridos en diciembre de 2001, no cuenta con dictamen de comisión.

SR. BERMÚDEZ XE "PJBERMÚDEZ, Carlos" .– Pido la palabra.


Solicito que este proyecto vuelva a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, ya que queremos hacerle una corrección. Asimismo, pido la renovación del tratamiento preferencial para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la vuelta del proyecto a la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con la renovación del tratamiento preferencial en la próxima sesión.

–
Resulta afirmativa.

9.7 Modificación de la Ley Nº 11.586 (Pensión graciable a excombatientes)

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 9340 – PJ) por el que se sustituyen los artículos 1º –inciso b)– 2º, 6º y 8º de la Ley Nº 11.586, referida a la pensión graciable de excombatientes, no tiene dictamen de comisión.

SR. MAINETTI XE "PJMAINETTI, Osvaldo" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Osvaldo Mainetti.

–
Resulta afirmativa.

9.8 Ley Nº 11.123 (Coparticipación de ingresos brutos a municipios y comunas): modificación del artículo 12

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para dentro de dos sesiones)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.083 – UCR) por el que se modifica el artículo 12 de la Ley Nº 11.123 (Coparticipación de ingresos brutos a municipios y comunas) no tiene dictamen de comisión.

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación del tratamiento preferencial para dentro de dos sesiones.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por el señor diputado Jorge Álvarez.

–
Resulta afirmativa.

9.9 Ley Nº 8067 – Creación del Instituto Becario: modificación de artículos 1º, 3º y 4º

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 11.420 – PE, Mensaje Nº 2642) por el que se modifican los artículos 1º, 3º y 4º de la Ley Nº 8067, de creación del Instituto Becario.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.420 – PE, Mensaje Nº 2642) presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se modifican los artículos 1º, 3º y 4º de la Ley Nº 8067/77, de Creación del Instituto Becario. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al presente proyecto sin modificación.

Sala de Comisión, 24 de setiembre de 2003.

Strada – Molinas – Schachner – Cavigiuri – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.420 – PE, Mensaje Nº 2642) por el cual se modifican los artículos 1º, 3º y 4º de la Ley Nº 8067, de Creación del Instituto Becario. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherirse a él, y aconseja la aprobación del texto remitido por el Poder Ejecutivo en su mensaje.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Reutemann – Meotto – Strada – Barrera 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.420 – PE, Mensaje Nº 2642) por el cual se modifican los artículos 1º, 3º y 4º de la Ley Nº 8067, de Creación del Instituto Becario. Atento a que el proyecto cuenta con despachos precedentes de las comisiones de Educación y de Asuntos Constitucionales y Legislación General; luego de los estudios realizados y al no encontrar objeciones que formularle desde el aspecto presupuestario, esta Comisión ha resuelto adherirse a ellos.

Sala de Comisión, 9 de octubre de 2003.

Paganini – Giardino – Pochettino – Gutiérrez Venesia

 XE "zlLey Nº 8067 – Creación del Instituto Becario\: modificación de artículos 1º, 3º y 4º" 
La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de 

Ley

Artículo 1º – Modifícanse los artículos 1º, 3º y 4º de la Ley Nº 8067, que quedarán redactados de la siguiente manera:


Artículo 1º – Créase el Instituto Becario bajo la dependencia del Ministerio de Educación, cuya misión será:

a) Proponer al Ministerio de Educación la concesión de becas a alumnos del Tercer Ciclo de la EGB, del Nivel Polimodal, en todas sus modalidades y de Escuelas de Educación Especial, cuyos grupos familiares están radicados en la provincia. El beneficio alcanzará a los alumnos que cursan en los establecimientos pertenecientes a la enseñanza oficial o en los establecimientos de gestión privada que anualmente identifique la Subsecretaría de Educación a propuesta del Servicio Provincial de Enseñanza Privada.

b) Proponer al Ministerio de Educación la adjudicación de las becas, conforme los criterios que a tal efecto determine el Poder Ejecutivo.

c) Controlar que al momento del cobro de la beca otorgada, los beneficiarios hayan cumplido con la condición de alumno regular en el año lectivo por el cual se le otorga el beneficio.

d) Proponer anualmente al Ministerio de Educación el monto que se asignará a cada beca según las categorías especificadas en el inciso a).


Artículo 3º – La Dirección del Instituto Becario estará a cargo de un órgano integrado por el Titular de la Subsecretaría de Educación, quien ejercerá las funciones de Director, y por el Titular de la Subsecretaría de Coordinación Técnica y Administrativa.


Artículo 4º – Los recursos para atender la erogación que demande el Programa Anual de Becas de la Provincia provendrán de las siguientes fuentes de financiamiento:

a) El 2,5% (dos y medio por ciento) de los honorarios percibidos por intermedio de Consejos, Colegios o Asociaciones Profesionales, personas públicas –estatales o no estatales– o privadas, que tengan por objeto centralizar honorarios, quienes actuarán como agentes de retención del gravamen. La presente disposición no será de aplicación cuando el honorario se perciba por el ejercicio profesional organizado bajo la forma de empresa.

b) La partida anual que para este fin fijará la Ley de Presupuesto de la Provincia, la que se tomará de Rentas Generales y no será menor al monto recaudado en el año precedente por el gravamen especificado en inciso a) del presente artículo.

c) Donaciones, legados, subsidios, subvenciones, suscripciones de particulares y de entidades oficiales y privadas.

Artículo 2º – Deróganse los artículos 2º y 5º de la Ley Nº 8067.

Artículo 3º – El Poder Ejecutivo reglamentará las condiciones para la inscripción y selección de los aspirantes, facultando al Ministerio de Educación para diseñar los circuitos administrativos para la acreditación y control de los mismos y las modalidades de pago de los beneficios, así como toda otra cuestión de carácter operativo.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Mensaje Nº 2642

Santa Fe, 15 de agosto de 2003.

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el proyecto de ley adjunto, mediante el cual se modifica la Ley Nº 8067/77 de creación del Instituto Becario en Jurisdicción de la Cartera Educativa.


Con relación al artículo 1º propuesto, cabe destacar que con la implementación de la Ley Federal de Educación Nº 24049, la denominación de los niveles educativos dentro del Sistema Provincial experimentó un cambio de denominación y alcances, lo que motiva no solamente corregir dichas denominaciones, sino precisar el ámbito de beneficiarios pertenecientes al 3er. Ciclo de la Enseñanza General Básica (comprendiendo el 7º, 8º y 9º años de EGB), y al Polimodal, clarificando asimismo que el beneficio alcanza a la educación pública de gestión privada, tal como se venía realizando en la práctica, teniendo en cuenta la amplitud del texto original del inciso a) de la Ley Nº 8067.


En la misma intención de asegurar la escolaridad de los niveles y ciclos considerados obligatorios, se suprime el alcance del beneficio de beca a la enseñanza superior y universitaria.


Mediante el nuevo artículo 3º propuesto se modifica la estructura de funcionamiento del Instituto Becario, manteniendo la figura del Titular de la Subsecretaría de Educación e incorporando la del responsable del Área de Coordinación Técnica y Administrativa al órgano administrador.


Asimismo, el modificado Artículo 4º, en su inciso a)incorpora como forma de obtención de recursos lo ya previsto en el artículo 9º de la Ley Nº 10.171, que modificara a su similar Nº 8067; promoviendo en su inciso b) la posibilidad de que el Estado Provincial afecte recursos adicionales de Rentas Generales, según la estimación que formule con motivo del diseño del Presupuesto Anual de Gastos y Recursos, con la finalidad de ampliar la cobertura del Programa de Becas, con el impacto que ello implica en orden a promover la igualdad de oportunidades. Además se eliminan las formas de obtención de fondos que perdieron vigencia.


Por el artículo 2º se eliminan los artículos 2º y 5º de la norma hasta hoy vigente. En particular sobre la derogación del artículo 5º mencionado se destaca que su supresión obedece a su desactualización operativa. Asimismo, es oportuno recordar que los fondos no son acreditados al Instituto Becario, sino transferidos de Tesorería General de la Provincia a la Tesorería Jurisdiccional y, a través de esta, a las habilitaciones regionales que funcionan como agentes pagadores.


Finalmente, se destaca que la nueva estructura propuesta para la ley que rige el funcionamiento del Instituto Becario responde a los actuales criterios de Técnica Legislativa, facultando al Poder Ejecutivo a normar sobre aspectos operativos y reglamentarios. Cabe adelantar que este Poder Ejecutivo, en la posterior reglamentación de la ley introducirá como criterio para la selección de los aspirantes los parámetros que resulten compatibles para armonizar con el objetivo central de lograr la educación oportuna, con equidad y compensación, de la vulnerabilidad socioeconómica del grupo familiar.


Teniendo en cuenta la importancia de la temática abordada en la presente modificatoria, se encarece el tratamiento del proyecto adjunto, con la preferencia que seguramente comparte esa Legislatura.


Se agrega Expediente Nº 00401-0128201-9 del Registro del Ministerio de Educación.


Dios guarde a V.H.
Germano – Reutemann

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. STRADA XE "PJSTRADA, Livio" .– Pido la palabra


Señor presidente: voy a hacer algunas consideraciones con respecto a este proyecto.


Por un lado, la modificación del artículo 1º tiende a adecuar la terminología a las condiciones actuales vigentes en la educación, y elimina las posibilidades de beca en los niveles superior y universitario. Porque se pretende que la filosofía del Instituto Becario sea la de una política compensatoria hacia los sectores socioeconómicos más carenciados, y también tiene como objeto asistir a mejorar el índice de repitencia en la enseñanza de la Educación General Básica y Polimodal, de tal forma que actúe como agente de retención de los alumnos en el nivel escolar.


Por otro lado, en lo que respecta a la parte económica, lo más sustancial de este proyecto se funda en que actualmente, el elemento que provee recursos al Instituto Becario es el aporte del 2,5 por ciento de los honorarios percibidos que hacen los colegios, consejos y asociaciones profesionales. En la propuesta que envía el señor Gobernador se hace obligatorio, por parte del Poder Ejecutivo, incluir en el presupuesto de cada año un monto al menos igual al que en el año anterior se recibió de parte de este conjunto de profesionales radicados en la provincia.


En cuanto a la derogación de los artículos, se debe a que antes estaba a cargo de la Dirección del Instituto Becario, como director, el Subsecretario de Educación; se suma ahora la Secretaría de Coordinación Técnica Administrativa y se remite la reglamentación a criterio del Poder Ejecutivo, dado que en este momento la Provincia administra alrededor de 4.500 becas y un valor muy inferior con respecto al que da la Nación. O sea que se intenta, además, que los criterios de selección se mantengan en línea con los que manda la Nación, a los fines de que se utilice un criterio único y, por supuesto, evitar la superposición de beneficios.


Fundamentalmente este es el tema, y si algún diputado tiene alguna observación, lo vamos a ir viendo.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: seguramente ni los más entusiastas defensores de la política del Poder Ejecutivo podrían señalar como una de sus facetas más salientes la tarea de co-legislador que ejerció en estos cuatro años. Y este proyecto que estamos considerando hoy, a causa de un mensaje del Poder Ejecutivo, creo que de alguna manera viene a marcar esto que, a mi entender, es una falencia ostensible en lo que hace a la tarea co-legisferante que constitucionalmente tiene también el Poder Ejecutivo.


Realmente no alcanzo a entender cuál fue el espíritu para que se remitiera este proyecto de ley, que es simplemente sancionar una norma de carácter exclusivamente centralista, para seguir concentrando en manos del Poder Ejecutivo tareas y funciones que, necesariamente, deberían ser descentralizadas y, por supuesto, con criterios más amplios, que acá no existen.


Lo señaló recién, señor presidente, el miembro informante de la comisión. En el artículo 1º se suprime el beneficio de las becas que se otorgaban para la enseñanza superior y universitaria. Esto es, evidentemente, un criterio restrictivo, en tiempos en que deberían primar criterios absolutamente contrarios. ¡Cuanto más se requiere el apoyo del Estado para contribuir a que la juventud estudie, mediante este proyecto se niega la posibilidad de otorgar becas a los alumnos de niveles superiores y universitarios!


¿Y qué van a alegar? ¿Cuestiones presupuestarias, cuestiones económicas? ¿Esto qué es? ¿La negación de lo que siempre dijeron? ¿Posibilitarle a los más ricos que estudien y a los más pobres que esperen? ¿O es que acaso el Estado no dispone de fondos que podría haber asignado para mejorar, precisamente, la forma de distribución de las becas?


Reiteradamente, año tras año, cuando consideramos el Presupuesto, venimos señalando este vicio y esta corruptela que significa recaudar aportes de la Ley Nº 5110, que tiene fondos específicamente asignados que no se destinan a ello y que terminan transfiriéndose a Rentas Generales.


¿No pudo haberse sustraído parte de ese exceso de recaudación, para contribuir al fondo de becas para alumnos de educación superior y universitaria? ¡Necesariamente lo tienen que suprimir!


Se deroga el artículo 2º, señor presidente, que establecía pautas para la asignación de las becas, y ahora se supedita a lo que diga la reglamentación. Es decir, la dependencia con el Poder Ejecutivo. ¡Dependen siempre del Poder Ejecutivo; lo que haga el Poder Ejecutivo está bien!


La Constitución dice que nosotros somos los que tenemos que legislar, pero no legislamos nada. Le delegamos al Poder Ejecutivo, para que en la reglamentación haga lo que quiera. Y hasta modificamos las leyes en las que, en ejercicio de esa facultad legislativa, se establecieron pautas para la distribución de las becas; y ahora desaparecen, para que el Poder Ejecutivo diga de qué manera se van a otorgar las becas, a través de la reglamentación.


Se modifica la integración del Instituto Becario que, por supuesto, queda en manos de los funcionarios del Poder Ejecutivo que antes, de alguna manera, tenía algún principio de participación mediante los representantes del Consejo General de Educación; ahora, exclusivamente están los funcionarios del Poder Ejecutivo.


Hasta la Fiscal de Estado –de quien no voy a hacer ninguna referencia en especial, pero cuyo grado de sumisión y de dependencia con los ejecutivos de turno ha quedado permanentemente demostrado–, en su afán de quedar bien con el Poder Ejecutivo, pide que en la reforma le den todavía más atribuciones al Poder Ejecutivo, y que propongan a más representantes del Poder Ejecutivo, que los designa el propio Poder Ejecutivo.


¿Pero no se podía incluir en la integración del Instituto Becario a los representantes de la comunidad educativa? ¿No se puede incluir a los representantes de las escuelas, de los institutos de educación, a los cooperadores escolares?


¡Todo en manos del Poder Ejecutivo! Ellos deciden todo, ¡hasta tienen que decidir de qué manera se van a otorgar las becas! ¡No vaya a ser que venga uno de afuera!


Derogan el artículo 5º, señor presidente, que establecía una cuenta especial para el manejo de los fondos del Instituto Becario, y esto también desaparece.


¡Todo un afán de centralización, de concentración de poder! Y esto –creemos nosotros– atenta fundamentalmente contra la eficiencia, contra lo que debe ser un mejor resultado de la gestión.


¡Para repartir las becas hay que tener otro espíritu! ¡El Poder Ejecutivo podrá tener la mejor de las intenciones, pero hay que hacer participar a todos!, y no ceder todo el poder y todas las atribuciones para que el Poder Ejecutivo haga lo que se le da la gana, también en materia de distribución de becas.


Porque creemos que esta es una norma que significa un atraso en materia de legislación, que significa negar lo que se pregona todos los días, que significa impedir una mayor participación ciudadana, yo no voy a votar este proyecto, señor presidente.

SR. CECCHI XE "FPSCECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


La Bancada Socialista tampoco ha acompañado este dictamen de comisión, básicamente, por los argumentos que exponía el señor diputado Favario. Fíjese la Cámara qué ironía: este fondo becario se integra, en parte, con aportes de profesionales y de Colegios de Profesionales; sin embargo, se eliminan las becas universitarias y terciarias, por un lado.


Por otro lado, tiende justamente a concentrar poder, a concentrar decisiones; se eliminan las pautas que hacían el marco referencial del otorgamiento de becas; se elimina una integración que, si bien no era totalmente pluralista, evidentemente tendía a eso. Y mi departamento –un departamento con más de 200.000 habitantes–, el año pasado fue destinatario solamente de 19 becas que, además, todavía no se cobraron, porque están atrasados en la liquidación aproximadamente dos años.


No hemos acompañado este dictamen en comisión y no vamos a votar en favor de este proyecto por ese motivo, y porque nos parece que es altamente peligroso terminar en una especie de unicato que elimine el régimen republicano, convirtiendo de alguna manera a la Legislatura en una especie de organismo incondicional a los deseos y a la voluntad del Poder Ejecutivo, y transfiriendo facultades constitucionales que en algunas oportunidades le son propias, y en otras hacen a la necesaria participación plural que tienen que tener las decisiones de los gobiernos.

SR. STRADA XE "PJSTRADA, Livio" .– Pido la palabra


Quiero hacer un par de aclaraciones, ante las observaciones que hicieron los diputados preopinantes.


Que quede claro, con respecto al hecho de que el Poder Ejecutivo va a definir la reglamentación, que ya estaba en el artículo 2º derogado, cuando dice “en la forma que determina la reglamentación”. Lo que daba eran pautas, sin fijarle ningún criterio de relevancia a unas con respecto a las otras; y uno de los puntos era “capacidad y aptitudes para la carrera elegida”. Dado que no se beca más a los universitarios, uno de los puntos no tendría vigencia.


En cuanto al punto 5º, según lo dice en los considerandos del mismo mensaje: “Es oportuno recordar que los fondos no son acreditados al Instituto Becario, sino transferidos de Tesorería General de la Provincia a la Tesorería Jurisdiccional y a través de estas a las habilitaciones regionales que funcionan como agentes pagadores”.

La técnica que proponía el artículo 5º ya no es una práctica usada en el Ministerio. O sea que no se está tirando por la borda o contraviniendo prácticas que había puesto en funcionamiento esta ley, sino adecuándolas, con el criterio que privilegia la educación obligatoria. Por eso se elimina la universitaria, para privilegiar la retención escolar, que se considera un punto importante a solucionar en la provincia.

SRA. TATE XE "BRATATE, Alicia" .– Pido la palabra.


Por los argumentos que fueron abundantemente expuestos por los señores diputados Favario y Cecchi, el Bloque Radical en la Alianza va a votar en forma negativa este proyecto.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Tampoco he suscripto este dictamen. Entendíamos que estas modificaciones atentan contra la transparencia de este instituto que, en sus orígenes, creo que fue modelo para los estudiantes de la provincia, al margen de la Ley Federal de Educación y las obligaciones que impone esta ley para la enseñanza primaria, la EGB o Polimodal, y que existía a los fines de que hubiera mayor capacitación en los ciudadanos de la provincia de Santa Fe.


Por eso entendemos que es una mala modificación y que, obviamente, al suprimir la enseñanza superior estamos limitando hasta la propia reglamentación del Poder Ejecutivo.


Decía el diputado Strada –cuando mencionaba la eliminación del artículo 2º, en el que se establecen los requisitos– que la eliminación del artículo 1º es una consecuencia de la falta de asistencia para la enseñanza terciaria, pero hay otros dos puntos que también están contemplados y no ha hecho referencia al respecto.


Entiendo que son nuevas herramientas y nuevas armas para hacer política. Y esto no debe ocurrir, sobre todo, porque estos dineros son los dineros del pueblo. Aparte, se les va extraer un porcentaje a los honorarios profesionales, que ya venía contemplado, pero que después no terminan plasmados en el Presupuesto. No se van a poder controlar las cuentas, van a caer todos en Rentas Generales y los destinos de estas partidas no van a poder ser controlados, por más que el Poder Ejecutivo tenga la libertad de otorgarlos o no.


Me parece que este proyecto es inconveniente, y más que votar en contra, yo preferiría que vuelva a comisión, para que podamos entrar a discutir si es necesaria o no la incorporación de la enseñanza terciaria y universitaria. Porque no se trata de una discusión política en este recinto, sino de fijar los beneficios para el interés general de la población de Santa Fe, y no de sacarnos los ojos entre nosotros, para ver si es o no es un manejo del Poder Ejecutivo o del gobierno de turno.


Por eso, concretamente, solicito la vuelta a comisión, para ver si podemos pulir el texto e incorporarlo, para que los sectores que menos tienen puedan ser beneficiados con este Instituto Becario y puedan instruirse más, ya que el único capital que podemos dejar en esta Argentina decadente es la instrucción y la educación de toda su población.

SR. ÁLVAREZ, Jorge XE "UCRÁLVAREZ, Jorge" .– Pido la palabra.


El Bloque de la Unión Cívica Radical va a acompañar la propuesta del señor diputado Bullrich.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Llama la atención, señor presidente, que acá se esté hablando –espero que sea por falta de conocimientos– de reglamentaciones para la distribución de becas.


Yo preguntaría si alguien vio alguna vez cuáles son los parámetros que utilizan todas, absolutamente todas las instituciones de las cuales depende el otorgamiento de becas, como puede ser el Ministerio de Educación de la Nación, como son algunas –lamentablemente pocas– universidades.


Reglamentar la distribución de becas es algo de lo más sencillo; con cinco parámetros hacemos una correcta distribución de becarios. No es tan simple descentralizar el otorgamiento de becas.


Acá se dijo que un departamento determinado recibió un número de becas en el año tal. Uno de los parámetros utilizados generalmente –uno de ellos– es la situación económica del grupo familiar. Indudablemente, la realidad económica de un departamento no es la realidad económica de los 18 restantes que tenemos en nuestra provincia.


Entonces, creo que hablar de quién reglamenta… Yo quisiera ver, cuando se reglamente, de qué manera lo hicieron. Ahora, indiscutiblemente, se debe hacer y desde el ámbito específico, que es el ámbito académico o el ministerial –en este caso, el Ministerio de Educación–, con los institutos creados y demás.


En segundo lugar, acá se habla con total liviandad de las becas terciarias universitarias. Si vamos a hablar de las becas universitarias, hablemos de todo. Primero, de quiénes fueron los mayores responsables del otorgamiento de becas; de gobiernos que se jactaron históricamente de ser los que están ligados a la educación, y tuvieron presupuestos vergonzosos para la educación universitaria, para la educación superior. Gobiernos que tuvieron permanentemente el manejo de las universidades; sectores políticos que manejaron las universidades. Universidades que han logrado autonomía y autarquía, por lo que hemos tenido viejas luchas.


¿Dónde están los sectores políticos con esa autonomía y autarquía? Con el manejo de los fondos destinan dinero para una universidad que hoy –y lo comparto– tiene ingreso irrestricto en su mayoría, tiene gratuidad de la enseñanza, pero no tiene lo que es más importante: la igualdad de oportunidades. Y la igualdad de oportunidades existe cuando hay apoyatura a los hijos de los laburadores o a los hijos de los desocupados, que no pueden llegar a la universidad.


Y sin embargo, en ese manejo libre de los fondos que tienen las universidades, en su gran mayoría no hablan de becas, no hablan de apoyo económico. Siguen buscando, a ver qué alternativa encuentran para zafar. Y dicen que todavía es gratuita la enseñanza, pero cobran: cobran el cuadernillo de ingreso, la cooperadora o no sé qué. Dinero que tampoco es destinado a los hijos de los que no tienen recursos.


Entonces, yo creo que aquí se están circunscribiendo –tal como lo dijo el presidente de la Comisión de Educación– pautas, adecuación a la nueva norma, porque a la ley anterior había que corregirla hasta en su vocabulario.


Y por otro lado, a mi entender, ojalá la Provincia pueda en su momento disponer de recursos para los que van a iniciar el ciclo terciario, universitario o no universitario.


Pero yo quiero y pretendo, en primer lugar, que asumamos la responsabilidad absoluta, que es la que tenemos nosotros sobre los sectores obligatorios de enseñanza. En segundo lugar, ya que aquí todos estamos tan preocupados por las becas para los que van a ir a la universidad, hagamos los reclamos como corresponde. Presentemos proyectos para que las universidades otorguen becas para los que manejan los recursos; para que el Ministerio de Educación de la Nación otorgue mayor cantidad de recursos a los becarios.


Yo recuerdo, de la época en que estaba en la universidad, la cantidad de becas que tenía el Ministerio de Educación de la Nación, cuántas becas le tocaba a la Universidad de Rosario, con 60.000 alumnos. ¡Era irrisorio el número al que llegaba! Pero no se habla de eso.


Parece que ahora hay que circunscribir y cuestionar absolutamente todo lo que estamos haciendo en este corto período de tiempo que queda de gestión. ¡Hagámoslo, no hay problemas! Pero si vamos a discutir por las becas, ya que estamos hablando de las becas terciarias universitarias que se mencionan aquí, hagámoslo en todo el tenor.


Vamos a aprobar este proyecto, porque nuestro bloque, con sus votos, no va a permitir que vuelva a comisión. Y lo vamos a aprobar. Y yo propongo abiertamente que demos el debate de lo que debe ser la apoyatura económica financiera para los muchachos que terminan el nivel medio y no pueden seguir estudiando en la universidad. Que en su gran mayoría, muchas veces son los chicos del interior, no son los de la capital ni los de Rosario los que no pueden seguir estudiando. Porque los mayores recursos que necesitan los chicos que van a estudiar a Rosario, a Santa Fe, a las grandes capitales, son los destinados a cubrir gastos de alimentación y habitación, para poder vivir. Entonces, los más perjudicados ni siquiera son los de las grandes capitales, sino los chicos del interior.


Entonces, si vamos a dar el debate en serio de lo que debe ser la apoyatura económica, a través de becas, subsidios o como se le llame, discutámoslo para el nivel universitario. Pero esto es una necesidad, estamos hablando de la etapa obligatoria de la enseñanza. Gracias, señor presidente.

SR. CECCHI XE "FPSCECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


En primer lugar, estamos dando el debate. Acá se está debatiendo una decisión política de que un fondo constituido por aportes de profesionales y de colegios profesionales que no pagan ingresos brutos –aporte que va a conformar el Instituto Becario–, hasta aquí iba para un universo de estudiantes destinatarios de esta beca; universo del que se extrae ahora, justamente, el sector de los aportantes, de los universitarios, de los profesionales.


Y esta es una decisión política que estamos cuestionando. Que el señor diputado vote disciplinadamente en favor de la voluntad del Poder Ejecutivo no nos inhabilita a nosotros para estar en contra de esta decisión política.


¿Y así que no hay que hacer cuestión geográfica? ¡Pero mire usted, qué novedad! Y lo dice un hombre del interior…


¡El 45 por ciento de los destinatarios de la Ley Nº 5110 son del departamento La Capital! ¡Parece que este es el único departamento en la provincia que tiene necesidades básicas insatisfechas! ¡Y sobre más de 1000 becas que se dieron el año antepasado, solamente alrededor del 1 por ciento fue destinado al departamento que tiene el 10 por ciento de la población de la provincia!


¿Y saben lo que han hecho, la última hazaña de este Poder Ejecutivo? Es cierto, señor presidente, le teníamos las costillas contadas. Desde el año 1992 que venimos haciendo estadísticas de cómo se distribuyen las becas en la provincia de Santa Fe. ¡Y cuando comenzamos a denunciar que más del 30 por ciento de las becas se daban en el departamento La Capital, nos cambiaron la asignación geográfica de las becas! Antes, el control era por departamento; ahora es por área educativa. Entonces nos rompieron la estadística que veníamos llevando.


¡Estas son las decisiones políticas que venimos a cuestionar! ¡Y lamentamos que algunos hombres del interior digan en sus pueblos que defienden los intereses de ellos, pero vengan aquí, a la Capital, a votar en favor de la burocracia capitalina! Gracias, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la vuelta a comisión del proyecto, solicitada por el señor diputado Miguel Bullrich.

–
Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto de ley en general, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 3º; artículo 4º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por lo tanto, se comunica al Senado.

9.10 Ruta Nacional Nº 178 – tramo Bigand (Dpto. Caseros): repavimentación

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.479 – UCR) por el que se solicita al Poder Ejecutivo Nacional la inmediata repavimentación de la Ruta Nacional Nº 178, tramo comprendido entre Bigand y el límite con la provincia de Buenos Aires.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.479 – UCR) presentado por los diputados Di Sciascio y Jorge Álvarez, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, gestione ante el Poder Ejecutivo Nacional la repavimentación de la Ruta Nacional Nº 178, en el tramo comprendido entre la localidad de Bigand y el límite con la provincia de Buenos Aires, en los departamentos Caseros y Constitución. Atento a los fundamentos expuestos por los autores del proyecto y a las razones que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis vuestra aprobación.

Sala de Comisión, 2 de octubre de 2003.

Giardino – Álvarez R. – Strauss – Grbavac – Guido de Nirich – Demaría – Ritter – Baudín

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.479 – UCR), de autoría del diputado Di Sciascio, por el cual se solicita ante el Poder Ejecutivo Nacional la inmediata repavimentación de la Ruta Nacional Nº 178, tramo comprendido entre la localidad de Bigand (Departamento Caseros) y el límite con la provincia de Buenos Aires. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zcRuta Nacional Nº 178 – tramo Bigand (Dpto. Caseros)\: repavimentación" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, gestione con carácter de urgencia ante el Poder Ejecutivo Nacional, la inmediata repavimentación de la Ruta Nacional Nº 178, en el tramo comprendido entre la localidad de Bigand y el límite con la provincia de Buenos Aires. El pedido obedece al avanzado deterioro que presenta dicha ruta, lo que ocasiona peligros de accidentes y facilita la comisión de acciones delictivas.

Sala de Comisión, 8 de octubre de 2003.

Esquivel – Migno – Meotto – Basaldella – Dalla Fontana – Reutemann – Barrera – Favario – D’Ambrosio

fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Motiva este proyecto de declaración la desastrosa situación en la que se encuentra la Ruta Nacional Nº 178, en el tramo comprendido entre la localidad de Bigand y el límite con la provincia de Buenos Aires, lo que ha dado lugar a accidentes varios, como así también representa un peligro para la seguridad de quienes la transitan, por cuanto el circular a tan baja velocidad por los baches constituye uno de los factores que potencian el accionar delictivo.


Tampoco debemos pasar por alto que dicha vía de comunicación es una de las alternativas para la circulación de una importante cantidad de la producción agrícola-ganadera del Sur de la provincia, ya que se conecta con la Ruta Provincial Nº 14 y a través de ella se accede a los centros de embarque y molienda y al mercado de hacienda de Rosario.


Es de fundamental importancia la repavimentación total del tramo citado, ya que dada la situación en que se encuentra la cinta asfáltica, los trabajos de bacheo que se realizan resultan insuficientes, encontrándose nuevamente pozos al poco tiempo de realizado el trabajo.


En virtud de la importancia que tiene la ruta como conexión vial y, en particular, por la seguridad de quienes la transitan, a los fines de que las autoridades nacionales tomen debida cuenta de este problema y se lleven adelante las acciones tendientes a solucionarlo antes de que ocurran circunstancias que debamos lamentar, solicitamos el voto favorable a esta iniciativa.
Di Sciascio – Álvarez, J
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

9.11 Inmuebles del Programa Arraigo: exención de impuestos

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 10.611 – PJ) venido en segunda revisión, en el que se establece que las escrituras traslativas de dominio comprendidas en el Plan Arraigo, de Villa Constitución, estarán exentas del pago de impuestos.


Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.611 – PJ) venido en segunda revisión, por el cual se establece que las escrituras traslativas de dominio y de constitución o cancelación de gravámenes de cualquier naturaleza, que tengan vinculación con inmuebles situados en Villa Constitución, de propiedad del Estado Nacional, comprendidos en el Programa Arraigo, estarán exentas del pago de impuestos de sellos, derechos y tasas. Y por las razones que oportunamente dará el señor miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores el 14 de agosto de 2003.

Sala de Comisión, 3 de octubre de 2003.

Paganini – Pochettino – Tate – Venesia – Giardino

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.611 – PJ) venido en segunda revisión, autoría del diputado Cané, por el cual se establece que las escrituras traslativas de dominio y de constitución o cancelación de gravámenes de cualquier naturaleza, que tengan vinculación con inmuebles situados en Villa Constitución, de propiedad del Estado Nacional, comprendidos en el Programa Arraigo, estarán exentas del pago de impuestos de sellos, derechos y tasas. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Diputados, del 12 de junio de 2003, y de la Cámara de Senadores, del 14 de agosto de 2003, y con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherirse a él y aconsejar la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores el 14 de agosto de 2003.

Sala de Comisión, 8 de octubre de 2003.

Esquivel – Reutemann – Dalla Fontana – Meotto – Barrera

 XE "zlInmuebles del Programa Arraigo\: exención de impuestos" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Exímese del pago de impuestos de sellos, tasas retributivas de servicios por actuaciones administrativas y tramitaciones de planos de mensura y división, fijadas por el Código Fiscal y la Ley Nº 8994, a las escrituras traslativas de dominio y de constitución o cancelación de los gravámenes de cualquier naturaleza, que tengan vinculación con los inmuebles de propiedad del Estado Nacional Argentino, identificados Dominio: Tº 30, Fº 31, Nº 1915 A, fecha 19 de enero de 1929, Manzana 3B, Terreno de Barrancas, Solares 605 y 606, Orden Nº B-174, Plano de Mensura Nº 140841/98; Manzana 1B, Terreno de Barrancas, Solares 601 y 602, Orden Nº B-172, Plano de Mensura Nº 140839/98; Manzana 2B, Terreno de Barrancas, Solares 603 y 604, Orden Nº B-173, Plano de Mensura Nº 140833/98; Manzana 4B, Terreno de Barrancas, Solares 607 y 608, Orden Nº B-175, Plano de Mensura Nº 140840/98; Manzana 5B, Terrenos de Barrancas, Solares 609 y 610, Orden Nº B-176, Plano de Mensura Nº 140838/98; Manzana 6B, Terrenos de Barrancas, Solares 611 y 612, Orden Nº B-177, Plano de Mensura Nº 140831/98; Manzana 9B, Terreno de Barrancas, Solares 617 y 618, Orden Nº B-178, Plano de Mensura Nº 140832/98; Manzana 11B, Terreno de Barrancas, Solares 621 y 622, Orden Nº B-179, Plano de Mensura Nº 140827/98; Manzana 12B, Terreno de Barrancas, Solares 623 y 624; Orden Nº B-180, Plano de Mensura Nº 140826/98; Manzana 13B, Terreno de Barrancas, Solares 625 y 626, Orden Nº B-181, Plano de Mensura Nº 140825/98; de la ciudad de Villa Constitución, departamento Constitución, comprendidos en el Programa Arraigo dependiente de la Dirección Nacional de Tierras Fiscales, Presidencia de la Nación, cuando los beneficiarios revistan el carácter de adquirentes, trasmitentes o acreedores hipotecarios.

Artículo 2º – Condónanse los montos adeudados en concepto del Impuesto Inmobiliario a los beneficiarios adquirentes de los inmuebles, descriptos en el artículo precedente, hasta la fecha en que adquieran el carácter de propietarios, de acuerdo con lo preceptuado en el artículo 109 del Código Fiscal.

Artículo 3º – Invítase a la Municipalidad de Villa Constitución a dictar las normas que correspondan de aplicación analógica con las disposiciones de la presente ley.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Sesiones, 14 de agosto de 2003.

Betique – Paulichenco

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar la adhesión al dictamen y a la sanción formulada por la Cámara de Senadores el 14 de agosto de 2003.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se comunica al Poder Ejecutivo.

9.12 Código Procesal Penal de la Provincia: incorporación de nuevo texto

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el proyecto de ley (Expte. Nº 11.136 – UCR, en tratamiento conjunto con el Expte. Nº 11.401 – PER) por el que se sanciona como Código Procesal Penal para la Provincia el texto elaborado por la Comisión Bicameral (Ley Nº 10.545) y redactado por la Comisión Técnica Redactora, con las modificaciones efectuadas al 1º de mayo de 1999, que como Anexo 1 forma parte de la presente ley.*

Por Secretaría se dará lectura.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado los siguientes proyectos de ley: Expediente Nº 11.136 – UCR, de autoría de los diputados Basaldella, Migno, Álvarez, por el cual se sanciona como Código Procesal Penal de la Provincia el texto elaborado por la Comisión Bicameral (Ley Nº 10.545) y redactado por la Comisión Técnica Redactora, con las modificaciones efectuadas al 1º de mayo de 1999 que, como Anexo I* forma parte de la presente ley; y Expediente Nº 11.401 – PER, Mensaje Nº 2594, venido en revisión, por el cual se modifica el Código Procesal Penal (Ley Nº 6740) y la Ley Nº 10.160, Orgánica del Poder Judicial; Expediente Nº 9758 – PJ, autoría del diputado Esquivel, por el cual se modifican los artículos 69 –inciso 3º–, 246, 287 y 291 del Código Procesal Penal (Ley Nº 6740, TO Dto. 1009/81). Y atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto adherirse al texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores, el 7 de agosto de 2003.
Sala de Comisión, 2 de octubre de 2003.

Esquivel – Barrera – Reutemann – Dalla Fontana – Basaldella – Strada – Meotto – Favario (en disidencia parcial) – Migno (en disidencia)

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado los siguientes proyectos de ley: Expediente Nº 11.136 – UCR, de autoría de los diputados Basaldella, Migno y Álvarez, por el cual se sanciona como Código Procesal Penal de la Provincia el texto elaborado por la Comisión Bicameral (Ley Nº 10.545) y redactado por la Comisión Técnica Redactora, con las modificaciones efectuadas al 1º de mayo de 1999, que como Anexo I forma parte de la presente ley; Expediente Nº 11.401 – PER, Mensaje Nº 2594, venido en revisión, por el cual se modifica el Código Procesal Penal (Ley Nº 6740) y la Ley Nº 10.160, Orgánica del Poder Judicial; y Expediente Nº 9758 – PJ, de autoría del diputado Esquivel, por el cual se modifican los artículos 69 –inciso 3º–, 246, 287 y 291 del Código Procesal Penal, Ley Nº 6740 (TO Dto. 1009/81). Y atento a que se cuenta con dictamen precedente de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherirse al texto sancionado por la Cámara de Senadores el 7 de agosto de 2003.

Sala de Comisión, 9 de octubre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. (en disidencia) – Giardino – Venesia – Gutiérrez – Pochettino – Basaldella (en disidencia) – Migno

 XE "zlCódigo Procesal Penal de la Provincia\: incorporación de nuevo texto" 
la legislatura de la provincia sanciona con fuerza de

ley:

Artículo 1º – Sustitúyense los artículos 18; 45; 65; 66; 67; 69; 140; 174; 175; 176; 185; 189; 190; 191; 200; 202; 204; 205; 208; 210; 216; 218; 244; 246; 252; 262; 287; 291; 319; 322; 325; 329; 330; 332; 342; 346; 356; 370; 373 y 397 del Código Procesal Penal –Ley Nº 6740– (to Dto.1009/81), los que quedarán redactados de la siguiente manera:

"Artículo 18 – Ejercicio posterior- Si el actor civil fuere excluido, o el proceso penal no puede proseguir por sobreseimiento, o por demencia o rebeldía del imputado, o por haberse dispuesto el archivo de la instrucción, la acción civil podrá ser ejercida ante la sede respectiva, donde quedará radicada definitivamente. También podrá demandarse en sede civil a quien se considere tercero responsable cuando se declare la nulidad de su citación como civilmente demandado."


"Artículo 45 – Efecto sobre la instrucción- Las cuestiones de competencia no suspenderán la instrucción, que será continuada por el juez que previno en la causa, quien siempre deberá elevar copia de los antecedentes respectivos al superior común, y si esa prioridad no puede determinarse, la continuará el requerido de inhibición."


"Artículo 65 – Deberes y atribuciones del fiscal de cámara de apelación. Además de las funciones que le acuerda la ley y este Código, le corresponde:

1) Proseguir la intervención que los fiscales hayan tenido en primera instancia;

2) Instar a los fiscales para que inicien y continúen las gestiones de su incumbencia;

3) Requerir, en la alzada, el activo despacho de los procesos penales, deduciendo los reclamos pertinentes;

4) Actuar en el juicio oral, pudiendo requerir la colaboración del fiscal que haya intervenido;

5) Velar por el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

6) Dictaminar en las cuestiones de competencia;

7) Coordinar el accionar con los fiscales de primera instancia, según las pautas que fije el procurador general;

8) Disponer la afectación conjunta o alternativa de dos o más fiscales o de sus auxiliares, cuando razones de complejidad de la investigación u otro motivo así lo justifique;”


"Artículo 66 – Deberes y atribuciones del fiscal. Además de las funciones que le acuerda la ley y este Código, le corresponde:

1) Promover la averiguación y enjuiciamiento de los delitos cometidos en su asiento territorial y que llegaren a su conocimiento por cualquier medio, pidiendo para ello las medidas que considere necesarias, sea ante los jueces o ante cualquier otra autoridad;

2) Entrevistar, cuando fuere necesario, al preventor de la instrucción, a la víctima y a los damnificados por el hecho, así como a todas las personas que puedan aportar elementos para el eficiente ejercicio de la acción penal;

3) Recibir a quien compareciere espontáneamente a la Fiscalía para aportar alguno de los elementos reseñados en el inciso anterior, reservando en la oficina el escrito presentado por el compareciente o el acta sucinta que se labrará al efecto si el ofrecimiento fuere verbal, correspondiendo a la discrecionalidad técnica del funcionario la estimación de la pertinencia del aporte;

4) Velar para que el orden legal en materia de competencia sea estrictamente observado;

5) Vigilar el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

6) Requerir de los jueces penales el activo despacho de los procesos, deduciendo los reclamos pertinentes;

7) Intervenir en el proceso con causas acumuladas, cuando le correspondiere hacerlo en la de atracción;

8) Dirigir la investigación cuando así proceda según las normas de este Código, practicando y haciendo practicar los actos inherentes a ella y ajustando su proceder a las reglas establecidas en el Capítulo XIII del Título III, del Libro Segundo de este cuerpo."

"Artículo 67 – Forma de actuación- Los representantes del Ministerio Fiscal formularán motivada y específicamente sus requerimientos y conclusiones; procederán oralmente en los debates y por escrito en los demás casos.


En el ejercicio de su función, adecuarán sus actos a un criterio objetivo y velarán por el cumplimiento de las garantías que reconoce la Constitución Nacional y Provincial y la ley. Será calificada como falta grave la omisión negligente del ofrecimiento o, en su caso, la producción de la prueba de cargo estimada como eficaz."

"Artículo 69 – Identificación- La identificación del imputado se practicará mediante la oficina técnica respectiva, por sus datos personales, impresiones digitales y signos particulares. Si se negare a dar estos datos o los diere falsamente, se procederá a la identificación por testigos en la forma prescripta para los reconocimientos o por otros medios que se estimen convenientes.


El imputado no podrá negarse a su identificación dactiloscópica o fotográfica.”

“Artículo 140 – Comunicación directa- El juez o tribunal o, en su caso, el fiscal dentro del ámbito de sus atribuciones, podrá dirigirse a cualquier autoridad de la Provincia, la que prestará su cooperación y expedirá los informes que se le soliciten sin demora alguna y dentro del plazo que a tal efecto se fije.


A solicitud fundada del requerido, formalizada dentro del plazo fijado, podrá ser prorrogado.


El incumplimiento por parte del requerido dará lugar a la aplicación por el juez o tribunal, de oficio o a solicitud del fiscal, de una sanción de hasta quince (15) días multa, sin perjuicio de las responsabilidades administrativas y penales en que pudiera haber incurrido. Esta norma será transcripta en la comunicación pertinente.


Este artículo rige también con respecto a la prueba informativa requerida a las entidades privadas y a los particulares."

"Artículo 174 – Iniciación- La instrucción puede iniciarse por requerimiento fiscal o prevención policial.


Sin embargo, con salvedad de lo dispuesto en los artículos 185 y 200 II, el juez instructor podrá proceder de oficio. La providencia que ordene la apertura de la instrucción se notificará inmediatamente al fiscal para que asuma la intervención que le corresponde."

"Artículo 175 – Requerimiento Fiscal- Cuando por cualquier medio el fiscal tenga conocimiento de un hecho que considere delictuoso, deberá formular, al juez competente, requerimiento de instrucción.


Bajo sanción de nulidad, si fuere admitido, el requerimiento de instrucción contendrá:

1) Las condiciones personales del imputado o, si se ignorasen, las señas o datos que mejor puedan darlo a conocer;

2) La relación circunstanciada del hecho, con indicación, si fuere posible, del lugar, tiempo y modo de ejecución;

3) La proposición de las diligencias útiles para el descubrimiento de la verdad;

4) La calificación legal que considere, prima facie, corresponda."

"Artículo 176 – Rechazo del requerimiento de instrucción- Cuando el hecho imputado no encuadre de una figura penal o no se pudiere proceder o no existieren elementos serios y verosímiles para iniciar una investigación, el juez dictará auto ordenando el rechazo del requerimiento de instrucción. La resolución será apelable por el fiscal."

"Artículo 185 – Desestimación- La desestimación de la denuncia procede cuando no existieren elementos serios o verosímiles para iniciar una investigación, si el hecho no encuadra en una figura penal o cuando no se pudiere proceder.


Si el fiscal pidiera la desestimación y el juez disintiera, se remitirán las actuaciones al fiscal de cámara, quien podrá insistir o discrepar con el pedido. En la primera hipótesis, el juez deberá desestimar la denuncia, en la segunda, los autos pasarán a otro fiscal quien formulará requerimiento de instrucción."

"Artículo 189 – Comunicación inmediata- Las autoridades encargadas del sumario de prevención comunicarán al juez y al fiscal competentes el hecho que lo motivó, de acuerdo a lo siguiente:

1) Bajo los apercibimientos contemplados en el artículo 196, aplicables al instructor policial y al responsable del área prevencional interviniente, el parte preventivo será entregado al órgano judicial competente o a la oficina receptora inmediata y habilitada por este dentro de las veinticuatro (24) horas de iniciada la actuación policial. Si las distancias considerables, las dificultades de transporte o climáticas provocaren inconvenientes insalvables, de lo que se dejará expresa y detallada constancia, el preventor podrá solicitar verbalmente al juez una prórroga de veinticuatro (24) horas.

2) Cuando el sumario se motivare por causa de muerte dolosa o culposa o la gravedad del hecho lo aconseje, la comunicación se adelantará tanto como sea posible, aún verbalmente.

3) En los supuestos de homicidio o lesiones culposas ocurridas en accidentes de tránsito, el preventor adjuntará al parte preventivo y en el plazo dispuesto por el inciso 1), copia de la denuncia y del acta inicial de las actuaciones, de la inspección ocular y croquis del lugar del hecho y del informe médico policial. Su omisión o deficiente cumplimentación dará lugar a las sanciones previstas en el artículo 196."

"Artículo 190 – Deberes y atribuciones policiales. Los funcionarios de policía tienen los siguientes deberes y atribuciones:

1) Iniciar la investigación de los delitos perseguibles de oficio.

2) Recibir las denuncias que se les hicieren.

3) Practicar, sin demora, las diligencias necesarias para hacer constar las huellas o rastros del delito, cuando haya peligro de que desaparezcan o se borren por retardo de estas diligencias.

Si el retardo no ofreciere peligro, se limitarán a tomar las medidas necesarias a fin de que las huellas del hecho no desaparezcan y que el estado del lugar en que se cometió el delito no sea modificado.


Acaecido un hecho delictuoso, se procurará, salvo impedimento justificado, la documentación fotográfica inmediata del lugar, huellas y rastros del suceso, en especial en los casos de homicidios o lesiones en accidentes de tránsito o cuando la gravedad del hecho lo aconseje.

4) Proceder a la detención de las personas en los casos dispuestos en el artículo 303, poniéndolas o disposición del juez competente dentro de las veinticuatro (24) horas.

5) Recoger las pruebas y demás antecedentes que puedan adquirir en el lugar de la ejecución del hecho y practicar las diligencias urgentes que se consideren necesarias para establecer su existencia y determinar los responsables, debiendo recopilar por separado, en lo posible y de acuerdo a los distintos hechos que se investiguen, las actuaciones prevencionales.

6) Poner en conocimiento del juez, dentro de las veinticuatro (24) horas, las informaciones y diligencias practicadas.

7) Disponer que antes de practicarse las investigaciones y exámenes a que debe procederse, no haya alteración alguna en todo lo relativo al hecho y estado del lugar en que fue cometido.

Será considerada falta grave a los fines de las sanciones establecidas en el artículo 196, el incumplimiento de esta disposición.

8) Proceder a todos los exámenes, indagaciones y pesquisas que juzgare necesarias, recibiendo las declaraciones, los informes, noticias y esclarecimientos que puedan servir al descubrimiento de la verdad.

9) Secuestrar los instrumentos del delito o cualquier otro elemento que pueda servir para el objeto de la investigación; pero no podrán abrir la correspondencia que secuestren, sino que la remitirán intacta a la autoridad judicial competente. Sin embargo, en los casos urgentes y expresando suficiente motivación podrán ocurrir al juez letrado más inmediato, quien podrá autorizar la apertura si lo creyere conveniente.

10) Incomunicar al detenido, si la investigación lo exigiere, por un plazo que no exceda de cuarenta y ocho (48) horas, medida que cesará automáticamente al expirar dicho término, salvo prórroga por auto motivado del juez. A tal efecto, se comunicará al juez el momento en que se produce el vencimiento de dicho plazo y este resolverá lo que corresponda.

11) Impedir, si lo juzga conveniente, que ninguna persona se aparte del lugar del hecho a sus adyacencias, antes de concluir las diligencias más urgentes de investigación.

12) Recibir al imputado o sospechado simple interrogatorio sumario, si este lo consintiera, al solo efecto de orientar la investigación, inmediatamente después de ser citado, aprehendido o detenido, oportunidad en que se le informará que cuenta con los siguientes derechos:

a) Nombrar abogado defensor o defensor general del Poder Judicial para que lo asista y represente.

b) Abstenerse de declarar sin que ello implique presunción en su contra.

c) Declarar ante el órgano judicial competente.

d) Indicar la prueba que estime de utilidad.

De todo ello se dejará constancia en el acta respectiva no obstante su negativa a declarar.

13) Cumplimentar lo dispuesto por el artículo 76.

14) En los delitos por lesiones dolosas cuando el agresor y agredido cohabiten en el mismo lugar; sean cónyuges, concubinos, ascendientes o descendientes de uno de ellos o de ambos, y tal cohabitación conlleve a suponer la reiteración de hechos similares, y con el único fin de prevenir los mismos, disponer la exclusión del hogar, por un término que no exceda las cuarenta y ocho (48) horas, y bajo apercibimientos, que le serán notificados fehacientemente al imputado, de que si desobedeciera deberá cumplir dicho término detenido, sin perjuicio de lo que disponga el juez competente a quien se le dará previa comunicación del hecho.

Durante el término que durare la exclusión dispuesta por la autoridad preventora, esta, en el supuesto de que el destinatario de la medida no tuviere donde alojarse, procurará brindarle uno apropiado.

15) Obtener fotografía del imputado, lo antes posible y en las mismas condiciones en que hubiere sido aprehendido, en los supuestos de flagrancia, cuando presente relevantes particularidades fisonómicas o de otro tipo, o ellas puedan alterarse con el tiempo, si las características del caso lo aconsejaren o cuando el juez lo dispusiere. La vista fotográfica será incorporada al sumario de prevención y podrá comprender a los menores de dieciocho (18) años computados del hecho. El imputado no podrá negarse a la identificación fotográfica.


En caso de resultar imposible la documentación fotográfica, el preventor deberá realizar una descripción detallada acerca de tales extremos".

"Artículo 191 – Avocación del juez- La intervención conferida a los funcionarios de policía en la prevención del sumario, cesará tan luego que el juez a quien corresponda su instrucción, aboque a su conocimiento. La policía sin embargo continuará como auxiliar de este último si así se lo ordenara. Las diligencias practicadas, los instrumentos y efectos del delito, así como los detenidos deberán ponerse en el acto a disposición de dicho juez.


En su caso, si se solicitare al juez el abocamiento, el pedido deberá expresar suficientes fundamentos."

"Artículo 200 – Archivo- El juez ordenará el archivo del sumario de prevención por auto cuando el hecho imputado no encuadre en una figura penal o no se pueda proceder o no existieren elementos serios o verosímiles para iniciar una investigación judicial. La resolución será apelable por el fiscal."

"Artículo 202 – Intervención de las demás partes- Durante la instrucción no habrá debates, pero las demás partes podrán dar todas las explicaciones que consideren convenientes, como así también pedir la agregación de documentos, hacer indicaciones y proponer diligencias. El juez ordenará las que estime conducentes al esclarecimiento de cualquier aspecto, objetivo o subjetivo, del hecho investigado.


Su negativa únicamente podrá impugnarse mediante el recurso de Reposición, el que será resuelto sin sustanciación alguna, por decreto fundado.


Las diligencias pedidas y denegadas en la instrucción podrán ser propuestas en el plenario."

"Artículo 204 – Reserva de las actuaciones- Las actuaciones son secretas durante los primeros diez (10) días desde su iniciación o desde la recepción en el juzgado del sumario de prevención. El juez, si lo considera conveniente para el éxito de la investigación, podrá decretar la prórroga del secreto hasta por otro tanto.


El juez podrá disponer la cesación del secreto en cualquier momento.


Si aparecieren otros imputados o circunstancias de extraordinaria gravedad lo justifiquen, podrá reimplantarse la reserva por diez (10) días.


Las resoluciones sobre prórroga, cesación o reimplantación del secreto son irrecurribles.


Para el Ministerio Fiscal las actuaciones nunca serán secretas.


Una vez concluido el término del secreto no podrá negarse el examen de los autos a las partes y a los abogados inscriptos en la matrícula que acrediten un interés legítimo."

"Artículo 205 – Prohibición del secreto- Cuando se ordene la realización de un reconocimiento, reconstrucción, pericia o inspección que por su naturaleza o características deba considerarse definitivo e irreproducible, o cuando deba declarar un testigo que no podrá hacerlo posteriormente, serán notificados, salvo disposición en contrario y bajo sanción de nulidad, el fiscal y los defensores, a fin de que ejerciten su facultad de asistir.


En los reconocimientos fotográficos, si el imputado no hubiere podido ser habido, deberá notificarse al defensor general."

"Artículo 208 – Plazo de sustanciación- La instrucción deberá practicarse en el plazo de cuatro (4) meses a contar desde la indagatoria, no computándose las demoras causadas por articulaciones de las partes, diligenciamiento de comunicaciones procesales y la realización de peritaciones. El juez o, en su caso, el fiscal procurarán que esos trámites no demoren el desarrollo normal de la instrucción.

1 –  Prórroga- Si el término resultare insuficiente el juez podrá prorrogarlo. Si el fiscal estuviere a cargo de la investigación, en el mismo caso, fundadamente y con conocimiento de aquél, dispondrá la prórroga, la que podrá ser reexaminada por el juez a solicitud de la defensa y previa averiguación de la demora y la naturaleza del hecho.

2 –  La duración de la investigación no podrá exceder de dos (2) años a contar desde la indagatoria. Agotado este término, si se advirtiere un retardo en la efectiva tramitación de la causa en razón del recargo de tareas y fuere imprescindible practicar otras diligencias, el juez, de oficio o a solicitud de parte, dispondrá un plazo de hasta dos (2) meses más.

3 –  Prórroga extraordinaria. Vencidos todos los términos, en los casos excepcionales, de suma gravedad o de muy difícil investigación el juez podrá fijar una prórroga que exceda el plazo mencionado en el inciso 2).

4 –  Impugnación- Las resoluciones del juez sobre la prórroga extraordinaria de la investigación del inciso anterior son recurribles.

5 –  Plazo máximo de detención- Durante la instrucción el imputado no podrá ser privado de su libertad por un plazo mayor a los ocho (8) meses a contar desde su indagatoria, salvo que el juez hubiere corrido el traslado previsto por el artículo 369 o el fiscal, en su caso, haya formulado la acusación."

"Artículo 210 – Inspección- El instructor comprobará mediante la inspección de personas, lugares y cosas, los rastros y otros efectos materiales que el hecho hubiera dejado, los describirá detalladamente y, en cuanto fuere posible, recogerá o conservará los elementos probatorios útiles.


Cuando fuere necesario para un mejor conocimiento de la forma en que el hecho se cometió y para establecer con la mayor precisión los rastros del mismo que hayan podido subsistir, el instructor se constituirá en el lugar del hecho, ordenará el levantamiento de planos y croquis que pudieran servir de ilustración y hará tomar las fotografías que para el mismo fin resulten útiles. De esta diligencia, a la que podrá hacer concurrir a los peritos y auxiliares que reclamen la especialidad del caso, dejará constancia en acta que se agregará al sumario.


Si fuese habida la persona sobre quien recayó la acción, se hará una relación de su estado requiriéndose el concurso de perito o peritos que fueren necesarios. Cuando hubiese resultado la muerte de alguna persona, deberá consignarse la naturaleza, número y situación de las lesiones que presentase, la posición en que fue encontrado el cadáver, la dirección de los rastros de sangre y demás circunstancias que se advirtieren. El médico que practique el examen preliminar del cadáver deberá consignar con suficiente amplitud todas las circunstancias de tiempo, lugar y condiciones que rodean y presenta el cuerpo o tengan interés criminalístico para la investigación y la autopsia. El informe respectivo, en su caso, será inmediatamente remitido por el preventor al médico que intervenga en la necropsia; este, a los fines del artículo 196, deberá informar al juez cualquier omisión o retardo al respecto.


Si fuere habida la cosa objeto material del delito, se procederá a establecer el estado de la misma. También para esta diligencia, si hubiere necesidad, se requerirá el concurso de uno o más peritos."

"Artículo 216 – Autopsia. Cuando la instrucción fuese motivada por causa de muerte, el juez, si lo creyere conveniente, ordenará la autopsia; esta se practicará lo más pronto que sea posible por médicos oficiales si los hubiere en el lugar. No habiéndolos, serán reemplazados por los médicos particulares más próximos.


Los médicos encargados de la autopsia, presentarán un informe, en el que describirán, lo más exactamente posible, la operación y dictaminarán sobre la naturaleza de las heridas o lesiones y el instrumento con que fueron causadas, el origen del fallecimiento y todas las circunstancias útiles para la investigación.


En los homicidios dolosos o cuando las circunstancias lo aconsejen se procurará la documentación del acto por fotografías o filmación."

"Artículo 218 – Registro- Si hubiere motivos fundados para presumir que en determinado lugar existen cosas relacionadas con el delito o que allí puede encontrarse el imputado cuya captura se procura o alguna persona evadida o sospechada de criminalidad, el juez ordenará, por decreto fundado, el registro de ese lugar.


El juez podrá disponer de la fuerza pública y proceder personalmente o delegar la diligencia en funcionarios judiciales o de la policía, en cuyo caso la orden será escrita, expresando el lugar y tiempo en que la medida deberá efectuarse y la autoridad o funcionario que la hubiere de practicar o, en su caso, si queda autorizado para comisionarla en subalternos.


La solicitud policial de una orden de registro deberá expresar suficiente fundamento.


Si la diligencia fuere practicada por la policía, será aplicable lo dispuesto en el artículo 190 V; en los casos graves o cuando la naturaleza o circunstancias del caso lo aconsejen, se procurará la documentación fílmica de la diligencia.


La orden de allanamiento podrá ser transmitida por cualquier medio técnico que no ofrezca dudas sobre la existencia del acto procesal que lo dispone."

"Artículo 244 – Requerimiento Judicial- La prueba documental requerida a las personas públicas o privadas deberá remitirse al juez o tribunal o, en su caso, al fiscal, dentro de los diez (10) días de recibida la comunicación, salvo que esta estableciera un tiempo mayor. Si mediara urgencia, se podrá reducir razonablemente el plazo. A solicitud fundada de aquéllas, formalizada en el mismo lapso, el requirente podrá prorrogarlo.


El incumplimiento del requerido será sancionado, de oficio o, en su caso a solicitud del fiscal, con hasta quince (15) días multa, sin perjuicio de las demás responsabilidades.


Esta norma será transcripta en la comunicación pertinente."

"Artículo 246 – Obligatoriedad. Todo habitante tendrá la obligación de concurrir al llamamiento judicial y declarar la verdad de cuanto supiere y le fuere preguntado, salvo las excepciones establecidas por la ley.


Corresponde a los jueces y demás funcionarios, velar para que el cumplimiento de esa obligación no cause al testigo más molestias que las imprescindibles.


Los testigos gozarán, en lo pertinente, de los derechos reconocidos a la víctima en el artículo 108 II. Cuando la víctima o testigo fuere menor de dieciocho (18) años o incapaz, el órgano judicial podrá autorizar que durante los actos procesales en los cuales intervenga sea acompañado por persona de su confianza, siempre que ello no hiciere peligrar el interés de obtener la verdad de lo ocurrido."

"Artículo 252 – Facultad de abstención. Podrán abstenerse de testificar en contra del imputado, sus parientes colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, su tutor, curador o pupilo, a menos que el testigo sea querellante, denunciante, actor civil o que el delito aparezca ejecutado en su perjuicio o en el de un pariente suyo de grado igual o más próximo.


También podrán hacerlo los periodistas comprendidos en las leyes que reglamentan su actividad profesional sobre el secreto de las fuentes de información periodística, salvo que los interesados en su reserva expresamente los relevaren de guardar secreto."

"Artículo 262 – Actas. De cada declaración se labrará un acta separada que firmará el juez, secretario y el testigo si pudiera hacerlo, previa su lectura. Cuando el testigo, concluido que sea el interrogatorio, quisiera aclarar o rectificar sus dichos, les serán recibidas sus manifestaciones, dejándose nota de ellas a continuación.


En su caso, cuando el testimonio sea recibido por el fiscal, el acta será firmada por este y el testigo."

"Artículo 287 – Procedencia. El reconocimiento de una persona será dispuesto por el juez cuando sea conveniente identificarla o establecer que quien la menciona o alude, efectivamente la conoce o la ha visto. El imputado no podrá negarse a actuar como objeto de reconocimiento."

"Artículo 291 – Reconocimiento por fotografías. Cuando sea necesario reconocer a una persona que no estuviere presente ni pudiere ser habida, podrá exhibirse su fotografía o su filmación junto con otras semejantes de distintas personas, a quien deberá efectuar el reconocimiento, observándose, en lo demás, las reglas precedentes.


Este procedimiento también podrá aplicarse, por decreto fundado, cuando el imputado obstruya el desarrollo del acto, o cuando circunstancias graves y extraordinarias relativas al testigo así lo exijan."

"Artículo 319 – Conocimiento del hecho y libertad de declarar- El juez hará saber al imputado el hecho o hechos que se le atribuyen y le informará que puede abstenerse de declarar sin que ello implique presunción en su contra.


En ningún caso se le requerirá juramento o promesa de decir verdad ni se ejercerá contra él coacción o amenaza ni medida alguna para obligarlo, inducirlo o determinarlo a declarar contra su voluntad ni se le harán cargos o reconvenciones tendientes a obtener su confesión.


El acta deberá exponer sintéticamente y en lo sustancial el hecho intimado al imputado.


La inobservancia de este precepto hará nulo el acto, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria o penal que corresponda."

"Artículo 322 – Cierre del acta. Concluida la declaración, el imputado podrá leerla por sí mismo y el juez le hará saber que le asiste ese derecho. Si no lo hiciera por sí o por su defensor, el acta será leída íntegramente en alta voz y el interrogado deberá manifestar si la ratifica en su contenido o si tiene algo que añadir o rectificar.


Cuando el declarante quiera añadir o rectificar algo, así se hará pero sin alterar lo escrito.


Si el imputado no estuviere privado de libertad o no se ordenare su inmediata detención, previo a finalizar el acto, deberá asumir las obligaciones establecidas en el artículo 341.


El acta será suscripta por todos los presentes; si alguno no pudiere, o no quisiera hacerlo, se hará constar y no afectará la validez de aquella.


Concluido el acto, si el imputado hubiere comparecido sin la presencia de su defensor, el secretario o empleado autorizado, a su pedido, le entregará un certificado, en el que conste el juzgado y fiscalía intervinientes, número del expediente y, en su caso, defensoría general a cargo de la asistencia del indagado.


Recibida la indagatoria, el juez, en su caso, remitirá a la oficina respectiva los datos personales del imputado, ordenará que se proceda a su identificación de acuerdo al artículo 69 y recabará los antecedentes prontuariales, judiciales y del Registro Nacional de Reincidencias".

"Artículo 325 – Procedencia y plazo- El juez dictará el procesamiento del imputado dentro del plazo de diez (10) días contados desde la indagatoria, si existen elementos de convicción suficientes para estimar que se cometió un delito en el cual el imputado pudo tener responsabilidad penal como autor o partícipe.


Bajo sanción de nulidad, no podrá dictarse sin haberse realizado previamente el acto de la declaración indagatoria.


En los casos de investigaciones complejas y con imputados no privados de su libertad, el plazo previsto en esta disposición podrá extenderse hasta por diez (10) días más."

“Artículo 329 – Procedencia. El juez dispondrá la prisión preventiva del imputado al dictar el procesamiento, cuando:

1) 
Al delito o concurso de delitos que se le atribuye corresponda pena privativa de la libertad y el juez estime, prima facie, que no procederá la condena de ejecución condicional.

2) 
Aunque corresponda pena privativa de libertad que permita la condena de ejecución condicional, si no procede conceder la libertad provisional según lo dispuesto por el artículo 338.


En los supuestos de investigación fiscal e instrucción abreviada, la prisión preventiva será dictada, si correspondiere, a solicitud del fiscal y en la oportunidad prevista en el artículo 374 VIII. En el caso del proceso abreviado, cuando el juez instructor admita el acuerdo a que refiere el artículo 548 IV, Segundo Párrafo.


Procesamiento sin prisión preventiva- Si no concurriere alguna de las hipótesis previstas en los incisos 1) y 2) de esta disposición, el juez, según los casos, al dictar el procesamiento, confirmará la libertad provisional oportunamente concedida o la dispondrá de oficio, pudiendo aplicar las restricciones preventivas previstas en el artículo 346."

"Artículo 330 – Tratamiento. El que fuere sometido a prisión preventiva será alojado en establecimiento destinado al efecto, cuidando su separación de los penados, y teniendo presente los antecedentes individuales y naturaleza del delito que se le imputa; podrá procurarse a sus expensas las comodidades que no afecten el régimen carcelario; recibir visitas en las condiciones que establezca el reglamento respectivo y usar los medios de correspondencia, salvo las restricciones impuestas por la ley.


El juez podrá autorizarlo, mediante resolución fundada, a salir del establecimiento y ser trasladado bajo debida custodia, para cumplir sus deberes morales en caso de muerte o de grave enfermedad de algún pariente próximo, por el tiempo que se determine.


Los menores de dieciocho (18) a veintiún (21) años serán internados en establecimientos especiales. Si no fuera posible, lo serán en secciones separadas de las que ocupen los mayores.


Las mujeres y los mayores de sesenta (60) años o valetudinarios, podrán cumplir la prisión preventiva en su domicilio si el juez estimara que en caso de condena se les impondrá pena no mayor de seis (6) meses de prisión. Asimismo, podrá disponer que la privación de libertad del procesado se haga efectiva en su domicilio, hospital o sanatorio a su costa, cuando el dictamen forense determine que la asistencia de aquél no es posible en el hospital o enfermería del establecimiento carcelario; en tal caso, se hará saber por nota al presidente de la cámara de apelación el nombre del procesado, fecha de traslado, lugar donde se asiste y, oportunamente, la cesación de la medida. El examen o informe médico deberá repetirse cada veinte (20) días.


Con suficiente fundamento y mediando consentimiento del imputado, el juez o tribunal podrá disponer, en la medida que se cumplimente el aseguramiento perseguido, su ingreso en una institución terapéutica o educadora, pública o privada, para el tratamiento de alguna insuficiencia o alteración que sufra el imputado, y que sirva a la personalización del internado en ella.


Estas disposiciones no obstarán a la aplicación de otras normas referidas a la atención, tratamiento y asistencia del imputado, cuando resulten en mayor beneficio del mismo.”

"Artículo 332 – Oportunidad y objeto. En el mismo auto de procesamiento, pudiendo en caso de urgencia hacerlo antes, el juez decretará embargo en bienes del imputado en medida suficiente para garantizar la pena pecuniaria, las costas del juicio y la efectividad de su responsabilidad civil.


El juez podrá prescindir de decretar el embargo si, prima facie, el imputado presentare un estado efectivo de pobreza."

"Artículo 342 – Oportunidad y base. La libertad bajo promesa o caucionada se acordará en cualquier estado del proceso; de oficio, cuando el imputado compareció espontáneamente o al ser citado, evitando en lo posible su detención; a su solicitud, en los demás casos.


Si el imputado hubiere comparecido por citación y no resultare indispensable decretar su detención, el juez podrá limitar el trámite a los términos de los artículos 322 y 341.


Para concederla o denegarla el juez tendrá en cuenta la calificación legal del auto de procesamiento; pero si corresponde pronunciarse con anterioridad a este, hará provisionalmente esa calificación, sin perjuicio de su decisión al resolver la situación del imputado.


Recurrido el auto que resuelve sobre la concesión o denegación de la libertad, a instancia del impugnante la alzada podrá modificar dicha calificación."

"Artículo 346 – Restricciones Preventivas. Siempre que el peligro de fuga o de entorpecimiento probatorio se evite con otra medida menos gravosa para el imputado contra el que resulte aplicable o se haya aplicado la prisión preventiva, esta podrá sustituirse por las siguientes restricciones:

1) 
La obligación de someterse al cuidado de una persona o institución que se comprometa formalmente ante la autoridad y suministre informes periódicos.

2) 
La obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad los días que fije.

3) 
La prohibición de salir de un ámbito territorial determinado, de concurrir a determinados lugares, o de comunicarse con ciertas personas.


La sustitución deberá disponerse por auto fundado y, si fuera el caso, en el mismo acto de imponer la prisión preventiva.


También podrán ser impuestas las restricciones al imputado que no esté sometido a prisión preventiva, y como condición de su libertad, aun desde el momento en que hubiere prestado declaración indagatoria."

"Artículo 356 – Causas y oportunidad. El sobreseimiento total o parcial se pronunciará de oficio o a petición del Ministerio Fiscal o de la defensa, para poner fin a la investigación instructoria:

1 
Cuando sea evidente:

a) Que medie una causal extintiva del ejercicio de la acción penal u otra de carácter también perentorio.

b) Que el hecho investigado no se cometió o no encuadra en una figura penal.

c) Que el delito no ha sido cometido por el imputado o media una causa de justificación, inimputabilidad, inculpabilidad o excusa absolutoria.

2)
Cuando vencidos los plazos previstos en el artículo 208 no hubiere elementos de convicción suficientes para mantener el auto de procesamiento o para revocar el auto de falta de mérito.


El sobreseimiento procederá en cualquier estado y grado del proceso en los casos previstos en el inciso 1º a).


Cuando por nuevas pruebas producidas durante el juicio, resulte evidente la concurrencia de alguno de los casos contemplados en el inciso 1º b) y c), el fiscal, fundadamente, podrá solicitar el sobreseimiento del acusado."

"Artículo 370 ‑ Dictamen fiscal. Si el fiscal considerase cumplida la instrucción, se expedirá solicitando el sobreseimiento o formalizando requisitoria de elevación a juicio. Por el contrario, si estimare necesaria alguna diligencia probatoria, la propondrá al tribunal."

"Artículo 373‑ Requisitoria de elevación a juicio‑ El fiscal formulará la acusación cuando estime contar con elementos para obtener una sentencia condenatoria en el juicio.


Bajo sanción de nulidad, si fuera admitida, la requisitoria de elevación a juicio deberá contener:

1) 
La identificación del imputado.

2) 
Una relación clara, precisa, específica y circunstanciada del hecho atribuido.

3) 
Los fundamentos de la acusación.

4) 
La calificación legal de los hechos.

5) 
La solicitud de elevación a juicio."

"Artículo 397 – Plazo y contenido. El plazo para contestar los traslados será de diez (10) días para el fiscal y la defensa, y de cinco (5) días para los restantes intervinientes. El primero, informando sobre el mérito de la causa, especificará los hechos que atribuye al procesado, la calificación legal de los mismos y la participación que aquél hubiese tenido; fundamentará, en su caso, las modificaciones que introduzca a la imputación que formulara en la requisitoria de elevación a juicio y solicitará, si correspondiere, la sanción que considere aplicable. La segunda habrá de referirse fundamentalmente a los mismos puntos. La pretensión absolutoria del fiscal en esta oportunidad, impedirá, sobre los hechos que comprende, el dictado de un fallo condenatorio."

Artículo 2º – Incorpóranse al Código Procesal Penal –Ley Nº 6740- (t.o. Dto.1009/81) los artículos 45 II; 175 II; 190 II; 190 III; 190 IV; 190 V; 200 II; 300 II; 300 III; 338 II; 346 II; 373 II; 373 III y 402 II los que quedarán redactados de la siguiente manera:

"Artículo 45 II – Competencia por Turno- Durante la instrucción las normas de competencia por turno son aplicables en los primeros momentos de la actuación judicial. Los nuevos datos o circunstancias que posteriormente surjan durante la investigación no alterarán la radicación de la causa, sin perjuicio de lo dispuesto por los artículos 35 y 36 penúltimo párrafo, que deben prevalecer sobre otras situaciones. En caso de diligencias impostergables, el juez las realizará y luego remitirá la causa a quién corresponda."

"Artículo 175 II – Diligencias preliminares – Si la denuncia se formulare ante el fiscal o ante el juez y fuere necesario para su ulterior dictamen, esclarecer la entidad o seriedad de la misma o cualquier otra circunstancia de interés, previamente, el fiscal dentro de los quince (15) días de formulada la presentación, podrá entrevistar o recibir testimonio al denunciante, la víctima, los damnificados o cualquier otra persona que pueda aportar elementos útiles, recabar informes o documentación o practicar sumariamente las diligencias que estimare necesarias.


Sin embargo, si se debiera proceder con urgencia, el fiscal formulará sin más su dictamen."

"Artículo 190 II – Reconocimiento o exhibiciones fotográficas. Prohibición – Las autoridades prevencionales se abstendrán de practicar reconocimientos o exhibiciones fotográficas respecto a personas sobre las que existan sospechas; en este caso, si la misma no pudiere ser habida, a través de la oficina técnica respectiva se elaborará un cuadernillo de fotos que será remitido al juez para que, en su caso, proceda según el artículo 291."


"Artículo 190 III – Reconocimiento o exhibiciones fotográficas. Procedencia – El preventor podrá mostrar a las víctimas o testigos los álbumes de procesados cuando se procure la individualización de personas desconocidas o sobre las que no existan sospechas, de la siguiente manera:

1 –  La diligencia deberá cumplimentarse con las formalidades establecidas en los artículos 288, 289, segundo apartado y 290.


El acta además contendrá fecha y hora; identificación de la persona que intervenga; la individualización y conformación de los álbumes mostrados; las precisas palabras de quien practica la medida y cualquier circunstancia útil.

2 –  Si la exhibición fotográfica brindare resultados positivos se remitirá al juez, junto al acta respectiva, una copia de la fotografía señalada y, al menos, de otras cuatro inmediatas que compongan el álbum correspondiente.

3 –  Será considerada falta grave, a los efectos del artículo 196, cualquier señalización de fotografías por el preventor. Si el juez se hubiere abocado a la causa, a los fines del Artículo 190 II, última parte, deberá recabarse la autorización pertinente."

"Artículo 190 IV – Exhibiciones fotográficas o personales abusivas – Será considerada falta grave a los efectos del artículo 196 la exhibición deliberada y en fraude a la ley de sospechosos a víctimas o testigos, sea en forma personal, sea por fotografías."

"Artículo 190 V – Actas de procedimientos – Las actas policiales que formalicen aprehensiones, secuestros, requisas, allanamientos o registros domiciliarios, o cualquier otra diligencia policial de carácter probatorio o cautelar, deberán contener:

1 –  Fecha, hora y lugar exacto de producción del acta así como de los actos que informe.

2 –  Nombres, apellidos y demás datos de identidad, de las personas que asistieron al acto o que de cualquier forma estuvieron comprendidos en el mismo, o de los terceros que atestiguaron espontáneamente o a solicitud de la autoridad.

3 –  Motivo que haya impedido, en su caso, la intervención de las personas obligadas a asistir y la obtención de testigos.

4 –  Indicación de las diligencias realizadas y de su resultado.

5 –  En caso de aprehensiones en flagrancia, se consignará la hora y lugares exactos en que ellas se iniciaron y produjeron, la vestimenta que usaba cada imputado y las especiales características fisonómicas o de otro tipo que puedan ser útiles para la investigación.

6 –  En los secuestros y allanamientos se individualizará y, en lo posible, se describirá el estado y lugar específico de los objetos cautelados, la persona en cuya posesión se hallaron, así como cualquier otra circunstancia de interés a la investigación.

7 –  Cuando las actas de prevención acrediten actos irreproducibles y definitivos, tales como secuestros, inspecciones oculares o requisas personales, el funcionario deberá actuar con dos (2) testigos mayores de dieciocho (18) años, hábiles y que no pertenezcan a la repartición. Si por las especiales circunstancias del caso no fuera posible la presencia de dos (2) testigos, el acta tendrá valor con la intervención de uno (1) solo; y si ello fuera absolutamente imposible, de cuyas causales deberá dejarse constancia explicativa, darán fe dos (2) funcionarios actuantes."

"Artículo 200 II – Archivo de la instrucción.

1) Dispuesta y notificada la apertura de la instrucción, si surgiere con evidencia que no existen elementos serios o verosímiles para continuar con la investigación, o el hecho no encuadrare en una figura penal, o no se puede proceder, el juez, en su caso, ordenará por auto el archivo de las actuaciones y el cese de la instrucción. Esta decisión no podrá adoptarse si se hubiere recibido declaración indagatoria. La resolución será apelable por el fiscal.

2) En los mismos supuestos, el fiscal, en su caso, podrá solicitar fundadamente el archivo de la instrucción. Si el juez disintiera, remitirá las actuaciones al fiscal de Cámara, quien podrá insistir o discrepar con el pedido. En la primera hipótesis, el juez deberá archivar las actuaciones; en la segunda, el juez continuará con el trámite de la causa y dará intervención a otro fiscal.

3) El archivo será revocable, de oficio o a pedido de parte, si varían las circunstancias tenidas en cuenta al momento de su dictado o se hubiera removido el obstáculo legal que lo motivara."

"Artículo 300 II – Declaración Informativa – Cuando las sospechas que existan sobre una persona no fueren suficientes para indagarla en los términos del artículo 316, el juez podrá citarla a prestar declaración informativa con las garantías que acuerda el artículo 68, sin que tal llamamiento importe someterla a proceso.


Si el citado no se presentare en el término que se le fije o no justificare un impedimento legítimo, se ordenará su comparendo por la fuerza pública. Cuando no pueda dejarse de proceder sin peligro para la instrucción, el juez podrá ordenar su arresto preventivo por un término no mayor a las veinticuatro (24) horas.


Si dentro del plazo previsto en el artículo 325 no se hubieren reunido elementos para convocar a indagatoria al declarante de acuerdo al artículo 316, el juez, por auto, podrá así declararlo. La resolución no obstará la continuación de la investigación y será apelable por el fiscal.


La declaración informativa podrá recibirse aún antes de la apertura de la instrucción, con el único fin de valorar el requerimiento fiscal o la prevención policial."

"Artículo 300 III – Declaración de menor ‑ Si fuere necesario interrogar a una persona menor de dieciocho (18) años sobre la que existieren sospechas, imputada o no del hecho ante el tribunal competente, el juez podrá disponer su comparecencia.


La declaración será recibida en sede judicial, y con las garantías del artículo 68 y, bajo sanción de nulidad, con la asistencia de su defensor; en caso de carecer de asistencia letrada, se dará previa intervención al asesor de menores que corresponda por el turno para que controle el acto.


Si el menor ya se encontrare en calidad de imputado ante la sede respectiva o, en cualquier caso, fuere necesario el uso de la fuerza pública para lograr su comparendo, se deberá requerir autorización del juez competente."

"Artículo 338 II ‑ Comunicación de detención o prisión preventiva. Denegada la libertad provisional, efectivizada la prisión preventiva o cumplidos diez (10) días desde la detención, el juez deberá comunicar inmediatamente la situación cautelar y el lugar de alojamiento del imputado a aquellos juzgados de la Provincia donde el mismo registre otros procesos en trámite."

"Artículo 346 II – Cese de las restricciones preventivas ‑ Las medidas restrictivas cesarán automáticamente y de pleno derecho al cumplirse dos (2) años desde que fueran dispuestas, salvo que antes de su vencimiento y luego de presentar la requisitoria de elevación a juicio, el fiscal solicitare la prórroga de la restricción, la que no podrá exceder de un (1) año."

"Artículo 373 II –Registro Único de Antecedentes Penales de la Provincia (RUAPP)- Bajo la órbita de la presidencia de cada Cámara de Apelaciones en lo Penal de la Provincia, se organizará un registro informatizado de antecedentes penales, el que deberá ser único, coordinado y actualizado para todas las circunscripciones.


Los secretarios comunicarán a dicho registro:

1 –  Antes de elevar la causa a juicio, toda acusación fiscal que hubiere sido admitida por resolución firme a través de cualquier procedimiento previsto en este Código, individualizada por cada imputado, así como, en su caso, la consecuente prisión preventiva efectiva que cumpliere en la causa.

2 –  Las resoluciones finales recaídas con motivo de los requerimientos acusatorios indicados en el inciso 1).

3 –  Las rebeldías y sus revocaciones.

4 –  Las órdenes de detención o de averiguación de paradero de imputados y sus revocaciones, cuando se estimare útil para el procedimiento.

5 –  Las suspensiones del juicio a prueba.

6 –  Las libertades condicionales.

7 –  Toda otra información que la reglamentación fije de acuerdo a lo solicitado coordinadamente por los jueces o el ministerio público fiscal y que pueda ser de utilidad para una mejor y más pronta administración de justicia." 

"Artículo 373 III – Según cada caso, se informarán al registro las siguientes circunstancias:

a) Nombre, apellido, domicilio, número de prontuario policial y demás elementos identificatorios del imputado.

b) Si se encuentra privado de su libertad. En su caso: fecha de detención y juez interviniente.

c) Nombre, apellido y demás elementos identificatorios del denunciante, de la víctima y del damnificado, si los hubiera.

d) Fecha y calificación provisional del hecho atribuido.

e) Fecha de la iniciación de la investigación, repartición policial, juzgado y fiscalía intervinientes y que hubieren prevenido en la causa.


Asimismo, el registro brindará inmediatamente a los secretarios, jueces o fiscales la información que requieran, la cual será reservada y sólo podrá ser conocida y utilizada por los mismos o por la defensa. Los presidentes de las cámaras coordinarán entre sí la reglamentación correspondiente."

"Artículo 402 II – Congruencia – La sentencia no podrá apartarse del hecho contenido en la acusación o de sus ampliaciones, pudiendo variar la calificación jurídica.


No podrá imponer una pena superior o más grave que la pedida por el fiscal salvo que ello sea consecuencia del cambio de calificación jurídica".

Artículo 3º – Modifícanse las denominaciones de los artículos 8º bis, 306 bis y 328 bis y el epígrafe del Título IV del Libro Primero del Código Procesal Penal –Ley Nº 6740- (t.o. Dto.1009/81) los que quedarán redactados de la siguiente manera:

Artículo 8º II

Artículo 306 II

Artículo 328 II

"Título IV

Las partes, los defensores y las víctimas y damnificados"

Artículo 4º – Incorpóranse al Código Procesal Penal -Ley 6740- (t.o. Dto.1009/81) los siguientes capítulos y artículos, dentro de los Títulos y Libros que en cada caso se detallan: 

Libro Primero - Título IV

"Capítulo V

Víctimas y damnificados”

"Artículo 108 II – Derechos de la víctima – Las autoridades intervinientes en un procedimiento penal garantizarán a quienes aparezcan verosímilmente como víctimas o damnificados, los siguientes derechos:

1 –  Tratamiento digno y respetuoso.

2 –  Documentación clara, precisa y exhaustiva de las lesiones o daños que se afirman sufridos por causa del hecho;

3 –  Información de los órganos judiciales sobre los derechos que este Código les reconoce, la marcha del procedimiento, la situación del imputado, el resultado de la investigación o de cualquier acto procesal en el que haya participado y la sentencia recaída en el proceso.

4 –  Minoración de las molestias que deban irrogárseles con motivo del procedimiento.

5 –  Salvaguardar su intimidad en la medida compatible con el procedimiento regulado por este Código.

6 –  En cuanto sea posible, protección de su persona y bienes y la de sus familiares y testigos que pudieren declarar en su interés, preservándolos de intimidaciones y represalias, en especial si la investigación refiriere a actos de delincuencia organizada.

7 –  Reintegro inmediato de los efectos sustraídos y el cese del estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos de su pertenencia, cuando ello corresponda según las disposiciones de este Código.

8 –  Reexamen, por parte del mismo órgano jurisdiccional, de la desestimación de la denuncia; el archivo de las actuaciones o el rechazo del requerimiento fiscal de instrucción, a través del fiscal y mediante el aporte de nuevas pruebas por parte de la víctima o damnificado.

Para el ejercicio de los derechos previstos en esta norma, no será obligatorio el patrocinio letrado; los mismos serán informados al interesado por el órgano judicial competente desde los primeros momentos de su intervención."

"Artículo 108 III – Consideraciones especiales – Todo lo atinente a la situación de la víctima o damnificado y en especial la reparación voluntaria del daño, el arrepentimiento activo de quien aparezca partícipe del delito, la solución o morigeración del conflicto originario o la conciliación entre sus protagonistas, será tenido en cuenta en oportunidad de:

1 –  Ejercer la acción, el actor penal.

2 –  Seleccionar la coerción personal indispensable.

3 –  Individualizar la pena en la sentencia.

4 –  Modificar en su medida o en su forma de cumplimiento la pena en la etapa de ejecución."

Libro Segundo – Título III

"Capítulo XIII

Investigación fiscal”

"Artículo 374 II ‑ Procedencia ‑ La investigación penal quedará a cargo del fiscal, cuando lo solicitare dentro de los cinco (5) días de notificado de la apertura de la instrucción.


El juez tomará o continuará a cargo de la investigación cuando estimare, a primera vista, que procederá la prisión preventiva del imputado o si la complejidad probatoria del caso lo aconsejare; en estos supuestos, o cuando corresponda la acumulación de causas, los actos procesales que hubiere cumplido el fiscal según las normas de este Código conservarán su validez.”

"Artículo 374 III.‑ Atribuciones y deberes‑ Cuando asuma la dirección de la investigación, el fiscal:

1) Practicará, dentro de los plazos señalados por el artículo 208 y a los fines del Artículo 173, las medidas de investigación que considere indispensables y que le servirán de base a sus requerimientos, procediendo con arreglo a lo dispuesto por este Código y las facultades y deberes previstos en este Capítulo. A estos fines la policía deberá prestar la colaboración que le sea requerida por el fiscal dentro de los actos de su competencia. 


Deberá investigar no sólo las circunstancias que permitan comprobar la imputación, sino también las que sirvan para eximir de responsabilidad al imputado. Formulará sus requerimientos e instancias conforme a un criterio objetivo, aún en favor del imputado.


Constituirá falta grave ocultar maliciosamente prueba favorable a cualquiera de las partes, y en cualquier etapa del proceso que ello se verifique se remitirán los antecedentes al procurador general a sus efectos.


Podrá citar a testigos, requerir los informes que estime útiles y pertinentes, disponer las medidas que considere necesarias en el ejercicio de sus funciones, requerir la formación de cuerpos de escrituras, la remisión de prueba documental o informativa, y practicar o hacer practicar requisas, secuestros, las inspecciones de personas, lugares o cosas, con la debida orden judicial de allanamiento en caso de ser necesario.


Rige para la prueba testimonial lo dispuesto en los artículos 262, último párrafo y 390. Sin embargo, si el fiscal o la defensa lo solicitaren, la misma será rendida ante el juez. 

2) Requerirá a quien corresponda los actos que la ley atribuye a otro órgano judicial. 

3) Solicitará inmediatamente al juez competente la producción de aquellas medidas que por su naturaleza y características fueren definitivas e irreproducibles o afecten garantías constitucionales. En caso de suma urgencia, podrá recabar las mismas a cualquier juez con competencia instructoria. 

4) Requerirá al juez que recepte, cuando corresponda, la declaración indagatoria del imputado; a tal efecto, junto al pedido, elevará por escrito una relación clara y circunstanciada del hecho atribuido, con indicación, si fuere posible, del lugar, tiempo y modo de ejecución así como la calificación provisoria que estimare corresponda. 

5) Garantizará en todo momento al imputado el ejercicio del derecho de defensa según acuerda el artículo 68; podrá oír a quien se presentare espontáneamente ante la fiscalía, o receptar ‑siempre con la presencia de sus defensores‑ las declaraciones previstas en el artículo 300 II, salvo que se solicitare realizar la deposición ante el juez. 


Superado el período de reserva, el fiscal permitirá a la defensa, a su solicitud, examinar todos los elementos de convicción, de cargo y de descargo que se hubieren reunido, considerándose falta grave su ocultamiento.

6) Las partes podrán proponer al fiscal actos procesales o la obtención de pruebas en cualquier momento de la investigación, los que serán dispuestos, observando las reglas de este Capítulo, si los considera pertinentes y útiles. En caso de negativa, la defensa podrá ocurrir ante el juez interviniente quien, previa averiguación verbal de los hechos, resolverá inmediatamente.

7) Podrá ordenar el comparendo por la fuerza pública o arresto de los testigos o simples sospechados. Estas medidas durarán el tiempo indispensable para recibirle la declaración, nunca excederán de veinticuatro (24) horas y cesarán por orden del propio fiscal."

Artículo 374 IV.‑ Requerimientos‑ En particular, el fiscal requerirá al juez de la instrucción, bajo pena de nulidad:

1) La recepción de la declaración indagatoria según lo previsto en el inciso 4) del artículo 374 III.

2) La imposición de cauciones patrimoniales, medidas de coerción real o personal y restricciones preventivas. 

3) La autorización de órdenes de allanamiento o registro domiciliario, o la interceptación de correspondencias y comunicaciones. 

4) La producción de reconocimientos en rueda de personas, por fotografías, filmaciones o de voces. 

5) Toda medida relativa a la competencia, al trámite y resolución de las excepciones, el archivo de las actuaciones o de la instrucción, la suspensión de la persecución penal o al sobreseimiento del imputado.

6) La resolución sobre la constitución, admisión, citación u oposición de partes civiles. 

7) Las prórrogas de la investigación previstas en el artículo 208, incisos 2 y 3 y todo otro acto no comprendido en este Capítulo y que este Código sólo faculte a un juez."

"Artículo 374 V. ‑ Conclusión sobre la instrucción‑ Transcurridos diez (10) días de recibida la indagatoria, prorrogables por diez (10) días más en caso de investigaciones complejas, el fiscal se expedirá según lo siguiente:

a) Sobreseimiento‑ Solicitará al juez de la instrucción el sobreseimiento del imputado. Si el juez disintiera, será de aplicación lo dispuesto en el artículo 372.

b) Falta de mérito‑ Si no hubieren vencidos los plazos contemplados en el artículo 208 y el fiscal estimare que no cuenta con mérito para formular acusación, requerirá al juez el dictado de un auto que así lo declare, sin perjuicio de continuar la investigación. Esta resolución será inapelable para la defensa y no obstará a que, si correspondiere, el juez dicte el sobreseimiento en los supuestos del inciso 1) del artículo 356 o, posteriormente, el fiscal formule acusación o solicite el sobreseimiento. 

c) Acusación ‑ Si el fiscal estimare contar con elementos para obtener una sentencia condenatoria en el juicio, formulará la requisitoria de elevación a juicio, solicitando, en su caso, las cauciones juratorias o patrimoniales y las medidas de coerción personal o real que estimare correspondan."

"Artículo 374 VI – Requerimiento acusatorio – Notificación – Formulado requerimiento acusatorio, el juez de la instrucción notificará de sus conclusiones al defensor del imputado y pondrá las actuaciones a su disposición para su examen en secretaría, salvo que interviniere el defensor general. En el término de seis (6) días, la defensa podrá deducir excepciones no interpuestas con anterioridad, u oponerse instando el sobreseimiento o el cambio de calificación legal. 


Si no se dedujeren excepciones u oposición, la causa será elevada a juicio según lo dispuesto en el artículo 374."

"Artículo 374 VII – Excepciones – Oposición – Interpuestas excepciones, se procederá con arreglo a lo dispuesto en el Capítulo X del Título III de este Libro. 


Si se hubiere formulado oposición, el juez de la instrucción dictará dentro de los cinco (5) días auto de sobreseimiento o de elevación a juicio."

"Artículo 374 VIII – Auto de Elevación a Juicio – El juez rechazará la oposición y ordenará la elevación de la causa a juicio si concurriere el grado de convicción previsto en el artículo 325. También ordenará la remisión al plenario si aceptare el cambio de calificación propuesto por la defensa. La resolución deberá contener, bajo sanción de nulidad, los recaudos del artículo 326. La decisión será apelable con efecto suspensivo por el fiscal o el defensor que dedujo la oposición. 


El juez de la instrucción, si correspondiere y a solicitud del fiscal, despachará las cauciones y medidas de coerción personal o real si no se hubieren deducido excepciones u oposición o cuando estas sean rechazadas. La resolución será apelable sin efecto suspensivo y, en su caso, por trámite incidental, por el fiscal y el defensor.

"Artículo 374 IX – Retardo de justicia ‑ Vencido el plazo previsto en el primer párrafo del artículo 374 V, si el fiscal no se hubiere expedido, el imputado o su defensor podrán requerirlo ante el mismo. Si dentro de los tres (3) días el fiscal no hubiere formulado su requerimiento, podrán interponer queja por el retardo ante el juez de la instrucción, quien ordenará al denunciado que informe dentro del plazo que le señalará. Si la queja fuera procedente, el juez fijará un plazo prudencial para que se pronuncie."

Capítulo XIV

Instrucción abreviada

"Artículo 374 X – Transcurridos diez (10) días de recibida la indagatoria, el juez, de oficio o a solicitud de parte, si estimare cumplida la investigación, podrá correr traslado al fiscal por diez (10) días para que se expida según el artículo 374 XI.


Si el imputado estuviere privado de su libertad, este procedimiento será aplicable sólo a solicitud del imputado o su defensor.


Las resoluciones del juez sobre aplicación o rechazo del trámite abreviado son irrecurribles."

"Artículo 374 XI – Si el fiscal considerase cumplida la instrucción, se procederá de acuerdo al procedimiento contemplado en los artículos 374 V, 374 VI, 374 VII y 374 VIII."

"Artículo 374 XII – Proposición de diligencias – Cuando el fiscal estimare necesaria alguna diligencia probatoria la propondrá fundadamente al juez. En este caso:


Si el juez hiciere lugar al pedido, se seguirá según el procedimiento ordinario, salvo que el fiscal hubiere solicitado el trámite abreviado.


El tribunal podrá, por resolución fundada, denegar la solicitud, lo que será apelable por el fiscal; en este caso, los autos se elevarán sin otro recaudo a la sala, la cual resolverá sin más trámite. Consentida la denegatoria o cuando la cámara la confirmare, se correrá un nuevo traslado al fiscal por el plazo de cinco (5) días para que se expida de acuerdo al artículo 374 V.


Si la sala revocare la denegatoria de diligencias, el juez las cumplirá y proseguirá acorde al trámite común.


Sin embargo en cualquiera de estas hipótesis, si el imputado estuviere privado de libertad será aplicable el artículo 201 y el juez resolverá inmediatamente su situación procesal continuando según el procedimiento ordinario."

Libro Cuarto

Capítulo V

Proceso abreviado

"Artículo 548 II – Procedencia – Si el fiscal considerase agotada la investigación podrá solicitar, de común acuerdo con el defensor del imputado, que se proceda según este Capítulo. 


El acuerdo a que se refiere este Capítulo podrá celebrarse a partir de que el imputado hubiere prestado declaración indagatoria, aún antes del procesamiento, hasta que el defensor del acusado hubiere contestado el traslado contemplado en el artículo 378, salvo que se hubiere ejercido la opción por el juicio oral. 


Sin embargo, cuando mediare constitución de actor civil el acuerdo podrá presentarse hasta que se hubiere ordenado el traslado previsto en el artículo 376; si la solicitud de proceso abreviado se hubiere rechazado según el supuesto del artículo 548 V aquel traslado se dispondrá cuando se encontrare firme tal resolución."

"Artículo 548 III – Admisibilidad. Requisitos – Bajo sanción de inadmisibilidad, la solicitud del fiscal deberá cumplimentar lo siguiente:

a) Estar acompañada de la requisitoria de elevación a juicio si esta no se hubiere formulado antes, y de la conformidad del imputado, asistido por su defensor, sobre la existencia del hecho y la participación de aquél descriptas en la acusación, la calificación legal recaída y la pena.

b) Concretar expreso pedido de pena.

c) Si el acuerdo versare sobre hechos donde hubiere participado un funcionario público en ejercicio de sus funciones, o sobre la aplicación de una pena privativa de libertad superior a los seis (6) años, deberá contar además con la conformidad expresa del fiscal de cámara.

d) Cuando hubiere varios imputados en la causa, todos ellos deberán prestar su conformidad.

e) En los supuestos de conexión de causas, el imputado deberá admitir el requerimiento fiscal respecto de todos los delitos allí atribuidos, salvo que se haya dispuesto la separación de oficio o a pedido del fiscal.


A los fines de este artículo y en cualquier etapa del proceso, el fiscal podrá recibir en audiencia al imputado y su defensor, de lo que se dejará simple constancia. También podrá convocar a la víctima o a los damnificados para escucharlos, pero la oposición de estos no será vinculante."

"Artículo 548 IV – Rechazo y admisión del acuerdo. Plazo para la sentencia – Durante la instrucción, el juez podrá rechazar el acuerdo fundado en la necesidad de una mejor investigación de los hechos. En este caso elevará los antecedentes al fiscal de cámara, quien podrá ratificar el acuerdo o discrepar con el mismo. En la primera hipótesis, el juez deberá continuar con el trámite abreviado; en la segunda, se continuará con el procedimiento ordinario, la acusación se tendrá por no formulada y la conformidad prestada por el imputado y su defensor no podrá ser tomada en su contra.


Admitido el acuerdo el juez ordenará, si correspondiere, las medidas de coerción solicitadas por el fiscal y remitirá las actuaciones sin más trámite, en su caso, al juez de sentencia, quien convocará al fiscal, imputado y defensor a una audiencia donde se tomará conocimiento de visu del acusado, se le explicará clara y sencillamente el procedimiento escogido y sus consecuencias y se lo escuchará si este quiere hacer alguna manifestación,

requiriéndole nuevamente su expresa conformidad. Bajo sanción de nulidad, esta audiencia será pública, indelegable por el Juez y con la asistencia del defensor y el fiscal.


Si el juez admite la solicitud, llamará a autos para sentencia, que deberá dictarse en un plazo de diez (10) días."

"Artículo 548 V – Calificación legal. Discrepancia. Apelación- El juez podrá rechazar la solicitud si discrepare con la calificación legal admitida; se procederá según las reglas ordinarias del juicio, debiendo el mismo juez, en su caso, agotar los trámites pertinentes si hubiere mediado instancia de constitución de partes civiles. En tal supuesto, la conformidad prestada por el imputado y su defensor no será tomada en su contra, ni el pedido de pena formulado vincula al fiscal que actúe en el juicio. El rechazo del proceso abreviado será apelable en relación y con efecto suspensivo."

"Artículo 548 VI – Sentencia. La sentencia:

a) Deberá fundarse sucintamente en las pruebas recibidas durante la instrucción y en su caso en la admisión formulada por el acusado. 

b) No podrá imponer una pena superior o más grave que la pedida por el fiscal.

c) Si el juez entendiera que el hecho descripto en la acusación fuere atípico o resultare manifiesta la concurrencia de cualquier circunstancia atenuante o determinante de la exención de pena, absolverá o disminuirá la pena en los términos en que proceda.

d) Contra ella el fiscal, imputado o su defensor podrán interponer recurso de apelación.

e) Podrá comunicarse a la víctima o a los damnificados; y cuando expresamente lo soliciten, en audiencia personal."

"Artículo 548 VII – La acción civil en el proceso abreviado- La acción civil no será resuelta por este procedimiento abreviado, salvo que exista un acuerdo entre todas las partes en tal sentido, aunque se podrá deducir o continuar en sede civil. En el supuesto de no existir transacción sobre la pretensión del actor civil, adelantada en el acto de su constitución, las medidas cautelares que se hubieran dispuesto, subsistirán por un plazo de 15 días contados desde la notificación de la resolución que admite el proceso abreviado."

Artículo 5º – Sustitúyense los artículos 131, 134 y 142 de la Ley Nº 10160 -Orgánica del Poder Judicial – (TO por Decreto 46/98), los que quedarán redactados de la siguiente manera:

"Artículo 131 – Además de las funciones que le acuerdan otras leyes, le compete:

1) presidir el Ministerio Público y ejercer la facultad de superintendencia sobre sus integrantes;

2) velar para que los demás integrantes del Ministerio Público cumplan los deberes inherentes a su cargo;

3) dirigir a los demás integrantes del Ministerio Público instrucciones por escrito de carácter particular o general, que son obligatorias, y dictar pautas generales que establezcan para los fiscales de primera instancia, según las particularidades de cada circunscripción judicial, prioridades en materia de persecución penal;

4) intervenir en todos los asuntos de gobierno de la Corte Suprema;

5) asistir, cuando lo estime conveniente y sin voto, a los acuerdos sobre cuestiones de gobierno de la Corte Suprema;

6) intervenir en los recursos de inconstitucionalidad, en la revisión y en las causas contencioso administrativas;

7) dictaminar en los conflictos de atribuciones entablados entre funcionarios del Poder Ejecutivo y magistrados o funcionarios del Poder Judicial;

8) proponer la aplicación de sanciones disciplinarias contra magistrados y personal del Poder Judicial y disponerlas respecto de los integrantes del Ministerio Público;

9) pedir pronto despacho a los jueces o cámaras de apelación en cualquier clase de asunto, por sí o por intermedio de los demás miembros del Ministerio Público, cuando ha vencido el término que la ley procesal fija para dictar sentencia definitiva o interlocutoria;

10) deducir, en su caso, la demanda que corresponda contra el juez moroso, de oficio o por denuncia del interesado;

11) disponer la actuación conjunta o alternativa de dos o más fiscales de igual jerarquía en un mismo proceso, cuando la importancia o complejidad del asunto lo justifique;

12) requerir de los secretarios informe acerca del estado de las causas no penales promovidas a instancia del Ministerio Público, a fin de controlar la actividad de este;

13) establecer, sin perjuicio del orden de reemplazo previsto en esta ley, la forma y sistema de suplencia de los fiscales y defensores generales de las Cámaras de Apelación, en caso de vacancia, licencia, ausencia o impedimento temporario."

"Artículo 134 – Además de las funciones que les acuerdan otras leyes, les compete:

1) Cuidar la recta y pronta administración de justicia, denunciando las irregularidades y malas prácticas, peticionando ante quien corresponda la aplicación de sanciones disciplinarias contra magistrados, integrantes del Ministerio Público y demás funcionarios y empleados del Poder Judicial;

2) Proseguir la intervención que los fiscales hayan tenido en primera instancia. Pueden desistir las impugnaciones interpuestas expresando suficientes fundamentos;

3) Instar a los fiscales para que inicien y continúen las gestiones de su incumbencia;

4) Requerir en la alzada el activo despacho de los procesos penales, deduciendo los reclamos pertinentes;

5) Actuar en el juicio penal oral, pudiendo requerir la colaboración del fiscal que haya intervenido;

6) Velar por el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

7) Inspeccionar las fiscalías dos veces por año, como mínimo, a fin de establecer si los responsables han cumplido con los deberes a su cargo, elevando un informe al Procurador General dentro de los quince días de su realización;

8) proponer las medidas de superintendencia que estimen necesarias;

9) intervenir en todos los asuntos de gobierno de competencia de las cámaras de apelación;

10) asistir cuando lo estimen conveniente, y sin voto, a los acuerdos sobre cuestiones de gobierno de las cámaras de apelación;

11) cumplir las diligencias que les encomienden la Corte Suprema y el Procurador General;

12) establecer, sin perjuicio del orden de reemplazo previsto en esta Ley, la forma y sistema de suplencia de los fiscales en caso de vacancia, licencia, ausencia o impedimento transitorio

13) coordinar con los fiscales de primera instancia, según las pautas que fije el Procurador General, el orden de prioridades que deberán atender los mismos;

14) disponer la afectación conjunta o alternativa de dos o más fiscales, o de sus auxiliares a determinada causa cuando razones de complejidad de la investigación u otro motivo lo justifique".

"Artículo 142 – Además de las funciones que les acuerdan otras leyes, les compete:

1) promover la averiguación y enjuiciamiento en los delitos cometidos en su respectivo distrito judicial y que lleguen a su conocimiento por cualquier medio, pidiendo para ello las medidas que consideren necesarias, sea ante los jueces o ante cualquiera otra autoridad;

2) ejercer la acción penal salvo los casos de acción de ejercicio privado. Adecuar sus actos a un criterio objetivo y velar por el cumplimiento de las garantías que reconocen la Constitución Nacional y Provincial, los tratados con jerarquía constitucional y las leyes. Será calificada como falta grave la omisión negligente del ofrecimiento o, en su caso, la producción de la prueba de cargo estimada como eficaz;

3) entrevistar, cuando sea necesario, al preventor de la instrucción, a la víctima y a los damnificados por el hecho, así como a todas las personas que puedan aportar elementos para el ejercicio de la acción penal; 

4) recibir a quien comparezca espontáneamente a la fiscalía para aportar alguno de los elementos a que refiere el inciso anterior, reservando en la oficina el escrito presentado por el compareciente o el acta sucinta que se labre al efecto si el ofrecimiento fue verbal, correspondiendo a la discrecionalidad técnica del funcionario la estimación de la pertinencia del aporte;

5) vigilar el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal;

6) intervenir en las acciones de amparo y hábeas corpus;

7) intervenir en las cuestiones civiles en los casos que por ley corresponda;

8) requerir de los jueces penales el activo despacho de los procesos deduciendo los reclamos pertinentes;

9) proponer la aplicación de sanciones disciplinarias contra jueces, funcionarios y empleados del Poder Judicial;

10) denunciar ante la autoridad administrativa que corresponda las infracciones a las leyes impositivas que comprueben en expedientes judiciales;

11) evacuar las consultas que les formulen los jueces comunales;

12) cumplir las diligencias que les encomienden la Corte, el Procurador General y los fiscales de las cámaras de apelación;

13) dirigir la investigación penal cuando así proceda según el Código Procesal Penal, practicando y haciendo practicar los actos inherentes a ella y ajustando su proceder a las reglas establecidas en dicho cuerpo."

Artículo 6º – Las disposiciones de esta ley se aplicarán a partir de la fecha de entrar en vigencia y a todas las causas pendientes o por delitos anteriores, con excepción de los trámites o diligencias que hayan empezado a ejecutarse, los que se seguirán por las normas anteriores. En caso de duda, serán aplicables las normas que concedan más amplitud a la defensa y privilegien los objetivos de simplicidad y abreviación.

Artículo 7º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Sesiones, 7 de agosto de 2003.

Paulichenco – Betique

proyecto de ley original (Expte. Nº 11.136 – UCR)

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Sanciónase como Código Procesal Penal para la Provincia de Santa Fe, el texto elaborado por la Comisión Bicameral (Ley Nº 10.545) y redactado por la Comisión Técnica Redactora conformada por juristas especializados, con las adecuaciones, aclaraciones y/o reformulaciones efectuadas al 1º de mayo de 1999 que, como Anexo I, forma parte de la presente ley.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

fundamentos de los autores del proyecto
Señor Presidente:


Creemos oportuno tratar el Anteproyecto del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe, que fuera elaborado por la Comisión Bicameral conformada al efecto por Ley 10.545 y cuya redacción quedó a cargo de prestigiosos juristas penales de nuestra provincia. Lamentablemente, el proyecto original elaborado y redactado quedó sólo en meras intenciones, pues nunca fue tratado por la Legislatura de Santa Fe, sólo se procedió a ingresar como Informe de la Comisión Bicameral, pero formalmente no se ingresó como ley. Es más ese informe quedó archivado.


Se puntualiza que el proyecto original elaborado por la Comisión Bicameral (Ley 10.545) fue objeto de algunos “retoques” realizados por integrantes de la comisión redactora a pedido del Poder Ejecutivo Provincial. También esta iniciativa jamás se trató y quedó archivada.


Es, precisamente, esta última redacción la que se pone a consideración de esta Cámara, ya que el texto elaborado en un primer momento ha sido “sensiblemente” reformulado en pequeños aspectos o mejorado su redacción. No obstante, la idea original redactada y elaborada por la Comisión Bicameral mantiene todo su vigor y actualidad y resulta la base del texto propuesto.


Es necesario cambiar las cosas si queremos una justicia más rápida, eficaz y eficiente. La realidad indica la insatisfacción absoluta y total de los habitantes hacia la justicia tal como está en la actualidad. Estamos convencidos que con el cambio propuesto las cosas mejorarán.


Prácticamente todas las provincias de nuestro país (al menos las más significativas) han adecuado o reformado sus procedimientos penales acorde los avances de la materia. Santa Fe ha quedado relegada en este aspecto y no se puede seguir esperando. Los justiciables así lo requieren.


No entraremos en detalles técnicos, pues el anteproyecto contiene una “exposición de motivos” donde se brinda cabal e idónea fundamentación. Se ha decidido dejar la metodología tal como fue redactada y elaborada para que no pierda su real sentido, respetándose la redacción de los fundamentos y su ubicación, como de todo el articulado. Es, precisamente, en esa exposición de motivos, por sus sólidos y científicos argumentos, donde el intérprete o cualquier persona interesada podrá encontrar una adecuada respuesta a cualquier interrogante.


Por lo expuesto, solicitamos que esta Cámara apruebe como ley de la Provincia el Código Procesal Penal que como Anexo I –junto con su “exposición de motivos”-, forma parte de la presente ley.

ANEXO I

Proyecto de Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe

Exposición de motivos


La Provincia de Santa Fe tiene en la hora actual, el extraño privilegio de ser la única en nuestro país que conserva un sistema procesal penal digno de considerarse paradigmático como modelo inquisitivo. Es que nuestra provincia se ha mantenido al margen de todos los avances en la materia y por ello su juicio penal es el único que tramita por escrito. En efecto, luego de las reformas que se han venido produciendo tanto en el ámbito provincial desde 1939, cuando Córdoba encabeza el llamado movimiento de “códigos modernos”, con la introducción del juicio público y oral, el paso siguiente lo constituyó erradicar la figura del Juez de Instrucción para reemplazarlo por un Fiscal protagonista que con responsabilidad se encargara de conseguir todo el material que le sería necesario para fundar su acusación. Así lo hizo en su momento la reforma de la provincia de Tucumán, luego siguió sus pasos Córdoba (aunque su proyecto había servido de modelo a aquella) y finalmente la provincia de Buenos Aires.


El proyecto que hoy se pone a consideración del Poder Legislativo de Santa Fe, es el fruto de un arduo trabajo de más de un año, llevado a cabo a partir de 1992 y de un debate productivo que se realizó en casi todas las ciudades de nuestra provincia con todos los operadores que estuvieron interesados en opinar. Asimismo, fue en su momento puesto a la consideración de las cátedras de Derecho Procesal Penal más caracterizadas del país
, y lo que fue un anteproyecto, se convirtió luego en este producto que seguramente perfectible, hoy pretende ser un modelo moderno donde exista simpleza en el procedimiento, responsabilidad en los operadores y transparencia en las garantías. Se han aprovechado todas las críticas que se recibieron en aquella oportunidad en que conformada la Comisión Bicameral que crea la Ley 10.545, fueron sus redactores técnicos los Dres. Víctor R. Corvalán, (abogado penalista, profesor de derecho procesal penal en la Facultad de Derecho de la Universidad Nacional de Rosario y en la PUCA), Julio de Olazábal (Juez de la Cámara de Apelación en lo Penal de Santa Fe y profesor de Derecho Penal en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional del Litoral), Ramón T. Ríos (Juez de la Cámara de Apelación en lo Penal de Rosario y profesor de Derecho Procesal Penal en la PUCA), y Jorge Vázquez Rossi (abogado penalista y profesor de Derecho Procesal Penal en la Facultad de Derecho y Ciencias Sociales de la Universidad Nacional del Litoral). Cabe destacar que los redactores, dejaron muchas veces de lado sus opiniones personales, en aras de consensuar un producto coherente con los principios que lo sustentan y factible de llevar a la práctica en la reforma judicial que necesariamente deberá practicarse.


En momentos en que en la sociedad se debaten temas relacionados con la inseguridad ciudadana y rural, la impunidad y el colapso en que se encuentra sumido el sistema de enjuiciamiento penal, el proyecto aparece buscando el marco de las tendencias más modernas de la cultura jurídica mundial, donde se definen con claridad la plena vigencia operativa de las garantías básicas tanto de la víctima como de imputados. Se viene a cumplir no sólo con la Constitución Nacional originaria, sino con el advenimiento de los Pactos Internacionales que se introducen en 1994 a su texto. Así se dinamiza la investigación penal preparatoria, que se le confía exclusivamente al Ministerio Público Fiscal, para reservarle al Juez su auténtica función de tercero imparcial. Se incorpora a la víctima, o mejor dicho a quien alega tal condición, para que asuma una condición procesal digna y acorde con el conflicto que padeció. Se instituye por fin el juicio público y oral como instancia central, para el juzgamiento en instancia única, superando definitivamente los modelos inquisitivos que comprometían con la actividad probatoria a la función jurisdiccional.


El anteproyecto originario ha sido respetado en toda su estructura y actualizado solamente en dos temas. Se ha introducido en primer lugar, la novedad del juicio por Jurados, dando cumplimiento al mandato de la Constitución Nacional (Arts. 24, 75 inc. 12 y 118). El Jurado querido por la Constitución Nacional funcionará en Santa Fe a opción del imputado. Pero en un primer momento tendrán este derecho, solamente aquellos acusados de un delito cometido en ocasión de funciones públicas provinciales electivas. Así el mismo pueblo que lo votó para el cargo (desde presidente comunal hasta el propio gobernador, pasando por los concejales, diputados y senadores provinciales), será el encargado de autorizar su juzgamiento penal. El Jurado se constituirá como muestra representativa de la sociedad donde ha ocurrido el hecho, y su regulación quedará ordenada en una posterior reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial (10.160). El otro se relaciona con el tiempo de entrada en vigencia. Se ha preferido una vigencia progresiva para ir acomodando la nueva estructura que permitirá un eficaz funcionamiento del sistema. Así, irán incorporándose al nuevo régimen procedimental distintas zonas de la provincia delimitadas por las actuales circunscripciones judiciales y cada período de dos años. Se comienza por el norte de la provincia, luego se pasa al centro, luego al sur, para finalmente regir en la circunscripción número dos y por último en la Capital. De esta forma en el término de diez años, el código estaría rigiendo en toda la provincia, con la posibilidad de que los plazos se acorten por decisión del Poder Ejecutivo a quien la norma proyectada faculta para precipitar la vigencia.


Ha sido especial preocupación de quienes redactaron este proyecto, el respeto por los principios del sistema acusatorio, que en definitiva es el que pretende imponer nuestra Constitución Nacional y que nunca pudo lograrse por la preeminencia ideológica y cultural de la tradición autoritaria e inquisitorial, heredada primero de España (antiguo código nacional) y luego, el llamado modelo mixto copiado de Italia (código de Córdoba de 1939).


Así se pone fin a la confusión entre la función de investigar y juzgar, al definir que la primer tarea le corresponde exclusivamente al actor penal (sea el Fiscal o en su caso el querellante), y la segunda al Juez (actuando en forma unipersonal o colegiada). Hoy la jerarquización del Ministerio Público Fiscal, resulta indiscutible desde su nueva inserción como cuarta función en la Constitución Nacional de 1994, hasta el reconocimiento del papel que como representante de los intereses generales asume. En materia del ejercicio de la acción por parte del Ministerio Público Fiscal, el proyecto se prepara para en su momento atender a la modificación puntual de la legislación de fondo de competencia del Congreso de la Nación, mediante la introducción lisa y llana del principio de oportunidad en su ejercicio. Ello implicará manejar de un modo realista la persecución penal, atendiendo las causas en función de las posibilidades que se tienen en orden a la infraestructura con que se cuenta. Con un criterio transparente de prioridades se procederá a sincerar una práctica hoy vigente, para conseguir con eficacia la actuación óptima de los recursos humanos y materiales disponibles, en aquellas causas que por diversas razones de política criminal, aconsejen su prioritaria atención.


La estructura del Ministerio Público Fiscal seguirá conservando su jerarquía vertical, con su cabeza en el Procurador General ante la Corte Suprema, de quien dependerán los Fiscales Generales, los Fiscales de Distrito y los Fiscales Adjuntos. Estos dos últimos serán los encargados de la Investigación Penal Preparatoria, dentro del ámbito territorial que les corresponda.


La persona que alega su condición de víctima en el procedimiento penal, ha sido particularmente reivindicada por el proyecto, devolviéndole su expropiada participación, señalándose sus derechos, brindándole asistencia de toda índole mediante un Centro que específicamente corresponde crear a tales fines. Se ha mantenido la idea originaria de otorgarle a la víctima, la posibilidad de asumir la calidad de querellante adhesivo, en un juego donde ante discrepancias con el Fiscal de distrito, pueda acudir al superior en la búsqueda de que se atiendan sus inquietudes. La experiencia práctica ha motivado la supresión del actor civil tal como hoy se lo regula, para optar por una alternativa muy simple: si el imputado resultó condenado, aquella víctima que había actuado como querellante adhesivo, puede presentarse ante el mismo Tribunal que dictó la sentencia, para hacer su reclamación civil, la que será atendida en un procedimiento sencillo y rápido. Ello permitirá ampliar la sentencia con el contenido resarcitorio, siempre y cuando, sean los mismos hechos en que se basa la responsabilidad civil que aquellos debatidos en el juicio penal. A esta solución se llega luego de intensas discusiones, entre los partidarios de la supresión total de la figura del actor civil, y quienes entendían necesaria contemplarla aunque con limitaciones, para permitir el funcionamiento del artículo 29 del Código Penal.


Así como se otorgan amplios poderes al Fiscal, se ha procurado investir al imputado de la plena operatividad de las garantías constitucionales, fundamentalmente del derecho de defensa. Siguiendo la moderna tendencia en la materia, la declaración del imputado para ser válida como elemento incriminante, deberá contar ineludiblemente con la presencia del defensor, no como ocurre actualmente donde puede autorizarse que confiese sin haber recibido adecuado asesoramiento técnico. Con ello se persigue el objetivo de que la prueba de cargo en el Estado de Derecho, debe conseguirse al margen de la voluntad del imputado.


Uno de los temas más relevantes en el proyecto, lo constituye el atinente a las opciones entre supuestos de libertad durante el proceso y privación cautelar de la misma. La libertad se constituye en la regla y la prisión la excepción a regular, con diversas alternativas que intentan asegurar su presencia a la hora de la sentencia, sin necesidad de extremar su encierro para que en determinados casos se convierta en una pena anticipada.


La función de juzgamiento ha quedado definida de modo cabal, sin ambigüedades, al carecer por completo el Tribunal de facultades oficiosas para traer pruebas, lo que en el sistema acusatorio le corresponde exclusivamente a las partes. Así será un tercero imparcial e impartivo, quien en una audiencia sumaria, pero pública y oral, resolverá rápidamente las instancias de las partes durante la investigación preparatoria, o atenderá la producción probatoria y los alegatos en el juicio.


La colegiación del Tribunal aparece como una garantía, que en la primer etapa puede no estar si lo aceptan las partes, pero que será obligatoria en el juicio. Se elimina la llamada competencia correccional tal como hoy se conoce, al no encontrar justificación la diferencia de procedimiento por un determinado monto de pena, pero manteniendo la posibilidad de la especialización en función de la materia culposa.


Siguiendo la correcta jurisprudencia adoptada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación (casos Tarifeño, García y otros) si el Fiscal no mantiene la acusación en todo el debate, corresponde absolver al imputado, y además, el Tribunal no podrá nunca aplicar una pena mayor que la peticionada por el actor penal.


Siempre la Corte Suprema de Justicia seguirá siendo competente como órgano jurisdiccional máximo, para intervenir en los recursos de inconstitucionalidad provincial, pero se deberá crear la Cámara de Casación, como Tribunal indispensable en la metodología de la oralidad para el debate en única instancia pública.


La simplificación recursiva es un dato donde el proyecto innova notablemente, ya que se suprime definitivamente el recurso de apelación. En la inteligencia de que los recursos son siempre el “remedio” frente a resoluciones que agravian a las partes, se trata precisamente de realizar una medicina preventiva, valga la metáfora, evitando los males que justifican su regulación. Por ello las partes pueden solicitar al Juez de la Investigación Penal Preparatoria, que en principio actúa unipersonalmente, que se colegie en un Tribunal de tres miembros, para que intervengan inicialmente en el caso.


Finalmente el proyecto contempla los institutos de la suspensión del proceso a prueba, y el procedimiento abreviado. Este último con una amplitud de procedencia que queda convertido en un verdadero negocio jurídico entre el Fiscal y la defensa, con la participación del querellante adhesivo si lo hubiere. Así se abreviará todo el trámite procedimental en todos los casos donde las partes llegaren a un acuerdo respecto del hecho, su calificación jurídico penal, y la pena solicitada. Es que no tiene sentido un juicio ante la ausencia de contradicciones que hacen a su esencia.


Obviamente el proyecto que se presenta deberá ser integrado con una ley especial de implementación, la que deberá contemplar la existencia de una comisión encargada del seguimiento de la misma, que proyecte las modificaciones necesarias a introducir en la Ley Orgánica del Poder Judicial Nº 10.160, sobre todo con la innovación del jurado. Además esa comisión deberá proyectar durante el período de vacatio legis, la creación del Servicio Oficial de Defensa, el Centro de Asistencia a la Víctima y el Registro Único de Antecedentes Penales. Ello sin perjuicio de encarar de inmediato la reforma al sistema procedimental en materia de Faltas y Contravenciones para adecuarlo coherentemente con las ideas del presente proyecto.


Somos conscientes del cambio que implica implementar el proyecto que se les presenta, y sabemos la resistencia que muchos operadores ofrecerán por diversas razones. Consideramos que una adecuada racionalización y distribución de los recursos humanos y materiales existentes, sin mayores erogaciones y aprovechando lo actual, va ir permitiendo la entrada en vigencia del código, que progresivamente se proyecta circunscripción por circunscripción. Pero tenemos la seguridad que en el peor de los casos, nunca la nueva implementación del sistema que se proyecta, brindará un servicio inferior al que actualmente tenemos.


Santa Fe debe dejar por fin, de ser una isla procesal y definitivamente inscribir su justicia penal en el puesto de avanzada que le corresponde. Este proyecto es apenas una contribución a este avance, que necesariamente se tendrá que complementar con el aporte de todos.

Santa Fe, 1º de mayo de 1999.

Basaldella – Migno – Álvarez, J.

Código Procesal Penal

Libro I

Disposiciones Generales

Título I

Normas fundamentales

Artículo 1º – Juicio previo.- Nadie podrá ser penado o sometido a una medida de seguridad sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho del proceso y sustanciado conforme a las disposiciones de este Código.

Artículo 2º – Jueces naturales y Jurados.- Nadie podrá ser juzgado por otros jueces que los designados de acuerdo a la Constitución. En los casos en que sea procedente, la conformación del Jurado se regirá por las normas pertinentes de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Artículo 3º – Estado de inocencia.- Nadie podrá ser considerado culpable mientras una sentencia firme no lo declare tal.

Artículo 4º – Non bis in idem.- Nadie podrá ser acusado penalmente más de una vez por el mismo hecho.

Artículo 5º – In dubio pro reo.- En caso de duda sobre los hechos deberá estarse a lo que sea más favorable al imputado.

Artículo 6º – Inviolabilidad de la defensa.- La defensa en juicio deberá comprender para las partes, entre otros, los siguientes derechos: ser oídas, contar con asesoramiento y representación técnica, ofrecer prueba, controlar su producción, alegar sobre su mérito e impugnar resoluciones jurisdiccionales, en los casos y por los medios que este Código autoriza.

Artículo 7º – Derechos de la víctima.- Para quien alegara verosímilmente su calidad de víctima o damnificado o acreditara interés legítimo en la Investigación Penal Preparatoria, se le reconocerá el derecho a ser informado de la participación que puede asumir en el procedimiento, del estado del mismo, de la situación del imputado y de formular las instancias de acuerdo a las disposiciones de este Código.

Artículo 8º – Restricción a la libertad.- La libertad personal sólo podrá ser restringida en los límites absolutamente indispensables para evitar el entorpecimiento probatorio en la investigación y asegurar la actuación de la pretensión punitiva.

Artículo 9º – Interpretación restrictiva.- Será interpretada restrictivamente toda disposición legal que coarte la libertad personal, limite el ejercicio de un poder conferido a los sujetos del proceso o establezca invalidaciones procesales o exclusiones probatorias.

Artículo 10 – Negocio jurídico procesal.- Con autorización o a instancias del Tribunal, las partes podrán acordar el trámite que consideren más adecuado en cualquier etapa del procedimiento, privilegiando los objetivos de simplicidad y abreviación, salvaguardando la garantía del debido proceso y el juicio público oral.

Artículo 11 – Reglamentación.- El Poder Ejecutivo dictará las normas reglamentarias de las disposiciones de este Código sin alterar su alcance y espíritu, teniendo en cuenta los proyectos remitidos por la Corte Suprema de Justicia y los Colegios de Abogados de la Provincia. El Tribunal de Casación y el Ministerio Público Fiscal elevarán sus proyectos a la Corte Suprema de Justicia a sus efectos.

Artículo 12 – Arbitración de trámite.- En caso de silencio u oscuridad de este Código o de su reglamentación, se arbitrará la tramitación que deba observarse respetando las normas fundamentales del presente o aplicando supletoriamente el Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Santa Fe en cuanto fuera pertinente.

Título II

Acciones

Capítulo I

Acción Penal

Artículo 13 – Acción promovible de oficio.- La preparación y el ejercicio de la acción penal pública estará a cargo del Ministerio Público Fiscal, quien podrá actuar de oficio siempre que no dependiera de instancia privada.

Artículo 14 – Acción dependiente de instancia privada.- Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, no se podrá ejercitar si las personas autorizadas por la ley penal no formularan manifestación expresa ante autoridad competente, de su interés en la persecución.

Artículo 15 – Querellante adhesivo.- Quien pretendiera ser el ofendido penalmente por un delito de acción pública o sus herederos forzosos, la persona jurídica cuyo objeto fuera la protección del bien tutelado en la figura penal cuando se trate de delitos que afecten intereses colectivos o difusos, o en su defecto, cualquier habitante de la Provincia, podrá intervenir en el proceso como querellante adhesivo en la forma especial que este Código establece.

Artículo 16 – Acción de ejercicio privado.- La acción de ejercicio privado se ejercerá por medio de querella en la forma en que este Código establece.

Capítulo II

Obstáculos legales

Artículo 17 – Obstáculos legales.- Si el ejercicio de la acción penal dependiera de desafuero, juicio político o enjuiciamiento, se observarán las condiciones y los límites establecidos por la ley.

Artículo 18 – Desafuero.- Cuando hubiera mérito para formular acusación respecto de un legislador o miembro de una convención constituyente, el Fiscal se abstendrá de hacerlo y así lo declarará por requerimiento fundado, solicitando a la Cámara o cuerpo respectivo el desafuero correspondiente. En la investigación preparatoria que brinde sustento probatorio a la decisión, no se aplicarán las disposiciones que impliquen una sujeción al proceso, o el ejercicio del poder coercitivo respecto del afectado, pero podrán recibírsele a este las explicaciones y pruebas que quiera proporcionar. Removido que fuera el obstáculo constitucional, se formalizará la audiencia imputativa, cesando las restricciones al procedimiento común. Cuando el afectado fuera detenido, en los casos autorizados por la Constitución y la ley, el Juez pondrá inmediatamente el hecho en conocimiento de la Cámara o cuerpo al cual pertenezca, a fin de que resuelva sobre el privilegio y la cautela. Se pondrá también en su conocimiento la causa que existiera pendiente contra quien, estando acusado, hubiera sido elegido legislador o convencional, suspendiéndose el procedimiento a su respecto hasta que se produzca el desafuero.

Artículo 19 – Antejuicio.- Respecto de un funcionario sujeto a juicio político o comprendido en la ley de enjuiciamiento de magistrados por delito que constituya causal de destitución, se procederá conforme al artículo anterior en lo que fuera aplicable, librando el Fiscal las comunicaciones pertinentes al Tribunal de enjuiciamiento que corresponda. En caso que la ley autorizara la detención del afectado, se lo pondrá a disposición del Tribunal de enjuiciamiento que corresponda.

Artículo 20 – Imposibilidad de proceder.- Si el desafuero es negado o no se produce la destitución, el Fiscal declarará que no se puede proceder y dispondrá el archivo de las actuaciones.

Capítulo III

Cuestiones previas y prejudiciales

Artículo 21 – Cuestiones previas penales.- Cuando la solución de un proceso penal dependiera de otro proceso penal y no correspondiera la acumulación de ambos, el ejercicio de la acción se suspenderá en el primero, cumplida la etapa de Investigación Penal Preparatoria, hasta que en el segundo se dicte sentencia firme.

Artículo 22 – Cuestiones previas no penales.- Cuando la existencia del delito dependiera de cuestiones previas no penales, el ejercicio de la acción penal podrá suspenderse, hasta que el órgano correspondiente dicte resolución que haya quedado firme. La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 23 – Prejudicialidad.- Cuando la existencia del delito dependiera de cuestión prejudicial establecida por la ley, el ejercicio de la acción penal se suspenderá, hasta que en la jurisdicción respectiva recaiga sentencia firme con valor de cosa juzgada en sede penal. La suspensión no impedirá que se realicen los actos de la Investigación Penal Preparatoria.

Artículo 24 – Apreciación.- Cuando se dedujera una cuestión previa o prejudicial, el Tribunal la sustanciará y al resolver podrá apreciar, no obstante lo dispuesto en los artículos anteriores, si la cuestión invocada es seria, fundada y verosímil, y en caso de que apareciera opuesta con el exclusivo propósito de dilatar el proceso, autorizará la continuación del trámite.

Capítulo IV

Excepciones

Artículo 25 – Procedencia.- La defensa del imputado podrá plantear las siguientes excepciones de previo y especial pronunciamiento:

1) Falta de jurisdicción o incompetencia.

2) Falta de acción, porque no se pudo promover, o no fue legalmente promovida, o no pudiera ser proseguida, o estuviera extinguida la acción.

3) Cosa juzgada.

4) Pendencia de causa penal.

5) Archivo por investigación penal preparatoria antecedente.

6) Falta de personalidad en el querellante exclusivo, o de personería en su representante.


Si concurrieran dos o más excepciones, deberán interponerse conjuntamente.


La excepción de cosa juzgada podrá ser planteada en cualquier momento del juicio.

Artículo 26 – Trámite.- Durante la Investigación Penal Preparatoria y en las demás etapas del procedimiento, las excepciones se deducirán por escrito, ante el Tribunal competente, ofreciendo toda la prueba que le sirviera de fundamento. El Tribunal convocará a una audiencia oral y pública, donde luego de disponer la producción de las pruebas pertinentes, oirá a las partes y pronunciará su resolución, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución será recurrible en casación, cuando procediera.

Título III

El Tribunal

Capítulo I

Jurisdicción

Artículo 27 – Carácter y extensión.- La jurisdicción se extenderá al conocimiento de los hechos cometidos en el territorio de la provincia y afirmados como delictuosos por el actor penal, con excepción de aquellos de jurisdicción federal o militar.

Artículo 28 – Jurisdicciones especiales. Prioridad de juzgamiento.- Cuando se imputara a una misma persona uno o más delitos cuyo conocimiento correspondiera al fuero federal o militar y otro u otros de jurisdicción local, será juzgado primero en aquellas jurisdicciones especiales. Del mismo modo se procederá en casos de delitos conexos. Sin perjuicio de ello el proceso de jurisdicción local podrá sustanciarse simultáneamente con el otro, siempre que no se obstaculice el ejercicio de las respectivas jurisdicciones o la defensa del imputado.

Artículo 29 – Jurisdicciones comunes. Prioridad de juzgamiento.- Si a una persona se le imputara un delito de jurisdicción local y otro correspondiente a la jurisdicción nacional de la Capital Federal o de otra provincia, primero será juzgada en esta provincia si el delito aquí imputado fuera de mayor gravedad. Del mismo modo se procederá en caso de delitos conexos. Cuando los delitos fueran de la misma gravedad tendrá prioridad en el juzgamiento el Tribunal que previno.

Artículo 30 – Unificación de penas.- Cuando una persona hubiera sido condenada en diversas jurisdicciones y correspondiera unificar las penas, el Tribunal de Juicio solicitará o remitirá copia de las sentencias conforme lo dispuesto por el Código Penal.

Capítulo II

Competencia

Sección Primera

Competencia material

Artículo 31 – Tribunal de Casación.- El Tribunal de Casación conocerá, a través de uno de sus miembros, de sus salas o en Pleno:

1) Del recurso de casación.

2) De los conflictos de competencia entre Tribunales penales de la Provincia.

3) Del apartamiento de sus propios miembros.

4) De la prórroga del encarcelamiento preventivo que solicitara el Ministerio Público Fiscal.

5) De la queja por retardo de justicia de los Tribunales.

6) En todo otro caso que lo disponga la ley.


El Tribunal siempre actuará en Pleno cuando sus jueces quieran apartarse de lo resuelto en un fallo anterior del Tribunal, o en caso que lo pidiera alguno de sus miembros.

Artículo 32 – División del trabajo de los Jueces penales en razón de la materia.- Los Jueces penales distribuirán su labor integrando tribunales colegiados de juicio o tribunales unipersonales de la Investigación Penal Preparatoria. Tal división de funciones será dispuesta por la reglamentación respectiva. Cuando el número de jueces penales lo permita, la conformación de los tribunales colegiados de juicio, atenderá razones de especialización distinguiendo los hechos afirmados como delitos dolosos o culposos por el actor penal en su acusación.

Artículo 33 – Tribunales de Juicio y Jurados.- Los Tribunales de Juicio se colegiarán con tres jueces penales quienes juzgarán en única instancia todos los hechos afirmados como delitos dolosos o culposos por el actor penal.


En los casos en que proceda, los Jurados integrarán un colegio cuyo número y requisitos para ser convocados determinará la Ley Orgánica del Poder Judicial. Será su función autorizar al Tribunal de Juicio a dictar la sentencia condenatoria, emitiendo para ello un dictamen de culpabilidad contra el imputado, basado en los hechos que fueron objeto del debate.

Artículo 34 – Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria.- Los Jueces que unipersonalmente integren los tribunales de la Investigación Penal Preparatoria resolverán las instancias que formulen las partes y los incidentes que se produzcan durante esa etapa, sin perjuicio de las facultades oficiosas que este Código regula.


A pedido de parte, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria se colegiará en los casos que este Código autoriza, con otros Jueces que cumplan idéntica función.

Artículo 35 – Juez de Menores.- El Juez de Menores, sin perjuicio de las facultades que le competen por las leyes, resolverá lo atinente a las medidas tutelares y cautelares durante el procedimiento penal respecto de imputados que no hubieran cumplido dieciocho años. Asimismo decidirá la aplicación o no de la sanción, y en su caso el control de su ejecución, respecto de menores que no hubieran cumplido dieciocho años al tiempo de la comisión del hecho y que hubieran sido declarados responsables por el Tribunal de Juicio respectivo.

Artículo 36 – Juez de ejecución.- El Juez de ejecución penal tendrá a su cargo el control del cumplimiento de las penas y medidas de seguridad, así como la resolución de las instancias o incidentes que se formulen durante esta etapa, respecto de los condenados por sentencias firmes dictadas a personas mayores de dieciocho años al tiempo de la comisión del hecho, conforme las disposiciones de este Código.

Sección Segunda

Competencia territorial

Artículo 37 – Reglas generales.- Será competente el Tribunal del lugar donde se afirma, con suficiente fundamento, cometido o tentado el hecho con apariencia delictiva.

Artículo 38 – Competencia del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria.- Las medidas cautelares de pruebas a producir durante la Investigación Penal Preparatoria y que requieran intervención jurisdiccional, deberán solicitarse a los Tribunales con competencia territorial en el lugar donde deban practicarse.


Cuando proceda la formación de un Tribunal colegiado de la Investigación Penal Preparatoria en sedes donde el número de Jueces de esa competencia no permita la integración, intervendrá el Tribunal colegiado de la Investigación Penal Preparatoria de la sede más próxima, conforme lo disponga la reglamentación.

Artículo 39 – Declaración de la incompetencia.- El Tribunal que hiciera lugar a una excepción de incompetencia territorial, deberá remitir la causa al competente, poniendo a su disposición los imputados que estuvieran bajo prisión preventiva, sin perjuicio de despachar las medidas urgentes de investigación que le hubieran solicitado.

Artículo 40 – Efecto de la declaración de incompetencia.- La declaración de incompetencia territorial no producirá la invalidación de los actos de investigación cumplidos antes de pronunciarse aquella.

Artículo 41 – División del trabajo en función de la competencia territorial.- Los jueces penales ejercerán su función en los límites territoriales que establezca la reglamentación respectiva.

Sección Tercera

Competencia por conexidad y acumulación

Artículo 42 – Unificación del Tribunal de Juicio.- En caso de pluralidad de causas por hechos de competencia provincial que den lugar a acción de igual naturaleza, podrán tramitarse ante un mismo Tribunal de Juicio, a instancias del Ministerio Público Fiscal:

1) Cuando a una persona se le imputara más de un delito.

2) Cuando los delitos imputados se afirmaran cometidos simultáneamente por varias personas reunidas o en distintos lugares y tiempo, mediando acuerdo entre ellas.

3) Cuando un delito se afirmara cometido para perpetrar otro, facilitar su comisión o procurar para sí o para otra persona su provecho o impunidad.

Artículo 43 – Tribunal competente.- En los casos del artículo anterior, entenderá aquel Tribunal de Juicio competente según la regla general del artículo 37, donde el Ministerio Público Fiscal decidiera acumular sus pretensiones penales.

Artículo 44 – Acumulación de pretensiones.- El Ministerio Público Fiscal procederá a acumular sus pretensiones penales ante un mismo Tribunal de Juicio siempre que así se atienda a una mejor administración de justicia y no se afecte la inviolabilidad de la defensa en juicio.

Artículo 45 – Unificación de penas.- Si correspondiera unificar las penas el Tribunal de Juicio lo hará al dictar la última sentencia, si así lo autorizan las disposiciones del Código Penal.

Capítulo III

Relaciones Jurisdiccionales

Sección Primera

Cuestiones de Jurisdicción y Competencia

Artículo 46 – Tribunal competente.- Si dos Tribunales se declarasen simultánea y contradictoriamente competentes o incompetentes, el conflicto será resuelto por el Tribunal de Casación.

Artículo 47 – Promoción.- Sin perjuicio de la facultad del Tribunal de examinar de oficio su propia competencia, las partes podrán promover la cuestión por inhibitoria ante el Tribunal que consideren competente o por declinatoria ante el que estimen incompetente.


El que optara por uno de estos medios no podrá abandonarlo y recurrir al otro, ni emplearlos simultánea o sucesivamente.


Al plantear la cuestión, bajo invalidación de inadmisibilidad, deberá expresarse que no se ha utilizado el otro medio, y si resultara lo contrario, será condenado en costas, aunque aquélla se resuelva a su favor o sea abandonada.

Artículo 48 – Oportunidad.- Las cuestiones de competencia podrán ser promovidas en cualquier estado de la Investigación Penal Preparatoria. Dispuesta la apertura del juicio, deberán proponerse en oportunidad de plantearse excepciones previas.

Artículo 49 – Declinatoria.- La declinatoria se sustanciará como excepción de previo y especial pronunciamiento.

Artículo 50 – Inhibitoria.- Cuando se promueva la inhibitoria se observarán las siguientes reglas:

1) El Tribunal ante quien se proponga resolverá dentro del tercer día, previa vista al Fiscal por igual término.

2) Cuando se deniegue el requerimiento de inhibición, la resolución será recurrible en casación.

3) Cuando se resuelva librar oficio inhibitorio, con él se acompañarán las piezas necesarias para fundar la competencia.

4) El Tribunal requerido, cuando reciba el oficio inhibitorio, resolverá previa vista por tres días a las partes. Cuando haga lugar a la inhibitoria, su resolución será recurrible en Casación. Si la resolución declara su incompetencia, los autos serán remitidos oportunamente al Tribunal que la propuso, poniendo a su disposición al imputado y a los elementos de convicción que hubiere.

5) Si se negara la inhibición, el auto será comunicado al Tribunal que la hubiera propuesto, en la forma prevista en el inciso 4, y se le pedirá que conteste si reconoce la competencia o, en caso contrario, que remita los antecedentes al Tribunal competente para dirimir el conflicto.

6) Recibido el oficio expresado en el inciso anterior, el Tribunal que propuso la inhibitoria resolverá en el término de tres días y sin más trámite, si sostiene o no su competencia. En el primer caso, remitirá los antecedentes al Tribunal competente para resolver el conflicto y se lo comunicará al Tribunal requerido para que haga lo mismo con el expediente. En el segundo, se lo comunicará al competente remitiéndole todo lo actuado.

7) El conflicto será resuelto dentro de tres días, previa vista por igual término al Ministerio Público Fiscal, remitiéndose de inmediato la causa al Tribunal competente.

Artículo 51 – Efectos.- Las cuestiones de competencia no suspenderán la Investigación Fiscal Preparatoria, que será continuada:

1) Ante el Tribunal que primero conoció en la causa.

2) Si dos Tribunales hubieran tomado conocimiento de la causa en la misma fecha, por ante el requerido de inhibición.


Las cuestiones propuestas antes de la fijación de la audiencia para el debate suspenderán el proceso hasta la decisión del incidente, sin perjuicio de que el Tribunal haga lugar al anticipo de prueba previsto por este Código.

Artículo 52 – Validez de los actos.- Al resolver el conflicto el Tribunal determinará, si correspondiera, qué actos del declarado incompetente no conservan validez.

Artículo 53 – Cuestiones de jurisdicción.- Las cuestiones de jurisdicción con jueces nacionales, militares o de otras provincias se resolverán conforme a lo dispuesto anteriormente para las de competencia, con arreglo a la ley nacional o tratados interprovinciales que existieran.

Sección Segunda

Extradición

Artículo 54 – Requerimiento a tribunales del país.- Cuando un Tribunal pidiera a otro del país la extradición de un imputado o condenado por un delito, se procederá conforme a la ley respectiva.

Artículo 55 – Requerimiento a tribunales extranjeros.- Si el imputado o condenado se encontrara en territorio extranjero, la extradición se tramitará por vía diplomática con arreglo a los tratados, las leyes nacionales, al principio de reciprocidad o las costumbres internacionales, y las disposiciones de este Código.

Capítulo IV

Inhibición y recusación

Artículo 56 – Oportunidad y motivos de inhibición.- El Juez deberá inhibirse de conocer en la causa en cuanto advirtiera alguna circunstancia que, por su objetiva gravedad, afecte su imparcialidad, aunque hubiera tomado intervención antes.


Podrán invocarse entre otros, los siguientes motivos de separación:

1) Haber pronunciado en el mismo proceso o concurrido a pronunciar sentencia, o dictado prisión preventiva, o haber intervenido en él como acusador, defensor, mandatario, letrado, representante legal perito o asesor técnico, o hubiera sido denunciante del hecho objeto del proceso, o lo hubiera conocido como testigo.

2) Tener interés en el proceso, él, su cónyuge o sus parientes en cualquier grado de la línea recta y hasta el cuarto grado de la línea colateral.

3) Ser o haber sido cónyuge o pariente en los grados preindicados con alguno de los interesados, o ser o haber sido tutor o curador o haber estado bajo tutela o curatela de dichas personas.

4) Haber dado recomendación sobre el proceso o haber emitido opinión después de conocerlo.

5) Tener él o las personas indicadas en el inciso segundo, juicio pendiente iniciado con anterioridad con alguno de los interesados en el proceso o sociedad o comunidad con ellos, salvo los supuestos de sociedad anónima y las que por sus características no le impidan conocer el proceso con imparcialidad.

6) Antes de comenzar el proceso haber sido denunciante, querellante o acusador de alguno de los interesados o denunciado, querellado o acusado por ellos, salvo que circunstancias posteriores demostraran armonía entre ambos.

7) Haber sido sometido, como Magistrado y con anterioridad al proceso, a enjuiciamiento por denuncia formulada por alguno de los interesados.

8) Tener con el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado y el responsable civil, amistad íntima que se exteriorice por frecuencia de trato o enemistad grave y manifiesta con los mismos, salvo que proviniera de ataques u ofensas que se le hubiesen inferido después de comenzada su intervención.

9) Haber recibido él, su cónyuge, padres, hijos u otras personas que vivan a su cargo, beneficios de importancia de algunos de los interesados.

Artículo 57 – Interesados.- A los fines del artículo anterior, se considerarán interesados el representante del Ministerio Público Fiscal, el imputado, el querellante, el ofendido, el damnificado y el responsable civil, aunque estos dos últimos no se puedan constituir en parte, lo mismo que sus representantes, defensores y mandatarios.

Artículo 58 – Trámite de la inhibición.- Cuando el Juez que se inhiba fuera del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria, remitirá la causa, por decreto fundado, al que deba reemplazarlo; este proseguirá su curso inmediato, sin perjuicio de remitir los antecedentes pertinentes al Tribunal de Juicio si estimara que la inhibición no tiene fundamento. El Tribunal de Juicio, en su caso, averiguará verbalmente el hecho y resolverá la incidencia sin otro trámite.


Cuando el Juez que se inhiba forme parte de un Tribunal colegiado, pedirá se disponga su apartamiento y se dispondrá la integración del Tribunal, el que resolverá del mismo modo que en el supuesto anterior.

Artículo 59 – Recusación.- Las partes y sus representantes podrán recusar al Juez sólo cuando invoquen la existencia de alguno de los motivos enumerados en el artículo 56. Cuando alguno de estos motivos fuera invocado por el querellante adhesivo o su representante, el Ministerio Público Fiscal deberá recusar al Juez a su solicitud.


Sin embargo, el imputado o su defensor podrán recusar sin expresar la causa, por única vez, a uno de los Jueces del Tribunal de Juicio. Por esta modalidad no podrá ser recusado más de un Juez del Tribunal de Juicio y en caso de pluralidad de imputados, para que fuera admisible, se requerirá el previo acuerdo de todos ellos.

Artículo 60 – Oportunidad, forma y prueba de la recusación.- La recusación deberá oponerse, bajo condición de admisibilidad, por escrito, con indicación precisa de los motivos y en su caso de las pruebas ofrecidas, dentro del plazo de tres días de la primera intervención en el procedimiento, salvo que en este Código se establezca un plazo distinto. En caso de reemplazo del Juez o nueva integración del Tribunal, la recusación deberá ser propuesta dentro del mismo plazo a contar desde que se haya producido el reemplazo o notificada la nueva integración.


Sin embargo, la recusación que se fundamentara en una causal producida o conocida después, podrá deducirse dentro de los tres días a contar desde su producción o conocimiento.

Artículo 61 – Trámite de la recusación.- Si el Juez admitiera la recusación se observará lo dispuesto en el artículo 58.


Si no la admitiera formará incidente con el escrito de recusación y la providencia de rechazo, que remitirá al Tribunal que corresponda. Previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, el Tribunal competente resolverá el incidente dentro de las cuarenta y ocho horas, sin recurso alguno.

Artículo 62 – Recusación de Juez de Tribunal.- Para resolver la recusación admitida por un Juez que forma parte de un Tribunal colegiado, se observará lo dispuesto en la segunda parte del artículo 58. Si no la admitiera, integrado que fuera el Tribunal y previa audiencia en la que se recibirá la prueba e informarán las partes, en su caso, se resolverá la recusación dentro de las cuarenta y ocho horas sin recurso alguno.

Artículo 63 – Recusación no admitida durante la Investigación Penal Preparatoria.- Si la recusación se intentara durante la Investigación Penal Preparatoria y el Juez no la admitiera, continuará su intervención. Pero si se hiciera lugar a la recusación los actos por él ordenados durante el trámite del incidente, serán invalidados si el recusante lo pidiese dentro del plazo de veinticuatro horas a contar desde que las actuaciones llegaran al Tribunal que deba actuar.

Artículo 64 – Límites a la recusación e integración del Tribunal.- No podrán inhibirse ni ser recusados los jueces que integren el Tribunal para resolver la recusación.


Resuelta la separación de un miembro, el Tribunal seguirá interviniendo en el proceso, sin perjuicio de la procedencia de causales de inhibición y recusación que correspondieran.

Artículo 65 – Efectos.- Producida la separación, aunque posteriormente desaparezcan los motivos que la determinaron, la intervención de los nuevos magistrados será definitiva.

Artículo 66 – Separación de los Secretarios.- A pedido de parte o del propio funcionario, si mediara alguna de las causales previstas en este Capítulo, el Tribunal podrá separar al Secretario previa averiguación verbal del hecho, sin recurso alguno.

Artículo 67 – Costas y sanción.- Cuando la recusación fuera desestimada, además de la condena al pago de las costas del incidente, al recusante podrá aplicársele sanción de hasta quince días multa si aquélla fuera calificada de maliciosa, de la cual responderán solidariamente la parte y su letrado. Si el Ministerio Público Fiscal fuera el recusante a instancias del querellante adhesivo, este responderá exclusivamente de las costas y la eventual sanción.

Título IV

Sujetos del procedimiento

Capítulo I

La víctima

Artículo 68 – Derechos de la víctima.- Las autoridades intervinientes en un procedimiento penal garantizarán a quienes aparezcan como víctimas o damnificados, los siguientes derechos:

1) A recibir un trato digno y respetuoso.

2) A la documentación clara, precisa y exhaustiva de las lesiones o daños que se afirman sufridos por causa del hecho motivante de la investigación.

3) A obtener información sobre la marcha del procedimiento y el resultado de la investigación, debiendo notificársele la fecha, hora y lugar del juicio, así como la sentencia final cuando no concurriera a la audiencia del debate.

4) A minimizar las molestias que deban irrogársele con motivo del procedimiento.

5) A la salvaguarda de su intimidad en la medida compatible con el procedimiento regulado por este Código.

6) A la protección de su seguridad, la de sus familiares y la de los testigos que depongan a su favor, preservándolos de la intimidación y represalia, sobre todo si se trata de una investigación referida a actos de delincuencia organizada.

7) A requerir el inmediato reintegro de los efectos sustraídos y el cese del estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos de su pertenencia, cuando ello corresponda según las disposiciones de este Código.

8) A obtener la revisión de la desestimación de la denuncia o el archivo y a reclamar por demora o ineficiencia en la investigación, ante el superior inmediato del Fiscal de Distrito. Cuando la investigación se refiera a delitos que afectasen intereses colectivos o difusos, las personas jurídicas cuyo objeto fuera la protección del bien tutelado en la figura penal, o en su defecto, cualquier habitante de la provincia, tendrán la legitimación a la que se hace referencia en el presente inciso.

Artículo 69 – Asistencia genérica.- Desde los primeros momentos de su intervención, la policía y el Ministerio Público Fiscal suministrarán a quien alegue verosímilmente su calidad de víctima, la información que posibilite su derecho a ser asistida como tal por el Centro de Asistencia a la Víctima, aun sin asumir el carácter de querellante.

Artículo 70 – Asistencia técnica.- Para el ejercicio de los derechos que se le acuerdan a quien alega su condición de víctima, no será obligatorio el patrocinio letrado.


Si no contara con medios suficientes para contratar un abogado a fin de constituirse en querellante, el Centro de Asistencia a la Víctima se lo proveerá gratuitamente.

Artículo 71 – Consideración especial.- Todo lo atinente a la situación de la víctima o damnificado y en especial la reparación voluntaria del daño, el arrepentimiento activo de quien aparezca como autor, la solución o morigeración del conflicto originario o la conciliación entre sus protagonistas, será tenido en cuenta en oportunidad de:

1) Ejercer la acción el actor penal.

2) Seleccionar la coerción personal indispensable.

3) Individualizar la pena en la sentencia.

4) Modificar en su medida o en su forma de cumplimiento la pena en la etapa de ejecución.

Artículo 72 – Comunicación de acuerdos patrimoniales.- Todos los acuerdos dirigidos al más rápido resarcimiento del perjuicio invocado por la víctima o damnificado, deberán ser puestos en conocimiento del Fiscal y de los Tribunales intervinientes a los fines que correspondan.

Capítulo II

El Ministerio Público Fiscal

Artículo 73 – Función.- El Ministerio Público Fiscal promoverá y ejercerá la acción penal en la forma establecida por la ley, dirigiendo a la policía en función judicial y siendo responsable de la iniciativa probatoria tendiente a demostrar la verosimilitud de la imputación delictiva.


La inobservancia de este precepto será motivo de advertencia por el Tribunal, al Fiscal actuante, sin perjuicio de su comunicación al Fiscal General o en su caso, al Procurador General ante la Corte Suprema de Justicia a los fines que corresponda.

Artículo 74 – Forma de actuación.- En el ejercicio de su función, el Ministerio Público Fiscal adecuará sus actos a un criterio objetivo, velando por la correcta aplicación de la ley. Deberá formular los requerimientos e instancias conforme a este criterio, aun a favor del imputado.


Los representantes del Ministerio Público Fiscal formularán motivada y específicamente sus requerimientos y conclusiones de manera que se basten a sí mismos. Procederán oralmente en los debates y por escrito en los demás casos.

Artículo 75 – Procurador General.- Al Procurador General ante la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de las funciones acordadas por la ley, le compete:

1) Intervenir en todos los recursos que se interpongan por ante la Corte Suprema de Justicia.

2) Dirigir, coordinar y controlar la tarea de los integrantes del Ministerio Público Fiscal.

3) Dictar resoluciones y directivas para el mejor desempeño de la tarea de los miembros del Ministerio Público Fiscal.

4) Establecer el orden de prioridades que deberán atender los Fiscales de Distrito en los casos en que resulte imposible actuar simultáneamente en todas las causas que le correspondan.

5) Asignar los Fiscales que actuarán en las divisiones territoriales que se delimiten.

6) Proponer a la Corte Suprema de Justicia las normas reglamentarias del presente Código y especialmente las relativas al funcionamiento del Ministerio Público Fiscal, para su remisión al Poder Ejecutivo.

Artículo 76 – Fiscal General.- Los Fiscales Generales además de las funciones acordadas por la ley y la reglamentación, actuarán en los recursos que se interpongan ante el Tribunal de Casación en la forma prevista por este Código, podrán actuar en el juicio oral ante el Tribunal respectivo y controlarán la actuación de los Fiscales de Distrito.

Artículo 77 – Deberes y atribuciones del Fiscal de Distrito.- Los Fiscales de Distrito y sus Adjuntos, además de las funciones que les acuerda la ley y este Código, les corresponde:

1) Dirigir la Investigación Penal Preparatoria, practicando y haciendo practicar los actos inherentes a ella. Actuarán con la colaboración de la policía en función judicial. Para ello solicitarán cuando correspondiera, las medidas que consideren necesarias, ante los jueces o ante cualquier otra autoridad.

2) Entrevistar, cuando fuera necesario, a la persona que afirmara su condición de víctima o de damnificado por el hecho, así como a todas las personas que pudieran aportar elementos para el eficiente ejercicio de la acción penal.

3) Recibir a quien compareciera espontáneamente a la Fiscalía para aportar alguno de los elementos reseñados en el inciso anterior, reservando en la oficina el escrito presentado por el compareciente o el acta sucinta que se labrará al efecto si el ofrecimiento fuere verbal, correspondiendo a la discrecionalidad técnica del funcionario la estimación de la pertinencia del aporte.

4) Actuar en el juicio oral ante el Tribunal respectivo.

5) Velar para que el orden legal en materia de competencia sea estrictamente observado.

6) Vigilar el cumplimiento de las reglas de procedimiento, ejecución de sentencias penales y leyes que regulan la restricción de la libertad personal.

7) Contestar las vistas o traslados que se le corrieran.

8) Requerir de los jueces el activo despacho de los procedimientos penales en los que fueran parte, deduciendo los reclamos pertinentes.

Artículo 78 – Competencia del Fiscal de Distrito.- Los Fiscales de Distrito ejercerán su función en el ámbito territorial que la reglamentación les fije, sin perjuicio de actuar coordinadamente con los restantes integrantes del Ministerio Público Fiscal en todo el ámbito de la provincia de Santa Fe.

Artículo 79 – Fiscales Adjuntos.- Cuando razones de trabajo así lo aconsejaran, la superioridad del Ministerio Público Fiscal podrá asignar Fiscales Adjuntos con idénticas atribuciones, para colaborar con el Fiscal de Distrito.

Artículo 80 – Apartamiento.- Los funcionarios del Ministerio Público Fiscal podrán solicitar a su superior jerárquico su apartamiento de la causa por los motivos establecidos respecto de los jueces en el artículo 56, con excepción de los incisos 4º) y 6º).


Cuando el apartamiento no fuera solicitado por el propio funcionario del Ministerio Público Fiscal, la defensa y el querellante adhesivo en su caso, podrán ocurrir con tal objetivo ante el superior jerárquico.


El apartamiento será resuelto informalmente por el superior jerárquico previa averiguación de los hechos que lo fundan y de dar suficiente oportunidad a los interesados para que se expidan. El criterio para separar al funcionario, se fundará en razones que hagan a la eficiencia de la función. Producido el requerimiento se podrá reemplazar inmediatamente al funcionario hasta la decisión. La resolución no dará lugar a recurso alguno y sólo podrá renovarse el requerimiento si nuevas circunstancias apoyan el mismo motivo u otro diferente.

Capítulo III

El querellante

Artículo 81 – Querellante adhesivo.- Las personas mencionadas en el artículo 15 podrán instar su participación en el procedimiento adhiriendo al ejercicio de la acción penal del Ministerio Público Fiscal, con las limitaciones que este Código establece.

Artículo 82 – Requisitos de la instancia.- La instancia deberá formularse personalmente o por representante con poder especial y en su caso con patrocinio letrado. El escrito deberá contener:

1) Nombre, apellido, domicilio real y legal del particular.

2) Una relación sucinta del hecho en que afirma se funda su pretensión.

3) Nombre y apellido del o de los imputados si los conociera.

4) La petición de ser tenido como querellante adhesivo y la firma.

Artículo 83 – Oportunidad y trámite.- La instancia podrá deducirse a partir de iniciada la Investigación Penal Preparatoria y hasta que se formule la acusación. La petición será presentada ante el Fiscal de Distrito interviniente. Si este rechazara la instancia, podrá ocurrirse por escrito ante el superior del Ministerio Público Fiscal en queja, quien resolverá sin recurso alguno.

Artículo 84 – Facultades y deberes.- El querellante adhesivo no será parte en el procedimiento penal pero podrá colaborar con el Ministerio Público Fiscal en la Investigación Penal Preparatoria y en su caso en el juicio, para acreditar el hecho afirmado como delictuoso, la responsabilidad penal del imputado y la extensión del daño causado, en la forma que dispone este Código. En las audiencias podrá proponerle reservadamente al Fiscal las preguntas a formular.


Elevará al Fiscal de Distrito dentro del plazo que este le acuerde, un proyecto de acusación con las formalidades exigidas en este Código, o en su defecto, la manifestación expresa de que desiste de su intervención como querellante adhesivo. A tales fines recibirá a su solicitud, información sobre la tarea cumplida durante la Investigación Penal Preparatoria.


La intervención como querellante adhesivo no lo exime del deber de declarar como testigo.

Artículo 85 – Desistimiento.- El querellante adhesivo podrá desistir renunciando a su intervención en cualquier estado del procedimiento, haciéndolo saber por escrito al Fiscal interviniente.


Se considerará que ha desistido tácitamente de su intervención cuando regularmente citado, no acompañara en término su proyecto de acusación ante el Fiscal de Distrito o no compareciera sin justa causa a la primera audiencia del debate.


En caso de divergencia respecto del desistimiento tácito a que se alude precedentemente, resolverá el Fiscal General sin recurso alguno.

Artículo 86 – Eventual reparación del perjuicio.- Mediando sentencia penal condenatoria, quien hubiera actuado como querellante adhesivo podrá formular su demanda para reclamar la indemnización del daño causado o la restitución de la cosa obtenida por el delito, en la forma y condiciones establecidas en este Código.

Artículo 87 – Querellante exclusivo.- Será considerado querellante exclusivo, la parte actora cuando, conforme a la ley penal, la persecución fuese privada y su actuación se regirá según las disposiciones pertinentes de este Código.

Capítulo IV

El Imputado

Sección Primera

Generalidades

Artículo 88 – Calidad de imputado.- Los derechos que este Código acuerda al imputado, podrá hacerlos valer la persona que fuera detenida o indicada como autor o partícipe de un hecho delictuoso, en cualquier acto inicial del procedimiento dirigido en su contra y en función de la etapa en que se encuentre hasta la terminación del proceso.


Si estuviera privado de su libertad podrá formular sus instancias ante el funcionario encargado de la custodia, quien la comunicará inmediatamente al Tribunal interviniente.

Artículo 89 – Derechos del imputado.- Los derechos que este Código le acuerda, serán comunicados al imputado apenas nace su condición.


En la oportunidad que este Código establece, el imputado deberá conocer:

1) La existencia de una causa seguida en su contra con los datos necesarios para individualizarla.

2) El o los hechos que se le atribuyen y la calificación legal que provisionalmente corresponda.

3) Los derechos referidos a su defensa técnica.

4) Que podrá solicitar audiencia a fin de prestar declaración cuando lo estime conveniente, presumiéndose mientras tanto que ejerce el derecho de abstenerse a declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

5) Que podrá ser juzgado por Jurados, siempre que se lo acuse por hechos que den lugar a delitos de acción de ejercicio público, cometidos en ocasión de funciones públicas provinciales, a las que hubiera accedido mediante elección popular.

Artículo 90 – Identificación.- La identificación del imputado se practicará por sus datos personales, impresiones digitales y señas particulares, los que deberá brindar. Si se negara a suministrar esos datos o los diera falsamente, se procederá a la identificación por testigos en la forma prescripta para los reconocimientos o por otros medios que se estimaran convenientes. La individualización dactiloscópica, fotográfica o por cualquier otro medio que no afectara la dignidad ni la salud del identificado se practicará, aun contra su voluntad, mediante la oficina técnica respectiva.

Artículo 91 – Identidad física.- Cuando fuera cierta la identidad física de la persona imputada, las dudas sobre los datos suministrados u obtenidos, no alterarán el curso del procedimiento, sin perjuicio de que se rectifiquen en cualquier estado del mismo o durante la ejecución de la sentencia.

Artículo 92 – Domicilio.- El imputado deberá denunciar su domicilio real y fijar domicilio dentro del radio del Tribunal. Con posterioridad, mantendrá actualizados esos domicilios comunicando al Ministerio Público Fiscal y al Tribunal, según el caso, las variaciones que sufrieren. La falsedad de su domicilio real será considerada como indicio de fuga.


Serán válidas las notificaciones dirigidas al domicilio especial. Si no lo constituyere dentro del radio del Tribunal, se tendrá por tal el del defensor.

Artículo 93 – Certificación de antecedentes.- Previamente a la audiencia del debate, el Secretario del Tribunal del Juicio extractará en un solo certificado los antecedentes penales del imputado. Si no registrara condena, certificará esa circunstancia. Los informes necesarios para la certificación de antecedentes serán requeridos en la forma, contenido y modalidad que indique la reglamentación respectiva.

Artículo 94 – Incapacidad.- La afección mental del imputado que excluya su capacidad de entender los actos del procedimiento o de obrar conforme a ese conocimiento y voluntad, provocará la suspensión de su persecución penal hasta que desaparezca esa incapacidad.


Sin perjuicio de la aplicación de las reglas que rigen el juicio para la imposición exclusiva de una medida de seguridad, la comprobación de esta incapacidad impedirá el procedimiento intermedio, el juicio y toda labor crítica del comportamiento que se le atribuye que no autorice expresamente la ley, pero no inhibirá la averiguación del hecho, su antijuridicidad y autoría o que se continúe el procedimiento con respecto a otros coimputados.


La incapacidad será declarada por el Tribunal competente, a pedido de parte y previo dictamen pericial.


Sospechada la incapacidad, el Ministerio Público Fiscal o el Tribunal competente ordenará la peritación correspondiente. Sin perjuicio de su propia intervención, las facultades del imputado podrán ser ejercidas por su curador o el designado de oficio, si no lo tuviere, y, si carece de defensor o hubiere sido autorizado a defenderse por sí mismo, se designará inmediatamente un defensor de oficio.


Los actos que el incapaz hubiera realizado como tal, carecerán de valor.

Artículo 95 – Internación.- Cuando para la preparación del informe sobre el estado psíquico del imputado fuera necesario que él sea internado en un hospital psiquiátrico, la medida sólo podrá ser ordenada por el Juez de la Investigación Penal Preparatoria o por el Tribunal competente según el caso.


La internación será ordenada por resolución fundada, sólo cuando existiera la probabilidad de que el imputado haya cometido el hecho y no fuera desproporcionada respecto de la importancia del procedimiento y de la pena o medida de seguridad que razonablemente pudiera corresponder. La internación no podrá sobrepasar, en su conjunto, un mes de duración, lo que se hará saber en cada caso a la autoridad del establecimiento de internación.

Artículo 96 – Examen médico inmediato.- Si el imputado fuera aprehendido con breve intervalo de cometido el hecho, se procederá a su inmediato examen psicológico, médico o bioquímico para apreciar su estado psíquico o si sufre intoxicación por ingestión alcohólica o uso de sustancias toxicomanígenas o alucinógenas, salvo que el delito de que se trate no justifique dicho examen. Regirán al respecto los límites establecidos por el artículo 142.

Artículo 97 – Examen psicológico y/o psiquiátrico.- Si al imputado se le atribuyera la comisión de delito que estuviera reprimido con pena no menor de diez años en su máximo de prisión o reclusión, el Fiscal de distrito requerirá siempre el examen psicológico y/o psiquiátrico del mismo que deberán practicar psicólogos y/o médicos oficiales.

Sección Segunda

Defensores

Artículo 98 – Defensa del imputado.- El imputado tendrá derecho a elegir como defensor de confianza a un abogado de la matrícula, o siendo abogado, a defenderse personalmente. En caso de no ejercer tales derechos, el Servicio Oficial de Defensa le designará un defensor de acuerdo a la reglamentación respectiva.


Si el imputado se encontrara sufriendo una afección mental que excluyera su capacidad de entender o de querer los actos del procedimiento, el defensor será designado por su curador.


En ningún caso el estado de incomunicación constituirá obstáculo alguno.

Artículo 99 – Propuesta de terceros.- Cuando el imputado estuviera incomunicado, cualquier persona que tenga con él relación de parentesco o amistad podrá proponer un defensor, lo que se le hará saber a aquél de inmediato.


La relación con el imputado no necesitará ser probada, bastando la manifestación bajo juramento del peticionario.

Artículo 100 – Pluralidad de defensores.- Si el imputado tuviera más de un defensor, la notificación hecha a cualquiera de ellos valdrá para todos y la sustitución de uno por otro no alterará trámites ni plazos.

Artículo 101 – Libertad de la defensa.- La defensa es completamente libre sin más restricciones que las impuestas por la ética, por el respeto debido a los jueces y la observancia de las normas constitucionales y los trámites legales.

Artículo 102 – Separación de defensor.- El Tribunal, de oficio o a pedido del Ministerio Público Fiscal, procederá a separar al defensor de confianza que abandonara el cargo dejando al imputado sin defensa, incurriera en notorias omisiones o negligencia, provocara deliberadamente demoras en la sustanciación de la causa, o actuara en la defensa común incompatible de varios imputados.


En tales casos será de aplicación lo dispuesto por el artículo 98 de este Código.

Artículo 103 – Obligación del defensor renunciante.- El defensor, en caso de renuncia al cargo, estará obligado a continuar en su desempeño hasta que el imputado proponga otro o le haya sido designado de oficio. Los plazos no se suspenderán en ningún caso.

Artículo 104 – Designación de oficio.- Si el imputado no nombrara defensor de confianza en el acto de prestar declaración, asumirá su defensa el profesional que le asignará el Servicio Oficial de Defensa y se le hará saber el nombre de este.


Para el caso de acumulación de causas, cuando así procediera, el Servicio Oficial de Defensa a solicitud del Tribunal designará al o los profesionales que asumirán o continuarán con la defensa.


Cuando el imputado sufriera una afección mental y no tuviera curador, el Tribunal requerirá al Servicio Oficial de Defensa que le asigne un profesional a fin de que de inmediato inicie el trámite pertinente en sede civil para la designación de curador, sin perjuicio de asumir provisoriamente su defensa.

Artículo 105 – Deberes de los defensores del Servicio Oficial de Defensa.- Los defensores del Servicio Oficial de Defensa concurrirán a los institutos de detención y penitenciarios en los que se alojen sus defendidos para informarles sobre el estado de sus causas.


En cada caso y antes de la defensa en el plenario tomarán conocimiento personal y directo de sus defendidos. Cuando estos se hallaran en libertad, las entrevistas se realizarán en sus oficinas particulares.

Artículo 106 – Sustitución del defensor del Servicio Oficial de Defensa.- Mediando causal de separación de las previstas en el artículo 102 o cualquier otra que pueda perjudicar la eficacia de la defensa, el Tribunal, de oficio o a pedido del Fiscal o del propio defensor asignado por el Servicio Oficial de Defensa, podrá disponer que este sea sustituido por quien corresponda según la reglamentación respectiva.

Artículo 107 – Investidura.- Quien hubiera sido designado como defensor del imputado será tenido como tal desde el momento en que aceptara el cargo o realizara actos de defensa, pudiendo previamente examinar las actuaciones, salvo que se encontraran bajo reserva.

Sección Tercera

Rebeldía

Artículo 108 – Procedencia y declaración.- Será declarado rebelde el imputado que, sin grave impedimento, no compareciera a la citación o se fugara del establecimiento o lugar donde estuviera detenido, o no obedeciera a una orden de detención, o se ausentara de la residencia fijada, sin licencia del Ministerio Público Fiscal o del Tribunal.


La declaración de rebeldía será emitida por el Tribunal competente, a pedido de parte, previa constatación de la incomparecencia, fuga o ausencia, expidiendo orden de detención si antes no se hubiera dictado. La orden se hará conocer también a las autoridades encargadas del control para salir del país, con mandato expreso de que lo impidan y se inscribirá en el Registro Único de Antecedentes Penales quien informará al Registro Nacional de Reincidencia, con todos los recaudos de una solicitud de extradición interna, que valdrá a ese efecto cuando el imputado fuera aprehendido en otro lugar del país.

Artículo 109 – Efectos de la rebeldía.- La declaración de rebeldía no suspenderá la Investigación Penal Preparatoria, pero el procedimiento se paralizará respecto al rebelde, reservándose las actuaciones y otros efectos, instrumentos o piezas de convicción, que fuera indispensable conservar, no pudiendo formularse la requisitoria de apertura del juicio.


Si la rebeldía se declarara luego de la apertura del juicio habiendo comparecido el imputado a la primera audiencia, no impedirá su total sustanciación y el dictado de la sentencia. En tal caso el imputado rebelde será representado por su defensor o se le designará otro de oficio y se lo considerará presente para todos los efectos de este Código.


La declaración de rebeldía del imputado lo obligará al pago de las costas provocadas por su contumacia, originando la reanudación o el nuevo examen de la coerción personal que corresponda.

Libro II

Actividad Procesal

Título I

Los actos procedimentales

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 110 – Idioma. Designación de intérprete.- En todos los actos del procedimiento, para que no sean invalidados, se utilizará el idioma nacional. Cuando este no fuera conocido por la persona a quien deba brindársele información o recibírsele declaración, se le designará de oficio un intérprete, sin perjuicio de aceptarse la participación de aquél que la misma proponga.

Artículo 111 – Documentos en idioma extranjero.- Cuando se presentaran documentos en idioma extranjero, deberá acompañarse su traducción realizada por traductor público matriculado o, en su defecto, persona designada por el Tribunal.

Artículo 112 – Día y hora de cumplimiento.- Los actos procedimentales deberán cumplirse en días y horas hábiles, salvo los de la Investigación Penal Preparatoria. Sin embargo para el debate el Tribunal podrá habilitar los días y horas que estimara necesarios. Se consideran días y horas hábiles los señalados por el Código Procesal Civil y Comercial de Santa Fe.

Artículo 113 – Juramento o promesa de decir verdad.- Cuando se requiera la prestación de juramento o promesa de decir verdad, se le recibirá, para que no sea invalidado, por las creencias religiosas del que jure, o por su honor en caso de no profesarlas, después de instruirlo de las penas que la ley impone a la falsedad. El declarante jurará o prometerá decir verdad de todo cuanto supiera y le fuera preguntado, mediante la fórmula: "lo juro" o "lo prometo".

Artículo 114 – Manifestaciones y su documentación.- Las manifestaciones personales se recibirán en la forma y modalidad que asegure la cabal intelección de su contenido y la publicidad del juicio. Sólo se documentarán en la medida exigida por la ley, por la reglamentación y atendiendo a la eficacia de su destino probatorio. El contenido de lo documentado deberá garantizar la fidelidad del acto, dejándose constancia de los datos necesarios para su individualización y para la salvaguarda de la defensa en juicio.


Cuando una persona produzca declaraciones en cualquier acto del procedimiento, quien la reciba deberá preservar la dignidad del declarante así como la eficacia de la comunicación que se entable.

Artículo 115 – Deber de lealtad.- Es deber de las partes, del querellante adhesivo y de sus representantes comportarse en el curso del procedimiento penal de acuerdo a los principios de lealtad, probidad y buena fe, evitando incurrir en actitudes sorpresivas para su contradictor o en conductas que impliquen un abuso del derecho procesal.


Superado el período de reserva, los integrantes del Ministerio Público Fiscal deberán permitir a la defensa, a su solicitud, todos los elementos de convicción, de cargo y de descargo que se hubieran reunido o conocido a lo largo de todo el procedimiento penal, considerándose falta grave su ocultamiento.

Artículo 116 – Explicaciones, advertencias y facultad de testar.- Sin perjuicio de las facultades disciplinarias y de la remisión en su caso de los antecedentes a los Colegios de Abogados o al Procurador de la Corte Suprema de Justicia, quien presida el Tribunal podrá suspender brevemente la audiencia para requerir la presencia de las partes o de sus profesionales al despacho privado a fin de solicitarles explicaciones por la conducta asumida. Luego de oírlas, podrá formularle advertencia para evitar nuevos incidentes y asegurar el normal desarrollo del debate.


Del mismo modo, cuando se proceda por escrito, el Tribunal de oficio o a pedido de parte, podrá mandar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos, e incluso devolver el escrito cuando fuera manifiestamente impertinente, dejándose constancia.

Artículo 117 – Expedición de copias e informes.- Se autorizará la expedición de copia o informe de las actuaciones cumplidas, cuando fueran solicitados por quien acredite interés legítimo en obtenerlos y siempre que no se perjudique la eficacia de la Investigación Penal Preparatoria.

Capítulo II

Actos y resoluciones judiciales

Artículo 118 – Poder coercitivo.- En el ejercicio de sus funciones, el Tribunal y el Ministerio Público Fiscal, podrán disponer la intervención de la fuerza pública y todas las medidas necesarias para el seguro y regular cumplimiento de los actos que ordenen.

Artículo 119 – Actos fuera del asiento.- El Tribunal podrá constituirse fuera de su asiento, en cualquier lugar de la provincia, cuando estimara indispensable conocer directamente elementos probatorios decisivos. En tal caso, si correspondiera, avisará al Tribunal de la respectiva competencia territorial. Asimismo, podrá ordenar la realización de la audiencia del debate fuera de su asiento pero dentro del ámbito de su competencia territorial, cuando así lo aconsejara una mayor eficacia en la producción probatoria y en la publicidad del juicio.

Artículo 120 – Resoluciones.- Las decisiones del Tribunal serán dadas por sentencia, auto, decreto o providencia y procederá cada una de ellas cuando este Código así lo determine.


Los Jurados emitirán un veredicto expresando si consideran al imputado “culpable” o “no culpable” del hecho por el que se lo juzga.

Artículo 121 – Plazos.- Los Tribunales dictarán los decretos dentro de las cuarenta y ocho horas en que el expediente sea puesto a despacho, los autos dentro de los cinco días, salvo que se disponga otro plazo menor, las sentencias dentro de los plazos especialmente establecidos.


El Ministerio Público Fiscal proveerá dentro del plazo de cuarenta y ocho horas las instancias que le formulen los habilitados para deducirlas.

Artículo 122 – Fundamentación.- Las sentencias y los autos, así como las resoluciones del Ministerio Público Fiscal, deberán ser motivados para no ser invalidados.


Los decretos y providencias se motivarán cuando la ley expresamente lo imponga para su validez.


Los veredictos del Jurado, en los casos en que proceda, no necesitarán ser fundados.

Artículo 123 – Copia auténtica.- Cuando por cualquier causa se destruyera, perdiera o sustrajera el original de una sentencia o de la documentación de otros actos procesales, la copia auténtica tendrá el valor de aquélla.

Artículo 124 – Publicidad.- Las audiencias serán públicas a menos que el Tribunal, atendiendo a las circunstancias del caso, dispusiera lo contrario mediante resolución fundada.


Las sentencias y los autos podrán ser dados a publicidad, salvo que la naturaleza del proceso o razones de decoro aconsejaran su reserva. Si afectaran la intimidad, tranquilidad o seguridad de la víctima o de terceros, sus nombres serán eliminados de las copias para la publicidad.

Artículo 125 – Documentación.- El Tribunal, de oficio o a pedido de parte, podrá ordenar que la actividad procesal cumplida en la audiencia oral, sea documentada por medio de taquígrafos o cualquier otro medio de registración técnico.

Capítulo III

Comunicaciones

Artículo 126 – Regla.- Cuando un acto procesal se deba ejecutar por intermedio de otra autoridad se podrá encomendar su cumplimiento por oficio.

Artículo 127 – Comunicación directa.- Los órganos judiciales podrán dirigirse directamente a cualquier autoridad de la Provincia, la que prestará su cooperación y expedirá los informes que le soliciten, sin demora alguna y dentro del plazo que, en su caso, se fije.

Artículo 128 – Comunicaciones con otras jurisdicciones.- Las comunicaciones con otras jurisdicciones dentro del país o del extranjero serán diligenciadas sin retardo, de acuerdo con las leyes vigentes, con la reglamentación que se dicte, y en su caso siguiendo la vía diplomática en la forma prescripta por los tratados o costumbres internacionales.

Capítulo IV

Notificaciones, citaciones y emplazamientos

Artículo 129 – Normas reglamentarias y supletorias.- Las notificaciones, citaciones, emplazamientos, vistas y traslados se practicarán por quien designe el Tribunal o por quien disponga el reglamento. Rigen supletoriamente las normas pertinentes del Código Procesal Civil y Comercial.

Artículo 130 – Domicilio procesal.- Al comparecer en cualquier acto del procedimiento, las partes deberán constituir domicilio dentro del radio urbano de la ciudad donde tenga su asiento el Tribunal. Si las partes o sus defensores o representantes no lo hicieran, quedarán notificados en la Secretaría del Tribunal, dejando constancia escrita de tal circunstancia.


Cuando interviniera otro Tribunal con distinto asiento, las partes tendrán que fijar un nuevo domicilio procesal, bajo los mismos apercibimientos.

Artículo 131 – Notificaciones.- Al imputado se le notificarán personalmente las sentencias que impongan pena de cumplimiento efectivo y los autos que resuelvan su prisión preventiva o le denieguen su libertad. Las demás sentencias condenatorias y resoluciones del Tribunal, se notificarán al imputado mediante cédula a su domicilio real.


Además todas las resoluciones deberán ser notificadas al defensor del imputado.


Cuando las resoluciones se dictaran en audiencia, tal circunstancia servirá como notificación personal a los intervinientes, salvo lo establecido en el Libro V, Título I de este Código.

Artículo 132 – Apercibimiento.- Toda citación se hará bajo apercibimiento de ser traída la persona citada por la fuerza pública si no diere cumplimiento a la orden judicial, el que se hará efectivo sin más trámite y de inmediato, salvo causas justificadas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que corresponda y de las costas que causara.

Artículo 133 – Plazo de las vistas y traslados.- Las vistas y traslados que debieran evacuarse por escrito y no tuvieran fijado un plazo por este Código o por el Tribunal, se considerará otorgado por tres días.

Capítulo V

Plazos

Artículo 134 – Reglas generales.- Los actos procesales se practicarán en los plazos establecidos. El cómputo de los mismos se contará a partir de cada notificación o, si fueran comunes, desde la última practicada en la forma prevista por el Código Civil. No se contará el día en que tuviera lugar la diligencia ni los inhábiles. Los plazos de horas se contarán desde la siguiente a la de la notificación y correrán aun durante las inhábiles.

Artículo 135 – Prórroga especial.- Si el término fijado venciera después de las horas de oficina, el acto que deba cumplirse en ella podrá ser realizado durante las dos primeras horas hábiles del día siguiente.

Artículo 136 – Carácter.- Los plazos serán improrrogables y perentorios, operando la caducidad por su solo vencimiento, salvo los establecidos para que las partes cumplan una actividad indispensable en el proceso.

Artículo 137 – Abreviación y ampliación.- La parte a cuyo favor se hubiera establecido un plazo, podrá renunciarlo o consentir su abreviación mediante manifestación expresa.


Las partes podrán acordar la modificación de los plazos que este Código les fija para cumplir actividades procesales. El acuerdo deberá ser comunicado al Tribunal interviniente.

Artículo 138 – Observancia de los plazos.- Los Tribunales y el Ministerio Público Fiscal estarán obligados a cumplir y a hacer cumplir los plazos establecidos durante el procedimiento. La inobservancia de los mismos, hará pasibles a los Jueces y Fiscales de correcciones disciplinarias a aplicar aun de oficio por la Corte Suprema de Justicia, sin perjuicio de otras medidas que legalmente correspondieran.


Los abogados que tuvieran participación en el procedimiento penal y no cumplieran con los plazos establecidos, serán sancionados disciplinariamente, aun de oficio por el Tribunal, sin perjuicio de ser separados de la causa y remitirse sus antecedentes al Tribunal de Disciplina del Colegio respectivo.

Artículo 139 – Queja.- Vencido el plazo para dictar una resolución, el interesado podrá quejarse ante el Tribunal de Casación, el cual, por intermedio de uno de sus miembros, previo informe del denunciado, resolverá lo que corresponda y, en su caso, emplazará al Tribunal requerido para que dicte la resolución, sin perjuicio de ordenar el procedimiento disciplinario cuando fuera necesario.


Si la demora fuera atribuible a uno o varios miembros del Tribunal de Casación, la denuncia se presentará ante la Corte Suprema, la cual procederá según se indica en el párrafo anterior.


Cuando un representante del Ministerio Público Fiscal no observara un plazo, el interesado presentará su queja al superior jerárquico que corresponda. Este ordenará lo pertinente, sin perjuicio de proceder disciplinariamente cuando fuera necesario.

Título II

Prueba

Capítulo I

Disposiciones generales

Artículo 140 – Libertad probatoria.- Todos los hechos y circunstancias relacionados con el objeto del proceso podrán ser acreditados por cualquier medio de prueba, salvo las excepciones previstas por las leyes.


Todo medio de prueba, para ser admitido, deberá referirse directa o indirectamente al objeto de la averiguación y ser útil para confirmar o desvirtuar los hechos alegados. Los Tribunales podrán limitar los medios de prueba ofrecidos para demostrar un hecho o una circunstancia cuando ellos resulten manifiestamente superabundantes.


Cuando se postule un hecho como notorio, el Tribunal, con el acuerdo de las partes, podrá prescindir de la prueba ofrecida para demostrarlo, declarándolo comprobado. El acuerdo podrá ser provocado de oficio por el Tribunal.

Artículo 141 – Valoración.- La valoración que se haga de las pruebas producidas durante el proceso será fundamentada con arreglo a la sana crítica racional.

Artículo 142 – Exclusiones probatorias.- Carecerá de toda eficacia la actividad probatoria cumplida vulnerando garantías constitucionales. La ineficacia se extenderá a todas aquellas pruebas que, con arreglo a las circunstancias del caso, no hubieran podido ser obtenidas sin su violación y fueran consecuencia necesaria de ella.

Capítulo II

Inspección y reconstrucción

Artículo 143 – Inspección judicial.- Mediante la inspección se comprobará el estado de las personas, lugares, cosas, los rastros y otros efectos materiales que hubiera, de utilidad para la averiguación del hecho o la individualización de los partícipes en él. De ella se labrará acta que describirá detalladamente esos elementos y, cuando fuera posible, se recogerán o conservarán los elementos probatorios útiles.

Artículo 144 – Inspecciones especiales.- Las inspecciones que por sus características exijan descripciones especiales u operaciones técnicas, serán realizadas de tal modo que no se afecte la dignidad o la salud de la persona.

Artículo 145 – Reconstrucción del hecho.- Se podrá disponer la reconstrucción del hecho, en las condiciones en que se afirme o se considere haberse producido. Cuando para la reconstrucción del hecho fuera necesaria la presencia activa del imputado, se requerirá previamente su conformidad y la asistencia de su defensor para la validez del acto.

Artículo 146 – Registro.- Se podrá ordenar fundadamente el registro de lugares determinados. La orden de registro establecerá las condiciones de tiempo y modo, así como las medidas precautorias a adoptar para evitar molestias innecesarias.

Artículo 147 – Requisa.- La requisa personal deberá justificarse fundadamente cuando hubiera motivos razonables para presumir que alguien oculta consigo cosas relacionadas con un delito. La requisa se practicará asegurando el respeto por la dignidad del requisado.

Artículo 148 – Interceptación de correspondencia e intervención de comunicaciones.- El Tribunal a pedido de las partes podrá ordenar por decreto fundado, la interceptación o el secuestro de la correspondencia postal o telegráfica o de todo otro efecto remitido o destinado al imputado o a terceros, aunque sean bajo nombres supuestos. Del mismo modo se podrá ordenar la intervención de las comunicaciones del imputado o de terceros, cualquiera sea el medio técnico utilizado, para impedirlas o conocerlas.

Artículo 149 – Exclusiones.- No podrá secuestrarse válidamente, la documentación o grabación que se enviara, entregara u obrara en poder de los abogados para el eventual desempeño profesional, ni intervenirse o interceptarse en los mismos casos, las comunicaciones.

Capítulo III

Testigos

Artículo 150 – Obligatoriedad.- Toda persona tendrá el deber de concurrir cuando fuera citada a fin de prestar declaración testimonial, excepción hecha de que se encontrara físicamente impedida en cuyo caso prestará declaración en su domicilio.


Deberá declarar la verdad de cuanto supiere y le fuere preguntado, salvo las excepciones establecidas por la ley.


El testigo podrá presentarse en forma espontánea, lo que se hará constar.

Artículo 151 – Protección especial.- Las partes podrán solicitar al Tribunal la protección de un testigo con el objeto de preservarlo de la intimidación y represalia. El Tribunal acordará la protección cuando el peligro invocado, la gravedad de la causa y la importancia del testimonio, lo justificaran impartiendo instrucciones precisas para el eficaz cumplimiento de la medida.

Artículo 152 – Tratamiento especial.- Los funcionarios y demás personas que en razón de su cargo se enumeren en la reglamentación respectiva, podrán solicitar que su declaración se lleve a cabo en el lugar donde cumplieran sus funciones o en su domicilio.

Artículo 153 – Informe escrito alternativo.- Cuando la índole de la información a suministrar así lo aconsejara, la declaración testimonial podrá ser reemplazada por un pedido de informe que se evacuará por escrito y bajo juramento. Si el informante fuera un particular, su firma deberá certificarse por autoridad judicial o escribano público.

Artículo 154 – Facultad de abstenerse.- Podrán abstenerse de declarar y así serán previamente informados, quienes tengan con el imputado los siguientes vínculos: cónyuge, ascendientes o descendientes, parientes consanguíneos o por adopción hasta el cuarto grado, y por afinidad hasta el segundo grado.

Artículo 155 – Testimonio inadmisible.- No podrán ser admitidas como testigos las personas que, respecto del objeto de su declaración, tuvieran el deber de guardar un secreto particular u oficial. En caso de ser citadas, deberán comparecer, explicar el motivo del cual surge la obligación de guardar secreto y abstenerse de declarar.

Artículo 156 – Criterio judicial.- La parte que considerara errónea la invocación del testigo respecto a la facultad de abstenerse o la reserva del secreto, podrá solicitar al Tribunal que ordene su declaración.

Artículo 157 – Incomunicación de los testigos.- Antes de declarar, los testigos no podrán comunicarse entre sí ni con otras personas. No podrán presenciar el debate, salvo que se considere imprescindible y después de declarar, el Presidente del Tribunal podrá disponer su permanencia en la antesala.

Artículo 158 – Citación y forma de la declaración.- La reglamentación dispondrá los modos de citación de los testigos, el pago de sus gastos si correspondiera y la forma en que les será recibida su declaración.

Capítulo IV

Peritos

Artículo 159 – Procedencia.- El Tribunal podrá ordenar el examen pericial a pedido de parte, cuando fuera pertinente para conocer o valorar algún hecho o circunstancia relativa a la causa, y fuese necesario o conveniente poseer conocimientos especializados en determinado arte, ciencia o técnica.

Artículo 160 – Calidad habilitante.- Los peritos deberán tener título de tales en la materia sobre la que han de expedirse, siempre que la profesión, arte o técnica, estuvieran reglamentados.


De existir peritos oficiales, la designación recaerá en los que correspondan, en caso contrario, entre los funcionarios públicos que en razón de su título profesional o de su competencia se encuentren habilitados para emitir dictamen acerca del hecho o circunstancia que se quiera establecer. En su defecto, si no los hubiera, y no mediando acuerdo de partes, deberá designarse a persona de idoneidad manifiesta.

Artículo 161 – Obligatoriedad del cargo.- El designado como perito tendrá el deber de aceptar y desempeñar fielmente el cargo, salvo que tuviera un grave impedimento. En este caso deberá ponerlo en conocimiento del Tribunal al ser notificado de la designación.


Los peritos no oficiales aceptarán el cargo bajo juramento.

Artículo 162 – Incapacidad e incompatibilidad.- No podrán ser peritos: los menores de edad, los insanos, los que puedan abstenerse de declarar como testigos y los inhabilitados.

Artículo 163 – Excusación y recusación.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo anterior son causas legales de excusación y recusación de los peritos, las enumeradas en el artículo 56.


La parte que recusara a un perito deberá hacerlo por escrito dentro del plazo de tres días desde la notificación de la designación, expresando la causa de la recusación y la prueba que ofreciera. El incidente será resuelto luego de producida la prueba si la hubiera y oído el interesado.


Cuando la excusación o recusación se produjera durante la Investigación Penal Preparatoria, el incidente será resuelto por el Fiscal de Distrito, salvo que la pericia por su naturaleza fuera definitiva e irreproducible, en cuyo caso resolverá el Tribunal.

Artículo 164 – Asesores técnicos.- Las partes, cuando lo estimaran necesario para el mejor desempeño de su tarea, podrán designar asesores técnicos, haciéndolo saber al Tribunal. Estos deberán reunir las mismas condiciones de los peritos y podrán, una vez tenidos en tal carácter y bajo la responsabilidad de quien los propuso, tomar conocimiento de las actuaciones a fin de asesorar a quien lo designara, sobre los temas de sus respectivas especialidades.

Capítulo V

Declaración del imputado

Artículo 165 – Validez.- Para no ser invalidada la declaración del imputado deberá contar siempre con la presencia de su defensor y, antes de comenzar, se le hará saber que cuenta con el derecho de abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra.

Artículo 166 – Formas del interrogatorio.- Las preguntas que se formularán al imputado, serán claras y precisas. No están permitidas las preguntas capciosas o sugestivas. Al inicio del acto y manifestada su voluntad de declarar, se le preguntará al imputado si se declara culpable o inocente respecto del hecho que se le atribuye. Acto seguido se le permitirá explicar los fundamentos de su anterior respuesta. Posteriormente se formularán todas las preguntas que se consideraran pertinentes.

Artículo 167 – Declaración ante el Tribunal de la Investigación.- A pedido de las partes, tanto antes de resolver un incidente, como en el procedimiento intermedio, el imputado podrá declarar y ser interrogado primero por la parte que lo ofreció, en segundo término por la contraparte y finalmente por el Tribunal. Se observarán en lo posible las disposiciones del presente Capítulo.

Artículo 168 – Declaración en el debate.- Durante el debate, la declaración del imputado será recibida en la oportunidad y forma prevista en este Código, tratando en lo posible de observar las disposiciones del presente Capítulo.


Luego de declarar, el imputado podrá ser interrogado por su propio defensor, por las demás partes y finalmente por el Tribunal.

Capítulo VI

Reconocimientos y careos

Artículo 169 – Reconocimiento de personas.- Podrá ordenarse que se practique el reconocimiento de una persona para identificarla o establecer que quien la menciona o alude, efectivamente la conoce o la ha visto.

Artículo 170 – Interrogatorio previo.- Antes del reconocimiento, quien haya de practicarlo será interrogado para que describa a la persona de que se trata, y para que diga si la conoce o si con anterioridad la ha visto personalmente o en imagen.


El declarante prestará juramento a excepción del imputado.

Artículo 171 – Forma del reconocimiento.- Después del interrogatorio se compondrá una fila de personas con otras tres o más que tengan semejanzas exteriores con la que debe ser reconocida, y esta elegirá su colocación entre aquéllas.


Si se procurara individualizar a una persona a la que se indica como perteneciente a un grupo determinado en cuanto a la identidad de sus componentes, podrán formarse filas de no menos de cuatro integrantes sólo con los componentes de ese grupo.


En uno u otro caso, quienes fueran objeto de la diligencia, no podrán negarse a su realización y deberán comparecer, en cuanto fuera posible, en las mismas condiciones en que pudieron ser vistos por quien practicará el reconocimiento, a cuyo fin se les impedirá que recurran a cualquier alteración en el físico o la vestimenta.


En presencia de la fila o desde un punto en que no pueda ser visto, según se estimara oportuno, el deponente manifestará si allí se encuentra la persona a la que haya hecho referencia, invitándoselo a que en caso afirmativo la designe clara y precisamente.


La diligencia se hará constar en acta, donde se consignarán todas las circunstancias útiles, incluso el nombre y domicilio de los que hubieran formado la fila, salvo que se practicara durante el debate.

Artículo 172 – Pluralidad de reconocimientos.- Cuando varias personas deban reconocer a una, cada reconocimiento se practicará separadamente sin que aquéllas se comuniquen entre sí, pero en la Investigación Penal Preparatoria podrá labrarse una sola acta.


Cuando fueran varias las personas a las que una deba identificar, el reconocimiento de todas podrá efectuarse en un solo acto.

Artículo 173 – Reconocimiento por fotografía.- Cuando no fuera posible realizar el reconocimiento de una persona en la forma prevista por los artículos anteriores, podrá exhibirse su fotografía junto con otras semejantes de distintas personas a quien deba efectuar el reconocimiento, observándose en lo demás, las reglas precedentes.

Artículo 174 – Otras medidas de reconocimiento.- Cuando el que haya de practicar la medida manifestara que desconoce la fisonomía de la persona a reconocerse, por imposibilidad física, visual o cualquier motivo distinto, pero que posee otros datos útiles, como la voz, marcas, señas u otras circunstancias particulares para su individualización, se procederá en cada caso a arbitrar la forma de realizarse el acto respetándose en lo posible las pautas precedentes.

Artículo 175 – Reconocimiento de cosas.- Antes del reconocimiento de una cosa, se invitará a la persona que deba verificarlo, a que la describa. En lo demás y en cuanto fuera posible, regirán las reglas que anteceden.

Artículo 176 – Procedencia del careo.- Podrá ordenarse el careo de personas que en sus declaraciones hubieran discrepado sobre hechos o circunstancias importantes, pero el imputado no será obligado a carearse.


Para que no sea invalidado el careo del imputado deberán observarse los requisitos previstos para su declaración.

Artículo 177 – Forma del careo.- El careo podrá verificarse entre dos o más personas. Para efectuarlo se leerán, en lo pertinente, las declaraciones que se reputen contradictorias. Se llamará la atención a los careados sobre las discrepancias a fin de que se reconvengan o traten de ponerse de acuerdo.

Título III

Medidas cautelares

Capítulo I

Reglas generales

Artículo 178 – Presupuestos.- El Tribunal a pedido de parte podrá ordenar medidas de coerción real o personal cuando se cumplieran todos los siguientes presupuestos:

1) Apariencia de responsabilidad en el titular del derecho a afectar por la medida cautelar.

2) Existencia de peligro frente a la demora en despachar la medida cautelar.

3) Proporcionalidad entre la medida cautelar y el objeto de la cautela.

4) Contracautela en los casos de medidas cautelares reales solicitadas por el querellante exclusivo.

Artículo 179 – Cesación de la coerción.- En caso que se advirtiera la posterior ausencia de uno o más de los presupuestos a que alude el artículo anterior, el Tribunal podrá a pedido de parte, hacer cesar de inmediato la cautela ordenada.

Artículo 180 – Medida cautelar innovativa.- El Fiscal de Distrito podrá solicitar al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria que disponga provisionalmente las medidas del caso para que cese el estado antijurídico producido por el hecho investigado en las cosas o efectos.


La víctima, el damnificado o el querellante adhesivo, así como el imputado, podrán instar ante el mismo Tribunal a fin de que resuelva la controversia que se suscite sobre la cuestión. La incidencia será sustanciada en audiencia oral y resuelta sin recurso alguno.

Artículo 181 – Finalidad y alcance.- Las medidas de coerción se despacharán con la finalidad de evitar el riesgo de que se frustre la actividad probatoria o se frustren las pretensiones de las partes.

Artículo 182 – Allanamiento.- Cuando para el cumplimiento de la medida de coerción fuera necesario ingresar en una morada, casa de negocio, oficina, en sus dependencias cerradas o en recinto habitado, y siempre que no se contara con la autorización libre y previamente expresada por quien tenga derecho a oponerse, el Tribunal ordenará fundadamente el allanamiento. La medida podrá ser cumplida personalmente por el Tribunal, o en su defecto este expedirá orden escrita en favor del Fiscal de Distrito, o del funcionario judicial o policial a quien se delegue su cumplimiento. La orden establecerá las condiciones, modalidades y requisitos que deberán observarse para la diligencia.

Artículo 183 – Allanamiento sin orden.- No será necesaria la orden de allanamiento cuando la medida se deba realizar mediando urgencia que se justifique por:

1) Incendio, inundación u otra causa semejante que pusiera en peligro la vida o los bienes de los habitantes.

2) La búsqueda de personas extrañas que hubieran sido vistas mientras se introducían en un local o casa, con indicios manifiestos de cometer un delito.

3) La persecución de un imputado de delito grave que se hubiera introducido en un local o casa.

4) Indicios de que en el interior de una casa o local se estuviera cometiendo un delito, o desde ella se solicitara socorro.

Capítulo II

Coerción personal

Artículo 184 – Presentación espontánea.- Quien considerara que como imputado corre riesgo de ser detenido en relación a una Investigación Penal Preparatoria, podrá presentarse ante el Ministerio Público Fiscal, para dejar constancia de que se ha presentado espontáneamente y solicita ser convocado si correspondiera, por medio de una citación.

Artículo 185 – Citación.- Cuando fuera necesaria la presencia del imputado para su identificación policial o para celebrar la audiencia imputativa a que refiere el artículo 242, y siempre que no fuera procedente ordenar su detención, se dispondrá su citación.

Artículo 186 – Arresto.- Cuando en el primer momento de la Investigación Penal Preparatoria no fuere posible individualizar a los presuntos responsables y a los testigos, se podrá disponer que los presentes no se alejen del lugar, ni se comuniquen entre sí antes de declarar, y aún ordenar el arresto si fuera necesario por un plazo no mayor de veinticuatro horas.

Artículo 187 – Aprehensión.- La policía podrá aprehender a quien sorprenda en flagrancia en la comisión de un delito de acción pública. 


En la misma situación, cualquier persona puede practicar la aprehensión entregando al aprehendido a la Policía.


En ambos casos, la Policía dará aviso de inmediato al Ministerio Público Fiscal quien decidirá el cese de la aprehensión o la detención si fuere procedente.


Si se tratare de un delito dependiente de instancia privada, será informado de inmediato el titular del poder de instar.

Artículo 188 – Flagrancia.- Se considerará que hay flagrancia cuando el presunto autor fuera sorprendido en el momento de intentar o de cometer el hecho, o fuera perseguido inmediatamente después de su comisión, o tuviera objetos o exhibiera rastros que hicieran presumir que acaba de participar en el mismo.

Artículo 189 – Detención.- La detención será ordenada por el Fiscal contra aquel imputado a quien los elementos reunidos en la Investigación Penal Preparatoria, le autorizaran a recibirle declaración como tal y fuera procedente solicitar su prisión preventiva.

Artículo 190 – Incomunicación.- Con motivación suficiente el Fiscal podrá ordenar la incomunicación del detenido por un plazo máximo de cuarenta y ocho horas. La medida cesará automáticamente al vencimiento de dicho término, salvo prórroga por otro término igual por resolución fundada del Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria, a instancia del Ministerio Público Fiscal.


En ningún caso la incomunicación del detenido impedirá que este se comunique con su defensor, en forma privada, inmediatamente antes de comenzar su declaración o antes de cualquier acto que requiera su intervención personal.

Artículo 191 – Orden.- La orden de detención que emanara del Fiscal será escrita y contendrá los datos indispensables debiendo especificar si debe o no hacerse efectiva la incomunicación. Además se dejará constancia del Juez a cuya disposición deberá ponerse al imputado una vez detenido, lo que deberá ocurrir dentro de las veinticuatro horas de operada la medida.


En caso de urgencia, la orden escrita podrá ser trasmitida por cualquier medio técnico de comunicación.

Artículo 192 – Libertad.- El Fiscal podrá disponer la libertad del aprehendido o detenido hasta el momento en que fuera puesto a disposición del Juez, o la solicitará a este si ya se hubiera cumplimentado la exigencia.

Artículo 193 – Procedencia de la prisión preventiva.- Procederá la prisión preventiva del detenido, a pedido de parte, cuando se estimaran reunidas las siguientes condiciones:

1) Existieran elementos de convicción suficientes para sostener su probable autoría o participación punible en el hecho investigado.

2) La pena privativa de libertad que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena, sea de efectiva ejecución.

3) Las circunstancias del caso autorizaran a presumir el peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación.


Presupuesto de validez de la medida es la celebración previa de la audiencia imputativa prevista por los artículos 242 y siguientes.

Artículo 194 – Presunción de peligrosidad procesal.- Se presumirá, salvo prueba en contrario, que existe peligro de fuga o de entorpecimiento de la investigación, a partir del análisis de las siguientes circunstancias:

1) La magnitud de la pena en expectativa.

2) La importancia del daño a resarcir y la actitud que el imputado adoptara voluntariamente frente a él.

3) La ausencia de residencia fija.

4) El comportamiento del imputado durante el procedimiento u otro procedimiento anterior en la medida en que indicara su voluntad de no someterse a la persecución penal.

Artículo 195 – Alternativas a la prisión preventiva.- Siempre que el peligro de fuga o de entorpecimiento probatorio pudiera razonablemente evitarse con otra medida menos gravosa para el imputado, el Tribunal impondrá esta en lugar de la prisión.


Entre otras alternativas aún de oficio y con fundamento suficiente, podrá disponerse la libertad del imputado sujeta a una o a varias de las condiciones siguientes de acuerdo a las circunstancias del caso:

1) La obligación de someterse al cuidado de una persona o institución, quien informará periódicamente a la autoridad. 

2) La obligación de presentarse periódicamente ante la autoridad que se designe.

3) La prohibición de salir de un ámbito territorial determinado, de concurrir a determinados lugares, o de comunicarse con ciertas personas.

4) La prestación de una caución patrimonial por el propio imputado o por otra persona.

5) La simple promesa jurada de someterse al procedimiento penal, cuando con esta bastara como alternativa o fuera imposible el cumplimiento de otra.

Artículo 196 – Atenuación de la coerción.- El Tribunal, aún de oficio, morigerará los efectos del medio coercitivo en la medida que cumplimente el aseguramiento perseguido. Con suficiente fundamento y consentimiento del imputado, podrá imponerle:

1) Su prisión domiciliaria con el control o la vigilancia que se especifique.

2) Su encarcelamiento con salida diaria laboral y/o salida periódica para afianzar vínculos familiares, bajo la responsabilidad y cuidado de una persona o institución que se comprometa formalmente ante la autoridad y suministre periódicos informes.

3) Su ingreso en una institución educadora o terapéutica, pública o privada, que sirva a la personalización del internado en ella.

Artículo 197 – Oportunidad.- El Fiscal solicitará al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria audiencia para resolver acerca de la prisión preventiva, por escrito, haciendo mención sucinta de los hechos que se le atribuyen al imputado y su calificación jurídico-penal, antes de cumplirse diez días del inicio de su detención. Vencido el término sin deducirse la instancia, la defensa podrá plantear una denuncia de hábeas corpus, sin perjuicio de procederse de oficio.

Artículo 198 – Tribunal colegiado.- Las partes tendrán derecho a solicitar que el Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria para resolver acerca de la prisión preventiva o sus alternativas y atenuantes, se constituya con tres Jueces. La solicitud deberá formularse hasta el momento inmediato posterior a la apertura de la audiencia como cuestión previa.


Formulada la solicitud se suspenderá la audiencia y se procederá de inmediato a la colegiación, o en su caso, a la remisión de las actuaciones al Tribunal competente. El Tribunal dispondrá la continuación de la audiencia, en un plazo que no excederá de setenta y dos horas, las que se contarán a partir de la colegiación o de la recepción de las actuaciones a la sede respectiva.

Artículo 199 – Audiencia oral.- El Tribunal convocará en un plazo que no excederá de cuarenta y ocho horas al Ministerio Público Fiscal o en su caso al querellante exclusivo, al imputado y su defensa, a la audiencia a que refiere el artículo anterior.


Abierto el acto, si el Tribunal fuera unipersonal, requerirá de las partes expresa conformidad para su actuación. Brindada la misma o constituido el Tribunal colegiado, se concederá la palabra en primer término al actor penal, quien deberá fundamentar su pretensión cautelar. Seguidamente se oirá al defensor y en caso de contradicción, las partes ofrecerán aquella prueba que estén en condiciones de producir en la misma audiencia.


Producida la prueba las partes alegarán oralmente sobre su mérito.


Finalizada la audiencia el Tribunal hará conocer su decisión en el acto, y dentro de las veinticuatro horas dictará por escrito la resolución fundada.

Artículo 200 – Nueva audiencia.- Mediando una solicitud por escrito donde cualquiera de las partes invocaran elementos probatorios sobrevinientes, el Tribunal convocará a una nueva audiencia con la finalidad de analizar la eventual modificación o revocación de la resolución que impusiera o rechazara medidas de coerción personal.


Cuando se alegara como única motivación del examen, el transcurso del tiempo que sobrelleva en prisión el imputado, bajo condición de admisibilidad, deberá mediar un lapso no menor de sesenta días entre las sucesivas audiencias.


Se observará el trámite previsto en los artículos precedentes, adecuando el orden de las intervenciones en la audiencia al carácter de promotor o contradictor en el incidente que asuman cada una de las partes.

Artículo 201 – Recursos.- Contra la resolución que imponga o rechace medidas coercitivas personales, sólo podrá interponerse el recurso de casación en los casos que este fuera procedente.

Artículo 202 – Cesación de la prisión preventiva.- El Tribunal dispondrá aun de oficio la cesación de la prisión preventiva cuando:

1) Por el tiempo de duración de la misma no guardara proporcionalidad con el encarcelamiento efectivo que razonablemente pudiera corresponder en caso de condena.

2) Su duración excediera de un año. En este caso antes de que se cumpliera tal plazo el Ministerio Público Fiscal podrá solicitar al Tribunal de Casación la prórroga del encarcelamiento preventivo. Dicha prórroga será otorgada excepcionalmente por un plazo máximo de seis meses. Vencido dicho plazo, si no hubiera comenzado la audiencia de debate, la prisión preventiva cesará definitivamente. Dictada la sentencia condenatoria, si se concedieran recursos extraordinarios, la prisión preventiva no tendrá término máximo de duración, sin perjuicio de su cese por el inciso primero.

Artículo 203 – Cesación de las medidas alternativas a la prisión preventiva.- Las medidas que se dictaran como alternativas a la prisión preventiva o las que la atenuaran, cesarán automáticamente y de pleno derecho al cumplirse dos años desde que fueran otorgadas, si en tal plazo no hubiera comenzado la audiencia del debate.

Artículo 204 – Caducidad.- Las libertades provisionales que sean alternativas o morigeraciones dispuestas respecto de una prisión preventiva, caducarán de pleno derecho cuando el imputado fuera detenido en relación a otro procedimiento penal. El imputado será puesto a disposición de todos los Tribunales intervinientes y la viabilidad de la prisión preventiva o sus alternativas, será nuevamente analizada, a instancia de partes, teniendo en cuenta todas las persecuciones penales en trámite.


Será competente para entender en este análisis, el Juez de la Investigación Penal Preparatoria del lugar donde tenga su asiento el Tribunal ante quien correspondiera acumular las pretensiones punitivas o eventualmente debiera unificar penas por violación a las reglas del concurso, según las normas del Código Penal. Se observará el trámite de la audiencia oral prevista en el artículo 199.

Artículo 205 – Internación provisional.- El Tribunal, a pedido de parte, podrá ordenar la internación del imputado en un establecimiento asistencial, cuando a los requisitos para la prisión preventiva se agregare la comprobación por dictamen de dos peritos de que el mismo sufre una grave alteración o insuficiencia de sus facultades mentales, que lo tornan peligroso para sí o para los demás.


Regirán, análogamente los artículos que regulan el trámite de la prisión preventiva.


Cuando no concurriendo los presupuestos para despachar la prisión preventiva, concurrieran las demás circunstancias a que se alude precedentemente, el Tribunal informará al Tribunal competente para resolver sobre su incapacidad e internación y pondrá a su disposición a quien estuviera detenido, de conformidad a lo dispuesto por el Código Procesal Civil y Comercial en la materia.

Artículo 206 – Tratamiento del encarcelado.- A quien se le dictara la prisión preventiva se lo alojará en establecimientos especiales diferentes de los que se utilizan para los condenados a pena privativa de la libertad, o, al menos en lugares absolutamente separados de los dispuestos para estos últimos, y en todo momento será tratado como inocente.


La reglamentación a dictarse garantizará todo lo atinente al lugar de alojamiento, servicios que se le brinden, utilización del tiempo, condiciones laborales, actividades deportivas o recreativas, estudio e información general, comunicación con familiares y amigos, visitas íntimas, salud física y psíquica, asistencia religiosa y todo otro aspecto que le asegure el menor deterioro en su personalidad.

Artículo 207 – Cauciones.- La reglamentación a dictarse establecerá las formas para la constitución de cauciones, la sustitución del fiador y el trámite para las ejecuciones.

Capítulo III

Coerción real

Artículo 208 – Embargo.- El Tribunal dispondrá a pedido de parte, embargo en bienes del imputado en medida suficiente para garantizar la pena pecuniaria y las costas del juicio.


También podrá solicitar la medida el querellante adhesivo, para garantizar la reparación del daño causado por el delito atribuido.

Artículo 209 – Inhibición.- De no conocerse bienes libres o en caso de insolvencia o de insuficiencia de los bienes embargados, el Tribunal podrá disponer a pedido de parte o del querellante adhesivo, la inhibición general del imputado que quedará sin efecto si presentare bienes o diera caución suficiente.

Artículo 210 – Sustanciación.- Las solicitudes de embargo o inhibición, serán sustanciadas en instancia única y en la misma audiencia prevista para la prisión preventiva o sus alternativas, o si fuera el caso, en una que se solicite al sólo efecto, donde se arbitrará el mismo trámite.

Artículo 211 – Secuestro.- El Fiscal de Distrito podrá disponer en caso de urgencia, el secuestro de aquellas cosas relacionadas con el delito, las sujetas a confiscación o aquellas que puedan servir como prueba. Si mediare peligro en la demora, la medida podrá ser cumplida por la policía.

Artículo 212 – Efectos secuestrados.- El régimen de los bienes secuestrados se ajustará a la Ley 10.887 y su reglamentación. Los automotores o motocicletas que durante el lapso de seis meses permanecieran secuestrados a disposición de la autoridad judicial y sobre los cuales no se hubiera efectuado reclamo por su propietario o persona con legítimo derecho sobre el vehículo o en caso de que efectuado el mismo no se hubiera agotado el procedimiento, podrán ser entregados en calidad de depósito renovable anualmente al Poder Ejecutivo Provincial, para que el mismo lo utilice en funciones específicas de la policía o de los institutos penitenciarios.

Artículo 213 – Devolución.- Tan pronto como fuera posible, el Fiscal ordenará la devolución de los objetos secuestrados que no estén sometidos a confiscación, restitución o embargo, a la persona de cuyo poder se sacaron. Esta devolución podrá ordenarse provisionalmente en calidad de depósito e imponerse al poseedor la obligación de exhibirlos.


Los efectos sustraídos serán devueltos en las mismas condiciones y según corresponda al damnificado o al poseedor de buena fe de cuyo poder hubieran sido secuestrados.

Artículo 214 – Normas supletorias.- Con respecto a la sustitución del embargo y la inhibición, orden de los bienes embargables, forma y ejecución del embargo, conservación, seguridad y custodia de los bienes embargados, su administración, variaciones del embargo, tercerías y contracautela exigible al querellante adhesivo, regirán las disposiciones del Código Procesal Civil y Comercial en todo cuanto no esté modificado por lo dispuesto en el presente Capítulo.

Título IV

Invalidación por actividad procesal defectuosa

Artículo 215 – Principio.- No podrán ser valorados para fundar una decisión judicial ni utilizados como presupuestos de ella, los actos cumplidos con inobservancia de las formas y condiciones previstas en este Código, salvo que el defecto haya sido subsanado o no se hubiera protestado oportunamente por él.


Las partes sólo podrán impugnar las decisiones judiciales que les causaran gravamen con fundamento en el defecto, en los casos y formas previstos por este Código, siempre que el interesado no hubiera contribuido a provocarlo. Se procederá del mismo modo cuando el defecto consistiera en la omisión de un requisito que la ley prevé para la validez del acto.

Artículo 216 – Protesta.- Cuando el defecto fuera subsanable, el interesado deberá formular la protesta, mientras se cumple el acto o inmediatamente después de cumplido cuando hubiese estado presente en él, y antes de dictarse la decisión a impugnar, cuando no hubiere estado presente.


Si, por las circunstancias del caso, fue imposible advertir oportunamente el defecto, el interesado deberá formular la protesta inmediatamente después de conocerlo.


La protesta implicará el reclamo de subsanación y deberá describir el defecto individualizando el acto viciado o el requisito omitido, proponiendo la solución que correspondiera.

Artículo 217 – Defectos absolutos.- No será necesaria la protesta previa y podrán ser advertidos aun de oficio, los defectos concernientes a la intervención, asistencia y representación del imputado en los casos y formas que la ley establece o los que implicaran inobservancia de derechos y garantías previstos por la Constitución Nacional, por los Tratados subscriptos por la Nación y por la Constitución Provincial.


En estos casos el imputado podrá impugnar, aunque tuviera responsabilidad en la provocación del defecto.

Artículo 218 – Renovación o rectificación.- Los defectos deberán ser subsanados, siempre que fuera posible, renovando el acto, rectificando su error o cumpliendo el requisito omitido, de oficio o a instancia de parte.

Libro III

Investigación penal preparatoria

Título I

Procedimiento

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 219 – Competencia.- La Investigación Penal Preparatoria corresponderá al Ministerio Público Fiscal, según las disposiciones de la ley y la reglamentación que se dicte.

Artículo 220 – Competencia delegada.- Podrán sin embargo prevenir en la Investigación Penal Preparatoria, los funcionarios de policía, quienes actuarán por iniciativa propia o cumpliendo órdenes del Ministerio Público Fiscal.

Artículo 221 – Objeto de la investigación.- La Investigación Penal Preparatoria tendrá por objeto:

1) Averiguar los hechos que con apariencia de delito fueran denunciados o conocidos, con la finalidad de preparar la eventual acusación que permita la apertura del juicio penal.

2) Reunir los elementos que permitan probar:

a) La individualización de los presuntos autores, cómplices o instigadores.

b) Las circunstancias que califiquen o atenúen el hecho.

c) Las circunstancias que permitan determinar causales de justificación, inculpabilidad, inimputabilidad o excusas absolutorias.

d) La extensión del daño causado por el hecho.

e) La edad, educación, costumbres, condiciones de vida, medios de subsistencia y antecedentes del imputado, el estado y desarrollo de sus facultades mentales, las condiciones en que actuó, los motivos que hubieran podido determinar su conducta y las demás circunstancias personales que tengan vinculación con la ley penal.

Artículo 222 – Iniciación.- La Investigación Penal Preparatoria podrá iniciarse por decisión del Ministerio Público Fiscal o por iniciativa policial.


Cuando la decisión fuera del Ministerio Público Fiscal contará con la colaboración de la Policía quien cumplirá las órdenes que se le impartan.


Cuando la investigación fuera iniciada por la Policía, de inmediato será comunicada tal circunstancia al Fiscal competente, a fin de que este pueda controlar la misma e impartir instrucciones genéricas o específicas.

Artículo 223 – Comunicación inmediata.- En todos los casos en que se iniciara una Investigación Penal preparatoria y se hubiera individualizado fehacientemente al imputado, deberán comunicarse al Registro Único de Antecedentes Penales de la provincia las siguientes circunstancias:

1) Nombre, apellido y demás elementos identificatorios del imputado.

2) Si se encuentra detenido el imputado. En caso afirmativo, fecha, hora de detención y Juez a disposición de quien se encuentra.

3) Nombre, apellido y demás elementos identificatorios del denunciante, de la víctima y del damnificado, si los hubiera.

4) Fecha del hecho atribuido y de la iniciación de la investigación, así como la calificación provisional del mismo.

5) Repartición policial, Fiscalía interviniente y defensor designado si lo hubiera.

Artículo 224 – Información al Fiscal.- Recibida la comunicación a que refiere el artículo anterior, el Registro Único de Antecedentes Penales procederá de inmediato a informar al Fiscal interviniente las siguientes circunstancias:

1) Si el imputado cuenta con otras investigaciones penales en trámite, haciendo saber en su caso, Fiscalía y repartición policial interviniente.

2) Medidas de coerción que se hubieran dictado en su contra.

3) Suspensiones del procedimiento a prueba acordadas a la misma persona.

4) Declaraciones de rebeldía.

5) Juicios penales en trámite.

6) Condenas anteriores, libertades condicionales, reincidencias en que hubiera incurrido y toda otra referencia de utilidad respecto del imputado.


En caso de que el imputado registrara pluralidad de causas, la información pertinente será remitida a todos los Fiscales intervinientes.

Artículo 225 – Reserva de la información.- La información que obrara en poder del Registro Único de Antecedentes Penales será reservada y sólo podrá ser conocida y utilizada por el Ministerio Público Fiscal, la policía, el imputado, la defensa y los jueces.

Artículo 226 – Reserva de las actuaciones.- Los actos de la investigación y su documentación serán secretos para quienes no sean parte en el procedimiento o no tuvieran expresa autorización para conocerlos.

Artículo 227 – Conocimiento a la defensa.- Las actuaciones que documentan la Investigación Penal Preparatoria, podrán ser conocidas por el imputado y su defensa sólo una vez realizada la audiencia imputativa regulada por el artículo 242. Sin embargo, el imputado o su defensa podrán imponerse de las mismas quince días después de haber peticionado al Fiscal la realización de dicha audiencia, si por cualquier motivo esta no se hubiera celebrado.

Artículo 228 – Formalidades para actos irreproducibles o definitivos.- Deberán constar en actas debidamente formalizadas, con expresa mención de la fecha, hora, intervinientes, firmas de los funcionarios actuantes y mención de cualquier otro dato útil a la eficiencia y acreditación de la autenticidad del documento, los operativos dirigidos a la búsqueda e incorporación de pruebas, inspecciones, constataciones, registros, secuestros, aprehensiones, detenciones, reconocimientos y toda otra diligencia que se considerara irreproducible o definitiva.


Las restantes diligencias de la investigación no guardarán otras formalidades que las exigidas por la reglamentación y por las instrucciones generales y especiales expedidas por el Ministerio Público Fiscal, salvo las que tuvieran una formalidad expresamente prevista en este Código.

Artículo 229 – Instancia privada y antejuicio.- Mediando un obstáculo legal, sólo se realizarán los actos urgentes que interrumpan la comisión del hecho punible o preserve la prueba que corriera el riesgo de perderse por la demora, siempre que no se afectare el interés protegido por el impedimento.

Capítulo II

Denuncia

Artículo 230 – Facultad de denunciar.- Toda persona que tuviera noticia de un delito perseguible de oficio, podrá denunciarlo ante el Ministerio Público Fiscal o a las autoridades policiales. Cuando la acción penal dependiera de instancia privada, sólo podrá denunciar el titular del poder de instar.

Artículo 231 – Denuncia obligatoria.- Siempre que no existiera obligación de guardar secreto, tendrán el deber de denunciar los delitos perseguibles de oficio:

1) Los funcionarios o empleados públicos que los conocieran en el ejercicio de sus funciones.

2) Los profesionales de la salud, cuando se tratara de delitos contra la vida o la integridad corporal de las personas.

Artículo 232 – Forma.- La denuncia podrá hacerse en forma escrita o verbal, personalmente o por mandatario especial. En este último caso, se deberá acompañar el poder respectivo.


La denuncia escrita será ratificada por el denunciante ante quien la reciba, salvo que lleve patrocinio letrado. Cuando fuere verbal se extenderá en acta por el funcionario interviniente.

Artículo 233 – Contenido.- La denuncia deberá contener, en cuanto fuera posible:

1) Una relación circunstanciada del hecho con indicación de los autores, cómplices e instigadores.

2) La individualización del daño y la identidad del damnificado.

3) Los elementos probatorios que ofreciera para su ulterior producción.

4) La calificación legal que a criterio del denunciante merece el hecho si se formulara por abogado o con patrocinio letrado.


Cuando la denuncia escrita fuera ratificada por el denunciante, se tratará de completar el contenido faltante.

Artículo 234 – Denuncia repetida.- Cuando se formulara una denuncia, deberá interrogarse a su autor para que exprese si con anterioridad denunció el mismo hecho.

Artículo 235 – Copia o certificación.- Hecha la denuncia se expedirá al denunciante, si lo solicitara, copia de la misma o certificación en que conste: fecha de su presentación, el hecho denunciado, el nombre del denunciante y denunciado, los comprobantes que se hubieran presentado y las circunstancias que se consideraran de utilidad.

Capítulo III

Actos de la Policía

Artículo 236 – Deberes y atribuciones.- La policía tendrá los siguientes deberes y atribuciones:

1) Recibir denuncias.

2) Requerir la inmediata intervención del organismo criminalístico dependiente del Tribunal de Casación o, en defecto de la actuación operante del mismo, practicar sin demora las diligencias necesarias para hacer constar las huellas o rastros del delito, cuando hubiera peligro de que desaparezcan o se borren por retardo de estas diligencias.

3) Realizar los actos que le encomendara el Fiscal.

4) Aprehender, detener e incomunicar a las personas, en los casos que este Código autoriza, informándolo de inmediato al Fiscal. En todos los casos deberá poner a las mismas a disposición del Juez competente dentro de las veinticuatro horas de efectuada la medida.

5) Recoger las pruebas y demás antecedentes que pudieran adquirir en el lugar de la ejecución del hecho punible y practicar las diligencias urgentes que se consideraran necesarias para establecer su existencia y determinar los responsables, debiéndose recopilar por separado, en lo posible y de acuerdo a los distintos hechos que se investiguen, las respectivas actuaciones.

6) Poner en conocimiento del Fiscal las informaciones y diligencias practicadas, requiriendo su autorización para realizar aquellas medidas probatorias que por su naturaleza sean definitivas e irreproducibles, y que deberán colectarse con control de la defensa, si el imputado estuviera individualizado. Si fuera imposible cumplir con estas exigencias ante el inminente peligro de frustración de la medida, la misma, excepcionalmente se realizará con intervención del Juez Comunal o certificándose su fidelidad con dos testigos, fotografías u otros elementos corroborantes.

7) Disponer que antes de practicarse las averiguaciones y exámenes a que debe procederse, no hubiera alteración alguna en todo lo relativo al hecho y estado del lugar en que fue cometido.

8) Proceder a todos los exámenes, indagaciones y pesquisas que juzgara indispensables recabando los informes y noticias que pudieran servir de utilidad al Fiscal o a la defensa, documentando las declaraciones sólo cuando se estime necesario.

9) Secuestrar los instrumentos del delito o cualquier otro elemento que pudiera servir para el objeto de la investigación en caso de urgencia o peligro en la demora. Sin embargo no podrá imponerse de la correspondencia, papeles privados, material informático y grabaciones que secuestrara, sino que los remitirá intactos al Fiscal competente para que este requiera autorización al Tribunal.

10) Impedir, si lo juzgara conveniente, que ninguna persona se aparte del lugar del hecho o sus adyacencias, antes de concluir las diligencias más urgentes de investigación.

11) Identificar al imputado.

12) Informar al imputado inmediatamente de que fuera citado, aprehendido o detenido, que cuenta con los siguientes derechos:

a) Nombrar abogado para que lo asista y represente.

b) Conferenciar en forma privada y libre con su defensor, antes de prestar declaración o realizar un acto que requiera su presencia.

c) Abstenerse de declarar sin que ello signifique una presunción en su contra, o solicitar ser escuchado por el Fiscal.

d) Solicitar del Fiscal la intimación de los hechos que se le atribuyen, la calificación jurídica penal que provisionalmente merezcan y la prueba que existe en su contra.

e) Solicitar se practique la prueba que estimara de utilidad.

13) La información precedente le será entregada al imputado por escrito, dejando constancia fehaciente de su entrega.

14) Cumplimentar lo necesario para que el imputado sea revisado por el médico, bioquímico o psicólogo, en los casos en que así correspondiera.

15) Cumplimentar con la información a enviar al Registro Único de Antecedentes Penales.

Artículo 237 – Requerimiento de auxilio médico.- Los funcionarios a quienes correspondieran las diligencias iniciales de investigación, podrán ordenar que los acompañe el primer médico que fuera habido, para prestar los auxilios de su profesión. El requerimiento será formulado bajo el apercibimiento de sancionarse al renuente hasta con quince días multa, sanción que aplicará el Tribunal a solicitud del Fiscal, sin perjuicio de la responsabilidad penal en que se incurriera.

Artículo 238 – Subordinación.- Los funcionarios policiales a cargo de la Investigación Penal Preparatoria estarán bajo la autoridad del Ministerio Público Fiscal, en lo que se refiere a dicha función.


Deberán también cumplir las órdenes que para la tramitación del procedimiento les dirijan los jueces, en el ámbito de su competencia.

Artículo 239 – Poder disciplinario.- Cuando los funcionarios policiales violaran disposiciones legales o reglamentarias, omitieran o retardaran la ejecución de un acto propio de sus funciones, o lo cumplieran negligentemente, el Ministerio Público Fiscal solicitará al Ministerio de Gobierno Justicia y Culto, imponga la sanción disciplinaria que corresponda, sin perjuicio de la responsabilidad civil y penal de aquellos.


Los Tribunales tendrán las mismas atribuciones cuando los funcionarios policiales actúen por su orden o bajo su supervisión.

Capítulo IV

Actos del Fiscal

Artículo 240 – Fiscalización de la Investigación Penal Preparatoria.- El Fiscal de distrito deberá Fiscalizar todas las actuaciones que cumpliera la policía en función judicial en el ámbito de su competencia territorial, con la finalidad de decidir sobre su mérito conforme a las disposiciones de este Capítulo.

Artículo 241 – Desestimación de la denuncia y archivo.- El Fiscal ordenará la desestimación de la denuncia cuando no se pudiera proceder, se hubiera extinguido la acción penal o el hecho no fuera punible. En caso que mediara un obstáculo legal, se archivarán las actuaciones hasta tanto se libere el mismo.

Artículo 242 – Audiencia imputativa.- Cuando el Fiscal estimara que de los elementos reunidos en la investigación existe la probabilidad de que el imputado pudiera ser acusado como autor o partícipe de un delito, procederá a citarlo para concretar la audiencia donde se le brindará la información a que alude el artículo siguiente. Si el imputado estuviera detenido, la audiencia imputativa deberá realizarse dentro de las noventa y seis horas del inicio de la detención.

Artículo 243 – Información al imputado en la audiencia imputativa.- El Fiscal dará a conocer al imputado, bajo su firma, por escrito y dejando constancia fehaciente de la comunicación:

1) El hecho atribuido y su calificación jurídico penal.

2) Las pruebas fundantes de la intimación.

3) Todos los derechos que este Código le acuerda al imputado al momento de originarse su condición.

Artículo 244 – Asistencia técnica - Para ser válida la audiencia, deberá estar presente el defensor del imputado. El defensor podrá ser nombrado en la misma audiencia, si no hubiera sido designado con anterioridad.


Si el imputado nombrara abogado defensor de confianza o se le debiera asignar uno proporcionado por el Servicio Oficial de Defensa, se suspenderá la audiencia hasta tanto se haga presente el profesional, a quien se le notificará de inmediato de la fecha y hora en que debe concurrir para cumplir su función.


Si durante la incomunicación del imputado alguna persona de su relación hubiera propuesto defensor, se le hará conocer antes del acto.

Artículo 245 – Eventual interrogatorio Fiscal.- En la misma audiencia, cumplida la información precedente y celebrada la entrevista confidencial con su defensor, el imputado podrá peticionar ser oído e incluso manifestar su conformidad para que el Fiscal proceda a interrogarlo. Se observarán las normas sobre la validez y forma de la declaración del imputado.


El defensor le podrá formular las expectativas que prevé la ley penal o procesal como consecuencias o beneficios derivados de su eventual confesión.


La inobservancia de estos preceptos invalidará el acto, sin perjuicio de la responsabilidad disciplinaria o penal que correspondiera.

Artículo 246 – Firma del acta.- Terminado el acto se dará lectura en voz alta del acta labrada y luego firmarán el Fiscal, el imputado, su defensor y el funcionario policial que hubiere estado presente.

Artículo 247 – Copia del acta.- El Fiscal tendrá la obligación de entregar al imputado o a su defensor, copia del acta que se labrara con motivo de su declaración o donde constara que ejerce el derecho de abstenerse de hacerlo.

Artículo 248 – Declaración a solicitud del imputado.- Cuando el imputado en la audiencia imputativa del artículo 242 no hubiera ejercido el derecho a declarar, o considerara necesario ampliar o modificar su anterior declaración, podrá solicitarlo al Fiscal, en cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria y hasta la acusación. En esta audiencia el Fiscal podrá formular las preguntas que considerara pertinentes. Asimismo, cuando el Fiscal no estimara imprescindible la audiencia para ampliar o modificar anteriores declaraciones, podrá disponer que las mismas se formulen por escrito con el patrocinio del defensor.


Este mismo derecho podrá ser utilizado por el imputado a quien no se le hubiera recepcionado declaración con las formalidades previstas en los artículos 242 y siguientes.

Artículo 249 – Nueva audiencia imputativa.- Cuando se modificaran los hechos intimados o su calificación legal, el Fiscal deberá convocar al imputado a una nueva audiencia aplicándose al respecto los artículos 241 y siguientes.

Artículo 250 – Validez de actos irreproducibles.- Adjudicada la calidad de imputado, toda medida probatoria que por su naturaleza o características debiera considerarse definitiva o irreproducible, o se presuma que no podrá celebrarse en el debate, para ser válida, será ordenada por el Fiscal y notificada a la defensa a fin de que ejercite su facultad de control.


En caso de divergencia respecto al modo de realización del acto, se requerirá verbalmente la intervención del Tribunal de la Investigación, el que adoptará las medidas que considere pertinente para la realización garantizadora del mismo.

Artículo 251 – Actos urgentes.- Cuando alguna de las medidas a que refiere el artículo anterior requiera suma urgencia, deberá solicitarse la intervención del Tribunal de la Investigación que prescindirá de la notificación a la defensa y dispondrá lo pertinente para garantizar la realización del acto.


Si fuera imposible ocurrir al Tribunal de la Investigación, se observará lo previsto por el artículo 236 inciso 6º.

Artículo 252 – Discrepancias.- Cuando existieran discrepancias entre el Fiscal y la defensa respecto de la realización de cualquiera de los actos que requieren la participación necesaria de ambos, estarán legitimados para ocurrir ante el Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria que se impondrá oral y sumariamente de la situación y resolverá sin recurso alguno.

Artículo 253 – Garantías constitucionales.- El Fiscal requerirá al Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria la correspondiente orden cuando para practicar la medida de investigación sea imprescindible el allanamiento de domicilio, la interceptación de correspondencia, la intervención de las comunicaciones o cualquier otra medida que pudiera afectar derechos y garantías amparados constitucionalmente.

Artículo 254 – Proposición de diligencias probatorias.- El imputado, su defensor y el querellante adhesivo podrán proponer diligencias probatorias en el curso de la investigación y ocurrir ante el superior en grado del Fiscal interviniente, si este no las practicase. El Fiscal superior resolverá lo que corresponda tras breve averiguación sumaria, sin recurso alguno.

Artículo 255 – Participación del querellante adhesivo.- Cuando el Fiscal estimara agotada la investigación y se hubiera celebrado la audiencia del artículo 242 y siguientes, citará al querellante interviniente en el procedimiento, si lo hubiera, proporcionándole las copias y las explicaciones necesarias para que en el plazo que le acuerde, no menor de tres días ni mayor de quince, le acompañe un proyecto de acusación conforme a los recaudos establecidos en este Código.


Antes del vencimiento del término indicado, el querellante podrá señalar al Fiscal por escrito y puntualmente las diligencias de investigación que estimara faltantes y necesarias para expedirse, y si el Fiscal aceptara la propuesta, después de realizar las medidas, le otorgará nuevamente el plazo para concretar la actividad exigida.

Artículo 256 – Disenso entre el Fiscal y el querellante adhesivo.- Si el Fiscal disintiera con el querellante en cuanto a las diligencias que se le requieren para completar la investigación, o a la decisión de abrir o no el juicio de acuerdo con los elementos existentes, o sobre cualquiera de los extremos que habrá de contener la acusación, las cuestiones controvertidas serán resueltas por el Fiscal superior en grado, después de una entrevista informal donde ambos discrepantes fundamenten sus diferencias. En caso de mantenerse el disenso, el querellante adhesivo podrá ocurrir ante el Procurador General quien con idéntico procedimiento resolverá definitivamente.

Artículo 257 – Archivo Fiscal.- Cuando se estimara que no hay más medidas a practicar, realizada la audiencia del artículo 242 y cumplimentado el trámite con el querellante si lo hubiera, el Fiscal dispondrá el archivo de las actuaciones en los siguientes casos:

1) Cuando fuera evidente:

a) Que media una causal extintiva del ejercicio de la acción penal u otra de carácter también perentorio.

b) Que el hecho investigado no se cometió o no encuadra en una figura penal.

c) Que el delito no ha sido cometido por el imputado o media una causa de justificación, inimputabilidad, inculpabilidad o excusa absolutoria.

2) Cuando no hubiera suficientes elementos de prueba para fundar la requisitoria de apertura del juicio y no fuera razonable, objetivamente, prever la incorporación de nuevas pruebas.

Artículo 258 – Archivo jurisdiccional.- Transcurrido un año desde la realización de la audiencia del artículo 242, la defensa podrá solicitar al Fiscal el archivo a que refiere el artículo precedente.


La solicitud se hará por escrito y el Fiscal resolverá en el término de cinco días. Denegada la solicitud o transcurrido dicho plazo sin que el Fiscal se expidiera, la defensa podrá instar ante el Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria el archivo denegado ofreciendo la prueba que fundamente su pretensión.


El Tribunal convocará a una audiencia oral y pública donde escuchadas las partes y producida la prueba pertinente, resolverá en el acto el archivo por las causales del artículo anterior o lo denegará.


La solicitud con el procedimiento previsto en el presente artículo podrá reiterarse cada seis meses.

Artículo 259 – Notificación y disconformidad.- La desestimación y el archivo dispuesto por el Fiscal, serán notificados a la víctima y en su caso, al damnificado directo, quienes en un plazo de cinco días podrán manifestar su disconformidad ante el Fiscal superior en grado. Este realizará, cuando corresponda, una sumaria averiguación y convalidará o revocará la decisión del inferior. En este último caso podrá impartir instrucciones y aun designar nuevo Fiscal como encargado de la investigación. Cuando el Fiscal General convalidara la decisión del inferior, dentro del mismo plazo, se podrá ocurrir ante el Procurador General, quien luego de cumplir idéntico procedimiento, resolverá definitivamente.

Artículo 260 – Efectos.- Las resoluciones que dispongan desestimar la denuncia o archivar la Investigación Penal Preparatoria, impedirán una nueva actividad persecutoria por los mismos hechos.


Si el imputado se encontrara detenido o en prisión preventiva, apenas se dicte el archivo, el Fiscal solicitará al Juez que disponga su libertad.

Artículo 261 – Reapertura de la Investigación Penal Preparatoria.- No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, si se modificara la situación probatoria preexistente, el Fiscal de Distrito deberá elevar al Fiscal General un detalle de los elementos probatorios sobrevinientes a fin de requerir autorización expresa para la reapertura de la investigación. La ausencia de dicha autorización invalidará lo actuado y hará viable la excepción de archivo.

Título II

Oportunidad, suspensión y sustitución en el ejercicio de la acción

Artículo 262 – Oportunidad.- En los casos en que se autorice la aplicación de criterios de oportunidad para evitar o hacer cesar la persecución penal, el Fiscal decidirá el archivo, o lo pedirá al Juez de la Investigación Penal Preparatoria si así lo exigiera la ley penal.

Artículo 263 – Suspensión del procedimiento a prueba.- Cuando se permitiera la suspensión del procedimiento a prueba, el Fiscal que contara con el acuerdo del imputado y su defensor, podrá solicitarla al Juez de la Investigación Penal Preparatoria. Este desestimará la pretensión si la considerara improcedente, o concederá la suspensión especificando las instrucciones o imposiciones a que deberá someterse el imputado. En este último caso comunicará al Registro Único de Antecedentes Penales de la Provincia el otorgamiento del beneficio.

Artículo 264 – Control.- El Ministerio Público Fiscal controlará la observancia de las instrucciones e imposiciones, denunciando su incumplimiento ante el mismo Tribunal, quien resolverá previa audiencia de las partes y a tenor de la prueba producida al efecto.

Artículo 265 – Sustitución en el ejercicio de la acción.- En cuanto la ley le permita ejercer subsidiariamente la acción penal pública, el ofendido o sus herederos podrán asumir el carácter de querellante exclusivo si discreparan con la desestimación de la denuncia o el archivo de las actuaciones dispuesto por el Ministerio Público Fiscal.


A tal efecto formularán instancia ante el Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria con patrocinio letrado en la que constará su identificación, los hechos y el derecho fundante de su pretensión y las cautelas probatorias que solicita.


El Tribunal, previa ratificación personal del querellante, resolverá el anticipo de pruebas, las medidas de coerción y la contracautela adecuada, confiriendo o no traslado a la contraparte conforme a las circunstancias del caso.


Regirán al respecto los artículos 266 y siguientes, las disposiciones del juicio común y las restantes normas de este Código en cuanto fueran aplicables. La audiencia imputativa se concretará en la oportunidad prevista por el artículo 269 o, en su defecto, en la señalada por el artículo 287 del presente Código.

Título III

Procedimiento intermedio

Artículo 266 – Procedencia de la acusación.- Transcurrido un plazo no menor de un mes desde la audiencia imputativa prevista en el artículo 242 y cumplimentado, en su caso, el trámite con el querellante adhesivo del artículo 255, si el Fiscal estimara contar con elementos para obtener una sentencia condenatoria en el debate, procederá a formular por escrito su requisitoria de acusación ante el Juez de la Investigación Penal Preparatoria.


El plazo dilatorio no regirá respecto del imputado que hubiera incurrido en rebeldía.

Artículo 267 – Contenido de la acusación.- El requerimiento fiscal para ser válido deberá contener:

1) Los datos personales del imputado.

2) Una relación clara, precisa, circunstanciada y específica del hecho, con detalle de la extensión del daño causado.

3) Los fundamentos de la acusación, con el ofrecimiento de la prueba de la que se valdrá en el juicio.

4) La calificación legal de los hechos.

5) La pena que solicita para el imputado o en su caso, la medida de seguridad.

6) La solicitud de apertura de juicio.


Además el Fiscal podrá acompañar una acusación alternativa o subsidiaria cumpliendo los mismos requisitos precedentes.

Artículo 268 – Excepciones, oposición, ofrecimiento de prueba y opción por el Jurado.- El Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria ordenará la notificación del requerimiento Fiscal al defensor.


Dentro del plazo de quince días la defensa ofrecerá la prueba a producir en el juicio.


Asimismo, conjuntamente, podrá deducir excepciones previas u oponerse a la requisitoria ofreciendo la prueba correspondiente.


En el mismo plazo, el imputado podrá ejercer el derecho a ser juzgado por Jurados, para lo cual deberá presentar su opción ante el Juez de la Investigación penal preparatoria.


En caso de pluralidad de imputados todos deberán estar de acuerdo con la intervención de los Jurados.

Artículo 269 – Trámite.- Si se dedujeran excepciones previas o se formulara oposición, el incidente se tramitará conforme a lo establecido en el artículo 26 resolviéndose, según el caso, el sobreseimiento, el archivo o la desestimación de la cuestión planteada.

Artículo 270 – Sobreseimiento.- El sobreseimiento se pronunciará en los supuestos previstos en el artículo 257 inciso primero, salvo que su dictado implicara también la imposición de una medida de seguridad, en cuyo caso el Juez de la Investigación Penal Preparatoria se abstendrá de hacerlo remitiendo la causa al Tribunal de Juicio.


El sobreseimiento cerrará definitiva e irrevocablemente el procedimiento con relación al imputado para quien se dicte. Tendrá valor de cosa juzgada con respecto a la cuestión penal, pero no favorecerá a otros posibles copartícipes.


Dictado el sobreseimiento el Juez de la Investigación Penal Preparatoria dispondrá la libertad del imputado.


Ejecutoriado que fuera se librará la comunicación al Registro Único de Antecedentes Penales.

Artículo 271 – Archivo en la etapa intermedia.- El Tribunal de la Investigación Penal Preparatoria dispondrá el archivo cuando acoja una excepción dilatoria, ordenando, en su caso, la inmediata libertad del imputado y las comunicaciones al Registro Único de Antecedentes Penales.

Artículo 272 – Remisión.- Si no se dedujeran excepciones u oposición o desestimadas las mismas, la causa será remitida al Tribunal de Juicio.

Libro IV

Juicios y procedimientos especiales

Título I

Juicio Común

Capítulo I

Actos preliminares

Artículo 273 – Integración del Tribunal y objeción a la prueba.- Integrado el Tribunal, en su caso con la participación del Jurado, conforme a las disposiciones de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se notificará inmediatamente su constitución. Dentro de los cinco días, las partes podrán interponer las recusaciones que estimen pertinentes y objetar la admisibilidad de la prueba ofrecida.

Artículo 274 – Admisibilidad de la prueba.- Si respecto de alguna de las pruebas ofrecidas se objetara su admisibilidad o el Tribunal advirtiera la posibilidad de rechazarla de oficio, habrá de convocarse previamente a una audiencia donde las partes puedan alegar sobre la admisibilidad cuestionada.

Artículo 275 – Resolución sobre la prueba.- El Tribunal declarará inadmisible la prueba que, con evidencia, resulte improcedente, impertinente o superabundante. Además ordenará, con noticia de parte, la producción anticipada de la prueba que estime de imposible realización en el debate.


Será improcedente la lectura de actas que documentan pruebas cumplidas durante la Investigación Penal Preparatoria si pudieran producirse en el debate.

Artículo 276 – Excepciones.- Antes de fijarse la audiencia para el debate, la defensa podrá deducir las excepciones que no hubiera planteado con anterioridad, pero el Tribunal podrá rechazar liminarmente las que fueran con evidencia improcedentes.

Artículo 277 – Fijación de audiencia.- Resueltas las excepciones, ordenada la recepción de la prueba admisible y producida la anticipada, el Presidente del Tribunal fijará lugar, día y hora para la iniciación del debate con intervalo no menor de diez días de cómputo continuo, ordenando la citación de todas aquellas personas que deban intervenir en él, incluidos en su caso los miembros del Jurado.

Capítulo II

Debate

Sección Primera

Audiencias

Artículo 278 – Inmediación.- El debate se realizará con la presencia ininterrumpida de las personas que componen el Tribunal, en su caso del Jurado, del Ministerio Público Fiscal, del querellante adhesivo en su caso, del imputado y su defensa.


Si el defensor no compareciera al debate o se retirara de la audiencia, se procederá de inmediato a su reemplazo conforme a las disposiciones de este Código.


Si el querellante adhesivo no concurriera al debate o se retirara de la audiencia cesará en su intervención, sin perjuicio de que pueda ser compelido a comparecer como testigo.

Artículo 279 – Asistencia del imputado.- El imputado asistirá a la audiencia, libre en su persona, sin perjuicio de la vigilancia y cautelas necesarias que se dispongan para impedir su fuga o violencia.


El Presidente excepcionalmente podrá autorizar que el imputado se retire de la audiencia cuando causas justificadas así lo determinen.

Artículo 280 – Oralidad y publicidad.- Para ser válido el debate será oral y público. Las partes podrán consultar esquemas o ayuda memorias, o solicitar autorización para la lectura de material que por su naturaleza lo hagan imprescindible.


La publicidad implica el desarrollo del debate a puertas abiertas, pero el Tribunal podrá excepcionalmente resolver aun de oficio, que total o parcialmente se realice a puertas cerradas cuando la publicidad pudiera afectar a quien alegue su condición de víctima, a terceros o a la seguridad del Estado. La resolución será fundada, se hará constar en el acta y será irrecurrible. Desaparecida la causa de la clausura, se deberá permitir el acceso al público.


La reglamentación que se dicte podrá determinar prohibiciones genéricas para el acceso a la sala de audiencia, así como facultar al Tribunal a adoptar medidas que atiendan a garantizar el orden y la seguridad en la sala.


Durante el debate las resoluciones se dictarán verbalmente, pero se dejará constancia en el acta.

Artículo 281 – Continuidad, receso y suspensión.- El debate continuará durante todas las audiencias consecutivas que fueran necesarias hasta su terminación.


Sin perjuicio de ello, las partes podrán solicitar recesos por un plazo máximo de dos horas por motivos fundados.


El Presidente del Tribunal, a su vez, dispondrá los recesos necesarios para asegurar la eficacia del desarrollo de la audiencia.


El debate podrá suspenderse a pedido de parte o aun de oficio, por un plazo que en cada oportunidad no superará el término de quince días, cuando:

1) Así lo exigiera la resolución de un incidente que no pudiera decidirse inmediatamente.

2) Fuera necesario practicar algún acto fuera del lugar de la audiencia y no pudiera cumplirse durante un receso.

3) Fuera imprescindible para poder lograr la producción de alguna prueba.

4) Fuera imposible su realización o continuación por enfermedad de un juez, en su caso de un miembro del Jurado o de las partes que imprescindiblemente deben estar presentes.

5) Lo solicitara la parte, que por circunstancias no previstas, tuviera necesidad de contar con tiempo para preparar su actividad acusatoria o defensista.


En caso de suspensión, el Presidente anunciará el día y hora de la nueva audiencia, y ello valdrá como citación para las partes.


El vencimiento del plazo máximo de suspensión importará la invalidación del debate, que deberá iniciarse nuevamente dentro de los sesenta días.


Durante el tiempo de suspensión, los Jueces y Fiscales podrán intervenir en otros juicios, de conformidad a lo que se disponga en la reglamentación respectiva.

Artículo 282 – Postergación extraordinaria.- Si el imputado no compareciera al comienzo de la primera audiencia del debate, se ordenará la postergación del mismo hasta tanto aquél sea traído por la fuerza pública o fuera detenido, salvo que justificara debidamente su inasistencia. En tales casos se fijará de inmediato nueva audiencia.

Artículo 283 – Poder de policía y disciplina.- El Presidente del Tribunal ejercerá el poder de policía y disciplina en la audiencia y podrá sancionar en el acto con hasta diez días multa o arresto hasta de ocho días, las infracciones al orden y seguridad, sin perjuicio de expulsar al infractor de la sala.


La medida será dictada por el Tribunal cuando afectara a las partes o sus representantes.

Artículo 284 – Obligación de los asistentes.- Los que asistieran a la audiencia deberán permanecer en silencio, no podrán llevar armas u otras cosas aptas para molestar u ofender, ni adoptar una conducta intimidatoria, provocativa o contraria al decoro, ni producir disturbios o exteriorizar de cualquier modo, opiniones o sentimientos.

Sección Segunda

Actos del debate

Artículo 285 – Dirección del debate.- El Presidente dirigirá el debate, aceptando o rechazando las peticiones de las partes, hará las advertencias que correspondieran, recibirá los juramentos y moderará la discusión impidiendo derivaciones impertinentes, sin coartar el ejercicio de la acusación y la libertad de la defensa.


Para el ejercicio de sus facultades el Presidente podrá llamar a las partes a su despacho privado o conferenciar con estas reservadamente sin suspender el debate.


En los casos en que funcione el Jurado, el Presidente les dará instrucciones respecto de la función que cumplen, sin incidir en sus decisiones y no pudiendo estar presente en los debates internos previos al veredicto.

Artículo 286 – Apertura.- El día y hora fijado, el Tribunal y en su caso el Jurado, se constituirá en la sala de audiencias. Después de verificar la presencia del Ministerio Público Fiscal y del imputado y su defensor, el Presidente del Tribunal declarará abierto el debate, advirtiendo al imputado que esté atento a lo que va a oír. Inmediatamente después practicará el interrogatorio de identificación del imputado. Acto seguido el Presidente del Tribunal concederá la palabra sucesivamente y por el tiempo que le fije, al Fiscal y al defensor para que sinteticen la acusación y la línea de defensa respectivamente.

Artículo 287 – Declaración del imputado.- Después de la apertura del debate y escuchados que fueran el Fiscal y el defensor, el Presidente recibirá declaración al imputado. Le explicará con palabras claras y sencillas el hecho que se le atribuye, y le advertirá que puede abstenerse de declarar sin que ello signifique ninguna presunción en su contra y que el debate continuará aunque no declare. Permitirá, en principio, que él manifieste libremente cuanto tenga por conveniente sobre la acusación, pudiendo ser interrogado posteriormente. Preguntará primeramente el Fiscal, luego el querellante, el defensor y los miembros del Tribunal, en ese orden.


Posteriormente y en cualquier momento del debate a instancias de las partes, se le recibirá nueva declaración al imputado y se le podrán formular preguntas aclaratorias.

Artículo 288 – Declaración de varios imputados.- Si los imputados fueran varios, el Presidente podrá alejar de la sala de audiencias a los que no se encontraran declarando, pero después de todos los interrogatorios deberá informarles sumariamente de lo ocurrido durante su ausencia.

Artículo 289 – Facultades del imputado.- En el curso del debate el imputado podrá hacer todas las declaraciones que considerara pertinentes, siempre que se refieran al objeto del juicio. El Presidente impedirá cualquier divagación y si persistiera, podrá proponer al Tribunal alejarlo de la audiencia.


El imputado podrá hablar con su defensor sin que por ello la audiencia se suspenda, pero no durante su declaración o antes de responder a preguntas que se le formulen. En estas oportunidades nadie le podrá hacer sugerencia alguna.

Artículo 290 – Ampliación de la acusación.- Durante el debate, el Ministerio Público Fiscal podrá ampliar la acusación, por inclusión de un hecho nuevo o circunstancia que modifica la calificación legal o la pena del mismo hecho objeto del debate o que integra la continuación delictiva, que no hubieran sido mencionados originariamente.


En tal caso el Presidente deberá recibir nueva declaración al imputado lo que ocurrirá inmediatamente de ampliada la acusación o cuando se reanudara la audiencia si la defensa solicitara su suspensión para ofrecer nuevas pruebas o preparar su intervención.

Artículo 291 – Advertencia de oficio.- Cuando en el debate el Tribunal advirtiera la posibilidad de modificar la calificación jurídica utilizada por el Fiscal, se lo hará saber a este con la presencia de las demás partes a quienes convocará en privado.


Verificada la situación precedente, constituye deber del Tribunal formular la advertencia referida, que no implicará adelanto de opinión pero le permitirá al Fiscal si así lo considera, proceder con arreglo al artículo precedente.

Artículo 292 – Recepción de pruebas.- Después de la declaración del imputado, el Presidente autorizará la producción de la prueba que las partes hubieran ofrecido oportunamente y hubiera sido admitida.


En primer término se producirá la prueba del Fiscal y luego la de la defensa.


El orden en que se irá produciendo la prueba será decidido por la parte que la ofreció.

Artículo 293 – Nuevas pruebas.- Las partes podrán solicitar la producción de nuevas pruebas, las que serán admitidas, en caso de oposición, cuando se alegara fundadamente que antes se las desconocía.

Artículo 294 – Interrogatorio.- El perito, asesor técnico, testigo o intérprete, previo prestar juramento, será interrogado por el Presidente sobre su identidad personal y las circunstancias que fueran necesarias para valorar su testimonio. Inmediatamente después será interrogado directamente por la parte que lo hubiera ofrecido y luego por la parte contraria. Finalmente, los miembros del Tribunal podrán formular preguntas ampliatorias o aclaratorias.


Formulada una pregunta y antes de que fuera contestada, las partes podrán oponerse. El Presidente del Tribunal podrá, aun de oficio, resolver sobre la improcedencia o impertinencia de la pregunta y en su caso, modificar su formulación.

Artículo 295 – Lectura de actas y documentos probatorios.- El Tribunal ordenará la lectura de documentos y dictámenes periciales, así como de las actas que contengan las pruebas producidas en la Investigación Penal Preparatoria siempre que hubieran sido ofrecidas por las partes y oportunamente admitidas.


También podrá ordenarse la lectura de las actas que documentan las pruebas practicadas antes de la audiencia del debate.

Artículo 296 – Comparendo.- Las partes deberán asegurar el comparendo de los peritos, asesores técnicos, intérpretes o testigos que ofrecieran.


El Presidente a pedido de parte, dispondrá lo necesario para hacer comparecer por la fuerza pública a quien estando oportunamente citado no hubiera asistido.

Artículo 297 – Inspección judicial.- El Tribunal podrá disponer, aun de oficio, se practiquen inspecciones oculares de lugares o de cosas. En tales casos el acta labrada será leída luego en la audiencia.

Artículo 298 – Discusión final.- Terminada la recepción de las pruebas, el Presidente preguntará a las partes si están en condiciones de producir sus alegatos finales. Si así fuera, concederá sucesivamente la palabra al Fiscal y a la defensa del imputado para que en ese orden emitan sus conclusiones verbalmente.


El Fiscal previo a producir su alegato, oirá en privado al querellante si lo hubiera, para cambiar ideas sobre el mismo.


Podrán hablar dividiéndose sus tareas, dos Fiscales o hasta dos defensores del imputado.


Finalizados los alegatos podrá haber réplica, correspondiendo a la defensa hablar en último término.


La réplica deberá limitarse a la refutación de los argumentos adversarios que antes no hubieran sido discutidos.


En caso de manifiesto abuso de la palabra, el Presidente podrá llamar la atención al orador y si este persistiera, podrá limitar prudencialmente el tiempo para que concluya su alegato.


Concluida la discusión final se establecerá el orden en que los miembros del Tribunal emitirán sus votos.

Capítulo III

Acta del debate

Artículo 299 – Contenido.- El Secretario labrará un acta del debate que para ser válida deberá contener:

1) El lugar y fecha de la audiencia, con mención de la hora en que comenzó y terminó, los recesos y suspensiones dispuestos.

2) El nombre y apellido de los jueces, Fiscales, querellantes y defensores.

3) Los datos personales del imputado.

4) El nombre y apellido de los testigos, peritos, asesores técnicos e intérpretes, con mención del juramento y la enunciación de los otros elementos probatorios incorporados al debate.

5) Las instancias y síntesis de las pretensiones de las partes.

6) Otras menciones prescriptas por la ley, o las que el Presidente ordenara hacer y aquellas que expresamente solicitaran las partes.

7) La firma de los miembros del Tribunal, de los Fiscales, defensores y secretario, previa lectura.

Artículo 300 – Resumen o versión.- En las causas con pruebas complejas, a petición de parte o cuando el Tribunal lo estimara conveniente, el secretario resumirá al final de cada declaración o dictamen, la parte sustancial que deba tenerse en cuenta.


También podrá ordenarse la grabación, vídeo grabación o la versión taquigráfica total o parcial del debate.

Capítulo IV

Veredicto y Sentencia

Artículo 301 – Veredicto y deliberación.- Inmediatamente después de terminado el debate, para evitar su invalidación, los jueces ‑en los casos en que proceda‑ recibirán en audiencia pública el veredicto del Jurado, y luego pasarán a deliberar en sesión secreta, a la que sólo podrá asistir el secretario. El acto para ser válido no podrá suspenderse, salvo fuerza mayor, en cuyo caso lo será por un plazo que no podrá superar los quince días. La causa de la suspensión se hará constar y se informará al Tribunal de Casación.

Artículo 302 – Normas para la deliberación.- El Tribunal resolverá todas las cuestiones que hubieran sido objeto del juicio, apreciando únicamente la prueba recepcionada durante el debate. Seguirá en lo posible el siguiente orden:

1) Las cuestiones incidentales que hubieran sido diferidas.

2) Las cuestiones relativas a la existencia del hecho delictuoso, con discriminación de las circunstancias jurídicamente relevantes.

3) La participación del imputado.

4) La calificación legal.

5) La sanción aplicable en cuanto a la especie.

6) La sanción aplicable en cuanto al monto.

7) Las costas.


Se votará cada tema por separado resolviéndose por mayoría de votos y lo decidido será vinculante en las cuestiones sucesivas en las que estará obligado a expedirse quien antes fuera minoría.


Si en la votación sobre las sanciones que correspondieran se emitieran más de dos opiniones, se aplicará el término medio.

Artículo 303 – Requisitos de la sentencia.- La sentencia deberá contener:

1) La fecha en que se dictara; el nombre y apellido de los jueces, Fiscales, querellantes y defensores; las condiciones personales del imputado, la enunciación del hecho que haya sido objeto de la acusación respetando la regla de la congruencia, y ‑en su caso‑ el veredicto del Jurado.

2) El voto de los jueces sobre cada una de las cuestiones planteadas en la deliberación con los fundamentos en que se basó y la motivación en elementos probatorios incorporados legalmente al debate, sin perjuicio de que se adhiera a lo expresado por el Magistrado que votó precedentemente.

3) La parte resolutiva, con mención de las disposiciones legales aplicadas.

4) El cómputo de la pena impuesta, si se estimara conveniente practicarlo sin aguardar la intervención del Juez de la Ejecución.

5) La firma de los jueces; pero si uno de los miembros del Tribunal no pudiera suscribir la sentencia por impedimento ulterior a la deliberación, esto se hará constar sin afectar su validez.

Artículo 304 – Pronunciamiento.- La sentencia se pronunciará siempre en nombre del Poder Judicial que representa al pueblo de la Provincia de Santa Fe. Redactada la misma y protocolizada que fuera agregándose copia al expediente, el Tribunal se constituirá en la sala de la audiencia. Previamente el Presidente convocará verbalmente a las partes para que concurran. Abierta la audiencia y ante quienes comparezcan, el Presidente comunicará la parte resolutiva, y luego ordenará que por Secretaría se dé lectura del resto del documento.


El Tribunal podrá hacer conocer por lectura, solamente la parte resolutiva, cuando la complejidad del asunto o lo avanzado de la hora así lo aconsejaran para diferir la redacción de la sentencia. En tal caso la lectura completa de la sentencia se deberá llevar a cabo en audiencia a fijar como máximo dentro de los cinco días posteriores al pronunciamiento de la parte resolutiva.


Las lecturas valdrán en todos los casos como notificación para los que hubieran intervenido en el debate aunque no se encontraran presentes en tal oportunidad.

Artículo 305 – Autorización y congruencia.- Al dictar sentencia el Tribunal no podrá condenar sin un veredicto del Jurado, en los casos en que proceda, declarando culpable al imputado. Nunca podrá apartarse del hecho contenido en la acusación o de sus ampliaciones, pudiendo variar la calificación jurídica pero no aplicar sanciones más graves que las peticionadas por el Fiscal, siempre y cuando se haya efectuado la advertencia a que alude el artículo 291.

Artículo 306 – Absolución.- En los casos en que proceda el juicio por Jurados, el veredicto que declare “no culpable” al imputado, provocará inevitablemente su absolución.


En todos los casos la sentencia absolutoria ordenará, cuando correspondiera, la libertad del imputado, la cesación de las restricciones impuestas provisionalmente, la aplicación de medidas de seguridad y las costas que se hubieran solicitado.

Artículo 307 – Comunicación.- Las sentencias serán comunicadas una vez firmes, por el Secretario del Tribunal de Juicio al Registro Único de Antecedentes Penales, salvo las que tuviera a cargo comunicar el Juez de Ejecución.

Título II

Procedimiento abreviado

Artículo 308 – Instancia común.- En cualquier momento de la Investigación Penal Preparatoria, el Fiscal y el defensor del imputado, en forma conjunta, podrán solicitar al Tribunal de la Investigación Preparatoria la apertura del procedimiento abreviado, en escrito que para ser válido contendrá:

1) Los datos personales del Fiscal, del defensor y del imputado.

2) El hecho por el que se acusa y su calificación legal.

3) La pena solicitada por el Fiscal.

4) La conformidad del imputado y su defensa respecto de los requisitos precedentes y del procedimiento escogido.

5) En su caso, la firma del querellante adhesivo o en su defecto, la constancia de que el Fiscal de Distrito lo ha notificado del acuerdo y no ha manifestado en término su disconformidad. En caso de disconformidad será necesaria la firma del Fiscal General.

6) Cuando el acuerdo versara sobre la aplicación de una pena que excediera los seis años de prisión, se requerirá además la firma en el mismo del Fiscal General.

Artículo 309 – Notificación al querellante adhesivo.- Producido el acuerdo y antes de la presentación a que alude el artículo precedente, el Fiscal de Distrito notificará y entregará una copia certificada del contenido del mismo al querellante adhesivo. Este podrá en el término de tres días manifestar fundadamente ante el Fiscal de Distrito su disconformidad con el acuerdo. En tal caso se dará intervención al Fiscal General quien luego de averiguar sumariamente resolverá suscribiendo el acuerdo u ordenando lo que corresponda al Fiscal de Distrito.

Artículo 310 – Admisibilidad.- El Juez de la Investigación Penal Preparatoria declarará inadmisible la presentación que no cumplimentara los recaudos enunciados en el artículo 308. Si la admitiera, remitirá la causa sin más trámite al Tribunal de Juicio.

Artículo 311 – Declaración del imputado.- El Tribunal de Juicio, convocará a las partes a una audiencia pública donde se le recibirá declaración al imputado. Si este reconociera el acuerdo, el Presidente leerá los tres primeros puntos de la presentación conjunta, explicará clara y sencillamente al imputado el procedimiento escogido y sus consecuencias requiriéndole nuevamente su expresa conformidad.

Artículo 312 – Resolución.- El Tribunal dictará sentencia de estricta conformidad con la pena aceptada por las partes, sin perjuicio de definir la calificación legal que corresponda.


No obstante, si a partir del hecho descripto en el acuerdo y reconocido por el imputado, estimara que el mismo carece de tipicidad penal o resulta manifiesta la concurrencia de cualquier circunstancia determinante de la exención de pena o de su preceptiva atenuación, dictará sentencia absolviendo o disminuyendo la pena en los términos en que proceda.

Artículo 313 – Acuerdo en el juicio.- El procedimiento abreviado podrá ser acordado por las partes en los casos de querella por delito de acción privada o en los juicios comunes, en cualquier momento y antes de arribarse a las conclusiones.

Artículo 314 – Pluralidad de imputados.- La existencia de varios imputados en un mismo procedimiento no impedirá la aplicación de estas reglas a alguno de ellos.

Título III

Procedimiento de menores

Artículo 315 – Regla general.- En la Investigación Penal Preparatoria y en el juzgamiento de hechos punibles atribuidos a menores, se aplicarán las disposiciones comunes de este Código, salvo las modificaciones del presente Título.

Artículo 316 – Comunicación al Tribunal de Menores.- Cuando resultara imputado un menor de dieciocho años, la policía o en su defecto el Fiscal, deberán comunicar de inmediato al Tribunal de Menores la circunstancia para que ejercite las atribuciones de su competencia, poniéndolo a su disposición si hubiera sido detenido.

Artículo 317 – Competencia especializada.- Al Tribunal de Menores le corresponderá la decisión y el control de las medidas tutelares que disponga, de acuerdo a su especialidad. Los funcionarios y magistrados encargados de la investigación del hecho y la tramitación del juicio, deberán requerir autorización del Tribunal de Menores cada vez que necesiten de la persona del menor para su participación en un acto del procedimiento, sin perjuicio de la intervención correspondiente del defensor de confianza o del abogado perteneciente al Servicio Oficial de Defensa que le asista legalmente.

Artículo 318 – Normas para el debate.- Cuando fuera juzgado un menor, aunque hubiera otros imputados mayores, el Tribunal limitará la publicidad del debate solamente a los familiares del menor y a las personas que tuvieran legítimo interés en presenciarlo.

Artículo 319 – Sentencia.- El Tribunal del Juicio dictará sentencia respecto de un imputado menor, la que hará saber al Juez de Menores una vez firme. Si fuera declarada la responsabilidad penal del imputado, se remitirá lo actuado al Tribunal de Menores, el que determinará si procede o no aplicar sanción y en su caso la medida de la misma, de conformidad a lo dispuesto por la ley nacional en la materia.

Título IV

Juicio por delito de acción privada

Capítulo I

Querella

Artículo 320 – Derecho de querella.- Toda persona con capacidad civil que se pretenda ofendida por un delito de acción privada tendrá derecho a presentar querella ante el Tribunal de Juicio.


Igual derecho tendrá el representante legal del incapaz, por los delitos cometidos en perjuicio de este.


En todos los casos el querellante deberá actuar con patrocinio letrado salvo que el mismo o su representante fuera abogado.

Artículo 321 – Unidad de representación.- Cuando los querellantes fueran varios, deberán actuar bajo una sola representación si acumularan sus pretensiones en un mismo juicio.

Artículo 322 – Acumulación de pretensiones.- Cuando se tratara de calumnias o injurias recíprocas procederá la acumulación de las pretensiones en un sólo juicio.


Nunca se acumularán con las pretensiones que nacieran de delitos de acción pública.

Artículo 323 – Forma y contenido de la querella.- La querella será presentada por escrito con una copia para cada querellado, personalmente o por mandatario especial, y deberá expresar para ser válida:


El nombre, apellido y domicilio del querellante y en su caso los del mandatario.


El nombre, apellido y domicilio del querellado o, si se ignorasen, cualquier descripción que sirva para identificarlo.


Una relación clara, precisa y circunstanciada del hecho, con indicación del lugar, fecha y hora en que se ejecutó, si se supiera.


Las pruebas que se ofrezcan, acompañándose:

a) la nómina de los testigos con indicación del nombre, apellido, profesión, domicilio y hechos sobre los que deberán ser examinados.

b) cuando la querella versara sobre calumnias o injurias, el documento que a criterio del accionante las contenga, si fuera posible presentarlo.

c) la copia de la sentencia civil definitiva que declare el divorcio por adulterio, si la querella fuera por ese hecho.


La firma del querellante. Si no supiera firmar, la de otra persona a su ruego quien deberá hacerlo ante el Secretario.


Si del texto de la querella surgieran hechos que encuadraran en un delito de acción pública, se remitirá copia de la misma al Fiscal a los fines que correspondieran.

Artículo 324 – Desistimiento expreso.- El querellante podrá desistir en cualquier estado del juicio, sin perjuicio de su responsabilidad por sus actos anteriores.

Artículo 325 – Desistimiento tácito.- Se tendrá por desistida la acción privada:

1) Cuando el procedimiento se paralizara durante un mes y el querellante no lo instara dentro del tercer día de notificado del decreto por el cual se lo intima a impulsarlo.

2) Cuando el querellante o su mandatario no concurrieran a la audiencia de conciliación o del debate sin justa causa, la que deberá ser acreditada antes de su iniciación o en las horas hábiles del día siguiente.

3) Cuando muerto o incapacitado el querellante, no compareciera alguno de sus herederos o representantes legales a proseguir la acción, después de tres meses de ocurrida la muerte o incapacidad.

Artículo 326 – Efectos del desistimiento.- Cuando el Tribunal declarara extinguida la pretensión penal por desistimiento expreso del querellante, se dictará el sobreseimiento del querellado y se le impondrán las costas, salvo acuerdo de partes al respecto.


Cuando el desistimiento fuera tácito, el Tribunal dispondrá el archivo de las actuaciones, con costas a cargo del querellante.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 327 – Tribunal interviniente.- Durante el procedimiento previo a la apertura del juicio intervendrá un sólo miembro del Tribunal del Juicio, el que actuará en pleno durante el debate.

Artículo 328 – Investigación preliminar.- Cuando el querellante ignorara el nombre, apellido o domicilio del autor del hecho, o debieran agregarse al procedimiento documentos que no estuvieran en su poder, podrá solicitar al Tribunal las medidas de investigación preliminar tendientes a individualizar al querellado o conseguir la documentación.

Artículo 329 – Audiencia de conciliación.- Presentada la querella, se convocará a las partes a una audiencia de conciliación, remitiendo al querellado una copia de aquélla. A la audiencia deberán asistir los defensores.


Cuando no concurriera el querellado, se declarará la apertura del juicio.

Artículo 330 – Conciliación y retractación.- Cuando las partes se conciliaran en la audiencia o en cualquier estado del juicio, se dictará sobreseimiento y las costas serán en el orden causado, salvo acuerdo de partes al respecto.


Si el querellado se retractara en la audiencia o en la apertura del juicio, se le dictará sobreseimiento y las costas quedarán a su cargo.


La retractación será publicada a petición del querellante, en la forma que el Tribunal estimara adecuada.

Artículo 331 – Medidas de coerción.- El querellante podrá solicitar, antes de la apertura del juicio, medidas de coerción personal o real contra el querellado, las que procederán conforme a las disposiciones de este Código.

Artículo 332 – Citación a juicio.- Si el querellado no concurriera a la audiencia de conciliación o no se produjera esta o la retractación, será citado para que comparezca a juicio en el día y hora que se fije para el comienzo del debate.

Artículo 333 – Normas del debate.- Se aplicarán las normas del debate común y del procedimiento abreviado con las modificaciones del presente capítulo.

Artículo 334 – Presencia del imputado.- Si el querellado no concurriera a la apertura del debate, a pedido del querellante se ordenará sea traído por la fuerza pública, suspendiéndose el comienzo del debate hasta tanto se lograra su comparendo.

Artículo 335 – Excepciones.- Abierto el juicio, el querellado podrá plantear excepciones verbalmente, las que serán resueltas en la audiencia.

Artículo 336 – Facultades del querellante.- El querellante tendrá las facultades y obligaciones correspondientes al Ministerio Público Fiscal y podrá ser interrogado como testigo.

Título V

Procedimiento para la reparación del daño

Artículo 337 – Legitimación activa.- Dentro de los cinco días de la lectura completa de la sentencia penal condenatoria, el querellante en los delitos de acción privada o quien se hubiera constituido en querellante adhesivo tendrá opción para demandar ante el Tribunal de Juicio la indemnización del daño material y moral por el hecho calificado como delito.

Artículo 338 – Límites.- La demanda sólo podrá ser dirigida contra el penalmente condenado, debiendo fundamentarse en los límites del debate y de acuerdo a los términos de la sentencia que le sirve de presupuesto. Si el demandante pretendiera una indemnización que necesitara prueba complementaria, deberá promover el juicio ante el tribunal civil competente.

Artículo 339 – Contenido.- El escrito de demanda deberá contener la expresión concreta y detallada de los daños sufridos, y la relación que ellos tienen con el hecho delictivo conforme a los elementos del debate y de la condena penal precedente, la cita de las disposiciones legales aplicables en que se fundara la responsabilidad civil y la reparación deseada o el importe de las indemnizaciones pretendidas.

Artículo 340 – Extensión del mandato.- La anterior designación de defensor importará mandato del demandado para representarlo judicialmente en la cuestión civil hasta que designe otro mandatario especial y exclusivo al respecto.

Artículo 341 – Admisibilidad y traslado.- Si el Tribunal de Juicio considerara admisible la demanda, correrá traslado de la misma al condenado penal contra quien se dirija la pretensión resarcitoria, para que dentro del plazo perentorio de cinco días oponga conjuntamente las excepciones y defensas que estime correspondan. La notificación se practicará en el domicilio real del condenado penal y en el domicilio legal constituido en las actuaciones.


Cuando el Tribunal considerara inadmisible la demanda, ordenará su archivo.

Artículo 342 – Excepciones.- Además de las previstas en los incisos 1º, 3º y 4º del artículo 25, el demandado civil podrá deducir la excepción de falta de acción y la de falta de personería en el representante del actor.

Artículo 343 – Audiencia y pronunciamiento.- Resueltas las excepciones o vencido el término sin oponerlas, el Tribunal llamará a una audiencia dentro del plazo máximo de cinco días donde oirá a las partes, les requerirá las aclaraciones pertinentes y pronunciará sentencia sobre la cuestión accesoria. Rigen al respecto las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables.


Acreditada la producción del daño, la indemnización pretendida podrá ser determinada prudencialmente por los Jueces.

Artículo 344 – Incompetencia.- Si durante este procedimiento, invocando razonablemente la vigencia de una norma sustantiva, cualquiera de las partes instara la citación de un sujeto procesal distinto a los legitimados conforme a los artículos 337 y 338, o este compareciera espontáneamente, el Tribunal declarará de oficio su incompetencia y remitirá las actuaciones a la sede respectiva para la adecuación y prosecución del trámite si así correspondiera.

Título VI

Procedimiento de Hábeas Corpus

Capítulo I

Disposiciones Generales

Artículo 345 – Procedencia.- Corresponderá la denuncia de hábeas corpus ante un acto u omisión de autoridad pública que arbitrariamente y en violación de normas constitucionales implique:

1) Una limitación o amenaza actual de la libertad ambulatoria, sin orden escrita de autoridad competente.

2) El mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente.

3) Una agravación ilegítima de las formas y condiciones en que se cumple la privación de la libertad, sin perjuicio de las facultades propias del Juez del proceso si lo hubiera.

Artículo 346 – Titularidad.- Podrá denunciar tanto el afectado como cualquier otra persona a su favor, sin necesidad de poder, ni patrocinio letrado.

Artículo 347 – Juez competente.- Será competente para conocer del hábeas corpus cualquier Juez letrado que tuviera jurisdicción en el lugar donde se hubiera efectuado o se presuma que está por efectuarse la privación o restricción de la libertad personal.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 348 – Denuncia.- La denuncia podrá ser deducida en forma verbal, escrita o telegráfica, en cualquier día y hora, y deberá contener:

1) Nombre y domicilio real del denunciante.

2) Nombre, domicilio real y demás datos personales conocidos de la persona en cuyo favor se denuncia.

3) Autoridad de quien emana el acto que se afirma como lesivo.

4) Causa o pretexto del acto que se afirma como lesivo en la medida del conocimiento del denunciante.

5) Expresará además en qué consiste la ilegitimidad del acto.


Si el denunciante ignorara alguno de los requisitos contenidos en los números 2), 3) y 4), proporcionará los datos que mejor condujeran a su averiguación.

Artículo 349 – Deber de recepción del Juez e intervención del Fiscal.- El Juez ante quien se formulara la denuncia deberá recibirla y darle trámite de inmediato.


Presentada la denuncia se notificará al Ministerio Público Fiscal, quien será parte necesaria en el procedimiento.

Artículo 350 – Desestimación o incompetencia.- El Juez rechazará la denuncia que no fuera procedente en virtud del artículo 345. Si se declarara incompetente remitirá las actuaciones al Tribunal que considere competente.


Contra la decisión podrá interponerse el recurso de casación cuando procediera.


El Juez no podrá rechazar la denuncia por defectos formales, proveyendo de inmediato las medidas necesarias para su subsanación, sin perjuicio de las sanciones que correspondan.

Artículo 351 – Auto de hábeas corpus.- Cuando se tratara de la privación de la libertad de una persona, formulada la denuncia el Juez ordenará inmediatamente o en un plazo que no excederá de diez horas, que la autoridad requerida presente ante él al detenido.


Solicitará además un informe circunstanciado del motivo que funda la medida; la forma y condiciones que se cumple; si ha obrado por orden escrita de autoridad competente, caso en el cual deberá acompañarla; y, si el detenido hubiera sido puesto a disposición de otra autoridad: a quién, por qué causa y en qué oportunidad se efectuó la transferencia. Este informe podrá efectuarse verbalmente en oportunidad de la audiencia donde se presenta al detenido, dejando constancia en acta.


Cuando se tratara de amenaza actual de privación de libertad de una persona, el Juez ordenará que la autoridad requerida presente el informe a que se refiere el párrafo anterior.


Si se ignorara la autoridad que detenta la persona privada de su libertad o de la cual emana el acto lesivo que sirve de base a la denuncia, el Juez librará la orden a los superiores jerárquicos de la dependencia que se indique.


La orden se emitirá por escrito con expresión de fecha y hora salvo que el Juez considerara necesario constituirse personalmente en el lugar donde se encuentre el detenido, en tal caso podrá emitirla oralmente, pero dejará constancia en acta.


Cuando se tratara del mantenimiento manifiestamente ilegítimo de una privación de la libertad inicialmente dispuesta por orden escrita de autoridad competente, se requerirá información sobre el tiempo de detención y de toda otra circunstancia útil para el esclarecimiento de la causal invocada.

Artículo 352 – Audiencia y resolución.- La orden implicará para la autoridad requerida citación a la audiencia oral donde se dará lectura a la denuncia y al informe. Luego, se interrogará al amparado y se proveerá, en su caso, a los exámenes que correspondan, concediéndose la palabra a la autoridad requerida y al amparado, personalmente o por intermedio de su defensor.


En el procedimiento de hábeas corpus no será admitida ninguna recusación, pero si el Juez se considerara comprendido en una causal de excusación, así lo declarará, mandando cumplir la audiencia ante el Juez que corresponda.


Si se estimara necesario la realización de diligencias probatorias, el Juez las incorporará en el mismo acto y ordenará que se produzcan a la mayor brevedad posible.


Finalizada la recepción de la prueba, se oirá a los intervinientes y se dictará inmediata resolución, procediéndose a su lectura completa.


Podrá prescindirse de la audiencia cuando esta resultara innecesaria para el acogimiento de la denuncia.

Artículo 353 – Sanciones y costas.- El Tribunal podrá imponer hasta treinta días multa o arresto hasta diez días al funcionario responsable de dilaciones o entorpecimiento en el trámite o al culpable del acto lesivo, sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda.


Las costas podrán imponerse al funcionario responsable de dicho acto y en caso de ser rechazado el hábeas corpus, serán a cargo del peticionario.

Artículo 354 – Recurso.- Podrá interponerse contra la decisión del Tribunal que acoja o rechace la denuncia de hábeas corpus, el recurso de casación.

Libro V

Recursos

Título I

Disposiciones generales

Artículo 355 – Facultad de recurrir.- Las resoluciones judiciales serán recurribles sólo por los medios y en los casos expresamente establecidos.


El derecho de recurrir corresponderá tan sólo a quien le fuera expresamente acordado, siempre que tuviera un interés directo en la eliminación, revocación o reforma de la resolución.


Cuando la ley no distinguiera entre las diversas partes, aquél pertenecerá a cualquiera de ellas.

Artículo 356 – Recursos del Ministerio Público Fiscal.- Los representantes del Ministerio Público Fiscal podrán recurrir incluso a favor del imputado, o en virtud de las instrucciones del superior jerárquico, no obstante el dictamen contrario que hubieran emitido con anterioridad.

Artículo 357 – Recursos del imputado.- El imputado podrá recurrir cualquier resolución contraria a su interés, en los casos y condiciones previstos en este Código.


Los recursos a favor del imputado podrán ser deducidos por él o su defensor, y si fuera menor de edad al tiempo de la interposición también por sus padres o tutores dentro del plazo conferido a su representado, aunque aquellos no tuvieran derecho a que se les notifique la resolución.

Artículo 358 – Facultades del querellante adhesivo.- El querellante adhesivo no podrá por sí interponer recursos.


En los recursos de casación o inconstitucionalidad, el querellante adhesivo expresará su voluntad de instar la impugnación acompañando al Fiscal interviniente, dentro del plazo de cinco días de notificada la resolución cuestionada, un proyecto de los recursos mencionados, con los recaudos exigidos para su interposición.


En caso de discrepancia con el Fiscal en cuanto a la promoción o al contenido del recurso, el superior en grado del Ministerio Público Fiscal las resolverá de inmediato y definitivamente.


El plazo para deducir el recurso por el Ministerio Público Fiscal, se suspenderá hasta tanto se agote el trámite con el querellante adhesivo.


Cuando el querellante adhesivo en una audiencia advirtiera la necesidad de deducir reposición, se lo transmitirá verbalmente al Fiscal, quien podrá acoger o no la sugerencia formulada.

Artículo 359 – Condiciones de interposición.- Los recursos deberán interponerse, para ser admisibles, en las condiciones de tiempo y forma que se determinan, con específica indicación de los puntos de la decisión que fueran impugnados. Diferida la redacción de los fundamentos de una resolución, el plazo para recurrir comenzará a correr una vez notificados los mismos.

Artículo 360 – Recursos durante las audiencias.- Durante las audiencias sólo se podrá deducir reposición. Su interposición se entenderá como protesta de recurrir en casación para el caso en que el Tribunal desestime la impugnación deducida.

Artículo 361 – Efecto extensivo.- Cuando en un proceso hubiera varios coimputados, el recurso interpuesto en interés de uno de ellos favorecerá a los demás, siempre que los motivos en que se fundara no sean exclusivamente personales.

Artículo 362 – Efecto suspensivo.- La interposición de un recurso suspenderá la ejecución de la decisión, salvo disposición en contrario o que se hubiera ordenado la libertad del imputado.

Artículo 363 – Desistimiento.- Las partes que hubieran interpuesto un recurso podrán desistir de él antes de su resolución, cargando con las costas.


El defensor no podrá desistir de los recursos interpuestos sin mandato expreso de su representado, posterior a la interposición del mismo.

Artículo 364 – Inadmisibilidad y rechazo.- El Tribunal competente para entender en un recurso deberá declararlo inadmisible cuando la resolución impugnada fuera irrecurrible, o no se cumpliera con los requisitos formales que hacen a su admisibilidad.


También deberá rechazar liminarmente el recurso cuando fuera, con evidencia, improcedente.

Artículo 365 – Competencia del Tribunal de Alzada.- El recurso atribuirá al Tribunal de Alzada el conocimiento del proceso sólo en cuanto a los puntos de la resolución a que se refieren los agravios.


Sin embargo, cuando se tratara de mejorar la situación del imputado no regirá la limitación precedente.


Las resoluciones recurridas solamente por el imputado o a su favor, no podrán ser modificadas en su perjuicio.

Título II

Reposición

Artículo 366 – Procedencia.- El recurso de reposición procederá contra las resoluciones dictadas sin sustanciación, a fin de que el mismo Tribunal que las dictó las revoque o modifique por contrario imperio.

Artículo 367 – Plazo y forma.- El recurso se interpondrá y fundará por escrito dentro del tercer día de notificada la resolución, pero cuando esta se dictara en una audiencia, deberá interponerse y fundarse oralmente en el mismo acto.


El Tribunal resolverá, previa vista al eventual contradictor, en el término de tres días si se interpusiera por escrito, o en el mismo acto si lo hubiera sido en audiencia. En este último caso podrá diferir la redacción de su fundamentación hasta el día siguiente.

Título III

Casación

Capítulo I

Procedencia

Artículo 368 – Motivos.- El recurso de casación podrá ser interpuesto por los siguientes motivos:

1) Violación, interpretación errónea o aplicación indebida de las normas de derecho y la doctrina legal.

2) Quebrantamiento de las formas esenciales del proceso o de la sentencia.


Cuando el recurso atacara un defecto del procedimiento, se requerirá como condición de admisibilidad que el recurrente haya reclamado oportunamente su subsanación o hubiera hecho protesta de recurrir en casación, salvo en los casos de defectos absolutos motivantes de invalidación.

Artículo 369 – Resoluciones recurribles.- Además de los casos especialmente previstos por la ley, sólo podrá deducirse este recurso contra las sentencias definitivas o los autos que pusieran fin a la acción, a la pena, a una medida de seguridad, o hicieran imposible que ellas continúen, o que denegare la extinción o suspensión de la pena.

Artículo 370 – Recurso del Ministerio Público Fiscal.- El Ministerio Público Fiscal podrá impugnar:

1) Las sentencias de sobreseimiento.

2) Las sentencias absolutorias.

3) Las sentencias condenatorias.

4) Los autos mencionados en el artículo anterior.

Artículo 371 – Recursos del imputado.- El imputado podrá impugnar:

1) Las sentencias condenatorias.

2) Las sentencias de sobreseimiento o absolutorias que le impongan una medida de seguridad.

3) Los autos que denieguen la extinción o suspensión de la pena.

Capítulo II

Procedimiento

Artículo 372 – Interposición.- El recurso de casación podrá interponerse dentro del plazo de diez días, ante el Tribunal que dictó la resolución, por escrito y con firma de letrado. Se citarán concretamente las disposiciones legales que se consideren violadas o erróneamente aplicadas y se expresará cuál es la aplicación que se pretende, debiendo indicarse separadamente cada motivo con sus fundamentos. De inmediato se remitirán los autos al Tribunal de Casación.

Artículo 373 – Inadmisibilidad y rechazo.- El Tribunal de Casación declarará inadmisible el recurso o lo rechazará sin trámite alguno, cuando el escrito de interposición no observara las formalidades exigidas o la impugnación resultara con evidencia improcedente. La decisión se comunicará de inmediato al Tribunal que dictara la resolución impugnada.

Artículo 374 – Trámite.- Abierto el recurso se pondrán las actuaciones a disposición de las partes por diez días para su examen y eventual ofrecimiento de prueba. Vencido el plazo, el Presidente del Tribunal convocará a una audiencia con intervalo no menor de diez días. En ella se producirá la prueba que se estime necesaria y se oirá a las partes cuya presencia es facultativa.

Artículo 375 – Deliberación.- Concluida la audiencia o no habiéndose celebrado la misma, los jueces se reunirán a deliberar de conformidad a las normas que regulan el juicio común en cuanto fueran aplicables.


Si la importancia de las cuestiones a resolver o lo avanzado de la hora lo justificara, la deliberación podrá ser diferida para otra fecha. El Presidente podrá señalar el tiempo de estudio para cada miembro del Tribunal.


La sentencia se dictará dentro de un plazo de veinte días respetándose, en lo pertinente, lo dispuesto para la que se dicte en juicio común.

Artículo 376 – Casación.- Si la resolución impugnada acogiera el recurso por violación, interpretación errónea o aplicación indebida de las normas de derecho y la doctrina legal, el Tribunal la casará y resolverá de acuerdo con la ley y doctrina aplicable, en tanto para ello no fuera necesario un nuevo debate en cuyo caso reenviará la causa al Tribunal competente.

Artículo 377 – Anulación total o parcial.- En los casos de quebrantamiento de las formas esenciales del proceso o de la sentencia, el Tribunal que hiciera lugar al recurso anulará total o parcialmente la resolución impugnada y ordenará el reenvío para la renovación de la actividad invalidada.

Artículo 378 – Rectificación.- Los errores de derecho en la fundamentación de la sentencia impugnada, que no hubieran influido en la parte resolutiva, no la anularán pero deberán ser corregidos. También lo serán los errores materiales en la designación o cómputo de la pena.

Artículo 379 – Libertad del imputado.- El Tribunal de Casación ordenará inmediatamente la libertad del imputado, cuando por efecto de su decisión debiera cesar su encarcelamiento.

Artículo 380 – Comunicaciones.- Todas las sentencias que dictara el Tribunal de Casación deberán ser comunicadas al Registro Único de Antecedentes Penales.

Título IV

Revisión

Artículo 381 – Procedencia.- El recurso de revisión procederá en todo tiempo y en favor del condenado, contra la sentencia firme:

1) Cuando los hechos establecidos como fundamento de la condena fueran inconciliables con los fijados por otra sentencia penal irrevocable.

2) Cuando la sentencia impugnada se hubiera fundado en prueba documental o testifical, cuya falsedad hubiese sido declarada en fallo posterior irrevocable.

3) Cuando la sentencia condenatoria hubiese sido pronunciada a consecuencia de prevaricato, cohecho, violencia o maquinación fraudulenta, cuya existencia hubiera sido declarada en fallo posterior irrevocable, o aunque no hubiese podido llegarse a dicho fallo por haber mediado una causal extintiva o que imposibilitó proseguir el ejercicio de la acción.

4) Cuando después de la condena sobrevinieran nuevos hechos o elementos de prueba que, solos o unidos a los ya examinados en el proceso, hicieran evidente que el hecho delictuoso no existió, que el condenado no lo cometió, o no se dieron las circunstancias agravantes típicas que el Tribunal tuvo en cuenta al pronunciar aquélla.

5) Cuando la sentencia se fundara en una interpretación de la ley que fuera más gravosa que la sostenida por el Tribunal de Casación, al momento de la interposición del recurso.

Artículo 382 – Titularidad y pretensión.- El recurso de revisión podrá ser ejercido por el defensor o por el condenado. Si este fuera incapaz, por sus representantes legales; si hubiera fallecido o hubiese sido declarado ausente con presunción de fallecimiento, por su cónyuge, ascendientes, descendientes o hermanos.


Para ser admisible, deberá limitarse a demostrar la inexistencia del hecho delictuoso o de una circunstancia que contribuyó a agravar la pena o la no comisión por el condenado o la falta de la prueba en que se basó la condena, fundada en cualquiera de los incisos del artículo anterior.


Cuando la revisión fuera solicitada después de la muerte del condenado, para ser admisible, sólo podrá tender a probar la inexistencia del hecho o que aquél no lo cometió.

Artículo 383 – Interposición.- El recurso de revisión será interpuesto ante la Corte Suprema de Justicia, personalmente o por mandatario y para ser admisible deberá contener la concreta referencia de los motivos en que se funda y las disposiciones legales aplicables.


Si se motivara en uno de los tres primeros incisos del artículo 381, se acompañará copia de la sentencia pertinente y en todos los casos, si correspondiera, se ofrecerán las pruebas demostrativas de los extremos invocados, acompañándolas si existieran, para su admisibilidad.

Artículo 384 – Trámite.- Si el recurso de revisión fuera en principio admisible, el Presidente del Tribunal dispondrá que se corra vista al Procurador General, quien tendrá intervención necesaria como parte, por el término de diez días. Evacuada la vista, si no correspondiera recepcionar prueba se dictará sin más trámite la providencia de autos. Si correspondiera, dispondrá la recepción de la prueba ofrecida y discusión final, en audiencia pública que se regirá por las normas del juicio común.

Artículo 385 – Suspensión de la ejecución.- En cualquier momento del trámite la Corte Suprema podrá suspender la ejecución de la sentencia impugnada y disponer la libertad del condenado con o sin caución.

Artículo 386 – Sentencia.- Si al pronunciarse el Tribunal acogiera el motivo de revisión alegado, anulará la sentencia impugnada pudiendo dictar directamente la sentencia o remitir a nuevo juicio la causa cuando el caso lo requiera.

Artículo 387 – Nuevo recurso.- El rechazo del recurso de revisión no perjudicará el derecho de presentar nuevas instancias fundadas en elementos distintos.

Libro VI

Ejecución

Título I

Ejecución Penal

Capítulo I

Función del Juez de Ejecución

Artículo 388 – Atribuciones.- El Juez de Ejecución deberá:

1) Controlar que se respeten todas las garantías constitucionales y tratados internacionales ratificados por el país, con relación al trato que debiera dispensarse a los condenados, presos y personas sometidas a medidas de seguridad.

2) Controlar el cumplimiento de las penas privativas de libertad respecto de los condenados mayores de dieciocho años al momento de la comisión del delito. Con este fin podrá convocar a su despacho a los penados para mantener con ellos una comunicación directa y reservada, así como disponer inspecciones periódicas en los establecimientos donde se alojaran, las que cumplirá personalmente o comisionando alguno de sus auxiliares judiciales.

3) Resolver todas las instancias o incidentes que se suscitaran en la etapa de ejecución de la pena respecto de los condenados que no estuvieran a disposición de los Juzgados de Menores.

4) Entender en los recursos contra las sanciones disciplinarias aplicadas por las autoridades carcelarias a los penados a que hace referencia el inciso segundo, en los casos que este Código establece.

5) Controlar el cumplimiento de las medidas de seguridad decididas por sentencia definitiva, con excepción de aquéllas cuya supervisión compete al Tribunal de Menores.

6) Coordinar y supervisar el tratamiento post-carcelario, con la colaboración del Patronato de Liberados y de las asociaciones particulares previamente admitidas para desarrollar esa actividad de asistencia y ayuda del liberado.

7) Dejar sin efecto o modificar la pena impuesta cuyo control le incumbe, o las condiciones de su cumplimiento, por haber entrado en vigencia una ley más benigna o en virtud de otra razón legal.

8) Disponer que la prisión domiciliaria se cumpla bajo la inspección o vigilancia de la autoridad que designe.

Artículo 389 – Orientación funcional.- En su cometido el Juez de Ejecución tenderá, en lo posible, a:

1) Mitigar los efectos negativos del encarcelamiento, promoviendo la aplicación del régimen abierto cuando procediera.

2) Propender a la obtención del consenso del condenado respecto del tratamiento que se determine.

3) Orientar la fase ejecutiva a la personalización del encarcelado, procurando la adecuación del contenido y del tiempo de la pena o, en su caso, de la medida de seguridad, a la evolución de la personalidad del interno, sobre la base de los estudios y consideraciones técnico-científicas del equipo interdisciplinario interviniente.

4) Favorecer la individualización del tratamiento de acuerdo a los medios científicos más adecuados al caso para lograr el fin de la ejecución penal. En este sentido se inclinará por las modalidades alternativas que gradualmente fueran reintegrando un espacio de autonomía al interno, fortificando su capacidad de responsabilidad con el ejercicio, cada vez más exigente, de procesos positivos de aprendizaje social.

5) Hacer cumplir el principio de legalidad en la ejecución de la pena, amparando y resolviendo a favor del otorgamiento de los derechos y beneficios del penado cuando, de la verificación objetiva de los resultados del tratamiento, así correspondiera de acuerdo a la ley y a la reglamentación vigente.

6) Fomentar, en cuanto la ley lo autorice, el contacto del penado con el medio adonde deberá retornar una vez agotada su condena, facilitando así el objetivo de su reinserción social.

7) Aprovechar y controlar la reglamentaria participación privada, especialmente de asociaciones o grupos intermedios, en la reeducación de los internos.

Capítulo II

Penas

Artículo 390 – Pena privativa de libertad.- Una vez firme la sentencia que ordenara cumplir pena privativa de libertad, el Tribunal dispondrá el inmediato encarcelamiento del condenado si este no estuviera sometido a prisión preventiva, y se pondrán los autos y el preso a disposición del Juez de Ejecución.

Artículo 391 – Ejecución diferida.- Si con el tiempo de prisión preventiva antes cumplido, el condenado se encontrara habilitado para solicitar su libertad condicional, el Tribunal de Juicio podrá diferir la ejecución de la sentencia comunicando la circunstancia al Tribunal de Ejecución, quien ordenará el encarcelamiento si fuera denegada la libertad condicional solicitada.

Artículo 392 – Revocación de la condena condicional.- El Tribunal que condenara por la comisión de un nuevo delito al beneficiario de una anterior condenación condicional, será competente para revocarla y proceder conforme a lo dispuesto sobre acumulación de penas. Si no se cumpliera la regla precedente, lo hará el Tribunal que hubiera aplicado la pena mayor.

Artículo 393 – Cómputo.- El Juez de Ejecución practicará el cómputo o, en su caso, revisará el practicado en la sentencia fijando la fecha de vencimiento de la pena, notificándolo al Fiscal, al condenado y a su defensor, quienes podrán interponer el recurso de reposición.


El cómputo podrá reformarse siempre que se comprobara su error o nuevas circunstancias lo hicieran necesario.

Artículo 394 – Comunicaciones.- El Juez de Ejecución dispondrá remitir testimonio de la sentencia condenatoria firme al establecimiento donde se encontrara alojado el condenado, y expedirá comunicaciones al Registro Único de Antecedentes Penales de la Provincia, al Registro Nacional de Reincidencias y a los organismos que establezca la reglamentación.

Artículo 395 – Accesoria, inhabilitación y multa.- Cuando la pena privativa de libertad importara la accesoria del artículo 12 del Código Penal, o se condenara a inhabilitación absoluta, a inhabilitación especial, o a pena de multa, el Juez de Ejecución ordenará las anotaciones y comunicaciones que correspondan; dispondrá, en su caso, el secuestro de documentos para realizar la actividad temporalmente vedada y exigirá copia de la boleta de depósito del importe de la multa en una cuenta especial del banco que la reglamentación designe con identificación de la causa judicial a la que se refiere. Si el depósito no se efectuara en el plazo fijado, la sentencia se ejecutará por el Fiscal ante el Tribunal con competencia civil. Los importes provenientes de las multas referidas se destinarán al Ministerio Público Fiscal para el eventual pago de costas y al fondo del Servicio Oficial de Defensa, en la proporción que la reglamentación establezca.

Artículo 396 – Restitución y rehabilitación.- El inhabilitado podrá solicitar su rehabilitación por instancia escrita ante el Juez de Ejecución, acompañando copia certificada de la sentencia respectiva y ofreciendo la prueba en que fundara su pretensión.


Si la presentación resultara admisible, el Juez correrá vista al Fiscal por el término de tres días, posibilitándole ofrecer pruebas o hacer observaciones previas y siguiéndose los lineamientos regulados para la sustanciación de los incidentes durante la ejecución.

Artículo 397 – Ley más benigna.- El Juez de Ejecución resolverá el incidente planteado para dejar sin efecto o modificar la condena firme impuesta, con fundamento en la entrada en vigencia de una ley más benigna o en virtud de otra razón legal, rigiendo al respecto las normas del juicio común en cuanto fueran aplicables.

Artículo 398 – Internación hospitalaria.- En caso de urgencia la autoridad penitenciaria podrá disponer la internación de un condenado en un establecimiento sanitario, dando cuenta inmediata al Juez de Ejecución, quien ratificará o revocará la medida después de recoger la información pertinente.


El tiempo de internación se computará a los fines de la pena, siempre que la enfermedad no fuera simulada o provocada para sustraerse a su cumplimiento.

Artículo 399 – Visitas íntimas.- El Juez de Ejecución asegurará que las visitas íntimas periódicas, recibidas por los encarcelados, se lleven a cabo en lugares adecuados que preserven la dignidad y la reserva.

Artículo 400 – Incidentes y defensa técnica.- El Ministerio Público Fiscal, el condenado y su defensor, podrán plantear incidentes relativos a la ejecución o extinción de la pena. Para su asesoramiento en ellos, continuará ejerciendo la asistencia técnica el defensor designado con anterioridad, pero si este renunciara, el condenado podrá elegir nuevo defensor de confianza. Si no lo hiciera, el Juez le designará de inmediato uno del Servicio Oficial de Defensa.


También la administración penitenciaria podrá deducir por vía incidental la pretensión del descuento del producto total correspondiente al trabajo del interno, por la reparación de daños intencionales o culposos que este hubiera ocasionado al establecimiento, así como toda otra materia de la Ley Penitenciaria que se estimara debe ser jurisdiccionalmente resuelta.

Artículo 401 – Participación.- Siempre que la incidencia lo requiera, se recabará la información técnica a los especialistas del equipo interdisciplinario criminológico sobre cuya materia se estimara relevante el dictamen, concediendo el plazo necesario para los estudios previos si fuera menester. También cuando las circunstancias lo hicieran aconsejable el Juez podrá dar participación a la autoridad penitenciaria y/o a otros organismos o personas públicas o privadas.

Artículo 402 – Sustanciación.- Si no desestimara liminarmente la pretensión por improcedente dentro del término de tres días en los cuales permitirá acceder al conocimiento de todos los antecedentes a los interesados, el Juez convocará a una audiencia oral donde se leerá la prueba anticipada, se producirá la restante, oirá a los intervinientes y decidirá verbalmente, pudiendo diferir la redacción de los fundamentos para el día siguiente. La resolución sólo es recurrible en casación.

Artículo 403 – Sanción disciplinaria.- Toda sanción disciplinaria impuesta al condenado por la administración penitenciaria, que implicara internación mayor de tres días en celda o que configurara un obstáculo para el futuro otorgamiento de la libertad condicional, deberá ser notificada de inmediato, con información del contenido de lo actuado, por el Secretario del Tribunal de Ejecución al interno, quien en el acto expresará si consiente la medida o insta su revisión. En este último caso, el Juez de Ejecución oirá al sancionado, practicará una breve averiguación sumaria, si fuere necesaria, y resolverá dentro del plazo máximo de dos días.

Artículo 404 – Medida de seguridad.- Cuando se dispusiera por sentencia la aplicación de una medida de seguridad, el Juez de Ejecución determinará, en su caso, el establecimiento adecuado donde deba cumplirla, contando con la posibilidad de modificar ulteriormente su decisión y debiendo asesorarse al efecto por peritos.


Por lo menos cada seis meses el establecimiento de mención, informará sobre todas las circunstancias que influyan en la continuidad o cesación de la medida o en la modificación del tratamiento que se dispense.


Cuando el Tribunal tuviera noticia de la desaparición de las causas motivantes de la internación, lo hará saber al Ministerio Público Fiscal y al interesado, o a quien ejercite su curatela, para que ofrezcan pruebas y concurran a la audiencia oral en la fecha inmediata que se fije, requiriendo el dictamen de por lo menos dos peritos.


La resolución podrá ordenar el cese de la medida de seguridad o la modificación de la forma en que se cumplía.

Artículo 405 – Solicitud de conmutación.- Cuando el condenado solicitare conmutación de penas, además de requerir a la Corte Suprema de Justicia el informe previo al que alude la Constitución de la Provincia, la autoridad administrativa, conforme a la reglamentación establecida al efecto, remitirá al Juez de Ejecución el legajo formado. este evaluará la procedencia y proporción del acortamiento de la pena, como fórmula de individualización ejecutiva de la misma, después de entrevistar y oír al interno.


El pronunciamiento jurisdiccional, con fundamento en los dictámenes interdisciplinarios criminológicos y en las conclusiones penitenciarias, tendrá la forma de recomendación técnica no vinculante a los fines de la atribución conferida al Poder Ejecutivo por el artículo 72 de la Constitución Provincial.

Capítulo III

Libertad condicional

Artículo 406 – Solicitud.- El incidente de libertad condicional podrá ser promovido por el condenado o su defensor por intermedio de la Dirección del establecimiento donde se encontrara.


En el caso del artículo 391 el condenado o su defensor presentará la solicitud directamente ante el Tribunal que dictara la sentencia, el que requerirá el informe correspondiente a la Dirección del establecimiento donde aquél hubiera estado detenido.

Artículo 407 – Recaudos.- La Dirección del Servicio Penitenciario remitirá al Juez de Ejecución la solicitud acompañada de los siguientes recaudos:

1) Un informe sobre el modo en que el peticionario observó los reglamentos carcelarios en cada uno de los establecimientos en que estuvo alojado en relación a la condena, con especificación de las sanciones impuestas, fecha, causas de las mismas, calificación de su conducta, grado de instrucción adquirido, dedicación y aptitud para el trabajo, lugar en que fijará su residencia en caso de otorgamiento, y apoyo moral y material con que pudiera contar en caso de ser liberado.

2) Calificación de concepto y juicio, del organismo técnico criminológico, acerca del grado de recuperación alcanzado por el interno.

Artículo 408 – Cómputo y antecedentes.- El Juez de Ejecución requerirá del Secretario informe sobre el tiempo de condena cumplido por el solicitante y sus antecedentes, antes de convocar a la audiencia prevista en el artículo 402 en la que participará necesariamente el Ministerio Público Fiscal.

Artículo 409 – Condiciones.- Cuando la libertad le fuera otorgada, en el auto se fijarán las condiciones e instrucciones según lo establecido por la ley penal, y el liberado, en el acto de la notificación, deberá prometer que las cumplirá. El Secretario le entregará una copia de la resolución, la que deberá conservar y presentar a la autoridad competente cada vez que le fuera requerida.

Artículo 410 – Comunicación.- El otorgamiento de la libertad condicional se comunicará a la Dirección del Servicio Penitenciario, al Registro Único de Antecedentes Penales de la Provincia y al Patronato de Liberados bajo cuyo cuidado quedara el beneficiario.

Artículo 411 – Nueva solicitud.- Cuando se denegara la libertad condicional, no podrá renovarse la solicitud antes de los seis meses de la resolución denegatoria, salvo que esta se fundara en no haberse cumplido los plazos establecidos en el Código Penal, en cuyo caso podrá reiterarse la solicitud una vez cumplido el plazo.

Artículo 412 – Revocación.- Siempre que no procediera por unificación de sentencias, el incidente de revocación será promovido de oficio o a pedido del Fiscal o del Patronato de Liberados ante el Juez de Ejecución. Podrá ordenarse la privación de libertad del condenado hasta que se resuelva la incidencia. El Juez de Ejecución, en su caso, dispondrá practicar nuevo cómputo.

Título II

Costas e indemnizaciones

Capítulo I

Costas

Artículo 413 – Oportunidad.- Toda decisión que pusiera fin a la causa o a un incidente, deberá resolver sobre el pago de las costas procesales y a cargo de quien corresponden.

Artículo 414 – Contenido.- Las costas procesales consistirán en:

1) La tasa de justicia o cualquier otro tributo que corresponda por la actuación judicial.

2) Los gastos originados durante la tramitación del procedimiento.

3) Los honorarios de los abogados, de los peritos, asesores técnicos, traductores e intérpretes.

Artículo 415 – Liquidación de gastos.- Resuelta la imposición de costas, las partes practicarán una planilla donde detallarán los gastos sufragados en la actividad realizada durante el procedimiento. El Ministerio Público Fiscal dispondrá para su confección de costos que la reglamentación oportunamente establecerá.

Artículo 416 – Determinación de costas.- Practicadas las planillas que contengan las costas, se pondrán de manifiesto público en la Secretaría del Tribunal. La reglamentación respectiva dispondrá el trámite de impugnaciones hasta su firmeza. La ejecución de las costas se hará en la sede civil competente.

Artículo 417 - Imposición.- Las costas serán impuestas a la parte vencida aunque no mediara pedido expreso, salvo:

1) Cuando la parte vencida reconociera como fundadas las pretensiones de su adversario y lo hubiera exteriorizado en término.

2) Cuando se reconociera razón plausible para actuar en el procedimiento.

Artículo 418 – Personas exentas.- Los abogados que actuaran como funcionarios del Ministerio Público Fiscal o como patrocinantes o defensores en el procedimiento, no podrán ser condenados en costas, salvo el caso de notorio desconocimiento del derecho o de grave negligencia en el desempeño de sus funciones, o cuando especialmente en este Código se dispusiera lo contrario, sin perjuicio de la responsabilidad penal o disciplinaria en que incurrieran.

Artículo 419 – Procedimiento abreviado.- Cuando se acordara el procedimiento abreviado, cada parte soportará sus propias costas.

Artículo 420 – Pluralidad de condenados.- Cuando fueran varios los condenados al pago de costas, el Tribunal fijará la parte proporcional que corresponda a cada uno, sin perjuicio de la solidaridad que establece la ley civil.

Capítulo II

Indemnizaciones

Artículo 421 – Revisión.- Cuando a causa de un recurso de revisión el condenado fuera absuelto o se le impusiera una pena menor, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado provincial en razón del tiempo de privación de libertad o inhabilitación sufrida, o por el sufrido en exceso, salvo que él hubiera contribuido responsablemente a su propia condena.


Tendrá también derecho a una indemnización por la multa pagada o su exceso.


Igual derecho tendrá cuando el recurso de revisión versara sobre una medida de seguridad.

Artículo 422 – Encarcelamiento preventivo o internación provisional.- Cuando el imputado fuera absuelto o sobreseído, tendrá derecho a ser indemnizado por el Estado provincial por los días de prisión cautelar sufrido o por el tiempo que duró la internación provisional, siempre y cuando se demostrara la ausencia de los presupuestos que debieron legitimar la medida de coerción.

Artículo 423 – Competencia.- La indemnización deberá ser demandada ante el Tribunal civil competente contra el Estado provincial, sin perjuicio del derecho de este a repetir de quien considere responsable.

Artículo 424 – Ley más benigna.- La aplicación de una ley posterior más benigna no habilitará a la indemnización aquí regulada.

Disposiciones transitorias

Artículo 425 – Vigencia.- Este Código comenzará a regir a los dos año de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 4, a los cuatro años de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 5, a los seis años de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 3, a los ocho años de su publicación en la Circunscripción Judicial Nº 2 y a los diez años en la Circunscripción Judicial Nº 1. Sin embargo, el Poder Ejecutivo podrá anticipar su vigencia.

Artículo 426 – Causas en trámite.- Subsistirá la aplicación del Código Procesal Penal anterior para todas aquellas causas en las que se hubiera comenzado a producir prueba en el plenario o en defecto de ella, se hubiera decretado el llamamiento de autos para sentencia.


A fin de establecer el número de jueces que continuarán con esos trámites y los de la Alzada, y el modo en que se distribuirán las causas, la Corte Suprema de Justicia dictará la reglamentación pertinente.


Las causas por delitos de acción pública, que no hubieran llegado a las etapas consignadas precedentemente, serán remitidas a partir de la vigencia de la presente Ley al Ministerio Público Fiscal quien continuará el trámite conforme a las reglas del presente Código. La reglamentación que se dicte establecerá la distribución de dichas causas en los Fiscales de Distrito atendiendo a su competencia territorial.


La declaración indagatoria recibida por los Jueces tendrá el valor que este Código otorga a la declaración del imputado en la audiencia imputativa.


El Ministerio Público Fiscal procederá a rehacer la acusación conforme a las disposiciones de este Código, considerando la documentación de la etapa instructoria como preparatoria de su requisitoria.


Las causas por delitos de acción privada que no hubieran llegado a las instancias contempladas precedentemente serán distribuidas en los Tribunales de Juicio según la reglamentación que oportunamente se dicte y se notificará a las partes para que adecuen el procedimiento a las normas contenidas en el presente Código.


El Tribunal de Ejecución continuará su labor adecuándola de inmediato a las disposiciones de este Código.

Artículo 427 – Derógase la Ley Nº 6740 y sus modificatorias.

Migno – Álvarez, J. – Basaldella

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. ESQUIVEL XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


Señor presidente: no obstante el amplio encabezamiento que se citó en el dictamen, obviamente vale la aclaración –y reitero los conceptos leídos por Secretaría– de que el dictamen que se va a tratar es la media sanción del Senado, o sea, la reforma parcial e integral –no obstante ser parcial–, la media sanción del Senado con respecto al Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe.


Personalmente entiendo que hoy vamos a tratar uno de los puntos básicos de lo que yo llamo “medidas elementales” o “básicas” para implementar la seguridad pública como política de Estado. Digo esto, más allá de que individualmente cada legislador ha demostrado su interés en el tema que, inclusive, ha estado permanentemente en consideración, porque han venido a este recinto proyectos sobre el primer punto, que yo considero entre las medidas básicas, que es el referido a la designación y capacitación profesional del personal policial.


El segundo punto –que también fue tratado, de alguna manera, en este recinto– es la renovación de parque automotor, con tendencia a su modernización y actualización, obviamente, con las circunstancias actuales.


Creo, señor presidente, que queda un tercer punto pendiente, relacionado con las remuneraciones acordes con la actividad policial –caracterizada por el riesgo permanente– y el saneamiento institucional de la Policía de la Provincia de Santa Fe. Creo que el gran compromiso pendiente para la próxima Legislatura es tratar temas como el remunerativo y el saneamiento institucional de la Policía de la Provincia de Santa Fe.


En este recinto se trató la política penitenciaria y se habló de nuevas cárceles, proyectos que son conocidos por todos y que están en vías de ejecución, como el caso de Piñero. Y ahora, el Ministro de Gobierno de la Provincia ha anunciado la inauguración de ampliaciones en las cárceles de Las Flores y Coronda, para lograr el mayor alojamiento en mejores condiciones, en cumplimiento de los preceptos constitucionales.


Todo esto, como medidas básicas de la seguridad pública como política de Estado, está vinculado directamente con el presupuesto acorde para la aplicación de todas estas medidas. Hoy nos toca la última medida –en mi opinión personal, muy importante–, que es la reforma legislativa provincial dirigida al Código de Procedimientos Penales de la Provincia de Santa Fe y a la Ley Orgánica del Poder Judicial.


Estamos hablando del tránsito parcial e integral hacia el juicio oral y público, que como todos sabemos y ha sido expuesto reiteradamente, es la gran reforma pendiente. Queda también como gran compromiso la reforma total hacia el juicio oral y público enmarcado en un mayor presupuesto, para la cual el Poder Ejecutivo deberá proveer a esos fines.


De todas maneras, señor presidente, hoy estamos en esta reforma parcial e integral del Código de Procedimientos, tendiente a esa oralidad y publicidad que se inicia allá por el año 2000, cuando el Poder Ejecutivo envía el Mensaje Nº 2320 del 23 de agosto del año 2000, que tuvo media sanción en Senado y que, lamentablemente, después no tuvo tratamiento en la Cámara de Diputados, porque no nos pusimos de acuerdo y, por ende, caducó en los términos del artículo 61 de la Constitución –o sea, la caducidad por el no-tratamiento–.


El Poder Ejecutivo insiste con esta media sanción y emite el Mensaje Nº 2594 del 25 de marzo del corriente año, e incluye las modificaciones producidas por el Senado el 14 de junio del año 2001.


En la comisión, señor presidente, en aquella oportunidad habíamos recibido la visita del Foro de Jueces Penales de la Provincia de Santa Fe, conjunto de magistrados preocupados –como los legisladores y como todos– por mejorar, actualizar y modernizar, de alguna manera, el Código de Procedimiento de la Provincia, en ese tránsito hacia la oralidad. Fueron recibidos en la comisión y acto seguido, no solamente fueron receptadas sus inquietudes en el ámbito parlamentario, sino que ya en el año 1988 trabajaron conjuntamente con el Ministerio de Gobierno, lo que fue reiterado en el año 1999, cuando el Ministerio de Gobierno entendió factible esta reforma parcial, concreta y de aplicación inmediata remitida por el Poder Ejecutivo. Mientras tanto, proseguían aquellos estudios que, inclusive, se originaron en aquella Comisión Bicameral que elaboró el anteproyecto en el año 1993, también con tendencia a la oralidad en el procedimiento penal.


En el año 1999, el Ministerio de Gobierno decidió impulsar dos conjuntos normativos: uno fue la reforma integral –que queda pendiente de tratamiento en su totalidad– y el otro es el que tenemos actualmente en consideración de la Cámara. A este último yo lo llamo reforma parcial, posible y de aplicación inmediata, que tiene dos aspectos importantes: introduce el elemento de la oralidad y, fundamentalmente, es de aplicación inmediata y práctica, sin costo alguno para el erario.


Estructuralmente, el Mensaje del Poder Ejecutivo Nº 2594, del 25 de marzo del corriente año, consta de 6 artículos. El primer artículo sustituye 40 artículos del actual Código de Procedimientos; muchos de ellos son de forma, por agregado de alguna frase o palabras; otros con modificaciones sustanciales, de los cuales me permito destacar particularmente el segundo párrafo del artículo 252, referido a la facultad de los periodistas de abstenerse de revelar el secreto de la fuente de información.


Esta mañana, en la comisión, hemos tomado contacto con el Sindicato de Prensa de la ciudad de Rosario –aquí presente–, cuyos representantes nos manifestaron su apoyo total a esta reforma que, obviamente, responde a los artículos 14 de la Constitución Nacional y 43 de la reforma del año 1994. Concretamente, estamos hablando de la libertad de prensa sin censura previa –artículo 14– y de la facultad de mantener la reserva o el resguardo de la fuente de información –artículo 43 de la norma nacional–.


En el artículo 2º se incorporan 14 artículos nuevos, entre los que se destacan dos, a título de ejemplo, por su trascendencia. Uno de ellos, el referido a la declaración informativa, que implica la facultad que puede tener el juez de tomar declaración a alguien que no reúne la calidad de sospechado, en los términos de una declaración indagatoria, pero que puede ser convocado a tribunales para tomar declaración, sin perjuicio de su transformación posterior en declaración indagatoria. El otro es el 300 III, referido a la declaración del menor de 18 años, que es una novedad total en materia de procedimientos; sabemos que en materia de instrucción, la competencia es a partir de los 18 años, pero acá cabe la posibilidad de tomarle declaración con todas las garantías del debido proceso, la asistencia al defensor general, etcétera.


En el artículo 3º se modifican tres artículos. Lo que era antes el artículo 8º bis se transforma en artículo 8º II, referido a la suspensión de juicio a prueba o probation –como dicen los americanos–.


El artículo 306 bis se transforma en artículo 306 II: medidas preventoras en la reiteración de delitos, por ejemplo, la exclusión del imputado del hogar, con la facultad de prorrogarlo por 48 horas más. Y el artículo 38 bis se transforma en el artículo 328 II, referido a las lesiones o muertes por accidentes de automotores; además del procesamiento, se lo puede inhabilitar provisoriamente para conducir y retenerle la licencia habilitante.


En el artículo 4º se incorporan al Código Procesal Penal artículos y capítulos dentro de los libros y títulos que se detallan. Entonces es una reformulación de libros, títulos y capítulos, pero incorporando lo que yo llamo “la estructura” de esta reforma parcial, en esa tendencia hacia el juicio oral. Estamos hablando de la investigación fiscal, de la instrucción abreviada y del proceso abreviado. Son las tres figuras nuevas a las que ya nos referiremos rápidamente para dar una idea de por qué están incorporadas en esta tendencia hacia el juicio oral y público.


Y el artículo 5º sustituye los artículos 131, 134 y 142 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que se refieren a las funciones del Procurador General, de los fiscales de cámara y de los fiscales de primera instancia, adecuándolos, obviamente, a esta nueva normativa.


Por último, el artículo 6º habla de la vigencia de la ley para todas las causas pendientes o por delitos anteriores, salvo los trámites o diligencias en ejecución que siguen con las normas anteriores. En caso de duda, obviamente, se aplicarán las normas de mayor amplitud de defensa y que privilegien los objetivos de simplicidad y abreviación.


Señor presidente, con respecto al punto 1, sin demasiado tecnicismo y en términos generales, para que se entienda, yo destacaría que esta reforma presenta modificaciones al actual digesto procedimental penal de la Provincia, con nuevos mecanismos y disposiciones que mejoran su funcionamiento, con otras alternativas y sólido respaldo legal a ciertas soluciones receptadas jurisprudencialmente, y que son las figuras a las cuales me refería recién.


Con referencia al punto 2, destaco que respeta la actual estructura del digesto vigente, o sea, no modifica la estructura del actual Código de Procedimiento Penal e incorpora estas tres figuras nuevas.


En lo que hace al punto 3, diría que es una transición legislativa y cultural hacia una reforma general, de la cual esta es un adelanto.


Con relación al punto 4, tiene sustento legislativo en los Códigos Procesales de Córdoba (año 1998), de la Nación (año 1991 y su reforma de 1996/97), de la provincia de Buenos Aires (1998) y Código Procesal de la Nación (también de 1998).


Destaco finalmente que la reforma no crea cargo judicial alguno, no altera los órganos existentes y carece de costo alguno en su aplicación, motivo por el cual es de aplicación inmediata.


Pero acá viene el tema que yo quiero destacar, y esto es muy importante, por todas las inquietudes que han manifestado los distintos legisladores; lo que yo considero el objetivo de esta reforma posible, sin perjuicio de la de fondo, que nos debemos.


Entiendo que con la incorporación de estos tres institutos y con las reformas que se han efectuado –estamos hablando de los 40 artículos reformados y de los 14 que se incorporan– se puede lograr –y creo que ese es el objetivo fundamental– descomprimir de expedientes a los juzgados y evitar su acumulación a futuro, para terminar con la incesante morosidad judicial. Porque obviamente, se va a posibilitar descomprimir los juzgados al acelerar los plazos, al acortar los plazos e introducir estas tres figuras o institutos que tienden a la oralidad y se alejan, de alguna manera, del proceso escriturista que hoy impera en la provincia.


Y, acto seguido, entiendo que al descomprimir los juzgados, evitaremos la preocupación que el otro día manifestaba el diputado D’Ambrosio que le surgió, en ocasión de su visita a la cárcel de Coronda. Vamos a acelerar rápidamente el dictado de sentencias y a evitar la acumulación –aunque sea una palabra chocante– de presos o de reclusos, digamos de procesados sin sentencia, en situación de verdadero hacinamiento. Todo esto relacionado con las figuras que explicaba antes y con los institutos carcelarios de la provincia, en los que hoy está en marcha el proceso licitatorio para ampliarlos.


En los aspectos que yo llamaría técnico-generales, destaco en esta reforma que se mantiene la figura del juez instructor como director del proceso penal, pero mediante nuevas atribuciones a los fiscales que limitan, de alguna manera, la actividad oficiosa e ilimitada de los jueces.


Se incorporan nuevos capítulos específicos sobre los derechos de víctimas y damnificados. Se agrega en el punto 3 el artículo al que recién me refería en particular: el secreto de las fuentes de información periodística. Estoy destacando las figuras más importantes, las más llamativas, digamos las que llaman más la atención en esta reforma.


En el punto 4, hablamos de un mayor y mejor control de la actividad prevencional. Hay expresas disposiciones para la Policía, en cuanto al resguardo de las garantías constitucionales, pero dándole mayor operatividad en lo que respecta a sus deberes y atribuciones como autoridad de prevención.


Hay nuevas normas que dotan de una mayor y mejor actuación al Ministerio Público Fiscal, y se citan ejemplos –artículos 77, 175, etcétera–.


En el punto 6, hablamos de las normas dirigidas a asegurar las garantías, derechos y actividad del imputado y de la defensa. O sea, en el marco de esta reforma, obviamente, se habla de garantizar los preceptos constitucionales a los cuales recién me refería.


En el punto 7, la reforma apunta a las normas destinadas a una investigación más eficiente. Decía recién, a manera de ejemplo, que en el caso del artículo 190, se refiere a los deberes y atribuciones policiales. El artículo 204 habla del secreto de sumario, que nunca es para el fiscal y que puede haber prórroga, para apuntar a esa investigación más eficiente.


El punto 8 se refiere a normas que brindan otras alternativas para la clausura anticipada de procedimientos, y se incorporan las posibilidades de archivo de la instrucción o el sobreseimiento anticipado en el juicio plenario; el fiscal tiene otra gama de posibilidades de anticiparlo, por ejemplo, a través de un sobreseimiento.


El punto 9 habla de la reestructuración de los plazos del artículo 208, referido al plazo de substanciación de la instrucción, su prórroga ordinaria, extraordinaria, el plazo máximo de detención.


En el punto 10 –al que me refería recién– destaco la declaración informativa del artículo 300 II y posibilidad de interrogar a menores de 18 años, artículo 300 III.


El punto 11 se relaciona con el mejoramiento de los aspectos de exclusión personal, referidos, por ejemplo, concretamente a la prisión preventiva, donde se ha reformulado el artículo 329, adecuándolo a la reforma general que se propicia mediante este proyecto.


Finalmente, en el punto 12 se incorporan los tres tipos de procedimientos a los cuales me refería, que apuntan a esa descompresión de expedientes en los juzgados y otorgan las garantías y demás ventajas, como las de acelerar los procesos de detención o de aquellos procesados sin sentencia, a los cuales me refería recién.


Ante todo, adelanto que estos tres institutos referidos a la investigación fiscal, que se incorporan al Código de Procedimiento Penal, son absolutamente facultativos, pero conservan los procedimientos ordinarios. Entonces, la investigación fiscal se refiere, concretamente, a cuando la investigación fiscal está a cargo del fiscal, que la debe solicitar dentro de los cinco días de notificado de la apertura de la instrucción y del facultativo, obviamente, para el fiscal.


El fiscal lo solicita, el juez se lo puede otorgar o no; otorgado, obviamente interviene el fiscal, inclusive el juez a posteriori puede revocarlo y reasumir la conducción del proceso.


Los artículos siguientes, en el capítulo de la investigación fiscal, se refieren a las atribuciones y deberes del fiscal cuando ha asumido la dirección de la investigación penal, los requerimientos al juez bajo sanción de nulidad, conclusión de la instrucción, cuando formula acusación, etcétera, los requisitos del auto de elevación a juicio, o sea, todo lo que hace al procedimiento. Pero fundamentalmente, lo que caracteriza la investigación fiscal es la mayor participación del ministerio público, que lo debe solicitar al juez y este lo puede otorgar o no. E inclusive, otorgado –como decía recién–, lo puede revocar.


La instrucción abreviada responde, fundamentalmente, al acortamiento de plazos y de situaciones; transcurridos 10 días de la indagatoria y antes de resolver la situación procesal del imputado, el juez –de oficio o a solicitud de parte y si entiende cumplida la investigación– le corre traslado al fiscal, que se puede expedir de acuerdo con estas normas que le indica la instrucción abreviada.


En el artículo siguiente lo señala: que es la acusación, o sea el requerimiento de la elevación a juicio o, inclusive, puede pedir el sobreseimiento. Y si hay trámite de excepciones u oposición, se tramitarán de acuerdo con lo que marca el Código actual.


El fiscal también puede proponer diligencias en forma fundada. El juez puede hacer lugar o no al pedido de diligencia del fiscal. Si hace lugar al pedido, se sigue el procedimiento ordinario, salvo que el fiscal hubiera solicitado el trámite abreviado, que es el que está en consideración. Y si el juez, fundadamente, no hace lugar al pedido, el fiscal puede apelar y la sala debe resolver en uno u otro sentido, o sea, ratificando o no el pedido de instrucción abreviada.


Finalmente, señor presidente, el proceso abreviado es la última forma que se incorpora, que dice textualmente: “… cuando el fiscal considere agotada la investigación podrá solicitar, de común acuerdo con el defensor del imputado, esta vía procedimental”.


A manera de ejemplo y para ser gráfico, uno está acostumbrando a ver en las películas – sobre todo, en las americanas– los procedimientos en los que se celebran acuerdos entre el fiscal y el abogado defensor, que obviamente, se dan a los fines de acelerar y descomprimir esta acumulación de causas. Pero, lógicamente, esta propuesta o este acuerdo se admite con determinados requisitos o con sanción de inadmisibilidad.


O sea, concretamente, debe reunir determinados requisitos fundamentales, como tener pedido de condena, la requisitoria de elevación a juicio, si hay varios imputados todos tienen que estar de acuerdo. Pero el juez puede aceptarlo o rechazarlo. Obviamente, si el juez lo rechaza, se eleva al Fiscal de Cámara que –como hoy explicaba– resuelve la situación, dirime el conflicto. Y si lo acepta, se remite al juez de sentencia, quien previa audiencia de visu –o sea, de conocimiento personal– dicta la sentencia, acorde con el proceso abreviado y la propuesta que se ha elevado.


Señor presidente, rápidamente, el último punto se refería a los artículos 131, 134 y 142 de la Ley Orgánica –adecuándolos a esta normativa– referidos a las atribuciones del Procurador General, del Fiscal de Cámara y del Fiscal de Primera Instancia. Y todo esto está directamente relacionado –como decía hoy– con la reforma parcial e integral que se propone.


A manera de conclusión, señor presidente, hago votos para lo siguiente: sin perjuicio de esta reforma que estamos considerando, queda el compromiso de la reforma integral, que apunta al juicio oral y público, pero por absoluto consenso de todo el espectro político, con fijación presupuestaria –que es lo que nos impide hoy la reforma total–, para las estructuras y adaptaciones necesarias a tal fin. Recuerdo que hubo aquí un intento de la Comisión Bicameral, en el año 1993, que elaboró un anteproyecto que, lamentablemente, después no fue considerado.


En segundo lugar, quedan aún otros proyectos significativos en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, con el firme compromiso, no solamente de su presidente, sino también de los demás miembros de la comisión y de los foros que emitieron su opinión, que seguramente enriquecerán el procedimiento penal, y a los cuales nos abocaremos en lo que nos resta de nuestro mandato.


Quiero citar, por ejemplo, varios proyectos sobre el artículo 230 del Código Penal, que van a ser considerados, referidos al destino final de los automotores secuestrados, que apuntan en un caso a los bomberos y en otros a los municipios y comunas.


Y otro proyecto importante del Radicalismo, que incursiona en una figura moderna, nueva, referida a la exclusión definitiva de la incomunicación entre el abogado defensor y el imputado. El proyecto que está en la comisión tiene sólidos fundamentos y respaldo jurisprudencial y lo consideraremos oportunamente.


Reitero personalmente el compromiso de los seis puntos que anuncié al principio, como las medidas básicas para la seguridad pública en un proyecto de políticas de Estado, según citaba recién.


Finalmente, señor presidente, agradezco el acompañamiento político y técnico de todos aquellos que comprendieron estas razones para su tratamiento y demostraron que se puede trabajar en conjunto en temas trascendentes, como la reforma del Código Procesal Penal de la Provincia de Santa Fe, con el compromiso de la reforma de fondo. Y hago notar que se puede trabajar en conjunto, que se puede llegar a conclusiones válidas, como le recuerdo al Cuerpo sucedió con los proyectos que consideró esta Cámara en su momento, de libre acceso a la información de los actos de gobierno de los tres poderes y de la reforma política, que fueron votados por unanimidad.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: si fuera un legislador nuevo tendría que venir a gritar mis ofensas y mis agravios. Pero a esta altura, cuando uno ya se ha insensibilizado con muchas cosas, sólo voy a tratar de manifestar, en primer lugar, mi molestia por este procedimiento utilizado para tratar este tema que, a mi entender, viene a marcar otra vez una equívoca manera de legislar.


La semana pasada, en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, cuando por parte de los representantes del bloque de la mayoría se decidió dictaminar favorablemente este proyecto que venía del Senado, solicité si no era posible postergar una semana, y reabrir el debate –que a mi juicio nunca se dio y asumo las culpas que puedo tener– para analizar artículo por artículo las objeciones que, a mi entender, en algunos casos correspondían al proyecto que, en definitiva, fue dictaminado y que hoy está tratando la Cámara.


Se me dijo que era una decisión del bloque –que yo, por supuesto, respeto–, pero hete aquí que luego, cuando iba a comenzar la sesión de la Cámara de Diputados, por supuesto que con la aquiescencia de los representantes de la mayoría, se decidió postergar una semana el tratamiento del tema.


¡Una semana que pedía para discutir el asunto, para hacer conocer algunas objeciones que entendía iban a mejorar el proyecto y que fueron desechadas! Una semana que, en definitiva, a los fines prácticos, no sirvió absolutamente para nada. Y por eso hoy venimos a plantear nuestros disensos y nuestras objeciones en particular, sobre algunas cuestiones introducidas en el proyecto de reforma del Código Procesal Penal.


Hemos firmado en general, con algunas disidencias que me he de encargar de puntualizar en el curso del debate, señor presidente, pero lamentando que la cuestión no se hubiese discutido como correspondía.


Parece que llegaron los vientos o los efectos de las declaraciones de hace unos días del Procurador General de la Nación, Nicolás Becerra, cuando en una conferencia que dio en la ciudad de Rosario calificó como obsoleto el sistema procesal penal de Santa Fe, y reclamó su reforma; y le reclamó al poder político provincial impulse las necesarias y urgentes transformaciones que, por supuesto, no se dieron en estos 20 años de gobiernos justicialistas en Santa Fe.


De ahí los reclamos del Procurador General de la Nación, que incluso coloca…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado Favario, la señora diputada Liliana Meotto le solicita una interrupción, ¿es posible?

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Sí, señor presidente.

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Señor presidente: por supuesto, respeto las manifestaciones hechas por el diputado Favario, que está en todo su derecho, pero no coincido con lo que él está planteando sobre los tiempos de tratamiento que le dimos a este expediente en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General. Porque si mal no recuerdo, a comienzo de este año…

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– No discutimos eso, señora diputada.

SRA. MEOTTO XE "PJMEOTTO, Liliana" .– Permítame aclarar algo, señor diputado.


Usted no estuvo en ningún momento, como ninguno de los diputados, sin la posibilidad de plantear las reformas al expediente en tiempo y en forma. Porque si no, va a quedar como que se sacó de “prepo”, o como usted interpreta, que por otras razones se llevó a cabo el tratamiento del expediente. Y sinceramente no fue así, señor diputado Favario.


Tengo totalmente en claro el procedimiento. He participado de todas las reuniones de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, y usted sabe muy bien que hay una forma de proceder muy clara de parte del presidente de la comisión, con cada uno de los expedientes a los que se le va a dar tratamiento, y más en este tipo de temas. Se ha entregado la fotocopia, incluso hace un mes. Hace 15 días, un miércoles, se leyó el expediente artículo por artículo. No se dejó de hablar del tema. Cuando usted lo vino a plantear, habíamos entendido en el Justicialismo que no había mayores objeciones.


Y con respecto a lo que ocurrió la semana pasada, creo que quizás hubo una error en su momento, porque habíamos pensado que la última comisión era la de Asuntos Constitucionales y Legislación General y debía pasar a la Comisión de Presupuesto y Hacienda, que lo tenía en tratamiento, y le teníamos que dar a esta comisión el tiempo que correspondía, para que luego el proyecto pudiera venir al recinto.


Disiento con el hecho de que no quede en claro que todos los diputados, incluso de todas las bancadas, hemos tenido tiempo para darle tratamiento al tema.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado Favario, le piden otra interrupción ¿la concede?

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Sí, si son todas aclaraciones de forma, que sigan.

SR. ESQUIVEL XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Yo hubiera preferido escuchar otras voces, esto ya es reiterativo en cuanto al mecanismo y funcionamiento de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


Sinceramente me llama la atención, me siento hasta sorprendido, porque uno puede estar de acuerdo o no con el funcionamiento y demás, pero hay que manifestarlo en la comisión. Si yo no estoy de acuerdo en cómo se está tratando un expediente, tengo que manifestarlo en la comisión. Yo tampoco estuve de acuerdo, en principio, en que este tratamiento se postergara de la semana pasada a esta semana, porque prácticamente tenía el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General y, evidentemente, habíamos omitido involuntariamente que faltaba el de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, cuando se sabía de antemano que este proyecto –como lo destaqué hoy, en mi exposición– no tiene erogación presupuestaria –no hay designación, no hay creación de cargo alguno, etcétera–.


De todas maneras, me llama la atención esta reiteración, porque uno no es dueño de la verdad absoluta, pero de alguna manera, entre todos hemos fijado pautas de funcionamiento en la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, que respetan la opinión de todo el mundo; y me han pedido plazos de prórroga y los hemos dado.


¡Este proyecto viene del año 2000! Es reiteración de aquella reunión que tuvimos con el Foro de Jueces Penales de la Provincia de Santa Fe en adelante. Por eso hoy destacaba las fechas de 1998 y 1999, aunque sea cansador, porque es el mismo proyecto en el que en aquella oportunidad no nos terminamos de poner de acuerdo. Y ahora, el Poder Ejecutivo lo reitera y yo entiendo que el Código de Procedimientos de la Provincia, basado en un sistema escriturista, tiene que ser actualizado.


Estamos de acuerdo, este es un avance. Creo que a este proyecto lo tenemos que impulsar todos, más allá de discrepancias particulares en algún artículo o alguna figura. Pero fue tratado en la comisión y esta ha estado abierta para recibir cualquier sugerencia. Lo que yo sí manifesté es que por tratarse de un expediente que tenía una antigüedad del año 2000 a la fecha, había decisión política del bloque de aceptar la media sanción del Senado. Pero eso de ninguna manera nos privó del tratamiento en particular de cada artículo.


Porque si hubiese habido por allí alguna reforma muy sustancial, muy importante –no de discrepancias ideológicas o de términos–, no digo que lo habríamos reconsidero, pero quizás podría haber sido puesto sobre la mesa, lo cual significaba volver este expediente al Senado. Pero yo adelanté que había premura en tratarlo. No escondí nada, absolutamente nada. Dije que había premura en tratarlo por todo lo que expuse hoy, cuando hablé del problema carcelario, de las normas desactualizadas, etcétera. Pero en ningún momento escondí absolutamente nada.


Por lo tanto, esto es un avance, un paso adelante para la futura reforma. Mencioné los compromisos que quedan para la futura Legislatura y lo reitero, pero en ningún momento me guardé absolutamente nada, como no lo he hecho con ningún expediente. Me parece por lo menos injusto, porque creo que tengo claridad en cuanto al funcionamiento de la comisión, en la que todo el mundo participa y opina. No hay ningún manejo autoritario ni nada por el estilo, como para que se me venga a decir que esto salió por decisión política.


La decisión política yo mismo la adelanté, porque se trataba de un proyecto que venía desde el año 2000, con todos los antecedentes y demás; era el mismo proyecto, que lo volvimos a ver, lo volvimos a estudiar, más allá de la copia que se entregó y demás, pero de ninguna manera se atropelló a nadie ni se llevó por delante ninguna situación.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– He concedido dos interrupciones y he escuchado dos discursos, señor presidente. Le aclaro, por las dudas, que yo no he formulado ningún tipo de acusación ni cargo, y menos al señor diputado Esquivel. Lo único que dije es que el jueves pasado, en la comisión –y eso no se podrá negar– solicité la postergación de una semana y se me negó categóricamente, lo que ocurrió acá en el recinto, y no digo que haya sido una decisión tomada por el señor diputado Esquivel.


De todos modos, señor presidente, son cuestiones de forma y lo que interesa es el fondo, no las formas. No vamos a discutir las formas, los dimes y diretes, si me dijo, si le dije, si hice, si escuché, si leyeron, si no leyeron.


Lo que yo entiendo acá es que este proyecto que en líneas generales acompañamos –tanto que lo hemos suscripto en general, con disidencia parcial– contiene algunas disposiciones groseras que vamos a puntualizar, y que pasaron inadvertidas para algunos que, a lo mejor, tenían más obligación que otros de interesarse en el tema. Y no hablo de los legisladores, para que no haya ningún susceptible, señor presidente.


Por ahí hay declaraciones en estos días del Presidente de la Corte, que habla de la reforma del Código Procesal Penal. El Presidente de la Corte tal vez sí tenía obligación de interiorizarse de algunos de los aspectos que contenía la reforma.


Hemos leído en los diarios de esta semana declaraciones de dos magistrados de esta ciudad de Santa Fe –que participaron de la Comisión Redactora del nuevo Código de Procedimientos– sobre las reformas, quienes insisten en las bondades del proyecto original del cual ellos participaron. Y me parece que no advirtieron una cuestión fundamental, que torna inconstitucional el proyecto original. Hubiese sido conveniente que los que se autotitulan un poco “los padres de la ley” se hubieran aggiornado para no hacernos incurrir a los legisladores en algunos errores garrafales.


Yo sé que este es un tema árido, pesado, exclusivamente técnico, que a veces nos resulta casi una carga a quienes manejamos algunas nociones del Derecho, y me imagino que debe ser mucho más pesado para quienes no han abrazado estas disciplinas jurídicas. Por eso voy a tratar de abreviar, de fijar con claridad cuáles son las razones de nuestro disenso, repito, en algunos aspectos del proyecto en consideración del Cuerpo.


De mi parte, hago dos cuestiones fundamentales. Una es que la ley legisla en un aspecto de manera total y absolutamente ideal, ajena a lo que es la realidad. Y me refiero a lo que se legisla en materia de investigación fiscal, de atribuciones que se dan a los fiscales. Y en esto después voy a profundizar para fijar mis razones.


Y la otra cuestión, señor presidente –que es casi imperdonable y en la que incluyo también al Ministro de Gobierno–, es que se haya legislado en razón de un fallo de la Corte Suprema de Justicia que tenía validez en el año 2000, cuando se hizo el proyecto al que se refería el diputado Esquivel, pero que fue modificado en el año 2002 por un criterio contrario. Por lo cual, sostener el primer criterio como norma legal significa consagrar una burda inconstitucionalidad, contraria a un pronunciamiento expreso de la Corte Suprema de Justicia de la Nación. ¡Esto es lo grueso, señor presidente!


En el artículo 1º, el artículo 397, último párrafo, se dice lo siguiente: “La pretensión absolutoria del fiscal en esta oportunidad impedirá, sobre los hechos que comprende, el dictado de un fallo condenatorio”. Es decir, si el fiscal pide que se absuelva al imputado, el juez no lo puede condenar.


Esto es lo que decía la Corte en aquel momento, a partir del fallo dictado en el caso Tarifeño. Pero a posteriori, en 2002, la Corte Suprema de Justicia de la Nación modifica su criterio y dice exactamente lo contrario, a partir del fallo dictado en el caso Marcilese. Entonces, la norma que se introdujo en el Código, a partir del criterio de la Corte vigente en el año 2000, hoy no es el que rige, porque la Corte dijo, a través de un fallo contrario, que esa decisión es inconstitucional.


15 de agosto de 2002: “La Corte estableció que la falta de conclusión o la falta de reclamo de la Fiscalía o la adhesión de la Fiscalía a la pretensión absolutoria de la defensa no puede impedir el juzgamiento dado, ya que sólo los jueces pueden dictar el derecho. Acceder a esa propuesta implicaría que los tribunales solamente homologarán lo dispuesto por los fiscales, que no son jueces, y a los que únicamente la Constitución les atribuye la facultad de resolver los juicios”.

Si esto, señor presidente, no se advirtió, lo manifestamos ahora. ¡No porque hayamos descubierto o hurgado en los vericuetos más profundos del Derecho, sino porque quienes no conocemos de estos temas penales, al menos tratamos de interiorizarnos y al menos tratamos de consultar con los que saben! Y este cambio en la jurisprudencia de la Nación ha sido fundamental, y esto obligaba a los hacedores del Código a modificar este artículo, por el cual quieren atar a los jueces a los dictámenes de los fiscales.


La norma del artículo 397, señor presidente, es total y absolutamente inconstitucional. Porque la Corte piensa ahora de manera distinta a la que pensaba antes y en base a la cual se redactó el Código. Era del año 2000 el proyecto, ¡claro!, ¡en el año 2000 había otra jurisprudencia!


Lo mínimo que debió haberse hecho fue revisar el proyecto original. Y para los que manejan el Derecho Penal es una cuestión casi elemental conocer estos fallos trascendentes de la Corte Suprema de Justicia, que modifican criterios jurisprudenciales sustanciales.


Junto con este artículo 397, que está total y absolutamente viciado por inconstitucional, hay otras normas que también deberían ser materia de reforma, para no legislar de movida, incluyendo disposiciones que la Corte Suprema de Justicia de la Nación está diciendo que son inconstitucionales.


La otra cuestión, señor presidente, que a mi juicio es de fondo, es la atribución de la investigación al fiscal, que desde el punto de vista teórico compartimos absolutamente todos. Y decimos todos, porque de alguna manera, nos estamos adscribiendo a las opiniones doctrinarias que sostienen los beneficios que significa la investigación fiscal. Pero ello funciona cuando hay infraestructura y personal y, además, cuando se modifican algunas otras normas que impiden colisiones eventuales entre las actuaciones de los fiscales y los jueces de instrucción.


En la provincia de Buenos Aires, señor presidente, en donde se hicieron reformas que apuntan a estas mayores facultades de investigación por parte de los fiscales, se legisló sobre las competencias de los jueces de garantía que, de alguna manera, vienen a significar un control o a ejercer una tarea de supervisión sobre la tarea de investigación de los fiscales.


Y acá, señor presidente, las competencias y las atribuciones de los jueces de instrucción son distintas, lo que significaría, de alguna forma, una colisión entre las atribuciones que ambos tienen.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado Favario: le pide una interrupción el diputado Esquivel, ¿se la concede?

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Sí.

SR. ESQUIVEL  XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Una aclaración muy sencilla; simplemente le quiero decir al diputado Favario que yo recalqué al principio de mi exposición que las tres figuras que incorporamos son facultativas. O sea, con respecto a esta infraestructura del ministerio público de la que usted habla, yo también leí por ahí que los fiscales, de alguna manera “patalearon” –yo creo que injustificadamente– porque decían que iban a tener un cúmulo de trabajo mayor, con la misma infraestructura que tienen ahora.


El Mensaje del Poder Ejecutivo es claro y dice: “Esta es la reforma posible, con la infraestructura actual”. No hay designación de cargos, no hay creación de otra estructura; los fiscales hoy, como están, pueden trabajar con esta incorporación. De todas maneras, es facultativo. Si el fiscal no lo pide, no tiene la investigación a su cargo. Gracias, presidente.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Continúo, señor presidente.


La opinión mayoritaria de la doctrina, cuando habla de la investigación fiscal, hace un enlace directo con lo que debe ser el funcionamiento de la policía judicial. De esto no se habla en todo este nuevo Código de Procedimientos. Policía judicial que en todo lo que signifique modernización de los procedimientos penales se incluye como un elemento indispensable y necesario para un más eficiente funcionamiento del sistema judicial.


El sistema implementado en la provincia de Buenos Aires, donde se designó personal idóneo y capacitado, previos cursos que se hicieron para ello, donde se dotó de medios técnicos para la realización de la tarea de investigación por parte de los fiscales, ha significado hasta hoy un rotundo fracaso. No obstante haberse creado, a más de los ya existentes, 103 cargos de fiscales de primera instancia, 168 cargos de fiscales adjuntos de primera instancia, 18 cargos de fiscales de cámara.


Y se sigue marcando cada vez más, sin diferencias de criterios políticos, lo que ha sido evidente: un fracaso absoluto de toda la modificación del procedimiento criminal en la provincia de Buenos Aires, que se ha evidenciado por estos días, con las declaraciones de muchos que le atribuyen al fracaso de la reforma procesal el grave problema de la seguridad, que se evidenció con el reemplazo del Secretario de Seguridad, Sr. Juan Pablo Cafiero, por el Dr. Juan José Álvarez.


Si legislamos para que las cosas no se hagan, se puede legislar cualquier cosa. Si se legisla para que las normas se apliquen y para que tratemos de mejorar el sistema y los procedimientos, yo creo que con esto, señor presidente, se está entrando “de movida” en el camino de un fracaso en el sistema implementado en la reforma.


No implica esto que en el futuro, con mayor reasignación de recursos o de medios, pueda intentarse la investigación a cargo de la Fiscalía. Pero por ahora nos parece una medida inconveniente y una verdadera improvisación.


Estas son, señor presidente, las cuestiones esenciales que nosotros marcamos. Por supuesto, después, en el tratamiento en particular –para lo cual vamos a solicitar que se vote artículo por artículo– vamos a hacer algunas otras consideraciones de menor importancia, pero que entendemos contribuyen a mejorar la normativa que va a regir en el futuro y a corregir lo que nos parecen algunos errores. Errores que, repito, no son producto de nuestro pensamiento individual, sino consecuencia de opiniones de los que saben, plasmadas en reiterados trabajos y colaboraciones en revistas especializadas, que están marcando algunas pautas que desde nuestro punto de vista compartimos y que entendemos debieron haber sido consideradas en este proyecto de ley que estamos tratando ahora. Nada más.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Decía bien el señor diputado Favario, que no sabemos si este proyecto que vamos a tratar hoy va a ser de aplicación y de utilidad, conforme a las expectativas que ha creado.


En el curso de la semana he recibido en forma verbal la oposición a muchos artículos de este proyecto, por parte de miembros del Poder Judicial. Incluso, no me animé a firmar el despacho ni a incorporarle modificaciones en el articulado, porque es muy difícil poner o sacar algún artículo individualmente, si no se tiene un conocimiento cabal de todo el Código y de la jurisprudencia que con el curso de los años ha marcado la interpretación, por más que tenga en mi borrador algunas observaciones que creo que pueden ser valederas.


Y creo que después de haber caducado ese proyecto o esa media sanción, cuando se presentó nuevamente a la Legislatura este proyecto, se hubiera tenido que haber abierto el juego y consultar no solamente a los magistrados del Poder Judicial, sino a todos aquellos que tienen que ver con esta específica materia.


Incluso más. Hace 10 años, con la comisión creada por la Ley Nº 10.545 se sancionó un código completo, un nuevo Código Procesal, que es cabecera de este expediente, por cuanto el bloque de la Unión Cívica Radical pide en ese proyecto la vigencia del anteproyecto de esta comisión que plasmó su redacción, en el año 1993.


Pero ya en esa oportunidad había objeciones, y no solamente desde el punto de vista económico, por eso decía que no comparto lo expresado por el señor diputado Esquivel, cuando se lamentaba de no poder poner en vigencia este proyecto.


Decían los fiscales de Cámara y todos los fiscales de la 1º Circunscripción Judicial: “La estructura del proyecto –ya de 10 años atrás– ingresa decididamente en el sistema acusatorio del juicio oral de instancia única, con el cual estamos de acuerdo en lo que al sistema se refiere, pero nos oponemos a diversas fases del proceso, que lo inclinan ostensiblemente en favor de la delincuencia y relegan de hecho la demanda de la ciudadanía de ver que se sancione debidamente al que injustamente la ataca.


Los redactores se preocuparon, lógicamente, en señalar y remarcar la estricta vigencia de los derechos constitucionales y demás otorgados por los pactos fiscales por nuestro país, en las personas que son investigadas o acusadas. Pero si bien es cierto que este reconocimiento de los derechos humanos para los imputados es una lógica consecuencia de la vigencia de un estado de derecho, ellos también deben ser reconocidos para la sociedad en su conjunto, para lo cual consideramos que la sola inclusión de algunas facultades otorgadas a las víctimas de hechos delictivos no es suficiente, ante el desequilibrio que coloca el anteproyecto en algunos aspectos al Ministerio Fiscal, encargado de llevar adelante tanto la investigación en el juicio con relación al encargado y a su defensa”.

Esto es, en líneas generales, lo que decían los fiscales y también lo que me manifestaban cuando los consulté sobre este proyecto, que si bien no es el mismo y –como bien decía el señor diputado Esquivel– es el proyecto posible, es el proyecto posible de acuerdo con la capacidad de los redactores y con la capacidad o la decisión política que tenga la Provincia de instalar el juicio oral como corresponde y como fue reclamado por el Procurador Becerra, en esa charla que dio en la ciudad de Rosario.


Pareciera que ya terminando nuestro mandato en esta Legislatura, estamos apurados por sacar leyes que son complejas y muy importantes, y que van a afectar –o pueden afectar, más allá de las cuestiones patrimoniales de la administración– la libertad de los ciudadanos.


Por eso, como bien lo decía el señor diputado Favario, el hecho de que Becerra haya reclamado en la ciudad de Rosario la sanción de las modificaciones o un nuevo Código de Procedimientos para la provincia, no significa que a rajatabla tengamos que sancionarlo sin haberlo revisado –conforme a lo que el propio diputado Favario manifestaba–. Porque este proyecto caducó un tiempo atrás y todo el mundo lo creía un poco dormido en las pretensiones, hasta tanto posiblemente se creara una nueva comisión.


Y yo voy a hacer votos para que si en algún momento se realiza, esa comisión esté integrada, en la medida de lo posible, no solamente por los doctrinarios, sino también por los que litigan, por parte de las universidades y de la ciudadanía, porque son los directamente afectados o beneficiados con un Código de Procedimientos acorde con las circunstancias por las que está pasando el país.


Indudablemente, desde hace 10 años hasta hoy no sé si ha cambiado la doctrina penal, pero sí puedo decir que la legislación penal no es acorde o no soluciona los problemas de la seguridad, como pretende la sociedad en su conjunto.


Como decía antes, este proyecto –mensaje del Poder Ejecutivo– que estamos tratando no propone el juicio oral, que creo es la figura más importante de todo esto; lo deja postergado para más adelante, si bien incorpora dos figuras que nos parecen muy importantes: la instrucción abreviada y el proceso abreviado.


Tengo algunas modificaciones para proponer o dudas sobre las que quiero preguntar, si es posible, pero es difícil por cuanto la modificación de uno puede entrar en colisión con otras normas. Y así ocurre en la redacción de este proyecto –como lo decía también el señor diputado Favario–, por cuanto el juez de instrucción no se despoja de su investigación, de su instrucción; y no sólo no se despoja, sino que en todo el articulado del Código referido al juez de instrucción o a los jueces de sentencia aparece la figura del fiscal investigador o acusador un poco mezclada, y a veces en superposición o dejándolo de lado.


Por eso no es fácil –incluso, no le ha sido fácil a los jueces que han redactado este proyecto– tener en cuenta todas las concordancias con los diversos artículos del Código, que hacen a la hermenéutica en general.


Decía el diputado Esquivel que otros de los institutos que se incorporan al Código, según este proyecto, es la investigación del fiscal. Pero, claro, esta investigación es voluntaria; si el fiscal tuviera la obligación de hacer la investigación, obviamente, todo el personal que hoy depende del Juzgado de Instrucción tendría que pasar a depender de Fiscalía, y el juez tendría que ocupar el lugar del fiscal, con un solo empleado que le escriba en la computadora o le dicte algunos de los decretos.


Porque el fiscal hoy no puede hacer toda la actividad de investigación, y si es voluntaria, este instituto no va a ser de aplicación. Porque encima de la investigación, tiene a su cargo todo el procedimiento, conforme lo establece la misma Carta Orgánica del Poder Judicial para los fiscales. Y nadie los libera ni se preocupa por sacarles esa responsabilidad; al contrario, es una responsabilidad en conjunto.


Aparte de que esta figura de la investigación nos aparece a nosotros como si fuera un supervisor de la policía de instrucción, porque todas las facultades las tiene que pedir al juez, y controla y está un poquito más suelto que la policía, pero en definitiva, le está sacando el trabajo chico al juez. Pero el juez se reserva todo lo más importante en lo que hace a presos, en lo que hace a procesamientos, a elevación de juicios y demás, que son las cuestiones de fondo, que hacen a la conclusión de la instrucción y a la elevación de juicios.


También he visto en este proyecto que en vez de agilizarse los plazos –que posiblemente no puedan agilizarse por falta de medios, de juzgados, de fiscales, de empleados y demás–, se blanquea un poco la mora judicial. Porque en el Código vigente se han duplicado algunos plazos relacionados con los presos, se los ha llevado a dos años. En vez de simplificarlos para que haya agilización en el procedimiento, se les da mayor plazo legal, para que los jueces no se encuentren en mora.


O sea, estamos blanqueando la mora judicial por todos conocida, pero sin embargo, en vez de dictar normas conformes y dar elementos para que esta mora no siga, se la blanquea al alargar algunos plazos, por lo pronto, en lo que hace a la terminación final de la instrucción y al plazo final que tiene el que cuenta con prisión preventiva y está pendiente de sentencia.


Decía el diputado Favario –y lo comparto plenamente– que no está contemplado cómo se va implementar esta ley. El diputado Esquivel dice que el Presupuesto no tendría que haber tratado esto, porque no presupone gastos. ¿Cómo no va a presuponer gastos? El Presupuesto del Poder Judicial, fundamentalmente, tendrá que tener una adaptación para toda esta actividad que se le carga a los fiscales y demás. Porque nosotros no podemos decir “que se arregle el Poder Judicial”. No es así, hay que darle los elementos y la posibilidad de las modificaciones presupuestarias, para que esto se pueda realizar. Y para eso hay que hacer un estudio de cuáles son las necesidades.


El mismo Presidente de la Corte apoyaba este proyecto, pero reconocía que no había tomado conocimiento. El Colegio de Abogados se sorprendió esta semana y dijo que tampoco tenía conocimiento. Los fiscales, que en su momento habían hecho un análisis, ahora no lo habían hecho porque recién en esta semana tomaron cuenta del tratamiento.


Creo que, en definitiva, se va a alargar el proceso. Por más que sea “la reforma posible”, considero que no tenemos tanta urgencia como para sancionarla en el día de la fecha; ya viene con media sanción y creo que amerita un estudio, por lo menos, de los que están en este métier, de los que saben, para tratar de que si bien sea un proyecto posible, pueda ser de aplicación real.


Yo también analizaba, sin profundizar demasiado, el ejemplo de la provincia de Buenos Aires, donde teníamos un caso emblemático como el de García Belsunce, que todavía está sin resolver y en el que aún hay disputas en la investigación fiscal. Y este es un procedimiento que es un parche y una imitación de los demás.


Posiblemente, con esta experiencia nosotros tengamos que volver a revisar si realmente corresponde este sistema investigativo, y no abocarnos directamente a una policía judicial que la Provincia de Santa Fe ni siquiera la tiene estudiada, pero que, sin embargo, en el convenio que se iba a aprobar con la Unión Europea le pagábamos los estudios de la policía judicial a la Provincia de Salta.


Creo que hay que tener en cuenta que la sociedad está reclamando no solamente leyes por las leyes mismas, sino leyes que solucionen los problemas de seguridad. Y los problemas de seguridad pasan, entre otras cosas, por el Código Procesal Penal y pasan por un instituto que está en el Código y del que nadie habla, nadie dice nada, y que es uno de los institutos que puede estar discutido o puede llegar a discutirse: el referido al tema de la libertad provisional.


Hace pocos meses –y lo recordaba el diputado Esquivel–, en un programa televisivo tuvimos un debate bastante extenso –el año pasado, con Borgonovo, que era Ministro de Gobierno, y Borelo, que vino a la comisión– con relación a la excarcelación por el delito de abigeato. Planteaban una serie de dudas, y entre otras, que con el auto de procesamiento el juez tiene que dictar la prisión preventiva. Entonces, si no es necesaria la prisión preventiva, no se dicta; y si se dicta, es ya porque corre peligro, porque hay riesgo, y eso no significa un prejuzgamiento.


Y este es para mí un punto neurálgico que, indudablemente, se ha dejado de lado. Y con todos los antecedentes y los reincidentes que están hoy en libertad –por el beneficio de la libertad provisional– y cometen nuevos delitos, creo que deberíamos darle una respuesta a la sociedad, de esa forma, pero con este proyecto no se la vamos a dar.

SR. D’AMBROSIO XE "BRAD’AMBROSIO, Ángel" .– Pido la palabra.


El proyecto que estamos considerando ha sido enmarcado por el miembro informante en un supuesto aggiornamiento de los problemas que, desde diversos enfoques, han tornado absolutamente crítica la situación de la seguridad en la provincia de Santa Fe.


Dentro de ese marco, lamento no compartir la visión que se tiene sobre ello. El año pasado, en un artículo que tuvo la gentileza de publicarnos el vespertino de esta ciudad, demostramos acabadamente y sin respuesta –porque no podía haberla– que el tema de las deficiencias carcelarias en la provincia de Santa Fe tiene algo así como 20 años de antigüedad. 
Lo más grave es que también las mentiras y las falsas promesas tienen exactamente el mismo tiempo. Y no parece que, realmente, la eventual construcción, al fin, de la cárcel del sur –que de todas formas, está en sus prolegómenos, y para una órbita de 400 penados– sea una respuesta integral al problema. Ni que lo sea el anuncio de la construcción de nuevas plazas en la Alcaidía de la nueva Jefatura de Policía en Rosario. Porque en realidad, este hecho se produjo luego de una denuncia, que acreditó fehacientemente la existencia de condiciones repugnantes de diferencias en materia carcelaria en la Alcaidía de la vieja Jefatura de Policía, que esta actual gestión debió cancelar de inmediato, tras el traslado decretado por la anterior gestión del Gobernador Obeid, y ponerse –no ahora, sino hace cuatro años– en la órbita de lo que había que hacer.


Yo creo, señor presidente –y, más aún, me parece evidente– que todas las respuestas que la actual administración ha dado al tema de la seguridad han sido parciales, tardías, incompletas, muchas veces inconducentes y, sobre todo, adoptadas al arrastre de situaciones gravísimas que se han ido produciendo, reproduciendo y agravando en el tiempo. Y lamentablemente, la reforma que estamos tratando no escapa a esta consideración.


No es como se dice últimamente, que tenemos la obligación de ocuparnos, como hoy nos vamos a ocupar de este proyecto y de otras cosas. En el proceso integral de la seguridad también tenemos que preocuparnos de lo que pasa en las cárceles.


Y resulta curioso, señor presidente, que últimamente, sobre todo en las emisoras de esta ciudad, aparezcan tantos oyentes que cuestionan la preocupación de algunos legisladores por estos temas carcelarios, lo que aparentemente, sería preocupación contraria a la de la seguridad de los ciudadanos en general.


Yo no dudo que una sociedad condenada a la marginalidad y al miedo, como lamentablemente lo es en muchos aspectos la sociedad argentina, sea un caldo de cultivo muy favorable a la creciente existencia de mentalidades fascistas.


Pero también creo que esta multiplicidad de llamados telefónicos que señalan esto constituye, posiblemente, el insólito mecanismo de defensa que algunos funcionarios acorralados están utilizando, como última razón para su sinrazón.


Nosotros nos preocupamos por las condiciones de detención, señor presidente, no sólo por razones humanitarias. Nos preocupamos porque mientras en la provincia de Santa Fe y en este país no se concrete la uniformización de las penas en la cadena perpetua o en la pena de muerte –esa pena de muerte que, por otra parte, y en forma subliminal existe, ya que tenemos 40 muertos en la cárcel de Coronda y decenas en los últimos años, sobre todo, en comisarías de la ciudad de Rosario–, creemos que mientras esto no ocurra –esta uniformización de las pena drástica, que para alguna mentalidades fascistas resolvería el problema de la seguridad en la Argentina–, tarde o temprano los reclusos regresan a la sociedad.


Y esta es la principal preocupación que tenemos, porque bajo las condiciones actuales de reclusión, los que vuelvan, estarán mucho peor que cuando entraron. Y esto es un verdadero caldo de cultivo para la inseguridad que padecen los ciudadanos, como lo es también la distancia exorbitante que hay entre la condena y la producción del hecho.


Y es por eso, y no solamente por razones humanitarias, que cuestionamos la existencia de esta prolongación de detenidos bajo proceso de 5, 6 o 7 años. No cabe duda de que por la índole de los delitos por los que están acusados seguirían detenidos bajo condena, pero esta tendría los efectos previsores y correctores que hoy, naturalmente, no tiene, cuando genera la condición de procesado como una condena penal extra Código.


Creo, señor presidente, que esta reforma que hoy se intenta se vincula un poco con esta discusión que aparentemente sostenían el miembro informante y el diputado Favario. Y es cierto lo que dice el diputado Esquivel: no es la primera vez que se produce. Pero se vincula más con la forma de legislar que tenemos que con lo que el miembro informante cree es una supuesta acusación de que no se discutan los proyectos. Y las mismas referencias a las fechas que él daba nos indican que es así.


Hace 10 años que estamos discutiendo aquí una supuesta reforma integral o que la discutieron los legisladores que nos precedieron. Hace cuatro años que este proyecto está radicado en la órbita de esta Legislatura, pero es considerado al flujo y reflujo de estos acontecimientos que yo señalaba, porque no se explica porqué un proyecto del año 2000 debió ser adormecido y no fue considerado por la mayoría automática.


Cuando me refiero a esto no estoy haciendo apreciaciones disvaliosas, sino simplemente estoy reflejando la relación numérica. Ignoro las causas por las cuales recién ahora lo estamos tratando con algún apuro, pero evidentemente hay un hecho determinante, al parecer, de esta preocupación, que son los graves acontecimientos que se están produciendo en los últimos tiempos en la provincia de Santa Fe, cada día más graves en esta materia; y además, las manifestaciones del Procurador General de la Nación, que ha venido a repetir las cosas que algunos de estos legisladores venimos diciendo desde hace años. Claro, como somos del barrio, parece que no implican la relevancia que puede tener una manifestación expuesta por el Dr. Becerra y en el ámbito en que lo señaló.


Señor presidente, creo que las consideraciones muy precisas que ha hecho el diputado Favario y las puntualizaciones que ha señalado el diputado Bullrich ameritarían el retorno del proyecto a la comisión. Me parece que sería lo sensato. Quizás no sea compartido por los que esperan la faz de la aquiescencia de decir que algo hemos hecho.


Porque yo creo, presidente, que esta reforma, más que gatopardista es voluntarista. Y es voluntarista en el sentido estrecho. Yo creo que el posible éxito –que ojalá tuviera– va a ser un éxito a lo Pirro, porque en última instancia, va a postergar las reformas estructurales y profundas que tenemos que hacer en materia de procedimiento penal.


Por eso, nosotros no vamos a votar en favor; tampoco lo vamos a hacer en contra. Realmente, creemos que este expediente debería volver a comisión, incluso para considerar las precisiones muy graves que señaló el señor diputado Favario. Y si no fuera así, en la discusión en particular trataremos de puntualizar algunas cosas.


Realmente creemos, presidente, que este gesto no viene a ser otra cosa que colocar un parche. Y la dimensión de la crisis de la seguridad en la provincia de Santa Fe es de una magnitud tal que los parches ya son absolutamente insuficientes.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Tiene la palabra la señora diputada Silvia Migno.

SRA. MIGNO XE "UCRMIGNO, Silvia." .– Gracias, señor presidente.


Decíamos en el año 2000, cuando presentamos el proyecto de autarquía económica del Poder Judicial: “Es evidente que el Poder Judicial atraviesa por uno de sus momentos más críticos: falta de equipamiento adecuado, infraestructura insuficiente, estrechez presupuestaria para un dimensionamiento acorde con los actuales requerimientos del servicio de Justicia en la provincia. El incremento de las causas anuales, que hacen de la morosidad un problema de larga data, se convierte en una cuestión que atenta directamente sobre los derechos de los justiciables”.


Innumerables iniciativas legislativas se han presentado en estos últimos años tendientes a la reestructuración del mapa judicial de la provincia, implementación de la Justicia oral en materia penal, optimización funcional de los tribunales, sistemas penitenciarios, entre otros, que siempre tropiezan con el problema presupuestario para poder llevarse a cabo.


Hoy nos encontramos con esta reforma parcial del Código Procesal Penal, que dice que “es lo que se puede hacer” porque, justamente, no implica una asignación presupuestaria. En los últimos 20 años, la estructura del Poder Judicial ha tenido sólo pequeñas modificaciones –no justamente las que hacen falta– y el avance de la criminalidad es de tal magnitud, que en el sistema judicial siempre se está con un paso atrás.


El presidente de la comisión ya ha dicho cuáles son los institutos que se modifican, por lo tanto, no los voy a reiterar para no aburrir, porque es una parte muy técnica.


También tenemos nuestras dudas con respecto a la parte de la investigación fiscal, en el sentido de que si al ser voluntaria se pueda llevar a cabo. Sabemos que los fiscales trabajan con inmensas dificultades, ya que muchos ni siquiera cuentan con una computadora en su oficina para poder llevar adelante las tareas. Por eso, al ser de aplicación voluntaria, lógicamente, esta puede tornarse de difícil utilización, por la escasez de elementos.


Nosotros hemos presentado un proyecto –que es el que encabeza esta reforma, justamente– que no se ha incorporado, para que no tenga modificaciones y tenga que volver al Senado. Lo hicimos con la plena convicción de que íbamos a originar un nuevo debate, que iba a provocar una consulta amplia, que iban a venir todos los actores para tratar de hacer la reforma de fondo, la reforma integral que necesita nuestro sistema.


Vamos a apoyar la reforma del Código Procesal Penal que se está tratando en estos momentos, con algunas disidencias, para ser coherentes con lo que en su momento pidió el señor diputado Jorge Álvarez, al recordar aquellos desgraciados hechos de Arequito, y solicitó el tratamiento de todos los proyectos que tenían estado parlamentario para tratar de adaptarlos a la realidad y de dar soluciones a los problemas de inseguridad que se estaban presentando. Gracias.

SR. CECCHI XE "FPSCECCHI, Alfredo" .– Pido la palabra.


Sin duda, esta es una cuestión complicada, en la que puede haber opiniones meramente técnicas, cuestiones meramente técnicas y cuestiones políticas.


Probablemente sería de mal gusto que un lego como yo cuestione técnicamente el producto intelectual de una comisión de profesionales en la materia, que se dedicó a estudiar el tema con profundidad. De cualquier manera, esto no me inhibe para dejar de hacer públicas algunas dudas muy puntuales que tenemos, incluso, después de haber escuchado las participaciones de los diputados Favario y Bullrich.


En primer lugar, lo que nosotros vemos como eventual superposición entre facultades o acciones de los fiscales y de los jueces de instrucción. En segundo lugar, esa facultad o posibilidad que eventualmente se les otorga a los fiscales de prejuzgar, lo que a nuestro criterio sería contrario a la estructura jurídica de la Constitución. Y en tercer lugar, nos preocupa que no se haya tenido en cuenta la incorporación de la policía judicial, con la jerarquía debida, sobre todo, habida cuenta que ya en el año 1985 ingresó un proyecto de la Unión Cívica Radical en este sentido.


Pero más allá de esto, me importa destacar algunas cuestiones políticas. Aquí se lo ha mencionado al Procurador General de la Nación por sus declaraciones de hace pocos días en la ciudad de Rosario, que nos han desnudado como provincia, al nivel de país. Y esas declaraciones no han sido gratuitas. No son pocos los que opinan que en la provincia de Santa Fe, invocando limitaciones presupuestarias, no hemos llegado a la instauración del juicio oral en el fuero penal porque habría intereses creados en que la Justicia pueda seguir obrando con algún grado de arbitrariedad, haciendo uso y abuso de un proceso obsoleto, del proceso escrito. Y en ese grado de arbitrariedad tampoco son pocos los que ubican algún entendimiento o alguna connivencia entre lo político y lo judicial.


Por eso nos parece que si bien todos coinciden con que este sería una especie de paso intermedio entre un proceso penal vetusto, obsoleto, y el otro estadio –no sé si ideal, pero muy superior al actual– que es el juicio oral, nos preocupa que esto no llegue ni siquiera a ser un paso intermedio, en la medida en que no se entienda que mayor seguridad y mejor justicia conllevan, necesariamente, mayor inversión de los dineros públicos.


Decía muy bien el señor diputado Esquivel, al hablar de las materias pendientes, que en tercer lugar colocaba la remuneración del personal policial. Y en este sentido, no solamente hay deudas a futuro, sino que también hay cargos que asumir en el pasado.


La evolución del Presupuesto de la provincia en materia de seguridad per cápita, a valores constantes, ha bajado el 20 por ciento en la última década. El Presupuesto General de la Provincia aumentó 140 por ciento en la última década, pero mientras hay extremos que indican, por ejemplo, que el de la Gobernación aumentó el 256 por ciento, hay otros extremos abajo que indican que el Poder Judicial no superó el 99 por ciento de aumento –esto es 41 puntos por debajo del aumento medio del Presupuesto de la provincia–.


Y esto es lo que nos interesa remarcar, señor presidente, porque si esta supuesta voluntad política de hacer un paso adelante hacia un estadio en el que, aparentemente, Santa Fe no podría estar todavía, no conlleva una decisión política de invertir más dineros públicos para garantizar mayores grados de seguridad y perfeccionar o garantizar mayor prestación de Justicia, evidentemente, este supuesto paso adelante que hoy estaríamos dando sería un parche, sería patear la pelota para adelante, sin ningún resultado práctico positivo.


En este sentido, en primer término, el Bloque Socialista va a acompañar la propuesta de la vuelta a comisión que ha hecho el señor diputado D’Ambrosio; y si ello no fuera factible, si no se produjera, vamos a acompañar en general este proyecto y después vamos a manifestar algunos disensos en particular. Gracias, presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción de vuelta a comisión formulada por los señores diputados Cecchi, Favario y D’Ambrosio.

–
Resulta negativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se encuentra en consideración del Cuerpo el proyecto que cuenta con dictamen de las comisiones de Asuntos Constitucionales y Legislación General y de Presupuesto y Hacienda.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
Al considerarse el artículo 1º:

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: como el artículo 1º incluye la modificación de una serie de artículos del Código de Procedimientos, y en algunos de ellos estamos de acuerdo y en otros tenemos disidencias, en virtud de lo dispuesto por el artículo 179 del Reglamento, solicitamos que se voten los artículos que están incluidos en el artículo 1º, uno por uno, o que se nos dé tiempo para formular las observaciones o las propuestas de reforma en cada uno de aquellos en los que podamos tener algunos cuestionamientos en particular.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Lo ideal sería, señor diputado Favario, que usted manifestara cuáles son las disidencias en general, para no dividir el artículo 1º como usted lo expresaba, y que después lo pongamos a consideración, con las reformas que usted estaría introduciendo en el artículo 1º.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Lo que pasa es que yo creo que, eventualmente, algún otro legislador podría hacer algún cuestionamiento, en algún artículo en particular.


De mi parte, señor presidente, si esta es la metodología que se elige, voy a comenzar por proponer la supresión parcial de la modificación que se introduce en el artículo 140, referida a la ampliación de facultades o atribuciones asignadas al fiscal que, a nuestro entender, sólo debe tener el juez.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Se hace complejo ir manifestando las disidencias en cada uno de los artículos, porque el diputado Favario, por ejemplo, ya está en el artículo 140, y yo tengo que hacer un interrogante para el artículo 67. Y a medida que vayamos avanzando, puede aparecer algún tipo de explicación que sea necesaria, pero de esta forma no vamos a poder hacer el cuestionamiento general.


Yo creo que el artículo 179 del Reglamento establece que cuando el artículo tiene varias partes, hay que votar por partes. Considero que no hay ningún inconveniente en ir votando los artículos que están incorporados en el artículo 1º e ir haciendo las observaciones o las preguntas que cada uno estime convenientes.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Hacemos una votación parcial, artículo por artículo, y después se harán las sugerencias que correspondan.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Pido la palabra.


Creo que no hace falta, pero igual lo voy a manifestar. El Bloque Justicialista va a avalar el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.


A mí me parece lógico y natural que cada uno de los diputados de la oposición se exprese, para que quede claro en la versión taquigráfica cuál es la posición que han mantenido de manera individual o como bloque.


Entonces, yo creo que hay que simplificar esto, porque el bloque ha tomado una posición y la va a mantener, que está reflejada en el dictamen de mayoría de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La alternativa sería que cada diputado exponga las modificaciones en cada uno de los artículos, para que quede en la versión taquigráfica, con lo que se simplificaría el tratamiento.

SR. UGALDE XE "PJUGALDE, José A." .– Exactamente.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Hice la observación con respecto al artículo 140, no obstante la manifestación de que se va a votar a libro cerrado, sin escuchar ningún tipo de razón que podamos tener, ni tan siquiera en lo que hace a modificaciones elementales que significan flagrantes contradicciones. Vamos a cumplir con la obligación legislativa de ir señalando lo que nosotros entendemos son las diferencias o las disidencias que tenemos con el dictamen que está en consideración del Cuerpo.


Con respecto al artículo 208, señor presidente, en lo que hace al inciso 1), mantenemos la primera parte, que nos parece correcta, con respecto a la posibilidad de prórroga de los plazos de sustanciación, que son facultades exclusivas del juez. Que quede redactado todo lo que dice el primer renglón: “Prórroga. Si el término resultare insuficiente, el juez podrá prorrogarlo” 

En lo que hace a toda la segunda parte incluida como nueva, en la que se le dan esas facultades a los fiscales, estamos en contra, señor presidente. Acá, evidentemente, hay también colisión entre las facultades asignadas al juez y la que tienen los fiscales. El fiscal, a nuestro entender, no puede disponer la prórroga, señor presidente. Esta es una facultad exclusiva del juez.


Por lo tanto, propongo la eliminación de todo lo que va desde el final del primer renglón hasta la terminación del inciso primero. Con lo demás estoy de acuerdo.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


El artículo 67 establece la forma de actuación de los representantes del ministerio público. En el Código vigente se establece la obligación del fiscal en una postura incriminadora en caso de duda. Acá se elimina, directamente, o sea que el fiscal ya no tiene la obligación de acusar en caso de duda.


Me parece que se le está dando un rigorismo que no se condice con lo que se está buscando, que es la verdad real. Y, obviamente, en definitiva esa verdad va a ser dilucidada por el juez. Es una posición que posiblemente esté en concordancia con esa investigación que ahora van a tener los fiscales, pero como es voluntaria –no es directamente operativa–, el hecho de sacarle la obligación de la incriminación me parece que merece una explicación, más que sacarla porque sí.


Y después, en el mismo artículo, en un párrafo nuevo, dice que el fiscal, en ejercicio de sus funciones, adecuará sus actos a su criterio objetivo y velará por el cumplimiento de las garantías que le reconocen las Constituciones Nacional, Provincial y la ley. Obviamente que no necesita decir que el fiscal debe velar por el reconocimiento que se le da al imputado o a la inocencia del reo, en este caso. O sea que me parece que es un párrafo que está un poco de más.


En el artículo 175, cuando se habla de requerimiento fiscal dice: “... cuando por cualquier medio el fiscal tenga conocimiento de un hecho que considere delictuoso deberá procurar al juez competente requerimiento de instrucción...”. Y se le agrega “bajo sanción de nulidad”.


La sanción de nulidad, que está vigente en el Código relativo a la actuación fiscal o a la instrucción, es cuando se eleva la causa a juicio, con el auto de procesamiento, pero lo que se trata de buscar acá es la investigación real, y no vamos a estar atados a una nulidad por una cuestión formal. Porque se recibe el conocimiento por parte de un tercero y, obviamente, el fiscal va a hacer el requerimiento de instrucción o la investigación que corresponda, pero si formalmente le falta una coma y eso es nulo, me parece que es un retroceso a la investigación que se trata de buscar.


En el artículo 185, cuando se habla de desestimación, hay una figura que también está en el Código, en el artículo 372, y que ahora se incorpora en dos artículos más. Dice: “Si el fiscal pidiera la desestimación y el juez disintiera, se remitirán las actuaciones al Fiscal de Cámara que podrá insistir o discrepar con el pedido. En la primera hipótesis el juez deberá desestimar la denuncia; en la segunda, los autos pasarán a otro fiscal.” O sea que el fiscal de Cámara está sobre el juez. También lo dice el vigente artículo 372, pero va notoriamente en contradicción con lo que establece el fallo de la Corte y que mencionaba el diputado Favario. Acá estamos incrementando esa falla constitucional del 372 en otros artículos de este Código que se modifica.


El artículo 189 habla de la comunicación inmediata y dice: “...las encargadas del sumario de prevención comunicarán al juez...”. Antes decía “en forma inmediata”. Ahora se ponen tres incisos: “24 horas”, otro inciso más que establece 24 horas, y 24 más cuando hay problemas de transporte o razones climáticas. Ya lo estamos alargando. “En forma inmediata” decía antes el Código. No sé por qué estamos alargando ahora los plazos. Por eso hacía referencia a que en vez de achicar, estamos alargando. La responsabilidad de inmediatez la va a tener la policía, y en los medios que tenga.


Sí se incorpora el tema del informe médico, que es importante.


El artículo 190 está bien. Quiero hacer una pregunta al respecto. El artículo 190, en el inciso 4, dice: “Proceder a la detención de las personas [creo que habla de las facultades de la policía] en los casos dispuestos en el artículo 300 III, poniéndolas a disposición del juez competente dentro de las 24 horas.” Yo creo que eso era lo que estaba antes. ¿No se modificó en 6 u 8 horas, no estaba vigente hasta ahora? Tengo mis dudas al respecto.

SR. ESQUIVEL XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Es por averiguación de antecedentes.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– ¡Ah!, está bien, yo sólo pregunto, no es mi métier.


Obviamente, volvemos a lo que hacía referencia en este artículo, a las faltas graves que se le ponen a la policía, por incumplimiento de algunas indagaciones y pesquisas que no están de acuerdo con lo que establece la reglamentación. O sea, estaríamos como poniéndola entre la espada y la pared. Si bien sabemos que hay una serie de fallas y defectos, eso es, tal vez, porque no haya una policía judicial que tenga un camino a seguir perfectamente delimitado.


Después, en el mismo artículo, en el inciso 12, dice: “... recibir el imputado simple interrogatorio sumario, si este lo considerara, al sólo efecto de orientar la investigación [que es importante] inmediatamente después de citado o aprehendido”.

Pero al mismo momento, al detenido se le tienen que mencionar los derechos que tiene. Obviamente que este hombre no va a declarar, si yo antes de tomarle declaración estoy tratando de orientar la investigación, si le digo que tiene que nombrar su defensor, que puede abstenerse de declarar, sin que eso no implique una presunción en su contra, que puede declarar ante el órgano judicial o que puede indicar la prueba que estime de utilidad, ese interrogatorio de prevención para orientar la investigación no se va a poder hacer.


Me parece que estamos poniendo un callejón, porque estas facultades las tiene y las tiene también cuando va a declarar en sede judicial. Pero al decirle antes de declarar que puede abstenerse de declarar... Más vale que ni le preguntemos, porque va a decir que no va a declarar.


Artículo 191, Avocación al juez. Dice en un párrafo: “En su caso, si se solicitara al juez el avocamiento, el pedido deberá expresar suficientes fundamentos”. ¿Cómo? La policía, que tiene obligación de pedir la advocación al juez, en el plazo determinado, y comunicar el delito, ¿le tiene que dar todos los fundamentos? El juez –o el fiscal– tiene la obligación de tomar conocimiento de la causa y dirigir la investigación. ¿O sea que la policía tiene que fundamentar el pedido? Eso es nuevo.


Artículo 202. Se habilita un recurso nuevo, ante la negativa. Dice: “Intervención de las demás partes. Durante la instrucción no habrá debates, pero las demás partes podrán dar todas las explicaciones que consideren convenientes, como así también pedir la agregación de documentos. El juez ordenará las que estime conducentes al esclarecimiento de cualquier aspecto objetivo o subjetivo, su negativa únicamente podrá impugnarse mediante un recurso de reposición”.

Antes no existía este recurso. El juez lo consideraba o no lo consideraba, porque hay otras instancias judiciales en las que se le puede producir la prueba. Acá estamos habilitando un recurso más, que va a volver a demorar el proceso y la resolución de la causa.


Hay algunos artículos en los que tengo observaciones, pero no quiero demorar más.


Artículo 208. También con estos fundamentos se va a alargar la causa. “Plazo de sustanciación. La instrucción deberá practicarse dentro del plazo de cuatro meses que podrá prorrogarse...”. Antes decía 90 días. Obviamente que cuatro meses se pueden prorrogar a ocho meses, y ya se va más allá, por el doble. Indudablemente que esto es por la mora judicial, no por otra cosa.


Con respecto a la duración de la investigación, en el mismo artículo dice: “La duración de la investigación no podrá exceder de dos años, a contar desde la indagatoria...” Yo pensé que estaba igual.


Con referencia a la prórroga extraordinaria, se habla de una “prórroga que excede el plazo mencionado en el inciso 2)...”, es decir, de dos años más.


No voy a hacer ningún aditamento ni modificación; simplemente menciono lo que, a mi entender, puede producir inconveniencia en la sanción. Realmente, yo no me animo a meterle una coma de más o una coma de menos; si bien hay cuestiones gruesas –como lo mencionaba el diputado Favario–, yo no me siento capacitado para hacerlo.


Lo que quiero demostrar es que hay razonables dudas como para que este expediente pueda volver a comisión y sea analizado detenidamente, con la gente que realmente conoce el tema, y que venga a darnos las explicaciones de lo que, a mi buen saber y entender, está equivocado. Por más que no sea penalista, soy abogado y creo que determinadas cuestiones tienen alguna cierta lógica, como para entrar a dudar de la conveniencia de su inclusión.


En definitiva, tengo muchísimas observaciones que hacer, pero como no estoy concretando ninguna propuesta, simplemente las que he mencionado que sirvan a título de ejemplo para demostrar que lo que se plantea en todo este articulado no son cuestiones menores, por lo que ameritan una revisación en la comisión respectiva, para intercambiar los criterios y, fundamentalmente, para escuchar a los que más saben.


Por lo tanto, con este artículo termino mi alocución, por cuanto no voy a proponer ninguna modificación.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se encuentra en consideración del Cuerpo el artículo 1º.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Tengo algunas observaciones pendientes que quiero manifestar, sin pretensión de generar ningún debate, simplemente para cumplir con lo que entiendo es mi obligación.


En el artículo 244, coherente con lo que he manifestado, propongo la supresión de los términos “en su caso, el fiscal”.

Con respecto al artículo 262, quisiera que se me diese alguna explicación de la última parte, señor presidente, donde habla de las actas, y dice: “En su caso, el testimonio será recibido por el fiscal. El acta será firmada por este y el testigo”. Yo estoy proponiendo la supresión de este agregado que se ha hecho al Código Procesal actual, que no sé qué razón de ser tiene.


Señor presidente, si el fiscal no es fedatario, ¿qué valor tiene este testimonio que se incluye ahora? ¡¿Quién certifica el contenido del acta?! Y además, lo que es más grave, ¿quién controla la posibilidad del falso testimonio? Porque ¿no van a transformar al fiscal en secretario?


Por lo tanto, me parece, señor presidente, que a los fines de evitar problemas, lo más conveniente es suprimir esta última parte, este agregado, y dejar la norma tal como estaba en el Código actual.


Si no hay respuesta, continúo. En el artículo 329 no tengo observación en lo que hace a los agregados en los incisos 1) y 2); sí en lo que hace a la referencia a la investigación fiscal en el párrafo siguiente, que entiendo debe suprimirse.


Con respecto al artículo 342 in fine –último párrafo– no hacemos objeción, sino que nos parece que es prudente hacer alguna referencia que, si fuese compartida y en algún momento pudiese servir como fuente de interpretación el debate parlamentario, debería considerarse.


El agregado de este artículo dispone que cuando se pide la excarcelación sin que se haya dictado procesamiento y ante calificación provisoria que hace el juez al efecto, puede la Alzada modificar la calificación provisoria.


Me parece que tiene dos aspectos: uno positivo y otro negativo. El aspecto positivo está dado en que se evitan las calificaciones infladas que impiden las excarcelaciones. Y el aspecto negativo –que es lo que debería manejarse con prudencia por parte de los jueces– es el peligro de que los tribunales de Alzada ingresen en una calificación sustentada en el análisis de los antecedentes de la causa, que después podría significar una opinión o un criterio expresado por el tribunal de alzada, antes que el tribunal de primera instancia efectuara la crítica instructora. Me parece que debería haber un exceso de prudencia en la utilización de este artículo, que en principio compartimos.


En el artículo 346, señor presidente, que regula en materia de restricciones preventivas, se reemplaza el texto original. En principio no nos parece mal, pero creemos que deja de lado un aspecto que debería ser contemplado, cual sería la abstención de ejercer determinada actividad, en caso de que el delito tuviera prevista la pena de inhabilitación. Esto está en el artículo vigente, por lo tanto nos parece que la norma que hoy rige es más completa que la que se propone y, en consecuencia, de mi parte propondría el mantenimiento de la norma actual.


Y culminando este artículo 1º, vuelvo al artículo 397, que es el que cité en el curso de mi exposición que, a mi juicio, está fulminando de absoluta inconstitucionalidad la reforma de este artículo, señor presidente.


¿Cómo puede explicarse –y esto creo que merece una respuesta– que se vaya a dictar una norma en contra de la jurisprudencia vigente de la Corte? En una colaboración doctrinaria publicada en Jurisprudencia Argentina, titulada “El caso Marcilese. Análisis de la doctrina del fallo de la Corte Suprema de Justicia de la Nación a partir de su propia jurisprudencia”, el Dr. Eduardo Ezequiel Casal –que es quien hace la publicación– dice lo siguiente: “El 15 de agosto del año 2002, la Corte Suprema de Justicia de la Nación dictó sentencia en los autos Marcilese, Pedro Julio s/ homicidio calificado, en la cual por estricta mayoría de votos resolvió que el pedido de absolución formulado por el fiscal en el marco del debate oral no obsta la condena del acusado. De ese modo modificó la doctrina establecida a partir del caso Tarifeño, sentencia del 28 de setiembre de 1989, en el que se concluyó que un pronunciamiento condenatorio dictado en esas circunstancias importaba una violación de las normas esenciales del proceso debido a la ausencia de acusación”.

Repito, señor presidente: desde 1989 hasta 2002 la Corte determinaba que había un dictamen vinculante entre el fiscal y el juez. El juez no podía condenar si había dictamen pidiendo la absolución. ¡Esto ha sido modificado por la Corte! ¡La Corte dice, a partir del año 2002, que el dictamen fiscal no ata al juez, que el juez falla de acuerdo con lo que entiende es el derecho!


¡Y acá, señor presidente, en la reforma que se está votando esta noche se dice exactamente lo que la Corte decía hasta el año 2002!: “La pretensión absolutoria del fiscal, en esta oportunidad, impedirá sobre los hechos que comprende, el dictado de un fallo condenatorio”. ¡La contradicción es evidente! ¡Si la Corte está diciendo blanco, la ley no puede decir negro! ¡Están consagrando una inconstitucionalidad, señor presidente, esto no se puede votar! ¡Y esta es la objeción que estamos planteando!

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración el artículo 1º, tal como se encuentra redactado en el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
Al considerarse el artículo 2º:

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


En este artículo 2º se trata la incorporación de normas nuevas al Código de Procedimientos. En algunos casos, se completan o establecen criterios que la experiencia ya había demostrado como necesarias, a los fines de mejorar el trámite procesal y, por supuesto, las vamos a acompañar.


Por eso, en principio, señor presidente, no tenemos mayores objeciones, pero queremos hacer algunas consideraciones en particular y formular algún cuestionamiento a algunas de estas normas. Entre ellas, una también flagrantemente inconstitucional, vinculada con el mismo fallo al que hice referencia recién.


Con respecto al artículo 175, segundo, o 175 II –como quiera llamarse–, Diligencias Preliminares, tengo que hacer el mismo argumento que hice recién. Es decir, si le permite a la Fiscalía recibir testimonios para la investigación preliminar, en caso de que se le haya denunciado un delito, la duda fundamental es ¿quién va a certificar el acto? Y si este se hace bajo la responsabilidad del falso testimonio del artículo 275 del Código Penal.


Es fundamental esto, señor presidente. ¿O la declaración se hace bajo juramento? En su caso, ¿qué valor tiene ello para el proceso? Pregunto.


Como le pregunto a las paredes, sigo, señor presidente.


El artículo 190 V, punto 7), se refiere a las actas de procedimientos policiales. Se exige actuar con dos testigos mayores de 18 años, requisito imposible de cumplir, porque todo el mundo sabe que la gente escapa a ser testigo en situaciones de este tipo, y menos a requerimiento de la Policía. Porque después están sometidos a amenazas, a represalias o, en su caso, a venganzas. Y si no queremos llegar a esos extremos, a las demoras que después le ocasionan a la gente, cuando tienen que ir a declarar al Tribunal.


Entonces, esto es casi imposible, señor presidente. Sería mejor que en vez de utilizar el imperativo que se utiliza en el artículo, donde dice “deberá”, se lo legisle como una recomendación para no impedir, en definitiva, el acto. El “deberá” nos parece que es una exigencia de cumplimiento imposible.


Creo que al final del último artículo de este artículo 2º –artículo 402 II– vuelven a ratificar la inconstitucionalidad. Dice el artículo, haciendo referencia a la sentencia: “No podrá imponer una pena superior o más grave que la pedida por el fiscal..”. ¡La pena es una cuestión exclusiva de los jueces, sin limitación alguna, a pesar del pedido de la Fiscalía!


¡La Fiscalía solo dictamina, no tiene criterio vinculante! ¡Los jueces sólo están limitados por los máximos y los mínimos que imponen los códigos y las leyes, no por las decisiones o los dictámenes de los fiscales! ¡Y acá están limitando a los jueces, en función de los dictámenes de los fiscales! ¡Y esto es grueso, señor presidente!


¡Esto es grueso! ¡Basta que se tomen cinco minutos y que lean el fallo de la Corte, para que se den cuenta de que no se puede legislar de esta manera ni se puede establecer este condicionamiento a la sentencia de los jueces! ¡Esto va a ser una fuente de conflictos jurisdiccionales permanentes!


¡Esta es una actitud obcecada de no querer admitir razones que no son las nuestras! ¡Son las razones de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, que ha dictado un fallo que esta Cámara no quiere reconocer!


¡Es una vergüenza que legislemos de esta manera, señor presidente, en función de actitudes políticas predeterminadas, que no admiten cambiar ante la evidencia de que las cosas son distintas! ¡Van a sancionar una ley inconstitucional, no obstante que le estamos demostrando que es inconstitucional! Nada más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 2º, tal cual se encuentra redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Se aprueba el artículo 3º. Al considerarse el artículo 4º:

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Señor presidente: el artículo 4º es el que incorpora algunos capítulos e institutos procesales.


Hemos hecho la objeción a la investigación fiscal que incluye la instrucción abreviada, que compartimos, y el proceso abreviado, cuyo artículo 548, en virtud del ya expresado caso Marcilese de la Corte Suprema de Justicia, significa que acá hay otra inconstitucionalidad, que entendemos puede también corregirse.


Pero vamos a hacer referencia al artículo 108, inciso 1º), que habla del ejercicio de la acción. Dice “Ejercer la acción, el actor penal”. La acción penal es indisponible, conforme el principio de legalidad establecido por el Código Penal en el artículo 71, salvo los casos de dependencia de instancia privada o de acción privada, que es una facultad propia de la víctima. Por lo tanto, no entendemos esto del ejercicio de la acción penal por el actor penal. Sencillamente, creemos que esto debe suprimirse.


Con respecto a este…

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El diputado Miguel Bullrich le pide una interrupción.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Sí, señor presidente.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Simplemente quiero hacer una objeción. Me había dispuesto a no hablar, pero algunas cuestiones me parecen un poco graves como para no manifestarlas.


El artículo 374 III, cuando habla de atribuciones y deberes del fiscal, dice en el punto 1, segundo párrafo: “Deberá investigar no sólo las circunstancias que permitan comprobar la imputación, sino también las que sirvan para eximir de responsabilidad al imputado.” O sea que el fiscal tiene que trabajar a la par de la defensa para eximir de responsabilidad al imputado. Y no tiene ni tiempo para hacer la acusación de todas las causas que le caen. Me parece una incongruencia.


El artículo 374 VI, Requerimiento acusatorio - Notificación. Se abre una nueva instancia con un nuevo recurso, por cuanto antes, directamente se elevaba al plenario, por los artículos 374 y 375. Y en este caso se notifica a la defensa, quien tendrá seis días para deducir excepciones, antes de que caiga el plenario, o sea que instrucción está concediendo nuevos recursos que van a dilatar el proceso. Y tengo algunas otras cuestiones, pero no vale la pena seguir.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Señor diputado Favario.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Con respecto a la investigación fiscal, ya hice algunas referencias; otras las manifestó mi compañero Bullrich.


Yo, señor presidente, pregunto –pregunto– si acá no se sabe, si no saben los abogados, en qué condiciones funcionan las fiscalías en esta provincia. Si no conocen que las fiscalías están saturadas de trabajo; que los fiscales cuentan con dos empleados; que si hay que hacer ahorros y no se pueden aumentar los gastos, es imposible aumentar el personal de las fiscalías; que no se pueden hacer gastos de modificación de estructuras edilicias que son indispensables para que las fiscalías funcionen, si se les van a dar las facultades de investigación. Si no se sabe que el requerimiento actual para ser fiscal exige solamente dos años de ejercicio de la profesión, lo que significa que se carece de mayor experiencia como para conducir la investigación.


Si no se sabe que en la ciudad de Rosario hay solamente 120.000 delitos anuales denunciados, y además –como lo decía también Bullrich–, los fiscales deben participar en procesos en los que tienen participación, en juzgados de sentencia, en juicio oral, en causas civiles y de menores.


No cabe duda de que la experiencia pronostica prácticas total y absolutamente negativas, y que esto va a atentar contra lo que la sociedad está reclamando.


Están generando expectativas total y absolutamente inútiles. Y los fiscales ya han manifestado su descontento en una publicación aparecida –creo que la semana pasada– en el diario El Litoral, porque advierten el cúmulo de responsabilidades que se les asignan, sin posibilidad de cumplirlas en una mínima parte.


Esta es una cuestión teórica en la que se puede coincidir, pero desde el punto de vista práctico hay que adoptar otros recaudos, otras medida, hay que invertir sumas importantes de dinero, que no se van a poder invertir.


Yo tenía por acá el dato de la inversión que se hizo en la provincia de Córdoba, para poder hacer funcionar un sistema con estas características. En la Nación, señor presidente, cuando se pretendió introducir el sistema a través de la modificación en el Código Procesal de la Nación, la Procuración General de la Nación dictó las Resoluciones Nº 25 –de abril de 2001– y 30 –de mayo de 2001– por las que supeditó la operatividad de la Ley Nº 25.409, que es la que creaba la figura, “a la efectiva previsión de los recursos presupuestarios para la instalación y funcionamiento de la unidad funcional, cuyo establecimiento compete en forma exclusiva al Procurador de la Nación, a la vez que instruyó a sus subordinados que se abstengan de recibir causas y evacuar consultas”.

Es decir, el Procurador General de la Nación les dijo a los fiscales que se abstengan de recibir causas y evacuar consultas, acudiendo como piedra basal de sus ponencias a la doctrina emanada de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en la Acordada Nº 45, en cuanto prescribe que “la efectiva instalación y funcionamiento de los órganos que están llamados a asumir las específicas atribuciones asignadas por la ley se halla supeditada a su efectiva instalación y funcionamiento, añadiendo la carencia del Ministerio Público de los elementos necesarios –edilicios, mobiliarios y humanos– debidamente capacitados y del crédito presupuestario para prever el establecimiento y puesta en funcionamiento”.

Es decir, lo mismo que ocurre acá, señor presidente. Lo mismo que ocurre acá: no están los fondos, no existe el presupuesto, es imposible instrumentar el funcionamiento de esta actividad que se quiere legislar.


¡Se legisla para “la gilada”, para decir que hemos sancionado una norma aggiornando el procedimiento! Pero no vamos a hacer nada, porque no hay plata y porque para hacer esto se necesitan recursos, se necesita gente capacitada, se necesita estructura, se necesita movilidad. Y esto no existe. Se legisla para nada. Por ahora, nada más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración, el artículo 4º.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar tal como se encuentra redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Al ponerse en consideración el artículo 5º:

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Señor presidente: solicito que se lea cuáles son los artículos que se sustituyen, es decir, el encabezado del artículo 5º.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Sí, son los artículos 131, 134 y 142.


Tiene la palabra el señor diputado Favario.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Discúlpeme, yo no hice referencia, aunque lo señalé, pero después no me di cuenta de que estaban en este mismo artículo 4º. Ya se votó, pero voy a hacer la referencia, por lo menos, para cumplir con la obligación de señalarlo.


En el artículo 548 VI, punto B, también se incurre en legislar una norma inconstitucional. Esto debería suprimirse, presidente.


¡No se puede volver a decir este disparate que vengo recalcando esta noche, que “la sentencia no podrá imponer una pena superior o más grave que la pedida por el fiscal”! ¡La Corte ha dicho que el fiscal no lo ata al juez! Ya lo dije 18 veces; ¡lo vuelvo a decir una vez más, para marcar que se está sancionando otro artículo inconstitucional, en contra de la jurisprudencia de la Corte!


Y también, señor presidente, para poner en evidencia –con salvedad de los legisladores, porque ninguno de nosotros es especialista del Derecho Penal– ¡a estos ilustres profesores que se expresan en los diarios hablando de los beneficios de la reforma penal! ¡¿No sabían que acá había inconstitucionales manifiestas?! Nada más.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Pido la palabra.


Señor presidente: ocurre que yo tengo en mi poder un texto de la Ley Orgánica que bajé hoy de Internet, y los artículos que se tratan de modificar no coinciden con los que están señalados en este texto ordenado que yo tengo.


Por ejemplo, el artículo 131 de la ley que tengo en mi poder se refiere a las funciones de los fiscales de cámara. Y aquí aparece como el artículo 128, referido a las funciones del Procurador de la Corte. Entonces, no sé cuál es el texto ordenado que se ha extraído para enumerar esos artículos, dado que no coincide con lo que yo he bajado hoy de Internet.

SR. ESQUIVEL  XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Pido la palabra.


El artículo 131 se refiere al Procurador General, el artículo 134 a los fiscales de cámara y el artículo 142 a los fiscales de primera instancia.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– ¿Qué texto ordenado es ese?

SR. ESQUIVEL  XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Ley Orgánica del Poder Judicial, texto ordenado por Decreto Nº 46/98.

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– ¿Está verificado?

SR. ESQUIVEL  XE "PJESQUIVEL, Mario" .– Yo lo tengo verificado personalmente, por un texto actualizado que yo tengo, pero responde al Decreto Nº 46/98. De todas maneras...

SR. BULLRICH XE "PDPBULLRICH, Miguel" .– Habría que decirle al Gobierno que actualice su página de Internet, señor presidente.

SR. ESQUIVEL  XE "PJESQUIVEL, Mario" .– ... bueno... yo no... Los artículos que se modifican están todavía en la comisión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar el artículo 5º, tal como se encuentra redactado.

–
Resulta aprobado.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Sí, diputado Carlos Favario, tiene usted la palabra.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– No, de todos modos iba a proponer la supresión del inciso 13) del artículo 142 de la Ley Orgánica de Tribunales, que es la que se está modificando en este artículo 5º, en lo que hace también a las facultades asignadas a los fiscales, que nosotros no compartimos. Nada más.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración, el artículo 6º, tal como se encuentra redactado.

–
Resulta aprobado.

–
Artículo 7º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, queda aprobado en general y en particular y se comunica al Poder Ejecutivo.

9.13 Prohibición de la práctica deportiva Tiro al Pichón
(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.933 – PJ) por el que se prohíbe en el territorio provincial la práctica deportiva realizada con aves de cualquier especie, conocida como tiro al pichón, no cuenta con dictamen de comisión.

SRA. STRAUSS XE "PJSTRAUSS, Nanci." .– Pido la palabra.


Señor presidente: voy a insistir con este expediente, que ha tenido dictamen favorable de las comisiones de Promoción Comunitaria, de Asuntos Comunales y de Agricultura y Ganadería. Entiendo que hay ciertas dificultades para interpretarlo, por lo que voy a hacer algunas consideraciones, como aporte para el mejor estudio del proyecto.


Mediante esta iniciativa se intenta terminar con la práctica de disparar contra animales indefensos de criadero, que son mantenidos previamente en estado de crueldad agónica durante el cautiverio, donde crecen en jaulas llenas de aves, en las que padecen martirio y flagelación, por la escasa capacidad que no les permite ser contenidos en mejores condiciones. En ellas se desviven infructuosamente por ganar la libertad, al tiempo que se pisotean y lastiman entre sí, y especialmente a los más débiles. Sufren la falta de alimentos, de agua y los rigores de la exposición a las inclemencias del clima y del hacinamiento.


Este escenario resulta de por sí un acto despiadado y sangriento, al que sumamos la práctica aberrante, que sólo satisface el interés personal de quienes recurren a ella en instituciones de actividades deportivas, aunque no reúna las cualidades para ser calificada como tal, por tratarse de disparos contra “objetos” disminuidos en sus aptitudes naturales de defensa.


El resultado del disparo certero es la agonía y posteriormente la muerte, con una cifra de entre 2.000 y 3.000 aves por jornada, que caen semanalmente en la zona ante el horror de los vecinos, que son testigos de estos hechos que revelan la poca humanidad de quienes los practican.


Esta “actividad” se inició legalmente en 1952, con la reglamentación del Decreto Nº 39.914/47, que mediante su artículo 1º permitía en todo el territorio de la República el tiro a la paloma en polígonos oficializados o fiscalizados por el Ministerio de Guerra. Esta práctica no cuenta, desde 1979, con un lugar físico legalmente autorizado donde sea permitido realizarla, ya que por el Decreto Nº 1862/79 se derogó el artículo 1º del Decreto Nº 39.914/47. Los artículos 2º y 3º, que siguen vigentes, resultan de cumplimiento imposible desde la vigencia del Decreto Nº 1862/79. Consecuentemente, el decreto en cuestión debe interpretarse como derogado en su totalidad, al no contar con un ámbito para su desarrollo.


Además, la práctica del tiro al pichón carece de justificación legal, por tratarse de aves de criadero que no pertenecen a ningún tipo de plaga, pero que sí pertenecen al patrimonio natural, y a la diversidad biológica que debe ser preservada, conforme a lo establecido en nuestra Constitución Nacional (artículo 41, segundo párrafo).


La Ley Nacional Nº 14.346 considera los actos de crueldad contra animales, y claramente hace referencia a ello en el artículo 7º: “Lastimar y arrollar animales intencionalmente, causarles torturas o sufrimientos innecesarios o maltratos, por el sólo espíritu de la perversidad”.


También, en 1978, nuestra Nación se adhirió a la Declaración de los Derechos de los Animales, dictada por la Unesco, que en su artículo 12 dice: “Todos los actos que comprometen el sufrimiento o la muerte del animal, sin estar justificados por la necesidad, son un asesinato biológico, como la riña de gallos, perros y el tiro al pichón, entre otros”.

Señor presidente: existen denuncias de que durante los torneos se realizan grandes apuestas de sumas de dinero, pero la situación se ve aún más agravada, ya que en estos participan menores y adolescentes, y existen categorías especiales para ellos. Esta situación atenta contra el normal desarrollo emocional, por tratarse de niños y jóvenes en edad vulnerable, momento trascendente para dar buenos ejemplos por parte de los adultos.


Resulta contradictorio que en la escuela eduquemos a nuestros niños en el amor para la paz con el símbolo de la paloma, que posteriormente será blanco de armas, en pleno estado indefenso, durante su primer vuelo hacia la libertad.


¿Dónde está el daño? En la inconsciencia de los que ven en un arma el poder para matar, en el no-respeto al derecho de un ser a nacer, vivir y morir con dignidad, en el no-respeto, en el no-respeto a la mayoría de los ciudadanos que reclaman vivir en un mundo basado en el orden armónico con la naturaleza, sin violencia y en paz.


Señor presidente, nos pasaremos la vida proclamando derechos, al tiempo que desoímos los reclamos de quienes son víctimas de injusticias y crueldades, y que hoy nuevamente nos llaman a la reflexión acerca de nuestras responsabilidades como legisladores y nuestro compromiso con los ciudadanos, sujetos de derecho, pero también de obligaciones.


Fortalecen esta iniciativa diversas adhesiones de: Sociedad Colombófila de Esperanza, Sociedad Protectora de Animales de Esperanza (departamento Las Colonias), Asociación Protectora de Animales (Adera) de Santa Fe, así como el fallo de la Cámara de Apelaciones en lo Penal de Rafaela, que confirma una sentencia en contra de la práctica del tiro al pichón, a la que considera como un delito. También lo hacen: el recurso de amparo dispuesto en favor de la Sociedad Protectora de Animales de Santa Fe, ante hechos particulares de crueldad durante el cautiverio y posterior muerte agónica en ciertos clubes de nuestra provincia; la Ley Nº 1076, artículo 6º, de Formosa; las Ordenanzas Nº 11.577 (de Buenos Aires) y la Nº 18.880 (de Capital Federal), entre otras notas, para las que solicito el ingreso por Secretaría, a fin de que sean incluidas en el Expediente Nº 10.933.


Para documentar el presente proyecto existen, además, filmaciones tomadas durante las prácticas, que son demostrativas de tales hechos de crueldad y están a disposición de quienes deseen ilustrarse.


Por todo lo expuesto, solicito la renovación de la preferencia para la próxima sesión, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Nanci Strauss.

–
Resulta afirmativa.

9.14 Ayuda para damnificados por el fenómeno hídrico del departamento San Javier

(Proyecto de comunicación – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.364 – UCR) en el que se solicita que se haga extensiva al departamento San Javier la ayuda de 1200 pesos otorgada a la ciudad de Santa Fe y Recreo, por el fenómeno hídrico ocurrido en abril de 2003, no tiene dictamen de comisión.

SRA. MIGNO XE "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Silvia Migno.

–
Resulta afirmativa.

9.15 Radares fotográficos fijos (cinemómetros): normas para su uso

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 10.881 – UCR) en el que se establecen las normas del sistema de control de velocidad mediante radares fotográficos fijos en rutas nacionales y provinciales no cuenta con dictamen de comisión.

SRA. MIGNO XE "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Silvia Migno.

–
Resulta afirmativa.

9.16 Registro notarial de Margarita (Vera)

(Proyecto de ley – Renovación de la preferencia para la próxima sesión)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– El proyecto de ley (Expte. Nº 11.395 – DB) en el que se crea un registro notarial en el ámbito de actuación del departamento Vera no tiene dictamen de comisión.

SRA. MIGNO XE "UCRMIGNO, María" .– Pido la palabra.


Solicito la renovación de la preferencia para la próxima sesión.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la moción formulada por la señora diputada Silvia Migno.

–
Resulta afirmativa.

10 orden del día Nº 18

10.1 Donación de inmueble a la Asociación Nazareth

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Corresponde considerar el Orden del Día Nº 18.


Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 1.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.355 – PJ) del diputado Dech, por el cual se dona a la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) un inmueble ubicado en el municipio de Cañada de Gómez, departamento Iriondo. Y al no encontrar objeciones que formularle, aconsejamos le prestéis vuestra aprobación.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Se dona a la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) un inmueble ubicado en la Parcela 12/2 (zona rural) Polígono “C” –Colonia Del Sel– Municipio de Cañada de Gómez, cuyas medidas son: ochenta y tres (83) metros de frente al Norte y contrafrente al Sur por noventa y seis metros con cuarenta centímetros (96,40) en sus lados Este y Oeste y linda: al Norte con camino público, al Oeste y al Sur con Campo Del Sel, al Este con camino público, siendo su superficie total de cero hectáreas, ochenta áreas, una centiárea y veinte decímetros cuadrados (00 Has, 80 As, 01Cas, 20Dm2), inscripto bajo el número 35.256, tomo 35 folio 248 V., del año 1931, del departamento Iriondo, partida impuesto inmobiliario número 186.550/2. 

Artículo 2º – La presente donación se hará con cargo de que la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) lo destine exclusivamente al funcionamiento como centro de rehabilitación y prevención de jóvenes drogodependientes.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 17 de octubre de 2002.

Broda – Villalba – Strauss – Samardich – Reschia – Demaría – Mazziotta

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 10.355 – PJ) presentado por el diputado Dech, por el cual se dona a la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) un inmueble registrado a nombre del Superior Gobierno de la Provincia, ubicado en Colonia del Sel –Zona Rural– , distrito Cañada de Gómez, departamento Iriondo. Atento a que se han agregado los informes producidos por la Dirección Provincial de Catastro e Información Territorial y por la Inspección General de Personas Jurídicas, luego de los análisis realizados y los fundamentos expuestos por el autor del proyecto, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Dónase a la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) un inmueble ubicado en el distrito Cañada de Gómez, departamento Iriondo, zona rural, individualizado como parte integrante del Lote 1 Plano N° 10794/55, propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, dominio inscripto bajo el N° 035256 – Tomo 35, Folio 248 V, de fecha 2 de setiembre de 1931; Tomo 35, Folio 0248 V, N° 035256, de fecha 15 de abril de 1983, polígono C, parcela 0100, superficie 80 áreas, 01 centiáreas, partida Impuesto Inmobiliario N° 14-10-00-986261/0002, cuyas medidas son 83 metros al Norte y contrafrente al sur de la misma longitud, por 96,40 metros en sus lados Este y Oeste.

Artículo 2º – El inmueble descripto en el artículo anterior se dona con el cargo de que sea destinado al funcionamiento de la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta), como centro de rehabilitación y prevención de jóvenes drogodependientes.

Artículo 3º – El incumplimiento de lo estipulado en el artículo 2° de la presente implicará la revocación automática de la donación, con inmediata restitución del inmueble al Gobierno de la Provincia de Santa Fe.

Artículo 4º – Los gastos que demande la confección de los planos de mensura y subdivisión estarán a cargo de la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta).

Artículo 5º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 26 de junio de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Venesia – Giardino – Gutiérrez – Pochettino

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 10.355 – PJ) por el cual se dona a la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) un inmueble ubicado en el municipio de Cañada de Gómez, departamento Iriondo. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zlDonación de inmueble a la Asociación Nazareth" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Dónase a la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) un inmueble ubicado en el distrito Cañada de Gómez, departamento Iriondo, zona rural, individualizado como parte integrante del Lote 1 Plano N° 10794/55, propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, dominio inscripto bajo el N° 035256 – Tomo 35, Folio 248 V, de fecha 2 de setiembre de 1931; Tomo 35, Folio 0248 V, N° 035256, de fecha 15 de abril de 1983, polígono C, parcela 0100, superficie 80 áreas, 01 centiáreas, partida Impuesto Inmobiliario N° 14-10-00-986261/0002, cuyas medidas son 83 metros al Norte y contrafrente al Sur de la misma longitud, por 96,40 metros en sus lados Este y Oeste.

Artículo 2º – El inmueble descripto en el artículo anterior se dona con el cargo de que sea destinado al funcionamiento de la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta), como centro de rehabilitación y prevención de jóvenes drogodependientes.

Artículo 3º – Los gastos que demande la confección de los planos de mensura y subdivisión estarán a cargo de la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta).

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Esquivel – Dalla Fontana – Meotto – Basaldella – Di Pollina

Proyecto de ley original

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA DE SANTA FE SANCIONA CON FUERZA DE 

LEY:

Artículo 1º – Se dona a la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) un inmueble ubicado en la Parcela 12/2 (zona rural) Polígono “C” –Colonia Del Sel– Municipio de Cañada de Gómez, cuyas medidas son: Ochenta y tres (83) metros de frente al norte y contrafrente al Sur por noventa y seis metros con cuarenta centímetros (96,40) en sus lados Este y Oeste, y linda: al Norte con camino público, al Oeste y al Sur con Campo Del Sel, al Este con camino público, siendo su superficie total de cero hectáreas, ochenta áreas, una centiárea y veinte decímetros cuadrados (00 Has, 80 As, 01Cas, 20dm2), inscripto bajo el número 35.256, tomo 35 folio 248 V., del año 1931, del departamento Iriondo, partida impuesto inmobiliario número 186.550/2. 

Artículo 2º – La presente donación se hará con cargo de que la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) lo destine exclusivamente al funcionamiento como centro de rehabilitación y prevención de jóvenes drogodependientes.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


La Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) es una de las pioneras en el trabajo de recuperación de jóvenes drogodependientes. Tiene casas de recuperación en varias localidades del país y viene trabajando desde sus comienzos en lo que en un momento fue la escuela Nº 197 de Campo del Sel; desde 1994 cuenta con un comodato entre el Poder Ejecutivo provincial, firmado por el Ministro de Educación de entonces, Fernando Bondesío, quien le posibilitó durante 10 años la posesión legal del predio.


Esta institución cumple funciones sociales demandadas al Estado en un vasto sector de nuestra provincia, y sería de suma importancia para su futuro desarrollo resolver esta inconveniencia de larga data, ya que por distintas razones este trámite no ha llegado a buen término.


Asimismo, desde 1994 la Asociación Nazareth (ex Viaje de vuelta) viene realizando importantes inversiones que han mantenido y mejorado notablemente el establecimiento, con el fin de viabilizar el funcionamiento de la institución encargada de la recuperación de adictos.


De acuerdo con lo expuesto, solicito la aprobación del presente proyecto de ley.

Ricardo Elías Dech
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto en general, de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º al 3º; artículo 4º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

10.2 Convenio sobre tutela del ambiente natural y el hábitat humano

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 2.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.399 – PER, Mensaje N° 2614) venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio entre la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y la Gendarmería Nacional sobre tutela del ambiente natural y el hábitat humano. Y al no encontrar objeciones que formularle, aconsejamos le prestéis vuestra aprobación.

 XE "zlConvenio sobre tutela del ambiente natural y el hábitat humano" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Apruébanse los convenios suscriptos en fecha 4 de julio de 2002, entre la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y la Gendarmería Nacional, relacionados con la necesidad de instrumentar medidas para consolidar el derecho de todos los habitantes de la provincia a gozar de un ambiente saludable, seguro, capaz de garantizar su bienestar y el desarrollo sustentable de sus actividades y el deber del Estado de proveer a la defensa y la tutela de los bienes colectivos como son el ambiente natural y el hábitat humano.


Dichos convenios que fueran inscriptos en fecha 15 de julio de 2002 en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales bajo los Nº 1580 y 1581 respectivamente, al Folio 292, Tomo III y aprobados por el Poder Ejecutivo por Decreto Nº 2035/02 y por disposición Nº 390/02 por la Dirección Nacional de Gendarmería, forma parte integrante de esta ley.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 18 de setiembre de 2003.

Broda – Reschia – Demaría – Reutemann – Strauss

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.399 – PER, Mensaje Nº 2614) venido en revisión por el cual se aprueba el Convenio entre la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y la Gendarmería Nacional sobre tutela del ambiente natural y el hábitat humano. Y por las razones que oportunamente dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores el 7 de agosto de 2003.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Giardino – Tate – Venesia – Gutiérrez

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.399 – PER, Mensaje Nº 2614) venido en revisión por el cual se aprueba el convenio entre la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y la Gendarmería Nacional, sobre tutela del ambiente natural y el hábitat humano. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante, a que el proyecto cuenta con media sanción e la Cámara de Senadores y con despacho precedente de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherirse a ellos, por lo que aconseja la aprobación del texto sancionado por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Strada – Meotto – Reutemann – Barrera

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por lo tanto, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.3 Expropiación de inmuebles en Rosario (asentamientos Alvear y Matheu)

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 3.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.194 – BS) presentado por los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín, por el cual se declaran de utilidad pública y sujetos a expropiación inmuebles en la ciudad de Rosario (asentamiento Alvear y Matheu). Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al presente proyecto.

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

AUTORIZACION EXPROPIACION INMUEBLE

Artículo 1º – Decláranse de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles identificados como Sección 4, Manzana 76, Lotes 1,11,12,13 y 14 y Sección 12, Manzana 95, Lotes 21, 22, 23, 24, 25, 26 y todo el asentamiento denominado Alvear y Matheu, según Ordenanza Municipal Nº 7483/03.

Artículo 2º – Autorízase a la Municipalidad de Rosario, departamento Rosario, a promover la acción expropiatoria a que refiere el artículo anterior.

Artículo 3º –Todos los gastos que demande el pago del precio de la expropiación son a cargo exclusivo de la Municipalidad de Rosario, departamento Rosario.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 13 de agosto de 2003.

Álvarez, R. – Schachner – Giacosa – Demaría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.194 – BS) de autoría de los diputados Di Pollina, Cecchi, Baudín, por el cual se declaran de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles identificados como sección 4, manzana 76, lotes 1,11, 12, 13 y 14 y sección 12, manzana 95, lotes 21, 22, 23, 24, 25, 26 y todo el asentamiento denominado Alvear y Matheu, según ordenanza municipal N° 7483/03, de Rosario. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Asuntos Comunales, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zlExpropiación de inmuebles en Rosario (asentamientos Alvear y Matheu)" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

AUTORIZACIóN de EXPROPIACIóN INMUEBLE

Artículo 1º – Decláranse de interés general y sujetos a expropiación los inmuebles identificados como lotes 11, 12 y 13 de la sección 4, manzana 76, según plano N° 11382/56 con partida impuesto inmobiliario N° 16-03-04 74 6039/0000 y; lote 10 de la misma sección y manzana, conforme mismo plano, partida impuesto inmobiliario N° 16-03-04 746011/000 9; lote 5 de la misma sección y manzana, según plano N° 58954/69, partida impuesto inmobiliario N° 16-03-04-245920/004 y lotes 21 al 26 de la sección 12, manzana 95, según plano N° 11382/56, partida de impuesto inmobiliario 16-03-12 811007/0002 conforme a los registros del Servicio de Catastro e Información Territorial de la Provincia de Santa Fe y que se compadecen con los lotes 1, 11, 12, 13 y 14 de la sección 4 de la manzana 76 y lotes 21 al 26 de la sección 12, manzana 95 según la nomenclatura de la Municipalidad de Rosario y todo el asentamiento denominado Alvear y Matheu, según Ordenanza Municipal Nº 7483/03.

Artículo 2º – Autorízase a la Municipalidad de Rosario, departamento Rosario, a promover la acción expropiatoria a que refiere el artículo anterior.

Artículo 3º – Todos los gastos que demande el pago del precio de la expropiación son a cargo exclusivo de la Municipalidad de Rosario, departamento Rosario.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Strada – Meotto – Reutemann – Barrera
proyecto de ley

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley
Autorización de ExpropiaciÓN Inmueble

Artículo 1º – Decláranse de utilidad pública y sujetos a expropiación los inmuebles identificados como Sección 4, Manzana 76, Lotes 1, 11, 12, 13 y 14 y Sección 12, Manzana 95, Lotes 21, 22, 23, 24, 25, 26 y todo el asentamiento denominado Alvear y Matheu, según Ordenanza Municipal Nº 7483/03.

Artículo 2º – Autorízase a la Municipalidad de Rosario, departamento Rosario, a promover la acción expropiatoria a que refiere el artículo anterior.

Artículo 3º – Todos los gastos que demande el pago del precio de la expropiación son a cargo exclusivo de la Municipalidad de Rosario, departamento Rosario.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El Concejo Municipal de Rosario, por Ordenanza Nº 7483 del 13 de marzo de 2003, encomienda al Departamento Ejecutivo de la ciudad a que solicite a los organismos provinciales pertinentes la sanción de una ley provincial de declaración de utilidad pública y expropiación de los terrenos privados identificados como Sección 4, Manzana 76, Lotes 1, 11, 12, 13 y 14 y Sección 12, Manzana 95, Lotes 21, 22, 23, 24, 25, 26 y todo el asentamiento denominado Alvear y Matheu.


En sus considerandos, la ordenanza fundamenta lo siguiente: “Que las familias sujetas a desalojo, aproximadamente 23, se encuentran alojadas en los inmuebles identificados catastralmente como Sección 4, Manzana 76, Lotes 1, 11, 12, 13 y 14 y Sección 12, Manzana 95, Lotes 21, 22, 23, 24, 25, 26.


Que en la Manzana 76 se encuentran localizadas aproximadamente 11 familias, las cuales viven en casillas precarias de chapa y madera, y en la Manzana 95 habitan 12 familias, en construcciones con mayor grado de consolidación, dada la utilización de bloques y techos de chapa.


Que todas estas familias son de escasos recursos económicos, con bajos ingresos que las ubican bajo la línea de pobreza, con todas las consecuencias que tal situación acarrea a estas personas.


Que aproximadamente el 50 por ciento de las personas que allí se encuentran ubicadas es beneficiario del Plan Jefes y Jefas de Hogar, percibiendo 150 pesos mensuales, y el resto realiza trabajos inestables que les permiten cubrir mínimamente su subsistencia diaria.


Que por consiguiente, ninguna de las familias tiene posibilidades de dar solución a su problema habitacional con recursos propios, pese a haber manifestado su disposición al pago de cuotas económicas.


Que al igual que las familias de otros asentamientos irregulares, estos grupos no han tenido acceso a los mercados formales de tierra y vivienda, tomando predios libres, en su momento no tenidos en cuenta por el proceso de desarrollo urbano formal de la ciudad.


Que las primeras familias comenzaron a asentarse en los terrenos en cuestión hace aproximadamente 17 años, incorporándose luego otros grupos familiares.


Que los vecinos de la Manzana 76 han gestionado y obtenido en noviembre de 2002 el inicio de prestaciones de un comedor del Plan Vida, que funciona los fines de semana en una vivienda de las familias afectadas, con fondos de Promoción Social.


Que este comedor da respuesta a 220 niños y 60 ancianos, utilizándose el mismo lugar durante la semana como costurero, en el cual realizan contraprestaciones de servicios algunos jefes de familia del barrio.


Que los vecinos de la Manzana 95 poseen sobre este predio una huerta comunitaria, lo cual permite no sólo mejoras a su estrategia de subsistencia, sino que fortalece asimismo sus lazos comunitarios.


Que por otra parte, los vecinos hacen uso de un espacio dedicado a cancha de fútbol, cuidado por ellos mismos.


Que los predios ocupados se encuentran conexos a un asentamiento irregular de grandes dimensiones denominado Alvear y Matheu, y tanto por su posición geográfica como por su situación deficitaria, las familias allí ubicadas acceden a las mismas instituciones barriales, servicios sanitarios, transporte, educación, servicios sociales, etcétera, que el resto del asentamiento.


Que en virtud de ello, puede afirmarse que los inmuebles ocupados irregularmente por familias de escasos recursos, sujetos a desalojo, forman parte del asentamiento denominado Alvear y Matheu.


Que esta afirmación no sólo se origina por estar ubicados en terrenos linderos, sino que existen redes sociales entre las familias afectadas y el resto de los asentamientos irregulares de la ciudad de Rosario, realizado por la Fundación del Banco Municipal y publicado en 1992, incorporando a los predios objeto de juicio de desalojo.


Que el asentamiento se encuentra mayoritariamente sobre terrenos ferroviarios afectados al Programa Nacional de Terrenos Fiscales (Plan Arraigo), con el que el Servicio Público de la Vivienda dispone de convenio de transferencia de tierras, y en menor medida, sobre terrenos privados adyacentes.


Que por tal motivo es conveniente afrontar la solución de esta problemática como parte de una solución futura a todo el asentamiento Alvear y Matheu.


Que existen antecedentes de estrategias similares de regularización, como por ejemplo, Villa Corrientes.”


Por todo lo expuesto, señor presidente, solicitamos a nuestros pares, los legisladores y las legisladoras provinciales, la aprobación del presente proyecto.
Di Pollina –Cecchi – Baudín
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, según el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 3º; artículo 4º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

10.4 Convenio entre el Magic y la Fundación Potenciar: Programa Bidfomin

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 4.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.438 – PE, Mensaje N° 2649) por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y la Fundación Potenciar (Programa BID-Fomin), Subprograma Micro Región Nordeste de Santa Fe, que se desarrollará en los departamentos San Justo y San Javier. Y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al proyecto.

 XE "zlConvenio entre el Magic y la Fundación Potenciar\: Programa Bidfomin" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Apruébase el Convenio suscripto el día 26 de noviembre de 2002 entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y la Fundación Potenciar, el que tiene como objetivo coordinar los respectivos servicios técnicos existentes o por crearse en ambas partes, en el marco del programa BID-Fomin (TC-01-01-063-AR), Subprograma Micro Región Nordeste de Santa Fe, a desarrollarse en los departamentos San Justo y San Javier de la Provincia de Santa Fe.


El mencionado convenio fue aprobado ad referéndum de la Honorable Legislatura mediante Decreto Nº 1548/03, e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales el día 10 de diciembre de 2002, bajo el Nº 1668, Folio 36, Tomo IV, que se agrega como anexo y forma parte de la presente.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 24 de setiembre de 2003.

Ibaldi – Grbavac – Schachner – Venesia – Giacosa – Dech

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.438 – PE, Mensaje N° 2649) por el cual se aprueba el convenio suscripto entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y la Fundación Potenciar (Programa BID-Fomin), Subprograma Micro Región Nordeste de Santa Fe, que se desarrollará en los departamentos San Justo y San Javier. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Agricultura y Ganadería, esta Comisión ha resuelto adherirse a él, por lo que aconseja su aprobación.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Esquivel – Migno – Dalla Fontana – Meotto – Basaldella

Mensaje Nº 2649

Santa Fe, 3 de setiembre de 2003

A la 

H. Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley aprobando el convenio suscripto el 26 de noviembre de 2002 entre el Ministerio de Agricultura, Ganadería, Industria y Comercio y la Fundación Potenciar.


El citado convenio, en el marco del Programa BID-Fomin (TC-01-01-063-AR), Subprograma Micro Región Nordeste de Santa Fe, que se desarrollará en los departamentos San Justo y San Javier de la Provincia de Santa Fe, tiene como objetivo coordinar los respectivos servicios técnicos existentes o por crearse en ambas partes.


Se adjunta el Expediente Nº 00701-0046373-5 del Sistema de Información de Expedientes.


Dios guarde a VH.

Fragueyro – Reutemann

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se comunica al Senado.

10.5 Firmat: capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 5.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 10.978 – DB) por el que se declara a la ciudad de Firmat Capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas. Y atento a los fundamentos expuestos, por los motivos que se agregarán oportunamente, esta Comisión os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Declárase a la ciudad de Firmat Capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas.

Artículo 2º – Autorízase al Gobierno de la Municipalidad de Firmat a programar y realizar en tal carácter los eventos que estime convenientes.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Giorgetti – Bermúdez – Reschia – Molinas – Zogbi – Giardino

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 10.978 – DB) de autoría de los diputados Cecchi, Grbavac, Zogbi, Tate, Favario, Hammerly, Di Pollina, Galaretto, Baudín, Guido de Nirich, Ugalde y Giorgetti, por el cual se declara a la ciudad de Firmat Capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Industria y Comercio, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zlFirmat\: capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Declárase a la ciudad de Firmat Capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Favario – Meotto – Strada – Barrera – Reutemann

proyecto de ley original

La Legislatura de la Provincia sanciona con fuerza de

Ley:

Artículo 1º – Declárase a la ciudad de Firmat Capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas.

Artículo 2º – Autorízase al Gobierno de la Municipalidad de Firmat a programar y realizar en tal carácter los eventos que estime conveniente.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Si el nombre de la ciudad de Firmat suena conocido en el país entero es por dos cuestiones que, aunque diferentes, van de la mano: la fabricación de cosechadoras agrícolas Vassalli, y las otroras afamadas rifas del Firmat Foot Ball Club y el Club Atlético Argentino.


Y si decimos que ambos ejemplos van de la mano, es porque el empuje de la personalidad de Roque Vassalli impulsó por igual tanto el desarrollo de la empresa Roque Vassalli SA como el del Club Atlético Argentino, a los que presidió por décadas.


La empresa fue fundada por él, allá por el año 1940, reformando máquinas importadas. En 1949 se abrió la fábrica en Firmat y en 1951 concibió el primer recolector de maíz acoplado a una cosechadora integral que se patentó en el mundo.


En 1958 su desarrollo empresarial fue tal, que el emprendimiento empresario se transformó en sociedad anónima, cotizando sus acciones en la Bolsa de Comercio de Buenos Aires.


La reinversión continua de sus utilidades facilitó la consolidación de sus posiciones de liderazgo, tanto en el mercado como en la actualización tecnológica, y sus productos alcanzaron calidad internacional.


Los mercados de Brasil, Chile, Uruguay, Paraguay, Bolivia y Colombia fueron habituales destinatarios de las cosechadoras producidas en Firmat, contándose por miles las unidades exportadas.


La fábrica, plantada sobre una superficie de ocho hectáreas y con más de 30.000 metros cuadrados cubiertos, llegó a dar trabajo –directa e indirectamente– a más de 1.000 personas, y con su producción de cosechadoras llegó a cubrir el 60 por ciento del mercado argentino, sembrando el territorio nacional con más de 20.000 unidades.


Así, resulta particularmente difícil escindir la historia de Firmat del desarrollo de la fabricación de cosechadoras agrícolas desde la década del 40 a la fecha. Tanto, que entre el 50 y el 70 la ciudad duplicó su población.


Por lo demás, la historia personal de Roque Vassalli puede simbolizar acabadamente la lucha tipo del hombre de nuestro medio: “emerge de un durísimo medio social, como un componente atípico que tiene que hacerse a sí mismo y a partir de allí crear una obra monumental, casi de la nada o directamente de la nada, ya que como él mismo lo confiesa, nunca tuvo conocimientos teóricos de la tecnología”, según lo expresó Jorge Isaías. 


La década del 90 castigó duro a la industria nacional, y el cierre de la fábrica significó un golpe bajo para muchos: obreros desocupados, empobrecidas familias presas de angustia, productores agropecuarios sin su “Vassalli”, y la otrora pujante Firmat enflaqueciendo material y espiritualmente.


Tras la resolución de la quiebra de la empresa, sus descendientes la adquirieron, y la recomposición del poder adquisitivo del campo amplía el margen para la esperanza de que Firmat vuelva a trascender en el país, de la mano de su producto y marca característicos: Cosechadoras Vassalli.

Junto a esa esperanza, la ciudad abriga otras muchas; entre ellas, la de retener a sus hijos, que en los últimos años fueron virtualmente expulsados del país, porque aquí no avizoraban futuro.


Y también en esto Roque Vassalli vuelve a ser ejemplo positivo: en la década del 50 fue invitado para conocer una reconocida fábrica de implementos agrícolas de Canadá, y allí recibió la invitación para quedarse a trabajar en ella, a la que contestó: “quiero hacer en mi país mi fábrica, aunque tenga que luchar el triple” 


Este espíritu compenetrado en nuestras raíces es el que queremos reivindicar y consolidar al requerir para la ciudad de Firmat la declaratoria de Capital provincial de la industria de cosechadoras agrícolas.


Argentina se ha quedado con solo tres fábricas de cosechadoras, que producen las marcas Don Roque, Bernardín y Marani-Agrinar, y las tres están situadas en la provincia de Santa Fe. El 1º de abril se produjo la reapertura de la fábrica que producirá cosechadoras marca Vassalli.


De todas ellas, Vassalli Fabril SA (Don Roque) y Vassalli Hermanos SA (Vassalli) están radicadas en la ciudad de Firmat que, como queda expresado, creció al influjo de la industria de cosechadoras y la metalmecánica que en su entorno floreció.


Finalmente, cabe mencionar dos antecedentes que abonan la presente iniciativa: a fines de la década del 70 e inicios de la del 80, el Club Atlético Argentino de Firmat realizaba anualmente una exposición de máquinas y herramientas destinadas a usos agrícolas, denominada Expoar. Entonces, sus autoridades tramitaron y lograron ante el Gobierno Provincial el dictado del Decreto Nº 2103/79, que declaró “de interés provincial la Exposición de Maquinarias Agrícolas a celebrarse en la ciudad de Firmat ..., en cuyo transcurso se celebrará la Fiesta Provincial de la Maquinaria Agrícola”, y del Decreto Nº 3316/84, por el que se declaraba a la ciudad de Firmat “sede permanente de la Fiesta Provincial de la Maquinaria Agrícola, a llevarse a cabo en noviembre de cada año”.


Ante todo ello, y por expreso pedido del Intendente de la ciudad de Firmat, Dr. Carlos Torres, y su Secretario de la Producción, Miguel Garrofé, representantes de distintos sectores políticos hoy promovemos la aprobación del presente proyecto de ley, iniciativa para la que descontamos el acompañamiento de nuestros pares.
Cecchi –Tate – Grbavac – Baudín – Favario – Guido de Nirich – Zogbi – Giorgetti – Hammerly – Galaretto – Di Pollina – Ugalde
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto en general, de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– ***

10.6 Convenio de financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 6.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.324 – PER, Mensaje N° 2537) presentado por el Poder Ejecutivo, venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio celebrado el 30 de noviembre de 2001 entre el Ministerio de Infraestructura y Vivienda de la Nación y el Gobierno de la Provincia, sobre financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación. Atento a los fundamentos expuestos por el autor del proyecto, a los antecedentes que corren agregados al expediente citado –dados aquí por reproducidos y que forman parte del presente dictamen– y a las razones que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación.

 XE "zlConvenio de financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Apruébase el Convenio suscripto en fecha 30 de noviembre de 2001, entre el Ministerio de Infraestructura y Vivienda de la Nación y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, que fue ratificado por Decreto del Poder Ejecutivo Provincial Nº 3507/2001 e inscripto en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, Decreto Nº 1767/84, el día 4 de diciembre de 2001, bajo el Nº 1505, Folio 254, Tomo III, el que se adjunta a la presente pasando a formar parte de esta ley.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 31 de julio de 2003.

Giardino – Basaldella – Guido de Nirich – Álvarez, R. – Strauss – Demaría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.324 – PER, Mensaje Nº 2537) venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio celebrado el 30 de noviembre de 2001 entre el Ministerio de Infraestructura y Vivienda de la Nación y el Gobierno de la Provincia, sobre financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación. Y por las razones que oportunamente dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores el 3 de julio de 2003.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Venesia – Gutiérrez – Basaldella – Giardino

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.324 – PER, Mensaje N° 2537) venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio celebrado el 30 de noviembre de 2001 entre el Ministerio de Infraestructura y Vivienda de la Nación y el Gobierno de la Provincia (Financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación). Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante, a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de las comisiones de Obras y Servicios Públicos y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherirse a ellos, por lo que aconseja la aprobación del texto sancionado por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Barrera – Meotto – Reutemann – Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Que conste mi voto negativo, señor presidente.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Así se hará, señor diputado.


Si no se hace más uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly)).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.7 Convenio para el financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación: acta complementaria

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 7.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.325 – PER, Mensaje N° 2580) presentado por el Poder Ejecutivo y venido en revisión, por el cual se aprueba el acta complementaria celebrada el 22 de octubre de 2002, entre la Secretaría de Obras Públicas de la Presidencia de la Nación y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe, por la que se eleva el monto del Convenio para el Financiamiento de los Proyectos de Protección de Cascos Urbanos y Vías de Comunicación. Atento a los fundamentos expuestos por el autor del proyecto, a los antecedentes que corren agregados al expediente citado –dados aquí por reproducidos y que forman parte del presente dictamen– y a las razones que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación.

 XE "zlConvenio para el financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación\: acta complementaria" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Apruébase el Acta Complementaria suscripta en fecha 22 de octubre de 2002, entre la Secretaría de Obras Públicas de la Presidencia de la Nación y el Gobierno de la Provincia de Santa Fe e inscripta en el Registro de Tratados, Convenios y Contratos Interjurisdiccionales, Decreto Nº 1.767/84, el día 22 de octubre de 2002, bajo el Nº 1.647, Folio 25, Tomo IV, la que se adjunta a la presente pasando a formar parte de esta ley.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 31 de julio de 2003.

Giardino – Basaldella – Guido de Nirich – Álvarez, R. – Strauss – Demaría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.325 – PER, Mensaje Nº 2580) venido en revisión, por el cual se aprueba el acta complementaria celebrada el 22 de octubre de 2002, entre la Secretaría de Obras Públicas de la Nación y el Gobierno de la Provincia, por la que se eleva el monto del Convenio para el financiamiento de los proyectos de protección de cascos urbanos y vías de comunicación. Y por las razones que oportunamente dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores el 3 de julio de 2003.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Venesia – Gutiérrez – Basaldella – Giardino

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.325 – PER, Mensaje N° 2580) venido en revisión, por el cual se aprueba el convenio entre la Secretaría de Estado de Medio Ambiente y Desarrollo Sustentable y la Gendarmería Nacional, sobre tutela del ambiente natural y hábitat humano. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante, a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despachos precedentes de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherirse a ellos, por lo que aconseja la aprobación del texto sancionado por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Barrera – Meotto – Reutemann – Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.8 Donación de terreno a comuna de Garabato

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 8.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.402 – PER) presentado por el Poder Ejecutivo, por el cual se donan tres parcelas a la comuna de Garabato, departamento Vera, ubicadas en la localidad de Pozo de los Indios, distrito Garabato. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al presente proyecto.

 XE "zlDonación de terreno a comuna de Garabato" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Dónase a la Comuna de Garabato, departamento Vera, tres fracciones de terreno ubicadas en la localidad de Pozo de Los Indios, distrito Garabato, identificadas como Manzana Nº 4, Partida Impuesto Inmobiliario Nº 02-11-01-007800/0193, superficie 8.833,20 metros cuadrados, Manzana Nº 5, Partida Impuesto inmobiliario Nº 02-11-01-007800/0192, superficie 6.652,40 metros cuadrados y Manzana Nº 8, Partida Impuesto inmobiliario Nº 02-11-01-007800/0189, superficie 8.000 metros cuadrados, todas del Plano Nº 57453/70, propiedad del Superior Gobierno de la Provincia, dominio inscripto al Nº 25950, Tomo 98, Folio 586, año 1966 del Registro General de la Propiedad.

Artículo 2º – La donación a que refiere el artículo 1º de la presente ley, se realiza con el cargo de que la Comuna los destine a la construcción de planes de viviendas y otras obras públicas.

Artículo 3º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 17 de setiembre de 2003.

Álvarez, R. – González – Giacosa – Schachner

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.402 – PER, Mensaje Nº 2527) venido en revisión, por el cual se donan a la comuna de Garabato, departamento Vera, tres parcelas ubicadas en la localidad de Pozo de Los Indios, distrito Garabato, destinadas a la construcción de planes de vivienda y diversas obras públicas. Y por las razones que oportunamente dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores el 7 de agosto de 2003.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Venesia – Gutiérrez – Basaldella – Giardino – Tate

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.402 – PER, Mensaje N° 2527) venido en revisión, por el cual se donan a la Comuna de Garabato, departamento Vera, tres parcelas ubicadas en la localidad de Pozo de los Indios, distrito Garabato, para ser destinadas por la comuna a la construcción de planes de viviendas y realizar obras públicas. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de las comisiones de Asuntos Comunales y de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherirse a ellos, por lo que aconseja la aprobación del texto sancionado y remitido por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Barrera – Meotto – Reutemann – Strada – Favario

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

· En particular, se aprueban los artículos 1º y 2º; artículo 3º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.9 Programa de mejoramiento de barrios – Préstamo BID 940/OC-AR

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 9.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de ley (Expte. Nº 11.400 – PER, Mensaje Nº 2627) venido en revisión, por el cual se autoriza a las comunas de la provincia de Santa Fe que cumplan con las condiciones establecidas en el Programa de mejoramiento de barrios – Préstamo BID 940/OC-AR a participar en él. Y por las razones que oportunamente dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al texto sancionado por la Cámara de Senadores el 7 de agosto de 2003.

 XE "zlPrograma de mejoramiento de barrios – Prestamo BID 940/OC-AR" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Autorízase a las comunas de la Provincia de Santa Fe, que cumplan con las condiciones establecidas en el Programa de Mejoramiento de Barrios – Préstamo BID 940/OC-AR a participar en el mismo, en el marco de lo establecido por las Leyes Nº 11.632 y 11.913, haciéndoseles extensivos todos los derechos y obligaciones previstos en las citadas leyes para las municipalidades.

Artículo 2º – Autorízase al Poder Ejecutivo a suscribir convenios de subpréstamos con las comunas que se adhieran al Programa, documentos en los cuales se establecerán las condiciones operativas y financieras para la ejecución del Programa.

Artículo 3º – Autorízase a las comunas de la Provincia que cumplan con las condiciones fijadas por el Programa para participar en el mismo, a contraer préstamos resultantes de los convenios que se celebren con la Provincia, exonerándolas a tal efecto del cumplimiento de las Leyes Provinciales Nº 2439, 8336 y sus modificatorias.

Artículo 4º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini –Álvarez, J. – Venesia – Gutiérrez – Basaldella – Giardino

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.400 – PER, Mensaje N° 2627) venido en revisión, por el cual se autoriza a las comunas de la provincia de Santa Fe que cumplan con las condiciones establecidas en el Programa de mejoramiento de barrios – Préstamo BID 940/OC-AR a participar en él. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante, a que el proyecto cuenta con media sanción de la Cámara de Senadores y con despacho precedente de la Comisión de Presupuesto y Hacienda, esta Comisión ha resuelto adherirse a él y aconsejar la aprobación del texto sancionado por la Cámara de Senadores.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Barrera – Meotto – Reutemann – Strada

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueban los artículos 1º al 3º; artículo 4º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Poder Ejecutivo.

10.10 Registro de Contratos Públicos Nº 468 (Rosario): traslado

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 10.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.495 – PE, Mensaje N° 2658) por el cual se dispone el traslado del Registro de Contratos Públicos Nº 468 –actualmente en la ciudad de Rosario– a la localidad de Zavalla (Dpto. Rosario). Y atento a los estudios realizados y las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen y aconsejar se le preste aprobación al proyecto.

 XE "zlRegistro de Contratos Públicos Nº 468 (Rosario)\: traslado" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Trasládase el asiento del Registro de Contratos Públicos Nº 468 desde la ciudad de Rosario a la localidad de Zavalla, ambos del departamento Rosario, cuya titular fue designada por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 1433 del 14 de junio de 2001.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Barrera – Meotto – Reutemann – Strada

Mensaje Nº 2658

Santa Fe, 23 de setiembre de 2003

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley que dispone el traslado del Registro de Contratos Públicos Nº 468, actualmente asentado en la ciudad de Rosario, a la localidad de Zavalla ambos del departamento Rosario.


La gestión iniciada por la escribana Carina del Carmen Marconi, titular de dicho Registro, cuenta con el aval del Colegio de Escribanos de la 2ª Circunscripción y del Consejo Superior del Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe, que entienden atendibles las motivaciones de índole personal y familiar de la escribana titular.


En virtud de lo que establecen los artículos 18 y 21 del Decreto Nº 1612/95, concordantes con el artículo 17 de la Ley Nº 6898 –Orgánica del Notariado–, es necesario el dictado de una ley para variar el asiento de los registros notariales.


Se adjunta el Expediente Nº 00201-0086474-4 del Sistema de Información de Expedientes.


Dios guarde a V.H.
Carranza – Reutemann
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.

SR. FAVARIO XE "PDPFAVARIO, Carlos" .– Pido la palabra.


Solicito se me autorice para abstenerme en la votación de los asuntos Nº 10 y 11. Asimismo, que por Secretaría se corrija un error ortográfico deslizado en el artículo 1º del Expediente Nº 11.495 – PE, donde dice “Zaballa” debe decir “Zavalla”.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Se va a votar la autorización para abstenerse de votar solicitada por el señor diputado Favario.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general, con la corrección ortográfica sugerida.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

10.11 Registro de Contratos Públicos Nº 165 (Rosario): traslado

(Proyecto de ley – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 11.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de ley (Expte. N° 11.494 – PE, Mensaje N° 2657) por el cual se dispone el traslado del Registro de Contratos Públicos Nº 165 –actualmente en la ciudad de Rosario– a la localidad de Álvarez, ambos del departamento Rosario. Y atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen, aconsejando se le preste aprobación al proyecto.

 XE "zlRegistro de Contratos Públicos Nº 165 (Rosario)\: traslado" 
LA LEGISLATURA DE LA PROVINCIA SANCIONA CON FUERZA DE

LEY:

Artículo 1º – Trasládase el asiento del Registro de Contratos Públicos Nº 165 de la ciudad de Rosario a la localidad de Álvarez, ambas del departamento Rosario, cuya titular fue designada por Decreto del Poder Ejecutivo Nº 1435 del 14 de junio de 2001.

Artículo 2º – Comuníquese al Poder Ejecutivo.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Esquivel – Barrera – Meotto – Reutemann – Strada

Mensaje Nº 2657

Santa Fe, 23 de setiembre de 2003

A la

Legislatura de la Provincia

Sala de Sesiones


Se remite a vuestra consideración, tratamiento y sanción el adjunto proyecto de ley que dispone el traslado del Registro de Contratos Públicos Nº 165, actualmente asentado en la Ciudad de Rosario, a la localidad de Álvarez, ambos en el departamento Rosario.


La gestión, iniciada por la escribana María del Luján Mancini, titular de dicho Registro, cuenta con el aval del Colegio de Escribanos de la 2ª Circunscripción y del Consejo Superior del Colegio de Escribanos de la Provincia de Santa Fe, que entienden atendibles las motivaciones de índole personal y familiar de la escribana titular.


En virtud de lo que establecen los artículos 18 y 21 del Decreto Nº 1612/95, concordantes con el artículo 17 de la Ley Nº 6898 –Orgánica del Notariado–, es necesario el dictado de una ley para variar el asiento de los registros notariales.


Se adjunta el Expediente Nº 00201-0083360-7, del Sistema de Información de Expedientes.


Dios guarde a V.H.
Reutemann – Carranza
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto en general.

–
Resulta aprobado.

–
En particular, se aprueba el artículo 1º; artículo 2º, de forma.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consecuencia, se comunica al Senado.

10.12 Feria Regional de la Integración Alimentaria (Venado Tuerto)

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 12.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 11.384 – UCR, de la señora diputada Guido de Nirich) de interés de este Cuerpo por la realización del la II Feria Regional de Integración Alimentaria, que se desarrollará en la ciudad de Venado Tuerto. Y atento a las razones expuestas, esta Comisión os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

 XE "zdFeria Regional de la Integración Alimentaria (Venado Tuerto)" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la II Feria Regional de Integración Alimentaria, a realizarse entre los días 14 al 17 de noviembre de 2003, en la ciudad de Venado Tuerto, departamento General López.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Giorgetti – Bermúdez – Reschia – Giardino – Molinas – Zogbi – Di Pollina

proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia 

Declara:


De interés legislativo la II Feria Regional de Integración Alimentaria, a realizarse entre los días 14 y 17 de noviembre de 2003, en la localidad de Venado Tuerto, departamento General López.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La finalidad de la presente iniciativa declaratoria es difundir y acompañar la realización de un evento trascendental para el sur de la provincia, como lo es la II Feria Regional de Integración Alimentaria (Ferial), que se desarrollará el próximo mes, noviembre de 2003, en el predio de la Sociedad Rural de Venado Tuerto.


Este evento constituye un emprendimiento valioso, al contribuir al fortalecimiento del sector agroalimentario y a la conformación de una identidad regional que le permita trascender en el ámbito nacional como un mercado de oferta empresarial con ventajas competitivas.


En su edición inaugural, el pasado año, de las 150 empresas que dieron a conocer exitosamente sus productos y servicios a más de 15.000 personas que visitaron la muestra, el 94 por ciento eran pymes; esto pone de manifiesto el gran valor de dicha feria como ámbito estratégico para la consolidación de estas empresas, promueve el intercambio de nuevas tecnologías y capacidad de gestión e incentiva el desarrollo de contactos empresariales que se podrán traducir en emprendimientos conjuntos, a fin de lograr una mayor inserción de sus productos en los mercados de consumo.


En su edición 2003, Ferial ha logrado instalarse como la tercera Feria Agroalimentaria de la República Argentina, siendo su lema Del campo a la mesa, y ampliando el espectro de participación, al incorporar a la muestra la cadena de valor de productos como la carne, la leche y los cereales.


Por los argumentos expuestos, solicitamos a nuestros pares que acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto de declaración.
María L. Guido de Nirich

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.13 Productos electrodomésticos: preocupación por aumento de importaciones

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 13.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 11.462 – PJ) del señor diputado Reutemann, por el cual se expresa la preocupación del Cuerpo por el aumento de los volúmenes de artefactos electrodomésticos importados. Y atento a los fundamentos expuestos, esta Comisión os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

 XE "zdProductos electrodomésticos\: preocupación por aumento de importaciones" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


Su preocupación ante el aumento de las importaciones de productos electrodomésticos en condiciones de dumping.


Asimismo, insta a los organismos nacionales correspondientes a implementar medidas concretas, a fin de evitar los perjuicios que dicha acción ocasiona a la industria local.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Giorgetti – Bermúdez – Reschia – Giardino – Zogbi – Di Pollina

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Ante la alerta manifestada por los fabricantes locales de electrodomésticos –especialmente los denominados línea blanca, provenientes de Brasil a un precio inferior al de su mercado de origen– es indispensable poner en funcionamiento los mecanismos previstos para estas situaciones, a fin de evitar el grave perjuicio que indudablemente ocasiona a la economía regional. La citada reducción de precio, según fabricantes locales, oscila entre 15 y 20 por ciento.


Si bien es cierto que la Cancillería Argentina inició gestiones ante el Gobierno de Brasil, con el objeto de evitar prácticas desleales que provoquen distorsión al comercio bilateral, el tiempo transcurrido se convierte en un factor fundamental, ya que las ventas de dichos productos se trasladan a las marcas del país vecino, y retrasan aún más la incipiente recuperación prevista para el año en curso.


En este sentido, representantes del sector se manifestaron sumamente optimistas en cuanto a las ventas previstas para el 2003, que podrían superar las 300.000 unidades, cifra 50 por ciento superior a la del año anterior.


Por estos motivos, señor presidente, es imprescindible que las autoridades correspondientes inicien las acciones tendientes a corregir esta situación provocada por empresas de Brasil fabricantes de electrodomésticos, las que gozan de amplios beneficios crediticios, cuyo diferencial de tasa vuelcan a las bonificaciones de precios de sus productos, con lo que provocan el mencionado perjuicio a la industria local y, a su vez, dejan latente la posibilidad de pérdida de fuentes de trabajo.


Señor presidente, es estratégicamente importante abonar las relaciones con el hermano país, Brasil, fundamentalmente dentro del marco del Mercado Común del Sur, pero es inadmisible que esta relación se sustente sobre bases poco sólidas e inestables, avalando ciertas prácticas comerciales que desnaturalicen la sociedad establecida.


En razón de lo expuesto, solicito a mis pares que acompañen con su voto el presente proyecto de declaración.

Roberto Reutemann

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.14 Jornadas de Patrimonio Cultural y Desarrollo (Santa Fe)

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 14.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha estudiado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.485 – PJ, presentado por la señora diputada Cavigiuri) de interés de esta Cámara de las III Jornadas de Patrimonio Cultural y Desarrollo, organizadas por el Colegio de Arquitectos – Distrito I, de la ciudad de Santa Fe, que se llevarán a cabo a partir del 14 de noviembre próximo, en la citada ciudad. Y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zdJornadas de Patrimonio Cultural y Desarrollo (Santa Fe)" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés las III Jornadas de Patrimonio Cultural y Desarrollo, organizadas por el Colegio de Arquitectos – Distrito I, de la ciudad de Santa Fe, que se llevarán a cabo a partir del 14 de noviembre de 2003, en dicha ciudad.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Tate – Cavigiuri – Ritter – Schpeir – González

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El patrimonio cultural es el único reservorio que le queda a América Latina para reunir los fragmentos y las diásporas que aún persisten.


Con él podemos recuperar nuestra identidad, salvar lo que aún no está contaminado, enajenado o en vías de enajenación (Néstor García Canclini).


La memoria anida en lo tangible, se hace visible en los seres y las cosas.


El patrimonio intangible se constituye en el acervo cultural de lo heredado y como todo imaginario, puede ser reconstruido en los hábitos, costumbres y tradiciones de una comunidad urbana (Carlos María Reinante).


La preocupación por la preservación del patrimonio, tanto el tangible (edificios y objetos) como el intangible (hábitos, costumbres y tradiciones), es una tendencia que ha tomado énfasis en el mundo actual.


Con el fin de afianzar en la población la valoración sobre el patrimonio de la ciudad santafesina, el Colegio de Arquitectos de Santa Fe – Distrito I, desde su comisión de patrimonio organiza las jornadas de referencia.


La primera actividad dentro de las jornadas será el concurso Visiones del patrimonio santafesino, que integrará tres rubros: expresión escrita (narrativa y ensayo); expresión plástica (dibujo, pintura, collage y grabado) e imagen fotográfica.


La reciente catástrofe hídrica reclama reforzar los valores identificatorios y torna indispensable tomar conciencia sobre la importancia de valorar el patrimonio cultural de nuestra ciudad.


En el año 2001, las jornadas estaban dirigidas a profesionales e investigadores del área. Luego de las conclusiones extraídas de ellas, se decidió que las siguientes jornadas debían involucrar a personas de los ámbitos de gestión oficial y privada, extendiéndose a la población en general, invitando a participar, además, a alumnos de EGB – 3er. ciclo y de Polimodal.


Atento a lo expuesto, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.

Dolly L. Cavigiuri

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.15 Fundación de la Sociedad de Beneficencia (Rosario): interés provincial

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 15.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Cultura y Medios de Comunicación Social ha estudiado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.466 – PDP, presentado por el señor diputado Favario) de interés de esta Cámara de la celebración de los 150 años de la Fundación de la Sociedad de Beneficencia de la ciudad de Rosario, que se conmemorará el 25 de junio de 2004. Y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zdFundación de la Sociedad de Beneficencia (Rosario)\: interés provincial" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la celebración de los 150 años de la fundación de la Sociedad de Beneficencia de la ciudad de Rosario, que se conmemorará el día 25 de junio de 2004.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Tate – Cavigiuri – Ritter – Schpeir – González – Strauss

Proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia 

Declara:


Acontecimiento de interés provincial, a la celebración de los 150 años de la fundación de la Sociedad de Beneficencia de la ciudad de Rosario, que se conmemorará el día 25 de junio de 2004.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El 25 de junio de 2004 se cumplen 150 años de la fundación de la Sociedad de Beneficencia de la ciudad de Rosario.


Fue creada merced a las gestiones que en su época hicieron dos personalidades provinciales, como fueron don Federico de la Barra y don Nicasio Oroño.


Su principal objetivo fue constituir solidariamente un hospital de caridad, con la participación voluntaria de la comunidad, pero su obra solidaria consiguió la adhesión inmediata de los vecinos, lo que permitió no sólo concretar el hospital en el año 1855 –en los terrenos que hoy ocupa el Hospital Provincial– por donación efectuada por el señor José Soaje, quien respetó la decisión del anterior propietario don Domingo Correa, siendo padrino del edificio el entonces Gobernador de la provincia, don José María Cullen.


En 1888, ante la pujante y decidida acción de la entidad, se inauguró el asilo de mendigos y dementes de la ciudad, en terrenos donados por el Dr. Camilo Aldao.


Con posterioridad, en el año 1892, se inauguró una capilla inspirada en la iglesia San Miguel de Luca, de Toscana, Italia, que constituye en la actualidad la edificación religiosa más antigua de Rosario.


La obra monumental y el crecimiento de las actividades de la Sociedad tuvieron el reconocimiento no solo del país, sino que se constituyó en un modelo para toda Sudamérica.


Los acontecimientos históricos y políticos del país marcaron distintos niveles de actuación de la Sociedad que, no obstante, pudo mantener su presencia y su estilo en favor de la salud y la atención directa de los más necesitados.


A partir de 1963 se concretaron distintos logros, como ser el Instituto del Quemado, distintas instalaciones de servicios que marcan una nueva etapa para la Sociedad. Estos nuevos emprendimientos comprenden la unidad electrónica para estudios hemodinámicos, la construcción del Pabellón de Docencia en tarea conjunta con la Fundación Prats, el servicio de Oncología, de Medicina Nuclear, Clínica de Mujeres, Oftalmología, Laboratorio Central, Ecografía, Rehabilitación cardiológica, etcétera.


Toda esta tarea, que se hizo en un acuerdo histórico con la Provincia, la fiscalización y administración del Hospital Provincial y el Hospital Geriátrico, se realizó en conjunto con la Sociedad.


La Sociedad cumplirá 150 años de vida en 2004, pero el sentimiento profundo de ayudar al prójimo, que inspiró a sus primeros fundadores, se refleja y mantiene en la ardua tarea que viene realizando en la actualidad, acción que la institución realiza en los dos hospitales y en un comedor comunitario central con 15 centros comunitarios en distintos barrios de la ciudad, para la atención primaria de la salud. Asimismo, durante los años 2001, 2002 y el actual, se abocó al remodelamiento de los servicios, con equipamiento y aparatología específica, muebles y útiles diversos, ampliaciones de instalaciones e insumos varios, que coadyuvaron eficazmente en la atención y mantención de los servicios de salud.


A las mejoras edilicias e instalaciones y a los servicios relacionados precedentemente debemos agregar que la Sociedad se hace cargo del pago de la vigilancia de los hospitales, de la capacitación profesional, de la vestimenta y atención de los pacientes, como asimismo tiene a su cargo todo lo relacionado con el funcionamiento de las capillas de los hospitales y del comedor comunitario ubicado en la villa 25 de Mayo, denominado Los niños del mañana, que atiende con comida diaria a más de 350 niños, además de la alfabetización y la enseñanza que en él se imparten.


La Comisión de la Sociedad –compuesta hoy por 17 señoras, un síndico y asesoramiento de abogados, médicos, arquitectos y contadores– cumple con su loable y fundamental misión de servicio, sin intereses políticos ni económicos; solamente una labor desinteresada y profundamente humanista la guía en su gestión y por eso, durante todos estos años ha tenido el reconocimiento unánime de la comunidad rosarina y de todos aquellos que recibieron sus beneficios.


La realidad de hoy hace que los 150 años de existencia de la Sociedad de Beneficencia deban ser reconocidos. Declarar acontecimiento de interés provincial estos años de existencia constituye una obligación y una muestra sencilla, pero sincera, de agradecimiento oficial, por todo lo que han realizado sus integrantes en favor de la sociedad santafesina.
Carlos Favario

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.16 Micro Región del Centro-este cordobés y Centro-oeste santafesino

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 16.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de declaración (Expte. Nº 11.476 – UCR, presentado por el diputado Giacosa) de interés de esta Cámara de la puesta en marcha de la Micro Región del Centro-Oeste Cordobés y del Centro-Oeste Santafesino, integrada por las localidades de Freyre, Devoto, San Francisco, Porteña y Josefina. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto: 

 XE "zdMicro Región del Centro-este cordobés y Centro-oeste santafesino" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


De su interés la puesta en marcha de la Micro Región del Centro-Este Cordobés y Centro-Oeste Santafesino, integrada por las localidades de Freyre, Devoto, San Francisco y Porteña, de la Provincia de Córdoba y por la localidad de Josefina, Provincia de Santa Fe.

Sala de Comisión, 24 de setiembre de 2003.

Álvarez, R. – Schachner – Di Sciascio – Giacosa

proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia 

Declara:


El interés legislativo de la puesta en marcha de la Micro Región del Centro-Este Cordobés y Centro-Oeste Santafesino, integrada por la Municipalidad de San Francisco, Devoto, Freyre, Porteña y la comuna de Josefina de la Provincia de Santa Fe.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Es muy importante destacar y apoyar esta iniciativa de representantes de distintos municipios y comunas que se adhieren a la puesta en marcha de esta micro región.


Los lazos étnicos, geográficos, de infraestructura, económicos, etcétera, conforman la base necesaria para articular políticas comunes y coordinadas.


El aprovechamiento integral del potencial con el que la naturaleza dotó a nuestra región y la posibilidad que nos brinda esta unión para insertarnos en el mundo actual permitirá, de concretarse esta iniciativa, potenciar un futuro mejor.


Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Ricardo A. Giacosa

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.17 Plan Soja Solidario en Santa Fe: apoyo brindado por la Bolsa de Comercio

(Proyecto de declaración – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 17.

–
Se lee:

Señores diputados


Vuestra Comisión Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 11.250 – PJ) presentado por la diputada Cavigiuri, por el cual esta Cámara expresa su beneplácito por el apoyo que brinda la Bolsa de Comercio de Santa Fe, en la concreción del Plan Soja Solidario en Santa Fe, que viene implementando la Asociación Argentina de Productores en Siembra Directa. Y por la razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación del proyecto.

LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


Su beneplácito por el apoyo que brinda la Bolsa de Comercio de Santa Fe, en la concreción del Plan Soja Solidario en Santa Fe, que viene implementando la Asociación Argentina de Productores en Siembra Directa (Aapresid).

Sala de Comisión, 2 de julio de 2003.

Ibaldi – Grbavac – Giacosa – Schachner – Cecchi

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de declaración (Expte. N° 11.250 – PJ) presentado por la diputada Cavigiuri mediante el que esta Cámara expresa su beneplácito por el apoyo brindado por la Bolsa de Comercio de Santa Fe al Plan Soja Solidario en Santa Fe. Y atento a los fundamentos expuestos, por los motivos que se agregarán oportunamente, esta Comisión os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

 XE "zdPlan Soja Solidario en Santa Fe\: apoyo brindado por la Bolsa de Comercio" 
LA CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA

DECLARA:


Su beneplácito por el apoyo que brinda la Bolsa de Comercio de Santa Fe al desarrollo y concreción del Plan Soja Solidario en Santa Fe, que lleva adelante la Asociación Argentina de Productores en Siembra Directa” (Aapresid).

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Giorgetti – Bermúdez – Reschia – Molinas – Giardino – Zogbi - Di Pollina

Proyecto de declaración original

La Cámara de Diputados de la Provincia

Declara:


Su beneplácito por el apoyo que brinda la Bolsa de Comercio de Santa Fe en la concreción del Plan Soja Solidario en Santa Fe, que viene implementando la Asociación Argentina de Productores en Siembra Directa (Aapresid).

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


El plan de referencia surge como iniciativa solidaria de los productores sojeros que, voluntariamente, están dispuestos a donar soja para que sea empleada por personas carentes de recursos económicos, a fin de que sean capacitadas para mejorar su alimentación y adquirir nuevos hábitos en este aspecto.


Mediante esta iniciativa, los productores se transforman en proveedores de soja de las instituciones voluntarias de la comunidad dedicadas a la asistencia social, las que se hacen cargo de hacer llegar la soja a personas de escasos recursos.


La puesta en marcha de cursos gratuitos de capacitación teórico-prácticos, con el apoyo de la Bolsa de Comercio de Santa Fe, permite el desarrollo de actividades educativas en las que participan agentes privados, públicos, instituciones especializadas y organizaciones no gubernamentales. Con estos cursos se pretende generar un nuevo hábito alimentario, con la incorporación de la soja como alimento principal de la dieta diaria, de alto valor biológico, contribuyendo a un alivio económico de las familias beneficiarias.


Aaprecid tiene en cuenta la organización de roles de cada integrante del proyecto, desde su conducción hasta los niveles operativos; el dictado de los cursos mencionados en hospitales, instituciones educativas, asociaciones vecinales, centros de salud, comedores escolares, etcétera Además, realiza el seguimiento correspondiente, no sólo para evaluar el proyecto, sino también para modificarlo de acuerdo con la realidad de cada lugar, monitoreando las actividades en términos de resultados.


Desde el 15 de abril del año 2002 –fecha en que se lanzó el Plan Soja Solidario en Santa Fe– hasta diciembre del mismo año fueron capacitadas 1.737 personas y 31.512 kilogramos de soja se donaron en esta región, según datos otorgados por la Bolsa de Comercio de Santa Fe.


Atento a lo expuesto, y considerando además el significativo apoyo que brinda esta prestigiosa institución, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto.
Dolly L. Cavigiuri
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto, de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Industria y Comercio.

–
Resulta aprobado.

10.18 Medidas de prevención contra la Roya asiática en cultivos de soja

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 18.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Agricultura y Ganadería ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.342 – BS) presentado por los diputados Di Pollina y Cecchi y la diputada Baudín, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo realice los estudios y las previsiones, tome las medidas adecuadas y asesore a los productores agropecuarios sobre el inminente avance de la roya asiática, que afecta a los cultivos de soja. Y por las razones invocadas y las que dará el señor miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al proyecto:

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes, realice los estudios y las previsiones, tome las medidas adecuadas y asesore a los productores agropecuarios sobre el inminente avance de la roya asiática, que afecta a los cultivos de soja.

Sala de Comisión, 13 de agosto de 2003.

Ibaldi – Schachner – Giacosa – Dech

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.342 – BS) de los señores diputados Di Pollina, Baudín y Cecchi, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que tome distintas medidas tendientes a prevenir los inconvenientes que produce la roya asiática en los cultivos de soja. Y atento a los fundamentos expuestos, por los motivos que se agregarán oportunamente, esta Comisión os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

 XE "zcMedidas de prevención contra la Roya asiática en cultivos de soja" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes realice los estudios, tome las previsiones necesarias y asesore a los productores agropecuarios, acerca del desarrollo y propagación de la roya asiática, que afecta los cultivos de soja.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Giorgetti – Bermúdez – Reschia – Giardino – Molinas – Di Pollina – Zogbi

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de los organismos correspondientes, realice los estudios y las previsiones, tome las medidas adecuadas y asesore a los productores agropecuarios sobre el inminente avance de la roya asiática, que afecta a los cultivos de soja.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


El pasado sábado 5 de julio, el suplemento Campo del diario La Capital alertaba sobre el advenimiento de un nuevo peligro que acecha a las plantaciones de soja: la roya asiática, que desde el año pasado comenzó a germinar en producciones del noroeste argentino, proveniente de Paraguay y Brasil, donde está mayormente extendida.


Según los expertos, este hongo tendrá incidencia en las áreas con temperaturas cálidas y elevadas, comprometiendo al norte de la provincia de Santa Fe, por lo que representará una amenaza para los rindes de toda la zona de expansión agrícola.


Según el matutino rosarino: “La roya asiática se presenta en las hojas y ocasionalmente en pecíolos, tallos y vainas. El aspecto más contraproducente tiene que ver con la madurez anticipada y el rinde. El hongo crece con una significativa velocidad; desde su aparición al copamiento casi total que genera en la planta pueden pasar escasas tres semanas.”


Luego explica el mismo diario: ”Los síntomas de la enfermedad son pústulas en las hojas que provocan una defoliación temprana y muerte prematura de la planta, con pérdidas de rendimientos que pueden superar el 50 por ciento”.


El Inta Marcos Juárez informa: “Esta enfermedad fue reportada por primera vez en Japón en 1902 y está ampliamente distribuida en los países orientales, siendo destructiva en zonas asiáticas subtropicales y tropicales, donde las pérdidas han oscilado desde un 10 a un 90 por ciento.


En el continente americano apareció por primera vez en Paraguay en el año 2001, donde los cultivos afectados experimentaron defoliación masiva alrededor de 30 días antes de la madurez normal. En esa campaña también fue detectada en Brasil, en aproximadamente 220.000 hectáreas, estimándose pérdidas del 30 por ciento de la producción, que rondaría los 13 millones de dólares. En la última campaña, aunque sin reportarse pérdidas, se observó por primera vez en nuestro país en la provincia de Misiones”.


Nuestro bloque propicia la rotación de los cultivos y el uso racional del suelo como alternativa a los monocultivos, política agropecuaria que deberemos discutir brevemente, ante el deterioro de las tierras. Pero es verdad que la provincia de Santa Fe, con una economía vinculada fuertemente a los commodities provenientes de la producción agrícola –en este caso, la soja, de la que es uno de los productores mundiales destacados– debe hacer los esfuerzos para detener el ataque de roya, a través de estudios, medidas concretas y el correcto asesoramiento y apoyo a los productores sojeros, fundamentalmente del norte santafesino.


En razón de lo expuesto, solicitamos el pronto tratamiento y posterior aprobación al presente proyecto de comunicación.

Di Pollina – Cecchi – Baudín

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto, de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Industria y Comercio.

–
Resulta aprobado.

10.19 Corredor vial Nº 9: prolongación del tramo de acceso a Rosario

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 19.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.256 – UCR) presentado por el diputado Basaldella, por el que se solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio del organismo que corresponda realice gestiones ante la Secretaría de Obras Públicas dependiente del Ministerio de Economía de la Nación, a fin de que informe si en la próxima renovación y/o llamado a licitación del Corredor Vial N° 9, perteneciente a la Ruta Nacional N° 33, se prevé la prolongación del tramo que tiene acceso a la ciudad de Rosario. Atento a los fundamentos expuestos por el autor del proyecto y a las razones que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación.

 XE "zcCorredor vial Nº 9\: prolongación del tramo de acceso a Rosario" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo Provincial realice las gestiones pertinentes ante la Secretaría de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Economía de la Nación, a fin de que informe:

1) Si en la próxima renovación y/o llamado a licitación del Corredor Vial Nº 9 perteneciente a la Ruta Nacional Nº 33, cuya concesión corresponde a Servicios Viales SA, con vencimiento el 31 de octubre de 2003, se prevé la prolongación del tramo que tiene acceso a la ciudad de Rosario, sin que ello signifique trasladar las actuales estaciones de peaje o habilitar nuevas.

2) En caso afirmativo, especifique hasta dónde llegaría la prolongación de la Red Vial Nacional.

Sala de Comisión, 3 de julio de 2003.

Giardino – Paganini – Álvarez, R. – Guido de Nirich – Strauss – Demaría – Grbavac – Reutemann

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.256 – UCR), de autoría del diputado Basaldella, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que realice gestiones ante la Nación, a fin de informar si en la próxima renovación y/o llamado a licitación del Corredor Vial Nº 9, perteneciente a la Ruta Nacional Nº 33, se prevé la prolongación del tramo que tiene acceso a Rosario. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta comisión ha resuelto adherirse a él y aconsejar su aprobación.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Esquivel – Migno – Dalla Fontana – Meotto – Basaldella – D’Ambrosio - Di Pollina

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


El 13 de noviembre de 2002, mediante un proyecto de comunicación (Expte. Nº 10.571) esta Cámara de Diputados solicitó al Poder Ejecutivo Provincial la gestión ante la Secretaría de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Economía de la Nación, de las medidas necesarias para que, en la futura renovación y/o licitación de los corredores viales cuyas concesiones vencen el 31 de octubre de 2003, se prevea la prolongación de los tramos de acceso a la ciudad de Rosario que en el mismo proyecto se especificaron.


Atento a la respuesta proporcionada por parte de la mencionada Secretaría con relación al Corredor Vial Nº 9, perteneciente a la Ruta Nacional Nº 33 y cuya concesión corresponde a Servicios Viales SA, consideramos imperiosa la aclaración a este Cuerpo Legislativo, en primer término, si está prevista la extensión sugerida, y, en segundo lugar, hasta dónde llegaría.


Por los argumentos expuestos, solicito a mis pares que acompañen con su voto el presente proyecto.

Miguel Basaldella

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.20 Escuela de Enfermería Eva Perón de Reconquista y Villa Ocampo

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 20.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.232 – PJ) de la diputada Reschia, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe si la Escuela de Enfermería Eva Perón, con sedes de la escuela homónima de Buenos Aires en las ciudades de Reconquista y Villa Ocampo, requiere de autorización y/o ser reconocida por autoridad administrativa con competencia en la Provincia para el funcionamiento de dichas sedes. Y por las razones que dará el miembro informante, aconsejamos le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zcEscuela de Enfermería Eva Perón de Reconquista y Villa Ocampo" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación informe:

–Si la Escuela de enfermería Eva Perón con asiento en la ciudad de Reconquista y Villa Ocampo, las que funcionan como sedes de la Escuela homónima de Buenos Aires, según Resolución del Ministerio de la Nación Nº 1328/02, requieren de autorización, habilitación y/o ser reconocidos por autoridad administrativa con competencia en la Provincia para su funcionamiento.

–Si la falta de tales requisitos las inhabilita para el dictado de cursos de enfermería o auxiliar de enfermerías en las localidades mencionadas.

–Si los títulos otorgados por dicha institución a sus egresados tienen validez en el ámbito de la Provincia y pueden obtener la matriculación correspondiente en el Colegio respectivo.

–En ese caso, que trámite administrativo y/o requisitos deben cumplimentar a los fines de lograr autorización y/o ser reconocidos por el Ministerio de Educación.

Sala de Comisión, 26 de junio de 2003.

Broda – Villalba – Demaría – Strauss – Reschia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.232 – PJ) presentado por la diputada Reschia, por el cual solicita al Poder Ejecutivo informe si la Escuela de Enfermería Eva Perón, cuyas sedes de la escuela homónima de Buenos Aires tienen asiento en las ciudades de Reconquista y Villa Ocampo, requiere de autorización y/o ser reconocida por autoridad administrativa con competencia en la Provincia para el funcionamiento de dichas sedes. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja adherirse al despacho de la Comisión de Salud Pública y Asistencia Social.

Sala de Comisión, 24 de setiembre de 2003.

Strada – Molinas – Schachner – Cavigiuri – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.232 – PJ) de autoría de la diputada Reschia, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo informe si la Escuela de Enfermería Eva Perón, cuyas sedes de la escuela homónima de Buenos Aires tienen asiento en las ciudades de Reconquista y Villa Ocampo, requiere de autorización y/o ser reconocida por autoridad administrativa con competencia en la Provincia para su funcionamiento de estas. Y atento a los estudios realizados, a las razones que dará su miembro informante y a que el proyecto cuenta con despacho precedente de las comisiones de Salud Pública y Asistencia Social y de Educación, esta comisión ha resuelto adherirse a ellos, por lo que aconseja su aprobación.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Esquivel – Migno – Basaldella – Favario – D’Ambrosio – Dalla Fontana – Meotto – Di Pollina

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


La Fundación Dr. Luis Bentos, de la ciudad de Reconquista, ha celebrado oportunamente un convenio con la Escuela de Enfermería Eva Perón, de la Obra Social de la Construcción, por el cual se abrieron sedes de esta en las ciudades de Reconquista y de Villa Ocampo.


Estas sedes se encuentran habilitadas conforme a la Resolución Nº 1328/02 del Ministerio de Educación de la Nación.


Los títulos que se otorgan son de Enfermería Profesional, nacionales, con las correspondientes firmas de los Ministerios de Salud Pública, del Interior y de Educación de la Nación.


Los exámenes fueron tomados por docentes de Buenos Aires, que realizaban auditoría interna y externa del funcionamiento, y los egresados con estos títulos han obtenido una matrícula nacional e, inclusive, hay alumnos egresados con ese título que están cursando la Licenciatura en Enfermería de la Universidad de Rosario.


A pesar de estos antecedentes, el Colegio de Profesionales de Enfermería de la Provincia de Santa Fe ha denegado el otorgamiento de la matrícula profesional a los alumnos de esta escuela, argumentando en términos generales que se niega porque, según su interpretación, dicha escuela no cuenta con autorización o debió ser reconocida por la autoridad administrativa con competencia en la Provincia, y que ha solicitado informe al Ministerio de Educación, desde donde se le ha comunicado que no tiene autorización.


Resulta paradójico que habiendo dictado la escuela una carrera de Enfermería Profesional y otra de Auxiliares de Enfermería, los auxiliares sí fueron matriculados por el Colegio de Médicos de Santa Fe.


En definitiva, apuntamos a encontrar una solución a este tema, ya que la mencionada escuela es de vital importancia para la región que represento. Significa la posibilidad de acceder a un título para muchos jóvenes con vocación en el aérea de la salud, los que por razones de distancia o económicas no pueden acceder a las grandes ciudades para obtener una carrera. Además, la no-matriculación de los egresados se torna una frustración a sus años de esfuerzo económico y dedicación al estudio.


Cabe destacar que la Fundación Dr. Bentos es una institución seria, dedicada muy especialmente al área de la salud en honor a su fundador, un prestigioso médico de la zona que entregó su vida íntegramente a la medicina, en forma incondicional.


Por todo ello, solicito a mis pares que me acompañen en la aprobación del presente pedido de informes que persigue el propósito de aclarar dudas, para brindar una solución definitiva al problema descripto.

Sandra Reschia

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.21 Investigación por toxicidad del juguete “yo-yo de agua”

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 21.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.231 – PJ) de las diputadas Reschia, Broda, Strauss y Venesia, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo disponga investigar la inocuidad del juguete que se comercializa en la provincia, denominado “yo-yo de agua”. Y al no encontrar objeciones que formularle, aconsejamos le prestéis vuestra aprobación al proyecto.


La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de las áreas pertinentes investigue la inocuidad del juguete que se comercializa en nuestro territorio provincial llamado “yo-yo de agua”.

Sala de Comisión, 26 de junio de 2003.

Broda – Villalba – Demaría –R Reschia – Strauss

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Industria y Comercio ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.231 – PJ) por el cual se solicita al Poder Ejecutivo investigue acerca de la inocuidad del juguete denominado “yo-yo de agua”. Y atento a los fundamentos expuestos, por los motivos que se expondrán oportunamente, esta Comisión os aconseja le prestéis vuestra aprobación al siguiente texto:

 XE "zcInvestigación por toxicidad del juguete \“yo-yo de agua\”" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de las áreas pertinentes, investigue la inocuidad del juguete que se comercializa en el territorio provincial, bajo la denominación “yo-yo mágico” o “yo-yo de agua”

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Giorgetti – Bermúdez – Reschia – Zogbi – Giardino – Molinas – Di Pollina

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de las áreas pertinentes, investigue la inocuidad del juguete que se comercializa en nuestro territorio provincial llamado “yo-yo de agua”.

Fundamentos de las autoras del proyecto

Señor Presidente:


En los medios de comunicación internacionales, nacionales y locales son objeto de amplia difusión las dudas que genera ante organismos sanitarios de diferentes países la inocuidad del juguete muy comercializado, llamado “yo-yo de agua”.


En distintos sitios de Internet se alude a estudios realizados en centros de investigación oficiales y privados en todo el mundo que dan cuenta de la toxicidad de la silicona que se encuentra en el interior del juguete, lo que tornaría peligrosa su manipulación, especialmente en la población infantil que lo utiliza masivamente.


Debemos estar alertas a este tipo de cosas, ya que no son tan superficiales como algunos creen, porque pueden atentar contra la salud de la población que consume estos productos, y el Estado es el garante último del bienestar público, aunque esto implique oponerse a la lógica del lucro.


Por todas estas razones, solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

Reschia – Broda – Venesia – Cavigiuri

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra se va a votar el proyecto, de acuerdo con el dictamen de la Comisión de Industria y Comercio.

–
Resulta aprobado.

10.22 Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno (Sta. Fe): ayuda económica

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 22.

–
Se lee:

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.107 – BS) presentado por los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, otorgue una ayuda económica a los efectos de implementar el Proyecto Armamos el parque de juegos para los más pequeños en la Escuela Fiscal N° 36 Mariano Moreno, de Ascochinga, departamento La Capital. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zcEscuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno (Sta. Fe)\: ayuda económica" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de otorgar una ayuda económica a la Asociación Cooperadora de la Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno, de Ascochinga, departamento La Capital, a los efectos de implementar el Proyecto Armamos el parque de juegos para los más pequeños.

Sala de Comisión, 17 de setiembre de 2003.

Strada – Baudín – Cavigiuri – Schachner – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.107 – BS) presentado por los diputados Di Pollina, Cecchi y Baudín, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, otorgue una ayuda económica a los efectos de implementar el Proyecto Armamos el parque de juegos para los más pequeños en la Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno, de Ascochinga, departamento La Capital. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Tate – Venesia – Giardino – Cecchi – Gutiérrez

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, otorgue una ayuda económica a los efectos de implementar el Proyecto Armamos el parque de juegos para los más pequeños en la Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno, de Ascochinga, departamento La Capital.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


La comunidad educativa de la Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno, de Ascochinga, nos ha transmitido la necesidad de concretar el Proyecto Armamos el parque de juegos para los más pequeños.


El Proyecto plantea: a) Diagnóstico de la situación; b) Fundamentos; c) Objetivos; d) Actividades Programadas.


La situación de pobreza causa la deserción escolar y esta es, a su vez, causante de más pobreza y exclusión social. Familias pobres carentes de oportunidades educativas para sus hijos garantizan la reproducción intergeneracional de la pobreza, porque la exclusión del sistema educativo significa la reducción de sus posibilidades futuras en cuanto a la inserción en el mercado laboral, la generación de ingresos, el acceso a los servicios de salud, entre otros.


Por ello, la educación es clave para superar los problemas de la pobreza y la desigualdad social. Es necesario promover iniciativas que busquen igualar las oportunidades educativas de los niños y las niñas de bajos recursos, y es en este marco que en lo referido al juego y al movimiento, el aprender jugando se manifiesta como una máxima en la pedagogía infantil actual. Por lo cual es fundamental comprender la idea de la propuesta a través del juego, con el firme propósito de promocionar transferencias de los comportamientos vivenciados en su práctica a los comportamientos de la vida diaria. Al mismo tiempo, es de suma importancia visualizar la preparación del niño, futuro adulto, para que pueda sostener con el correr de los años y en otras etapas de su vida una actitud lúdica, que le permita disfrutar de vivencias gratificadoras a lo largo de su existencia.


Por lo tanto, la idea de diseñar ambientes significativos donde el alumno aprenda jugando nos debe llevar a tener en cuenta algunos aspectos que muchas veces no contemplamos, porque tenemos la sensación que no hay nada del juego que no sepamos,, que es algo propio de la Educación Física, algo común y cotidiano.


El juego dentro del contexto escolar y particularmente dentro de la clase de Educación Física permite al docente enseñar distintos saberes. El alumno resuelve las situaciones de la propuesta lúdica, apropiándose de los contenidos escolares a través de un proceso que no es simplemente espontáneo, sino que se presenta como el producto de una enseñanza sistemática e intencional. Al planificar y dar intencionalidad a la propuesta lúdica, el docente va configurando el contexto de la clase en función de un sentido, de un significado.


Las ganas de aprender y de jugar tienen un origen común: la necesidad del hombre por adaptarse y modificar el mundo. El juego se presenta como una forma de aprender activamente, en él se da una gran cantidad de funciones desde lo expresivo, comunicativo, productivo, facilitando la exploración y la comparación.


La función exploratoria que implica el accionar del niño influye sobre el desarrollo de la inteligencia práctica, permitiendo la adquisición de distintos tipos de experiencias que van más allá de las mejoras en sus habilidades. La función productiva es motriz y hace referencia a la creación del ambiente a través del movimiento.


Se adjunta el Proyecto Armamos el parque de juegos para los más pequeños, elaborado por las docentes de la Escuela Fiscal Nº 36 Mariano Moreno.


Por todo ello, señor presidente, convencidos de que para salir del círculo vicioso de la falta de desarrollo y la creciente pobreza hacen falta acciones concretas desde el Estado, en favor de la educación y la salud, que garanticen igualdad de oportunidades, solicitamos que este proyecto de comunicación sea considerado y posteriormente aprobado por nuestros pares, los señores legisladores y las señoras legisladoras.

Di Pollina – Cecchi – Baudín

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.23 Escuela Nº 6215 de Lanteri: subsidio

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 23.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.247 – UCR) presentado por el diputado Pezz, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio del Ministerio de Educación proceda a otorgar un subsidio para la construcción de aulas para EGB, la sala y sanitarios de Nivel Inicial, la sala de computación y el salón comedor en la Escuela N° 6215 JC Elisa F. de Joffre, de la localidad de Lanteri, departamento General Obligado. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zcEscuela Nº 6215 de Lanteri\: subsidio" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 6215 Elisa F. de Joffre de la localidad de Lanteri, departamento General Obligado, para ser destinado a la construcción de aulas para EGB; la sala y sanitarios de Nivel Inicial; la sala de computación y el salón comedor.

Sala de Comisión, 17 de setiembre de 2003.

Strada – Baudín – Cavigiuri – Schachner – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.247 – UCR) presentado por el diputado Pezz, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Educación, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 6215 Elisa F. de Joffre, de la localidad de Lanteri, departamento General Obligado, para ser destinado a la construcción de aulas para EGB; la sala y sanitarios de Nivel Inicial; la sala de computación y el salón comedor. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Tate – Venesia – Giardino – Cecchi – Gutiérrez

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Educación, proceda a otorgar un subsidio suficiente para la construcción de aulas para EGB; la sala y sanitarios de Nivel Inicial; la sala de computación y el salón comedor en la Escuela Nº 6215 J.C. Elisa F. de Joffre, de la localidad de Lanteri, departamento General Obligado.

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


La Escuela de Jornada Completa Nº 6215 con EGB1, EGB2 y 7º Año es la única con este nivel en la localidad. Actualmente cuenta con una matrícula superior a 320 alumnos, incluido el Nivel Inicial.


Posee 13 divisiones de grados y 2 de nivel inicial, pero sólo 9 aulas convencionales, con dimensiones adecuadas; los otros son espacios que se fueron adecuando a medida que se creaban los cargos para desdoblar años, debido al permanente aumento de matrícula. En los últimos 4 años es vertiginosa la actividad, debido a migraciones de familias del área rural al área urbana. En 1997 había una matrícula de 280 alumnos, y así, año tras año fue in crescendo, llegó a sumar 330 educandos en el año 2000 hasta ascender a 325 en el año 2002. Por lo que a todas luces, las necesidades de infraestructura reclaman cada vez más una urgente respuesta. Se necesita que se construyan aulas para EGB, ya que tres están funcionando en lugares inadecuados, con espacios muy reducidos: una en el comedor de la casa del director, lo que exime de mayores comentarios, otra en el ámbito destinado para la Dirección, de 21 metros cuadrados con 23 alumnos; y otra, en el extremo de una galería, donde se hizo un cerramiento de 24 metros cuadrados con 22 alumnos. Además, las dos divisiones de 7º año funcionan actualmente en el edificio de la Escuela Media Nº 306.


Con respecto a la construcción de una sala y sanitarios de Nivel Inicial, su pedido se justifica en que las dos secciones que funcionan en turnos opuestos utilizan una sala que fue la habitación del portero, refaccionada para el actual fin, pero claramente insuficiente por sus dimensiones. Además, cuenta con un solo sanitario que, por otra parte, es muy insuficiente.


La escuela tiene cinco equipos de computación que están funcionando en un dormitorio de la casa-habitación del director, cuyo espacio de 10,24 metros cuadrados resulta muy pequeño e incómodo para trabajar. A todo lo expuesto cabe también agregar que no cuenta con comedor, ya que una estrecha galería oficia de lugar para servir la comida en los dos turnos.


En junio del año 2001 se realizó un proyecto de reestructuración, con todas las necesidades para encararlo por etapas. Las autoridades del establecimiento y de la Asociación Cooperadora vienen realizando gestiones en distintos niveles gubernamentales, pero la construcción se lleva adelante con el esfuerzo de toda la comunidad.


Por lo expuesto, considero que huelgan mayores consideraciones para justificar el presente pedido, por lo que solicito a mis pares su pronta aprobación.

Federico Pezz

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.24 Escuela Nº 336 José de San Martín de Nuevo Torino: (subsidio)

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 24.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.253 – PJ) presentado por la diputada Schachner, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras y Servicios Públicos y el Ministerio de Educación, otorgue un subsidio para la construcción e instalación de sanitarios a la Escuela N° 336 José de San Martín, ubicada en la localidad de Nuevo Torino, departamento Las Colonias. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zcEscuela Nº 336 José de San Martín de Nuevo Torino (subsidio)" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 336 José de San Martín de la localidad de Nuevo Torino, departamento Las Colonias, para ser destinado a la construcción e instalación de sanitarios.

Sala de Comisión, 17 de setiembre de 2003.

Strada – Baudín – Cavigiuri – Schachner – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.253 – PJ) presentado por la diputada Schachner, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, otorgue un subsidio para la construcción e instalación de sanitarios a la Escuela Nº 336 José de San Martín, ubicada en la localidad de Nuevo Torino, departamento Las Colonias. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Educación, esta comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Tate – Venesia – Giardino – Cecchi – Gutiérrez

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras y Servicios Públicos y el Ministerio de Educación, otorgue a la Escuela Nº 336 José de San Martín un subsidio para la construcción e instalación de sanitarios, ubicada en la localidad de Nuevo Torino, departamento Las Colonias.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Por intermedio del presente proyecto se solicita al Poder Ejecutivo contemple la posibilidad de otorgar un subsidio para la construcción e instalación de sanitarios en la Escuela Nº 336 José de San Martín, ubicada en la localidad de Nuevo Torino, departamento Las Colonias.


Dicha escuela, a pesar de estar aproximadamente a 60 kilómetros de la ciudad capital de nuestra provincia, aún funciona con retretes, producto de que a lo largo de todos estos años no se ha construido e instalado un pabellón sanitario.


La necesidad higiénica marca que debemos darle una respuesta inmediata al casi centenar de alumnos que concurre a dicho establecimiento.


Por lo expuesto, solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.
Élida Schachner

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.25 Escuela Nº 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda de Esperanza (subsidio)

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 25.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.255 – PJ) presentado por la diputada Schachner, por el cual solicita al Poder Ejecutivo que por intermedio del Ministerio de Obras y Servicios Públicos y el Ministerio de Educación otorgue un subsidio a la Escuela N° 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda – ubicada en la Ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias– para refaccionar el establecimiento, con motivo de cumplirse el cincuentenario de su creación. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zcEscuela Nº 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda de Esperanza (subsidio)" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, evalúe la posibilidad de otorgar un subsidio a la Asociación Cooperadora de la Escuela Nº 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda de la localidad de Esperanza, departamento Las Colonias, para ser destinado a la refacción del establecimiento.

Sala de Comisión, 17 de setiembre de 2003.

Strada – Baudín – Cavigiuri – Schachner – Venesia

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.255 – PJ) presentado por la diputada Schachner, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, otorgue a la Escuela Nº 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda –ubicada en la Ciudad de Esperanza, departamento Las Colonias– un subsidio para refaccionar el establecimiento, con motivo de cumplirse el cincuentenario de su creación. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Educación, esta Comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Tate – Venesia – Giardino – Cecchi – Gutiérrez

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Obras y Servicios Públicos y el Ministerio de Educación, otorgue a la Escuela Nº 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda un subsidio para refaccionar el establecimiento con motivo de cumplirse el cincuentenario de su creación, ubicada en la ciudad de Esperanza, departamento las Colonias.

Fundamentos de la autora del proyecto

Señor Presidente:


Por intermedio del presente proyecto se solicita se contemple la posibilidad de otorgar un subsidio para refaccionar el edificio de la Escuela Nº 6403 Capitán de Fragata Ing. Carlos Gadda, con motivo de cumplirse el 50º aniversario de su creación.


Dicha escuela cumple un rol significativo dentro de la comunidad educativa de la ciudad de Esperanza, y de ella han egresado cientos de alumnos en este largo camino desde su apertura.


Los grupos familiares de los alumnos de dicha institución son en su mayoría de humilde condición económica, lo que hace mucho más difícil la concreción de reparaciones edilicias por parte de la cooperadora escolar, razón por la cual el Estado Provincial no puede estar ausente.


Por lo expuesto, solicito a mis pares el tratamiento y aprobación del presente proyecto.
Élida Schachner

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.26 Ruta Provincial Nº 1: construcción de ciclovía

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 26.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Obras y Servicios Públicos ha estudiado el proyecto de comunicación (Expte Nº 11.354 – PJ) presentado por el diputado Reutemann, en el cual se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a realizar los estudios técnicos necesarios para construir una ciclovía paralela al corredor de la Ruta Provincial Nº 1, en el tramo comprendido entre la Ruta Nacional N° 168 (kilómetro 0) hasta el kilómetro 10 de la citada ruta provincial, departamento La Capital. Atento a los fundamentos expuestos por el autor del proyecto y a las razones que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación.

 XE "zcRuta Provincial Nº 1\: construcción de ciclovía" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo correspondiente, proceda a realizar los estudios técnicos correspondientes a fin de construir una ciclovía paralela al corredor de la Ruta Provincial Nº 1, desde su intersección con la Ruta Nacional Nº 168 (kilómetro 0) hasta el kilómetro 10 de la citada Ruta Provincial, correspondiente a la ciudad de Santa Fe y el distrito San José del Rincón, departamento La Capital.

Sala de Comisión, 18 de setiembre de 2003.

Giardino – Basaldella – Álvarez, R. – Baudín – Guido de Nirich – Grbavac – Ritter – Strauss – Demaría

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.354 – PJ) presentado por el diputado Reutemann, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del organismo que corresponda, proceda a realizar los estudios técnicos correspondientes a fin de construir una ciclovía paralela al corredor de la Ruta Provincial Nº 1, desde su intersección con la Ruta Nacional Nº 168 (Kilómetro 0) hasta el Kilómetro 10 de la citada ruta provincial, correspondiente a la ciudad de Santa Fe y el distrito San José del Rincón, departamento La Capital. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Obras y Servicios Públicos, esta comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Tate – Venesia – Giardino – Cecchi – Gutiérrez

Fundamentos del autor del proyecto

Señor Presidente:


Sin lugar a dudas, la construcción de una ciclovía a la vera de la Ruta Provincial Nº 1 es un tema prioritario para las autoridades comunales y, por supuesto, un fuerte reclamo de toda la comunidad lugareña; que daría solución o disminuiría considerablemente los riesgos de accidentes de tránsito, principal causa de muerte, especialmente en personas jóvenes.


Tan acuciante es el problema, que ha demandado la construcción de obstáculos sobre la calzada en varios tramos de la citada ruta provincial, con el objetivo de disminuir la velocidad de los vehículos que circulan en ambas direcciones, soluciones que han contribuido a maximizar la seguridad de ciclistas y transeúntes, pero que pueden ser muy bien complementadas con lo peticionado en el presente proyecto.


Dos causas dan el fundamento inobjetable a la construcción de un circuito de tránsito alternativo: el crecimiento poblacional de toda esta zona, La Guardia, Colastiné y San José del Rincón, combinado con el deterioro del poder adquisitivo sufrido en la última década en nuestro país, que ha incrementado el uso de medios de transportes más económicos –entre ellos ciclomotores y bicicletas– que, a su vez, han potenciado el riesgo de accidentes. Por ello, dar cumplimiento al presente pedido es de imperiosa necesidad.

Por todo lo expuesto, pido a mis pares que me acompañen en el presente proyecto de comunicación.

Roberto Reutemann

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.27 Agentes policiales y unidades móviles para comisaría de Villa Cañás

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al Asunto Nº 27.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. N° 11.418 – UCR) de autoría de los diputados Guido de Nirich y Di Sciascio, por el cual se solicita al Poder Ejecutivo proceda a incrementar el número de agentes policiales y unidades móviles de la Comisaría 6ª, Unidad Regional VIII de Policía, en Villa Cañás, departamento General López. Y atento a los estudios realizados y a las razones que dará su miembro informante, esta Comisión ha resuelto emitir el presente dictamen con modificaciones, el que a continuación se transcribe y al que aconseja se le preste aprobación:

 XE "zcAgentes policiales y unidades móviles para comisaría de Villa Cañás" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, procure incrementar el número de agentes policiales y unidades móviles de la Comisaría 6ª, Unidad Regional VIII de la Policía de la Provincia, en la localidad de Villa Cañás, departamento General López, con el objeto de prevenir acciones delictivas y afianzar la seguridad de las personas y el resguardo de sus bienes.

Sala de Comisión, 17 de setiembre de 2003.

Esquivel – Migno – Meotto – Favario – Strada - D’Ambrosio – Barrera

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Presupuesto y Hacienda ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.418 – UCR) presentado por los diputados Guido de Nirich y Di Sciascio, por el que se solicita al Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, proceda a incrementar el número de agentes policiales y unidades móviles de la Comisaría 6ª, Unidad Regional VIII de la Policía de la Provincia, en la localidad de Villa Cañás, departamento General López. Y atento a que el proyecto cuenta con dictamen de la Comisión de Asuntos Constitucionales y Legislación General, esta Comisión ha resuelto adherirse a él.

Sala de Comisión, 25 de setiembre de 2003.

Paganini – Álvarez, J. – Basaldella – Tate – Venesia – Giardino – Cecchi – Gutiérrez

Proyecto de comunicación original

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, proceda a incrementar el número de agentes policiales y unidades móviles de la Comisaría 6ª, Unidad Regional VIII de la Policía de la Provincia, en la localidad de Villa Cañás, departamento General López, a causa de los numerosos y reiterados hechos de robo a instituciones educativas, viviendas y comercios ocurridos en el presente año en esa ciudad.

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Desde hace algunos meses, la ciudad de Villa Cañás es víctima y testigo de una ola de robos y saqueos a instituciones educativas como la Escuela Nº 178 Juan Cañás, y también a viviendas y comercios, hechos que han generado indignación en la población y que justifican su reclamo generalizando ante las autoridades de la provincia, a los efectos de que se provea a la Comisaría 6ª de mayor número de personal policial y, simultáneamente, de mayor cantidad de unidades móviles.


Según nos lo refieren los vecinos y las autoridades del distrito, la Escuela Nº 178 ha sido saqueada en tres oportunidades en los últimos tres meses. En el diario La Capital del jueves 14 de agosto se precisa que el último de los robos a la escuela fue ejecutado por cuatro menores de edad, dos de los cuales quedaron detenidos mientras que los restantes se dieron a la fuga. Además, se constató que el edificio contiguo –donde funciona el Jardín de Infantes Nº 29– también había sido saqueado.


Con este proyecto de comunicación pretendemos formalizar el reclamo de la comunidad de Villa Cañás, a los fines de que la policía provincial evalúe la posibilidad de fortalecer los recursos humanos y de infraestructura de la Comisaría 6ª, con el objeto de reforzar la vigilancia y mitigar o prevenir estos hechos delictivos.


Por los argumentos vertidos, solicitamos a las señoras y señores diputados que acompañen con su voto afirmativo el presente proyecto.

Guido de Nirich – Di Sciascio

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

10.28 Lotería, Quiniela y Quini 6: transferencia de fondos a municipios y comunas

(Proyecto de comunicación – Aprobado)

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Por Secretaría se dará lectura al asunto Nº 28.

–
Se lee: 

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Asuntos Comunales ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.023 – UCR) presentado por los diputados Guido de Nirich, Álvarez, J. y Basaldella, por el cual se solicitan informes al Poder Ejecutivo con respecto a las transferencias realizadas a municipios y comunas, al Fondo de Asistencia para la Salud y al Ministerio de Educación, provenientes de la explotación de la Lotería, Quiniela y Quini 6, durante los años 2000, 2001 y 2002. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión os aconseja le prestéis aprobación al siguiente texto:

 XE "zcLotería, Quiniela y Quini 6\: transferencia de fondos a municipios y comunas" 

La Cámara de Diputados de la Provincia vería con agrado que el Poder Ejecutivo, por intermedio de quien corresponda y con relación a la Ley Provincial N° 8269 y su modificatoria Ley Provincial N° 10.520, informe:

a) Detalle de transferencias realizadas a municipios y comunas provenientes de la explotación de la Lotería, Quiniela y Quini 6 de Santa Fe, durante los años 2000, 2001 y 2002.

b) Montos ingresados al Fondo de Asistencia para la Salud Pública y al Ministerio de Educación de la Provincia, originados en la explotación de la Lotería, Quiniela y Quini 6 de Santa Fe y demás recursos originarios de las restantes actividades de la Caja de Asistencia Social, durante el mismo período mencionado en el inciso anterior.

c) Erogaciones por todo concepto realizadas por el Fondo de Asistencia para la Salud Pública, desde la vigencia de la Ley N° 10.520 hasta la fecha y el monto no invertido en la cuenta especial.

Sala de Comisión, 21 de mayo de 2003.

Álvarez, R. – González – Schachner – Demaría – Giacosa

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Salud Pública y Asistencia Social ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.023 – UCR) de los diputados Guido de Nirich, Álvarez, J. y Basaldella, por el cual se solicitan informes al Poder Ejecutivo con respecto a las transferencias realizadas a municipios y comunas, al Fondo de Asistencia para la Salud Pública y el Ministerio de Educación, provenientes de la explotación de la Lotería, Quiniela y Quini 6, durante los años 2000, 2001 y 2002. Y al no encontrar objeciones que formular al proyecto, aconsejamos adherirse al dictamen producido por la Comisión de Asuntos Comunales.

Sala de Comisión, 18 de setiembre de 2003.

Broda – Reschia – Demaría – Reutemann – Strauss

Señores diputados:


Vuestra Comisión de Educación ha considerado el proyecto de comunicación (Expte. Nº 11.023 – UCR) presentado por los diputados Guido de Nirich, Álvarez, J. y Basaldella, por el cual se solicitan informes al Poder Ejecutivo con respecto a las transferencias realizadas a municipios y comunas, al Fondo de Asistencia para la Salud Pública y el Ministerio de Educación, provenientes de la explotación de la Lotería, Quiniela y Quini 6, durante los años 2000, 2001 y 2002. Y por las razones invocadas y las que dará el miembro informante, esta Comisión se adhiere al despacho de la Comisión de Asuntos Comunales.

Sala de Comisión, 1º de octubre de 2003.

Strada – Dech – Cavigiuri – Schachner – Venesia – Baudín

Fundamentos de los autores del proyecto

Señor Presidente:


Elevo a consideración de este Cuerpo la presente iniciativa, cuya finalidad es tomar pleno conocimiento de las transferencias de recursos realizadas por la Caja de Asistencia Social, según los términos de las Leyes N° 8269 y N° 10.520, a:

a) Los municipios y comunas de la Provincia de Santa Fe, en compensación de las tasas municipales y comunales que de acuerdo con la Ley Provincial N° 8269 (artículo 20) están exentas,

b) El Fondo de Asistencia para la Salud Pública, y el destino de las erogaciones realizadas por el citado.

c) El Ministerio de Educación de la Provincia


El hecho de que la explotación de la Lotería, Quiniela y Quini 6 de Santa Fe y los demás recursos emanados de otras actividades de la Caja de Asistencia Social pueda generar recursos destinados a áreas tan importante para el desarrollo de los pueblos, como lo son la Educación y la Salud, exige de los legisladores provinciales la necesidad de contar con la información adecuada, a los fines de corroborar y tener noción del cumplimiento efectivo de las pautas establecidas por las leyes mencionadas.


Por las razones expuestas, se solicita a nuestros pares que acompañen con su voto afirmativo el presente pedido de informes.

Basaldella – Álvarez, J. – Guido de Nirich
SR. PRESIDENTE (Hammerly).– En consideración.


Si no se hace uso de la palabra, se va a votar el proyecto.

–
Resulta aprobado.

11 inasistencias

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– La Cámara debe considerar las inasistencias con goce de dieta de los señores diputados Miguel Ángel Basaldella, Roberto Cané, Eduardo Galaretto, Ricardo Giacosa, Fernando Mazziotta y Analía Schpeir a esta sesión.


Si no hay observación, se va a votar.

–
Resulta afirmativa.

SR. PRESIDENTE (Hammerly).– Al no haber más asuntos para tratar, se levanta la sesión.

–
Son las 19:05.
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� Elaborado para el Poder Ejecutivo de la Provincia de Santa Fe, por los Dres. Víctor R. Corvalán, Julio de Olazabal y Ramón T. Ríos, sobre la base del Anteproyecto que en su momento redactaran �junto con el Dr. Jorge Vázquez Rossi�- para la Comisión Bicameral presidida por el senador Dr. Raúl J. Gramajo, y el diputado Dr. Ángel E. Baltuzzi, e integrada por los Sres. senadores Dr. Carlos Montini y Edgardo Bodrone, y los Sres. diputados Dra. María A. Gastaldi, Dr. Santiago Mascheroni, Dr. Hugo Bearzotti y Carlos Caballero Martín. Asimismo integró la Comisión la Dra. Cristina Rubiolo luego reemplazada por el Dr. Carlos Renna, ambos en representación del Ministerio de Gobierno, Justicia y Culto, y fue el Secretario el Dr. José A. Maccerola.-


� El debate sobre el proyecto se realizó en julio de 1993, fue organizado por el Colegio de Abogados de Rosario y actuando como coordinador el Dr. Néstor Vico Gimena, contó con la presencia de los Profesores José I. Cafferata Nores, Julio B.J.Maier, Federico Domínguez, Raúl Superti, Mariano Rodríguez, Daniel Cuenca, Juan Luis Nardín, y Elio Covicchi entre otros. El contenido íntegro de las actas del debate fue publicado por la Secretaría de Posgrado y Servicios a Terceros de la Facultad de Ciencias Jurídicas y Sociales de la Universidad Nacional del Litoral, Nº 24 de la Colección jurídica y social


� Pág. 11, Casi Memorias, Roque Vassalli, Ediciones Grandes Industriales, Rosario, 1990.


� Pág. 67, ídem.
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